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ENTE REGULADOR DEL TRANSPORTE

DE LA PROVINCIA DE MENDOZA

EPReT

Capítulo I 

Introducción

A partir de la década del ’90, con más precisión, a partir de la sanción de la Ley Nº. 23.696 
 llamada de Reforma del Estado, se pudo apreciar en Argentina un cambio de funciones del Estado, que dejó de prestar los servicios públicos, los que pasaron a ser prestados por empresas privadas, a través de la figura de las concesiones o licencias.-

El cambio obedeció al agotamiento del Estado Empresario, que cada vez era más deficitario e ineficiente en la prestación de los servicios públicos, o, por lo menos, de algunos de ellos.-

Esto produjo la quiebra virtual del Estado, y la consecuente necesidad de reformar las estructuras estatales, y transferir o delegar a los particulares, en forma urgente, el sinnúmero de actividades que desde 1945 venía prestando o explotando el sector público.-

La forma en que se llevó a cabo  el proceso de cambio ha dado lugar a numerosas opiniones críticas, desde todos los ámbitos, por las consecuencias jurídicas, económicas y sociales que se produjeron.-

Desde el punto de vista jurídico del proceso de privatizaciones, Jorge Luis Salomoni, expresa:

“Lamentablemente, la velocidad en la ejecución de la reforma, impidió pensar un sistema que atendiera a la conformación de una nueva concepción del Estado y de sus relaciones con la sociedad y los particulares, dictando una buena cantidad de normas, de distinta jerarquía, que muchas de las veces no reconocieron su pertenencia a un mismo sistema jurídico.-

Así, se importaron soluciones angloamericanas, francesas, y aún españolas, autocontradictorias y muchas veces no dirigidas a solucionar el problema al que se aplicaban. En la mayoría de los casos de importación de normas o concepciones, se partió, desde mi concepción, de una prescindencia casi absoluta del plexo constitucional. Por lo tanto voy a sostener, desde un principio, que en la Argentina, no se ha conformado un nuevo modelo de Estado, sino que se ha operado, en el sector de los servicios públicos, una mera delegación de competencias en los particulares explotadores de los mismos.” 

Este proceso no ha sido aislado, sino que nuestro país se enroló, al emprender este camino, en la moderna tendencia seguida por otros países, que venía generalizándose en el mundo entero.-

Analizaremos ahora la crítica del proceso desde el punto de vista de las consecuencias económicas.-

Esta tendencia a nivel mundial, surgida de la aplicación de las reformas “neoliberales”, como se las llamó, o “reformas fundamentalistas del mercado”, han sido cuestionadas por la forma en que fueron gestionadas en el mundo entero, y especialmente por la forma en que se llevaron a cabo en nuestro país, por cuanto en aras de la “privatización”, se dejó de considerar importantes aspectos sociales como el desempleo, el empobrecimiento de la clase media y baja, la atención de la salud y la educación, entre otros aspectos.-

En tal sentido, un importante economista, premio Nobel de Economía, economista jefe y vicepresidente senior  del Banco Mundial, crítico de este proceso por la forma en que se gestionó, ha dicho sobre el importante cambio económico y social llevado a cabo en Argentina:

“Para Latinoamérica –y de hecho para muchos otros países en desarrollo- la experiencia Argentina fue especialmente elocuente, ya que Argentina había sido la enseña del tipo de reforma que el FMI y el Tesoro de Estados Unidos (a partes iguales) habían alentado en los países en desarrollo. (Dado que estas reformas representaban el “consenso” de los responsables políticos de la calle 15, donde se encuentra el Tesoro, y la 19, donde están los cuarteles del FMI, en Washington –aunque no el consenso de los responsables políticos de los países en desarrollo-, el conjunto de reformas recibió el nombre de las reformas del “Consenso de Washington”.  Si esto era lo que le pasaba a los que seguían dichas medidas, no querían saber nada de ellas.” 
 

La crítica es elocuente, y quienes hemos vivido el cambio en nuestro país, y hemos podido ver las importantísimas y graves consecuencias de la aplicación del liberalismo a ultranza que se hizo, podemos decir que la frase de que se iba a “hacer cirugía mayor sin anestesia” fue muy ilustrativa y elocuente, y no fue una simple alocución meramente figurativa.-

De todas formas, la crítica no va dirigida a la “globalización”, ni a las privatizaciones, sino a la forma en que se llevó a cabo. El mismo autor citado precedentemente, pone en sus justos límites el problema, al tratar el tema de la privatización:

“Los Estados de muchos países en desarrollo –y desarrollados- demasiado a menudo invierten mucha energía en hacer lo que no deberían hacer. Esto los distrae de sus labores más apropiadas. El problema no es tanto que la Administración sea demasiado grande como que no hace lo que debe. A los Estados, en líneas generales, no les corresponde manejar empresas siderúrgicas y suelen hacerlo fatal (aunque las empresas siderúrgicas más eficientes del mundo son las fundadas y gestionadas por los Estados de Corea y Taiwán, son la excepción). Lo normal es que las empresas privadas competitivas realicen esa tarea más eficazmente. Éste es el argumento a favor de la privatización: la conversión de empresas públicas en privadas. Sin embargo, existen importantes precondiciones que deben ser satisfechas antes de que la privatización pueda contribuir al crecimiento económico. Y el modo en que se privatice cuenta mucho. ... Es importante reestructurar las empresas públicas, y con frecuencia la privatización es un modo eficaz de lograrlo. Pero desplazar gente desde empleos poco productivos en empresas públicas al paro 
 no incrementa la renta nacional del país, y ciertamente no aumenta el bienestar de los trabajadores. La moraleja es sencilla y volveré sobre ella repetidamente: la privatización debe ser parte de un programa más amplio, que implique la creación de empleo a la vez que la destrucción del mismo provocado a menudo por las privatizaciones.” 

Joseph Stiglitz, reconocido crítico de la forma en que se llevó a cabo o se gestionó el proceso de privatizaciones en el mundo, y especialmente en los países en desarrollo, puntualiza, en la obra citada, con una claridad y nitidez admirables, los efectos del mismo en la clase trabajadora. En efecto, para quienes lo hemos vivido, resultan como un fiel espejo de la realidad vivida en nuestro país, sus comentarios sobre los costos sociales relacionados con el desempleo. Y, sobre todo su comparación del proceso en los países industrializados, en los que el daño de los despidos es reconocido y en parte mitigado por la red de seguridad de las prestaciones por desempleo, con los países en desarrollo o menos desarrollados. En estos últimos, los trabajadores desempleados generalmente no se convierten en una carga pública, porque rara vez cuentan con seguros de desempleo. Esta situación de desprotección, es lo que genera grandes costos sociales, manifestados en las formas que nos ha tocado vivir y padecer en nuestro país: violencia urbana, más delincuencia, y perturbaciones sociales y políticas, y una sensación de angustia generalizada, incluso entre los trabajadores que han conseguido mantener sus empleos.-

No obstante lo expuesto, las críticas, -acertadas o no- lo cierto es que la realidad está: las empresas prestadoras de servicios públicos fueron privatizadas; los servicios públicos ahora son prestados por empresas privadas, en condiciones de monopolio o cuasi monopolio; y el Estado, en su carácter de titular originario de la prestación de los servicios públicos, debe intervenir para equilibrar. Decimos intervenir, en el sentido de no dejar en manos de las empresas privadas toda la actividad, puesto que se trata de servicios públicos esenciales. Por ello es que el Estado debe actuar en la regulación y en el control de la prestación de dichos servicios públicos privatizados.-

Dice Julio R. Comadira sobre este proceso:

“En los últimos años, nuestro país se ha incorporado a la moderna tendencia de transformación de las estructuras estatales, a través de políticas que, en lo sustancial, pueden resumirse en la privatización de las empresas públicas, la desregulación y la descentralización.” 

Como la mayoría de esos servicios públicos involucrados en el cambio eran esenciales, el Estado no pudo desentenderse totalmente de su responsabilidad, por lo que cambió su rol de prestador de los servicios, por el de necesario controlador de la correcta prestación de dichos servicios públicos esenciales por parte de los particulares que resultaron concesionarios de los mismos en los procesos licitatorios que se llevaron a cabo.-

La doctrina administrativista es concordante en que este proceso privatizador de las empresas prestatarias de servicios públicos debe ir acompañado, inexorablemente, de la regulación, es decir, de la configuración de un marco regulatorio de dicha actividad:

“La privatización de las empresas prestadoras de servicios públicos debe ir precedida 
 , o en todo caso, acompañada de la configuración de las normas reguladoras de las actividades 
, siendo finalidad esencial de esa regulación armonizar el interés público que determina a aquellos, con los derechos particulares comprometidos.” 
   

El proceso –que como ya dijimos es de carácter mundial-, se inició en la nación, y se fue extendiendo a las provincias en forma paulatina pero inexorable, abarcando gradualmente los distintos servicios públicos.-

Las experiencias han ido desde procesos de privatización sin el dictado de normas reguladoras y de control 
 ; pasando por las privatizaciones de servicios públicos en forma individual, con el dictado del pertinente marco regulatorio de la actividad y creación del respectivo ente regulador de dicha actividad; hasta la regulación y creación de entes únicos reguladores de todos  los servicios públicos de jurisdicción de una ciudad o de una provincia.-

La reciente sanción de la ley Nº 7412 
 de creación del Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros de la Provincia de Mendoza, nos lleva nuevamente al análisis de este apasionante tema de la regulación de los servicios públicos.-

Hemos creído conveniente hacer un repaso de este proceso económico mundial de la regulación económica, de la creación de los primeros entes reguladores en el mundo y en el país, para luego iniciar el estudio del proceso en la Provincia de Mendoza y, particularmente el análisis de la Ley Nº 7412 que crea el marco regulatorio de la actividad del servicio público de transporte de pasajeros, y el entre regulador de esta actividad en la provincia.-

Capítulo II

La Regulación Económica

Origen de la actividad regulatoria del Estado

Hablar de regulación económica nos lleva necesariamente a pensar en EEUU, y en las “Comisiones Independientes” creadas a partir de la “Interstate Commerce Commission”, creada en 1887, a partir de la promulgación de la Interstate Commerce Act (Ley de Comercio Interestatal).-

La Interstate Commerce Act, promulgada el 4 de febrero de 1887, en su Sección 11, dispuso la creación de la Interstate Commerce Commission (ICC), con la finalidad de ser el órgano encargado de regular el comercio interestatal.-

La importancia de esta Comisión radica en que fue la primera en su género en el orden federal, en EEUU, y fue el modelo de las posteriores comisiones reguladoras, que, a su vez, son el modelo que se ha tomado en nuestro derecho para la creación de los Entes Reguladores.-

No es la pretensión de esta obra, y excede en mucho su contenido, el desarrollo del fascinante tema de la historia de la regulación económica, el que, por otra parte, ha sido abordado en forma exhaustiva y brillante por otros autores, analizando los distintos períodos por los que pasó, y la evolución que fue  experimentando a través del tiempo 
.-

Pero entendemos que resulta conveniente, para una mejor comprensión de la naturaleza y la función que cumplen los Entes Reguladores, el análisis de dicho proceso de evolución de la regulación económica en el mundo, sin excluir el proceso que se llevó a cabo en este aspecto en Europa.-

Maljar 
 opina que resulta conveniente analizar las causas que dieron origen al nacimiento de las agencias independientes en Estados Unidos, dado que la estructura funcional de las mismas es el antecedente inmediato de los Entes Reguladores creados en nuestro País.-

Señala, el autor citado, como causas del surgimiento de las agencias independientes en los Estados Unidos de América, la necesidad de evitar las discriminaciones comerciales y abusos que constantemente cometían las empresas privadas que prestaban los servicios esenciales para la población, a los efectos de proteger a los usuarios y/o público consumidor.-

Pero debemos tener en cuenta que desde la fecha en que se crearon estos organismos independientes, hasta el presente, se ha producido una evolución muy grande en cuanto a la prestación de los servicios públicos y en cuanto al concepto de servicio público.-

Resulta muy ilustrativo y enriquecedor leer la opinión de Ariño Ortiz 
 sobre la evolución del concepto de servicio público hasta hace unos años, y la situación actual de dicho concepto. Este cambio en el concepto de servicio público, es el que lleva a la necesidad de un nuevo modelo de regulación económica.

El citado autor español expresa: “A todo ello sirvió el “servicio público”: al paso de una sociedad desequilibrada, rural, ineducada, sin salud, sin transportes, sin comunicaciones, a una sociedad con mayores grados de instrucción, más civilizada, más igualitaria, más próspera, con mayor  esperanza de vida y tantas cosas más. El servicio público fue un instrumento de progreso y también de socialización, especialmente en los Estados pobres a los que permitió mejorar la situación de todos. Pero su ciclo ha terminado. Cumplió su misión, y hoy hay que hacerle un digno entierro. Es inútil empeñarse en embalsamarlo, como intentan los franceses, por si de esta forma pudiéramos mantenerlo vivo. La situación hoy es otra, casi la inversa... , hoy existe en el mundo entero una convicción generalizada: el Estado se ha hecho demasiado grande y su incapacidad es notoria; la ineficiencia del sector público es alarmante; la calidad de los servicios mínima, y el ciudadano es hoy un ciudadano cautivo, cuya vida y hacienda ha entregado a un monstruo que devora a sus propios hijos. Hoy existe, en grandes zonas del mundo (desarrollado y en vías de desarrollo), la conciencia generalizada de que hay que devolverle al ciudadano y a la sociedad su protagonismo, su iniciativa y, en el fondo, su libertad: la libertad de elegir. La palabra clave es, hoy, ésta: PRIVATIZACIÓN, que esencialmente significa, no la venta de empresas públicas, sino la devolución de actividades a la iniciativa social. ... La consecuencia de todo ello es que el viejo concepto de servicio público –monopólico, igualitario, de mínimos, uniforme- ya no viene a llenar las necesidades y las preferencias de la población a la que dice servir. Hoy hay que abrir camino a las nuevas realidades, más competitivas, diferenciadas, innovadoras, que son las que la nueva realidad social demanda; hoy hay que desideologizar la política económica, hay que mejorar los servicios y las prestaciones. Y todo ello sin perder lo ya conseguido, que es, básicamente, la existencia de un servicio universal a todos los ciudadanos en sus niveles básicos. Ello exige un nuevo concepto de servicio público y un nuevo modelo de regulación económica...” 
.-

Precisamente, ese nuevo concepto de servicio público es el que ha ido tomando cuerpo en nuestro País a raíz de las privatizaciones de las Empresas de Servicios Públicos llevada a cabo en la década del 90, y es lo que ha dado lugar a la necesidad de modificar también, consecuentemente, el modelo de regulación económica.-

El prestigioso autor español, al hablar sobre el proceso en los países de Latinoamérica, hace un elogio de los textos que en nuestro País han receptado este importante cambio en el modelo de regulación económica:

“Junto a los procesos de privatización de actividades y empresas, los países centrales del Cono Sur, especialmente la Argentina y Chile, están llevando a cabo un interesantísimo cambio en el marco regulador de aquellas actividades privatizadas que constituían hasta ahora -y lo siguen siendo- los grandes servicios públicos  del país o, si lo prefieren, aquellas actividades de interés económico general o sectores estratégicos, sobre los que descansa la vida de una sociedad: el petróleo, el gas, la electricidad, el abastecimiento de agua a poblaciones, el transporte en todas sus modalidades (ferrocarriles, transporte aéreo, transporte urbano), las telecomunicaciones en todas sus formas (incluídas la radio y la televisión) y el sistema financiero; amén de algunas obras públicas que son la infraestructura necesaria de aquéllas: aeropuertos, puertos, autopistas, canales y presas, que en los últimos años han sido también otorgadas en concesión a empresas privadas. En todos sus campos, la privatización ha tenido que ir acompañada de un nuevo marco de actuación, un nuevo modelo jurídico, adecuado a los sectores privatizados. Debe destacarse el acierto y la modernidad de los primeros textos que han aparecido en el sector eléctrico, en el gas, en el abastecimiento de agua, como marcos reguladores de los servicios privatizados. Son textos bien planteados, cuidadosamente escritos y que recogen un modelo actual de regulación. La Argentina o Méjico, junto con Chile, son hoy un ejemplo para muchos de los países de la UE y para la Unión Europea en su conjunto, en cuanto a la liberalización de sectores y modelo de regulación de los grandes servicios públicos” 
.-

Este nuevo modelo de regulación, de marco regulador de los servicios públicos, es lo que actualmente se está manifestando en Mendoza en el servicio público de Transporte de Pasajeros, a través de la recientemente sancionada ley de creación del Ente Regulador del Transporte, y que motiva el presente trabajo.-

Capítulo III

Los Entes Reguladores en Argentina

1 – Breve historia de los Entes Reguladores en Argentina.

Como dijimos en el capítulo anterior, el surgimiento de los  “entes reguladores” en nuestro País no es nuevo, y tiene como antecedentes a las comisiones reguladoras independientes de EEUU, aunque también se pueden citar en este sentido algunas sentencias de tribunales europeos y, más recientemente, directivas del Parlamento Europeo.-

Daniel M. Nallar 
, menciona en tal sentido a Santiago Muñoz Machado, quien en una publicación cita sentencias de las décadas de 1960, 1970 y 1980, y Directivas del Parlamento Europeo en materia eléctrica de 1996 
, como antecedentes.- 

Si bien el tema de los Entes Reguladores ha tenido un “resurgimiento” en nuestro País, o ha despertado un mayor interés práctico y teórico a partir de la Reforma del Estado del año 1989, su existencia es anterior.-

En efecto, actualmente se relaciona el tema de los Entes Reguladores a la privatización de Empresas Públicas o prestadoras de Servicios Públicos, ocurrida con posterioridad a la sanción de la Ley Nº. 23.696 
, conocida como Ley de Reforma del Estado. Sin embargo, éste no es el origen de los entes reguladores, que han existido desde hace décadas en nuestro País.-

Claros ejemplos de entes reguladores anteriores a esta fecha, son la Junta Nacional de Carnes, La Junta Nacional de Granos, el Banco Central de la República Argentina, el Instituto Nacional de Vitivinicultura, entre otros.-

Analizando detenida y minuciosamente la historia en nuestro País, podemos concluir que los primeros entes reguladores fueron la Dirección General de Correos, creada en 1875 por la Ley 750 ½ ; y la Dirección General de Ferrocarriles, creada por la Ley de Ferrocarriles Nº. 2873, de 1891.-

Después de este avance en materia regulatoria, hubo un período de inactividad en este aspecto.-

Pero, como consecuencia de la crisis mundial de 1929, se produjo en nuestro País un resurgimiento de la creación de entes reguladores de las distintas actividades económicas.-

Así, se creó la Junta Nacional de Carnes, creada por Ley Nº. 11.747, de 1933, llamada ley de Defensa Ganadera; la Junta Reguladora de Granos, posteriormente denominada Junta Nacional de Granos, creada por Ley Nº. 11.742, también de 1933, con la finalidad de defender el precio de los cereales afectados por la situación internacional.-

En un corto lapso proliferaron varios organismos, destinados a proteger a los productores de las distintas actividades existentes.-

Por Ley Nº. 14.878 se creó el Instituto Nacional de Vitivinicultura, para protección de la producción vitivinícola; por Ley Nº. 12.236 
 se creó la Comisión Reguladora de la Yerba Mate, en 1934.-

Por Ley Nº. 13.273, de 1948, se creó el Instituto Forestal Nacional (IFONA), para la protección de las zonas forestales.-

En virtud del Decreto Ley  Nº. 15.350/46 se creó el Instituto Argentino para la Promoción del Intercambio (IAPI), como una entidad autárquica con facultades para intervenir en diversos sectores de la economía, en especial en comercio exterior.-

En 1933, se creó el Instituto Cinematográfico Argentino, en virtud de las disposiciones del Art. 69 de la Ley Nº. 11.723 de Propiedad Intelectual, el que luego se transformó en el Instituto Nacional de Cinematografía, nacido merced al dictado de la Ley Nº. 17.741 
.-

El Comité Federal de Radiodifusión (COMFER), fue creado por Ley Nº. 19.798, en  1972, para regular la radiodifusión

Por sus características especiales, y en resguardo de los ahorros de la población, la actividad bancaria ha sido siempre fuertemente regulada por el Estado. Es así que en 1935, por Ley Nº. 12.155, se creó el Banco Central de la República Argentina (BCRA), que seguramente fue el más importante de todos los entes reguladores creados en esta época a la que nos estamos refiriendo. Actualmente, la Ley Nº. 24.144 es la Carta Orgánica del B.C.R.A., y constituye, juntamente con la Ley Nº. 21.526 de Entidades Financieras, el marco regulatorio de la actividad bancaria y financiera.-

La actividad de seguros también ha sido sujeto de la regulación, por su importancia dentro de la economía. La Superintendencia de Seguros de la Nación, que fue creada en 1933, por Ley Nº. 11.672; y actualmente se encuentra regulada por la Ley Nº. 20.091 
, es una entidad autárquica que cumple en materia de seguros un rol similar al que cumple el B.C.R.A. en la actividad financiera y bancaria.-

En 1953 se creó el Instituto Nacional de Reaseguros (INDER), por el Decreto Nº. 10.073/53, el que luego fue modificado por la Ley Nº. 21.678, que convirtió al INDER en Sociedad del Estado.-

En definitiva, con esta enumeración, lo que queremos destacar es la antigüedad de la actividad regulatoria en nuestro País, para resaltar que no es un fenómeno nuevo, ni surgido a partir de la Ley Nº. 23.696 de Reforma del Estado, sino que se trata de un proceso de antigua data, y que se ha ido incorporando a nuestro derecho, proveniente de otros países.-

Lo que resulta indudable, de la lectura y enumeración de los distintos organismos reguladores de las actividades económicas de la más diversa índole, creados en las distintas épocas, es que los Entes Reguladores no nacieron con la Reforma del Estado, sino que se han desarrollado con más intensidad a partir de ella 
.-

Así lo señalan numerosos autores nacionales, en forma coincidente y pacífica:

“A partir de las leyes 23.696 [EDLA. 1989-114] y 23.697 [EDLA, 1989-129] y de las privatizaciones y desregulaciones llevadas a cabo bajo dichas normas, el servicio público tomó el primer plano dentro de la problemática abordada por el derecho administrativo argentino, siguiendo en este sentido la tendencia extranjera.” 

Resulta lógico este renovado interés, a partir de la Reforma del Estado, si se tiene en cuenta que los servicios públicos nacionales y provinciales más importantes se encuentran en manos de prestadores privados, lo que requiere el fortalecimiento del control estatal, nacional y provincial,  sobre la prestación de estos servicios públicos, en defensa de la correcta prestación de los mismos y de los consumidores, por tratarse de actividades cuasimonopólicas.- 

A partir de la reforma del Estado, éste deja de ser el prestador de los servicios públicos, que entrega en concesión o a través del otorgamiento de licencias, permisos o autorizaciones, a particulares.-

Este proceso de transferencia, marca la diferenciación entre dos actividades o funciones que antes aparecían confundidas: a) la prestación del servicio público; y b) el control.-

Al delegar el Estado la prestación de los servicios públicos en empresas privadas, se hace necesario incrementar la actividad de control sobre la eficiencia y corrección en la prestación de dichos servicios, en defensa de los derechos de los usuarios.-

Por su carácter de titular originario de la prestación del servicio público, y por el carácter esencial de estos, el Estado debe garantizar, en su rol de autoridad delegante, la efectiva y eficiente prestación del servicio en condiciones de igualdad, continuidad, regularidad y generalidad.-

Y esta obligación del Estado de garantizar la eficiente prestación del servicio, la debe cumplir tanto en el caso de servicios públicos privatizados, como de servicios públicos prestados por el Estado subsidiariamente en ausencia de prestadores privados.-

En este sentido, se ha sostenido:

“La titularidad, o no, de la actividad que se emprende o regula y la determinación de las necesidades que, en cada caso, justifican la decisión estatal de prestar o regular, son cuestiones históricamente contingentes que no alteran el dato de esencia siempre concurrente, esto es, la invocación de un título jurídico que implica, en sí, el empleo del poder, de la prerrogativa –con arreglo a contenidos también variables- para brindar una prestación que se estima ligada con inmediatez al bien común, o asegurar que ella se brinde.” 

2 – Concepto (o noción) de Ente Regulador.

Luego de reconocer que no existe una noción precisa de lo que es un ente regulador, y de hacer una enumeración de los distintos entes reguladores existentes en nuestro país, aún antes de la sanción de la Ley 23.696, a la que hemos hecho referencia precedentemente, Alberto B. Bianchi encara la difícil tarea de llegar a esta noción 
.

Advierte que tienen una caracterización multifacética, y comienza a describir la estructura y características que son comunes a los entes reguladores: son entidades autárquicas; funcionan como un árbitro neutral en la dinámica de fuerzas que se dan en la prestación de un servicio público entre el Estado como concedente, el concesionario o licenciatario, y los usuarios; también pueden ser entendidos como un tribunal administrativo. Y continúa diciendo que toda la Administración está sembrada de entes (creados por ley o por decreto) que reúnen características muy similares a los que habitualmente llamamos entes reguladores.

Después de un meduloso análisis, arriba a la siguiente conclusión:

“En síntesis, creo que todo ente estatal que tenga como misión controlar una actividad sobre la que el Estado ha puesto algún grado de interés, debe ser considerado un ente regulador.” 

Gordillo, luego de sostener que resulta necesario dictar una ley marco que establezca los trazos generales de su funcionamiento, sin dependencia del Poder Ejecutivo ni facultades reglamentarias de éste sobre tales entes o sus relaciones con los concesionarios y licenciatarios sujetos al control,  los caracteriza como una actualización del principio de división de poderes de nuestra Constitución Nacional.

En efecto, sostiene que, así como el sistema previo a la reforma de la Constitución del año 1994, en lo que hace al principio de división de poderes  era que el que legisla no ejecuta ni juzga de la ley, el que la ejecuta no la dicta ni juzga de ella, y el que la juzga no la dicta ni ejecuta, ahora el sistema se ve complementado e integrado con el principio de que el que concede u otorga un monopolio no debe ser el que lo controle. 

Y aún va más allá, al sostener que, con la incorporación del nuevo artículo 42 de la Constitución Nacional, con la reforma de 1994, actualmente puede sostenerse que el debido proceso incluye la existencia de organismos imparciales e independientes del poder concedente, que se ocupen en sede administrativa de la tutela de los derechos e intereses de los usuarios, sujeto al necesario contralor jurisdiccional.

Entonces, vemos que los caracteriza como organismos independientes, dotados de estabilidad y medios adecuados para el cumplimiento de sus fines, cuyos recursos provienen de los aportes obligatorios de los concesionarios con destino legal afectado al fin específico del ente, que constituyen una garantía del usuario, en los términos de la Constitución Nacional.

En lo referente a la necesaria independencia y estabilidad que se exige para estos entes, dice:

“En sentido similar se ha dicho que “se exige una autoridad reguladora dotada al mismo tiempo de preparación técnica, independencia política y legitimación democrática.” 
 ” 

Canosa, refiriéndose al tema, y coincidiendo con diversos autores, afirma que: “... los entes de control revisten el carácter de entidades autárquicas, en cuanto tienen personalidad jurídica propia con posibilidad de autogobernarse o autoadministrarse 
, persiguen fines estatales y se desenvuelven mediante la asignación de recursos que provienen, en la mayoría de los casos, de percepción de tasas por el control de la respectiva actividad 
.” 

También se ha dicho, respecto a la finalidad y funciones de los entes reguladores:

“Los entes reguladores creados tendrían la finalidad de garantizar el necesario equilibrio entre beneficios particulares y el interés público. Los entes reguladores son los encargados de fiscalizar los servicios públicos privatizados, constituyendo de esta manera una nueva administración de control fiscalizadora de las empresas prestatarias de servicios públicos. Se instalan en los casos de telecomunicaciones, gas natural y la electricidad, entes administrativos con personalidad jurídica y patrimonio propios con competencias especiales y específicas.” 

Es decir que, ensayando una apretada síntesis de la doctrina, podríamos decir que los entes reguladores son organismos autárquicos e independientes, cuyos directores gozan de estabilidad que les otorgue la necesaria independencia del Poder Concedente, de los prestadores y de los usuarios, con medios adecuados para el cumplimiento de sus fines, y cuyos recursos provienen de los aportes obligatorios de los concesionarios prestatarios de la actividad regulada, con facultades de regulación y control de dicha actividad, y que constituyen una garantía del usuario, en los términos del Art. 42 de la Constitución Nacional.- 
Capítulo IV

La regulación en la Provincia de Mendoza

1 – Entes Reguladores Provinciales.

Analizada brevemente la historia de la creación de los entes reguladores, y su concepto, intentaremos hacer un análisis de la evolución de los entes reguladores en la Provincia de Mendoza.-

La Provincia de Mendoza, irremediablemente inmersa en esta tendencia a nivel mundial y nacional, no ha sido ajena a la evolución de este proceso histórico, y a las necesidades surgidas del proceso de privatización de empresas prestadoras de servicios públicos que caracterizó a la década de los 90.-

Excede en mucho el alcance de este trabajo, realizar un comentario detallado y particularizado de los Entes Reguladores existentes en la Provincia con anterioridad a la sanción de la Ley 7412.-

Sin perjuicio de lo cual, por ser precedentes que se han tenido en cuenta, entre otros, para la redacción de la norma legal que comentamos, consideramos conveniente hacer un repaso sobre las principales características del Ente Provincial del Agua y Saneamiento (E.P.A.S.), creado por Ley 6004, y del Ente Provincial Regulador Eléctrico (E.P.R.E.), creado por Ley 6497 de la Provincia.- 

Ente Provincial del Agua y de Saneamiento (E.P.A.S.)

La necesidad de regular la actividad de las empresas prestadoras del servicio de provisión de agua potable, dada la importancia que tiene el tema de la administración del agua en Mendoza, llevó a que en el mes de setiembre del año 1993 se dictara la Ley Nº. 6044 
, que creó el Ente Provincial del Agua y de Saneamiento (E.P.A.S.).-

El objeto de la ley, es el reordenamiento institucional de la prestación de los servicios de provisión de agua potable y de saneamiento, y la protección de la calidad del agua en el ámbito de la Provincia de Mendoza, según reza el Art. 1º de la referida Ley.-

El Ente fue creado como ente autárquico, dentro del ámbito del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, con plena capacidad jurídica para actuar en el marco del derecho privado y del derecho público, con patrimonio propio, integrado por los bienes que se le transfieren por la ley de creación y los que adquiera con los recursos que se le atribuyen 
.- 

La dirección y administración está a cargo de un directorio, integrado por un presidente y cuatro miembros en calidad de vocales 
. El presidente lo designa el Poder Ejecutivo, con acuerdo del H. Senado de la Provincia. Los vocales son designados por el Poder Ejecutivo también, aunque tres de ellos directamente, teniendo en cuenta sus antecedentes técnicos y profesionales en la materia, y el cuarto, a propuesta del Comité de Coordinación Municipal.

La remuneración del Presidente será del 90%, y la de los Directores del 80% de la remuneración que le corresponda al Ministro del área respectiva.

Ente Regulador Eléctrico (E.P.R.E.)

Con posterioridad, en el año 1997, se creó en Mendoza el Ente Provincial Regulador de la Electricidad (E.P.R.E.), por Ley Nº. 6497 
, que estableció en la Provincia el Marco Regulatorio Eléctrico.-

El Ente fue creado como ente autárquico, también dentro del ámbito del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, con plena capacidad jurídica para actuar en el marco del derecho privado y del derecho público, con patrimonio propio, integrado por los bienes que se le transfieren por la ley de creación y los que adquiera en el futuro por cualquier título 
.- 

La dirección y administración está a cargo de un directorio, integrado por un presidente y dos miembros en calidad de vocales 
. El ente cuenta con un Organo Consultivo, integrado por representantes de los municipios, de las entidades intermedias de los usuarios, y de otros interesados, los que serán designados por el Poder Ejecutivo.

Los miembros del Directorio serán seleccionados por concurso público, entre personas con antecedentes técnicos y profesionales acreditados en la materia, preferentemente de las ciencias económicas, jurídicas y de la ingeniería, y designados por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del H. Senado de la Provincia. El mandato de los tres directores dura seis años, y pueden ser reelegidos en forma indefinida 
. 

Para la remoción de los directores se requiere acto fundado del Poder Ejecutivo, y se aplica el procedimiento previsto en el Art. 128 inc. 22) de la constitución provincial 
.

Capítulo V

La Regulación del Servicio Público de Transporte de Pasajeros en Mendoza

1 – El Marco Regulatorio del Transporte en la Provincia de   Mendoza.

La Ley 7412 
 de la Provincia de Mendoza determina el marco legal regulatorio del servicio público de pasajeros dentro del ámbito de la Provincia.

La ley, como surge del texto de su artículo 1º, tiene por objeto la Administración, Planificación y regulación del transporte público de pasajeros en todas sus formas y modalidades, y el control de la operación del sistema, dentro del ámbito de la Provincia, como servicio público esencial para el desarrollo humano y económico.

El artículo 2º de la ley declara de competencia provincial, y sujetas a la ley, todas las actividades que se desarrollen en el ámbito del territorio de la Provincia, vinculadas al transporte público de pasajeros, en todas sus formas y modalidades.

Por el artículo 5º se establece el ordenamiento legal y la autoridad de aplicación en la Provincia, en materia de transporte público de pasajeros, dentro del sistema de los servicios públicos que son de competencia provincial.

El comentario de la ley lo haremos más adelante, en el título siguiente, no obstante lo cual, a partir de estas normas iniciales, seguramente al lector le surgirá el interrogante sobre la competencia de la Provincia para regular dicho servicio público. Para aclarar ese interrogante, y no dejar dudas sobre el tema, hemos considerado conveniente aclarar la competencia de la Provincia para dictar normas y regular este servicio público dentro del ámbito de su jurisdicción.

Nuestro país ha adoptado la forma de Estado Federal, en la Constitución Nacional de 1853.

De acuerdo a ella, el poder se descentraliza políticamente con base física, geográfica o territorial 
, y, sobre un mismo espacio, concurren en sus respectivas competencias el poder federal y el provincial.

Tenemos entonces un Estado Federal soberano y estados autónomos (provincias) que, por ser de existencia anterior a la Nación, conservan todos los poderes no delegados expresa o implícitamente a la Nación, al conformarla, o al incorporarse 
.

De la lectura del texto constitucional, se desprende que las Provincias no han delegado en el Estado  Nacional la potestad regulatoria de los servicios públicos 
.

En virtud de ello, la prestación de un servicio público cuyo ámbito territorial comienza y termina en el territorio provincial, es de jurisdicción provincial 
.

Desde un concepto federalista, en relación a esta facultad de las provincias, se ha dicho que: “... el gobierno autonómico de las provincias y el municipio, ‘independientemente de todo otro poder’ interpretan las aspiraciones profundas de la comunidad local...”, y por ende “...todos los servicios jurisdiccionalmente divisibles deben organizarse a nivel provincial y municipal... porque es a ese nivel donde mejor se percibe la necesidad, se presta más económicamente y mejor se controla” 
.

Así se puede entender cómo la ley cita en su artículo 5º la normativa legal que rige el sistema, enumerando normas locales, tanto leyes, como decretos, resoluciones, y sólo al final, en el inciso 5 menciona las normas nacionales, pero sujetando la vigencia de estas últimas, a que sean aceptadas y declaradas de aplicación por el Ente Provincial que crea la propia ley.

Es que, por la forma de gobierno federal que adoptó nuestro país, precisamente, la Ley Nº. 24.449 que regula el tránsito y transporte de pasajeros a nivel nacional no es aplicable dentro de nuestra Provincia, cuando el transporte de pasajeros se desarrolle exclusivamente dentro de los límites de la Provincia.

La referida ley nacional Nº. 24.449 invitó a las Provincias a adherir a sus disposiciones, pero la Provincia de Mendoza no adhirió a las mismas.

Como la Provincia de Mendoza no ha adherido a la Ley Nacional de Tránsito y Transporte de Pasajeros nacional, esta ley no es aplicable en nuestra provincia, siempre y cuando el servicio se preste totalmente dentro de los límites de la provincia. Si excede los límites territoriales de la provincia, resulta de aplicación la Ley Nº. 24.449.

Por esta misma circunstancia, no resulta autoridad de aplicación de la ley específica en materia de tránsito y transporte, dentro de la Provincia de Mendoza, la Comisión Nacional de Regulación del Transporte (CNRT), sino el ente regulador creado por la ley que comentamos.

Efectuada esta aclaración con el sólo objeto de despejar dudas sobre la competencia de la provincia para regular y controlar el servicio público de transporte de pasajeros, pasaremos al análisis de la ley de creación del ente regulador de este servicio público.

2 - El Ente Regulador del Transporte de Mendoza. 

Recientemente, el día 9 de agosto de 2005, la H. Legislatura de Mendoza ha sancionado la Ley Nº 7412, por la que se crea el Ente Provincial Regulador del Transporte (EPReT) en la Provincia.- 

La referida ley tiene su origen en un proyecto de ley de creación del Ente Único Regulador del Servicio Público de Transporte de Pasajeros para la Provincia de Mendoza, elevado a la Legislatura por el Poder Ejecutivo.-

La elevación del proyecto del Poder Ejecutivo a la Legislatura de la Provincia data del 8 de Noviembre de 2001.-   

El proyecto elevado a la Legislatura de la Provincia incluía la regulación del servicio público de transporte de pasajeros y de cargas.-

Se había incluido la regulación y control del transporte de cargas, a pesar de no ser un servicio público, para unificar en el mismo Ente toda la actividad de regulación y control del transporte en la Provincia.-

En el tratamiento por parte de la Cámara de Diputados de la Provincia, se eliminó toda la normativa dirigida a la regulación del transporte de cargas, quedando limitado al transporte público de pasajeros, en exclusividad.-

El proyecto obtuvo media sanción por parte de la Cámara de Diputados y fue remitido a la Cámara de Senadores el 21 de marzo de 2002, donde fue tratado sobre tablas en la sesión del 21 de setiembre de 2004, y aprobado en general y en particular sin modificaciones; y fue remitido nuevamente a la Cámara de Diputados para su revisión, la que le dio sanción definitiva el día 9 de agosto de 2005.

La ley se promulgó en forma tácita por parte del Poder Ejecutivo, y fue publicada en el Boletín Oficial del día 9 de setiembre de 2005.

El artículo 82 de la ley establece que ésta entrará en vigencia a los sesenta (60) días hábiles contados desde su publicación, por lo que entró en vigencia a partir del día 6 de diciembre de 2005.

La ley sancionada se origina en la necesidad de brindar a nuestra Provincia un marco jurídico y regulatorio adecuado para el Servicio Público de Transporte de Pasajeros, que esté de acuerdo con el marco institucional establecido por la reforma de la Constitución de 1.994 
, y un Ente Regulador que tenga la idoneidad, eficiencia y autoridad necesaria para la regulación y el control de un servicio público de la importancia que tiene el transporte de pasajeros.-

La privatización de los servicios públicos tales como el agua, cloacas y la energía eléctrica, realizada con anterioridad en la Provincia, llevó a la creación de dos entes reguladores específicos (E.P.A.S. y E.P.R.E.), a los cuales hemos hecho una muy breve referencia en el Capítulo Anterior.-

En materia de Transporte, actualmente el servicio se encuentra regulado y controlado por la Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia, dependiente del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, la que ahora se disolverá para trasmitir sus funciones y atribuciones al nuevo Ente que se crea por esta nueva ley 
.-

Recientemente, en agosto de 2005, el Poder Ejecutivo de la Provincia ha adjudicado la licitación pública para la concesión del Transporte Público de Pasajeros en el área de la Ciudad de Mendoza y el conurbano 
 .

Dentro de los lineamientos del Plan de Transporte de la Provincia, se contemplaba desde sus inicios, -con el recordado Plan de Transporte Multimodal, que fuera abortado por la crisis de fines de 2001 y 2002- la creación de un Ente Regulador del Transporte, similar a los dos Entes ya existentes en la Provincia, por lo que el P.E. en la oportunidad antes indicada (año 2001), elevó a la Legislatura el proyecto de ley de creación del Ente Regulador en la materia, que ha dado lugar a la sanción de la ley que comentamos.-

Los lineamientos del Plan de Transporte de la Provincia han sido aprobados por la Ley Nº 7200, mediante su artículo 3º, que aprueba dichos lineamientos contenidos en el Anexo I de la ley.-

En razón de ser el usuario el objeto y eje principal del sistema público de transporte de pasajeros, en todas sus modalidades en el ámbito provincial, resultaba necesario brindarle por parte del Estado un Organismo de control y fiscalización que tenga las herramientas adecuadas para su protección. De este modo se fortalece la capacidad del Estado, de gestión, de fiscalización y control de la actividad.-

Finalmente, nuestra Provincia necesitaba contar con un marco normativo del servicio público del transporte de pasajeros, en el cual se muevan con derechos y obligaciones bien definidos, el Gobierno, los prestadores y los usuarios de ese servicio, al igual que sucede con los servicios de agua y electricidad.-

Hablar del Transporte Público de Pasajeros, implica hablar de un servicio público, y esto, a su vez, está caracterizado por la satisfacción de una necesidad o un interés general 
, que el Estado ha asumido.-

En el caso del servicio público de transporte de pasajeros, además, se trata de un servicio público esencial y estratégico para la evolución económica de la Provincia.-

Respecto de la importancia del transporte público de pasajeros, y de la regulación de dicho servicio, se ha dicho:

“Si deseamos ser más específicos en lo que atañe a la importancia del transporte, y derivar de allí la importancia de la regulación jurídica en general, no podemos desconocer lo trascendente que resulta para el desarrollo económico y la cohesión social de un país, debido a que “las redes de transporte son factores determinantes de la unidad política y de la integración social de los pueblos” 
, en los que se hallan involucrados nada menos que la soberanía y el espacio territorial directamente vinculados con el sistema de transporte.” 

La vinculación de los servicios públicos al interés público, al bien común, los ubica como reservados, en principio, a los poderes públicos, que ejercen sobre ellos una dirección unitaria y exclusiva.-

Por ello, cuando el Estado delega esta facultad en terceros, estos están sustituyendo al Estado en la ejecución de una función pública, convirtiéndose en servidores públicos.-

A su vez, el transporte de pasajeros es –como se dijo- un servicio público estratégico, por sus características, ya que moviliza la mayor parte de la mano de obra y de los actores de todas las actividades económicas de la Provincia.-

Al tratarse de un servicio público estratégico delegado a la actividad privada, se hace necesario regular y, sobre todo, controlar la actividad en manos de los particulares, en ejercicio de la potestad originaria del Estado, y con el fin de supervisar que se cumpla con el interés general y el bien público.-

Sobre todo porque, por las características del servicio público, éste se presta en condiciones casi monopólicas, y con un público usuario prácticamente cautivo, lo que hace que el Estado deba extremar sus funciones de regulación y de control.-

De allí la necesidad de precisar y definir el marco regulatorio de tal actividad del Estado en manos de particulares, y de la creación de un Ente Regulador, que fiscalice y controle dicha actividad, con idoneidad, autoridad suficiente, autarquía e independencia.

La independencia debe darse tanto respecto del Poder Ejecutivo, como de los prestadores y de los usuarios.

A su vez, el Ente debe contar con la dinámica y eficiencia necesarias para el cumplimiento de sus cometidos.-

La doctrina local, ha dicho, siguiendo a la nacional, sobre este tema:

“Como lo hemos anticipado, tanto las facultades de dirección, ius variandi, de interpretación, como las de control y sanción, cuando se trata del ejercicio de la función administrativa de policía, son ejercidas por el Estado a través de sus entes reguladores respectivos para cada actividad.” 

A su vez, la doctrina nacional más caracterizada ratifica lo expresado en cuanto a las condiciones para la integración o composición de los entes reguladores:

“Entre los temas concernientes a la composición de los órganos directivos de los entes regulatorios hay dos aspectos que se destacan por su trascendencia: a) La especialización técnica exigida y b) la independencia funcional.”

“Con respecto a la idoneidad, existen prescripciones que disponen que la designación de los miembros de los Directorios de los Entes Regulatorios sólo pueden recaer en personas con antecedentes técnicos y profesionales en la materia previéndose también en algún caso (ENRE), la selección a través de un sistema abierto que garantice la mayor concurrencia posible de postulantes al cargo. En lo que atañe a la independencia funcional, tan necesaria para impedir la indebida influencia de los poderes políticos de turno, la principal garantía es la de estabilidad o inamovilidad de los directivos y, en segundo lugar, lo concerniente a los mecanismos de designación y representación. La estabilidad se encuentra íntimamente conectada con la facultad de remoción y nunca es absoluta, dependiendo su relatividad de las causas que las leyes consagren en cada caso para justificar o fundar el cese de funciones de los directores de los entes.” 
  

Al respecto, ha dicho la Suprema Corte de Justicia de la Provincia: 

“Para asegurar el cumplimiento de sus objetivos, a los entes reguladores hay que reconocerles toda la fuerza institucional necesaria, dotarlos de dinámica, eficacia y eficiencia y teniendo en mira la protección del usuario o del consumidor, antes que la de los intereses de los prestadores. En tal sentido hay que reforzar sus actividades regulatorias y fundamentalmente el control. Los entes reguladores tienen como finalidad el control y la regulación técnica en la prestación del servicio público bajo su jurisdicción. En tal sentido corresponde asegurar la autonomía administrativa, política y económica del ente, razón por la cual se lo estructura como una entidad descentralizada, con patrimonio y administración propios, fuera de la dirección del Poder Ejecutivo.” 

El texto legal sancionado, ha sido elaborado siguiendo los dictados de la más actual y moderna doctrina en materia de Regulación de Servicios Públicos Privatizados, y tratando de capitalizar los antecedentes internacionales, nacionales y provinciales en la materia.-

3 - Comentario de la Ley Nº 7412.

La ley sancionada, con sus ochenta y cuatro artículos, presenta los siguientes caracteres:

Establece en el Título I, en dos Capítulos,  las Disposiciones Generales,  el Marco Regulatorio de la actividad, y la autoridad de aplicación, como vimos precedentemente.

En el artículo 1º, determina el objeto de la ley, estableciendo que es: la administración, planificación y regulación del transporte público de pasajeros, en todas sus formas y modalidades, y el control de la operación del sistema, en el ámbito del territorio de la Provincia.-

El artículo 2º declara de competencia provincial, y sujetas a las disposiciones de la ley, a todas las actividades que se desarrollen en el ámbito del territorio de la Provincia, vinculadas al transporte público de pasajeros, en todas sus formas y modalidades.

Como se dijo precedentemente, la ley regula el transporte público de pasajeros dentro del ámbito del territorio de la Provincia de Mendoza, ya que el que excede el ámbito geográfico de la Provincia, se encuentra reglado por las disposiciones de la Ley Nacional de Tránsito Nº. 24.449, y de la C.N.R.T.

Por el Artículo 3º, titulado Principios Generales y Objetivos, se establece una Política General en la que se destacan:

1. La satisfacción del interés general y el bien común en materia de transporte Público de Pasajeros en la Provincia,  respetando las características regionales y locales.

2. La protección de los intereses de los usuarios, pro moviendo la participación de los mismos en la fiscalización y control del sistema.

3. La no discriminación en la prestación del servicio, asegurando la confiabilidad, libre acceso, higiene y seguridad.

4. Asegurar la continuidad, regularidad, igualdad y generalidad de los servicios.

5. Asegurar a los usuarios un servicio público eficiente en el corto, mediano y largo plazo, en condiciones de calidad y tarifas justas y razonables.

6. Integrar el sistema de servicio público de transporte de pasajeros, de modo que permita satisfacer las necesidades presentes y futuras de los usuarios.

7. Preservar adecuadamente el ambiente y ser respetuoso con el entorno.

Como se puede observar de la lectura del artículo, los objetivos son amplios, y tienden, fundamentalmente, al buen funcionamiento del sistema de transporte público de pasajeros, como forma de satisfacer el interés general y el bien común de los usuarios y la población en general, propiciando la preservación del ambiente a través de soluciones alternativas de transporte no contaminante. Esto último, a través del aprovechamiento de la infraestructura ociosa existente en la Provincia en materia ferroviaria (inc. 7).

El inciso 7 tiene su inspiración en el Plan Multimodal de Transporte elaborado en el año 2000, y que fuera dejado de lado por las circunstancias de la crisis económica que afectaron a nuestro País a partir del año 2001.

Este Plan Multimodal de Transporte partía del principio de troncalización de la red de transporte público de pasajeros, siguiendo las más modernas tendencias en la materia, e incluía el transporte ferroviario para el eje Norte–Sur como eje troncal, aprovechando la infraestructura ferroviaria existente e instalada en la Provincia, desde Estación el Resguardo, en Las Heras, hasta la Ciudad de Mendoza, y de allí a Maipú por un lado, y a Luján, por otro lado, abriéndose dos ramales, previendo un viaducto aéreo, por sobre el nivel de piso, a lo largo de calle Belgrano, desde calle Moreno hasta la Estación Mendoza (en Belgrano y Las Heras).

El eje troncal Este-Oeste, estaba previsto que fuera cubierto por el servicio de trolebuses que ya tenía una infraestructura predominante en ese sentido, la que se preveía ampliar.

La distribución del público desde los centros de distribución del sistema troncal, hacia los destinos más específicos dentro de la Ciudad, se hacía por medio de ómnibus y minibuses, según las necesidades de los distintos lugares, y las horas pico y horas valle.    

Por el artículo 4º, se declara de utilidad pública y sujetos a expropiación servidumbre y/u ocupación temporaria, a los bienes que fuera necesario disponer para el cumplimiento de los fines de la ley, y en especial para el normal desarrollo o funcionamiento de los sistemas de transporte público  de pasajeros en cualquiera de sus formas.

La norma es amplia, y tiene su origen en el Plan de Transporte Multimodal, como queda reflejado en su texto, cuando hace referencia a sus fines, y menciona al “...normal desarrollo o funcionamiento de los sistemas de transporte público de pasajeros en cualquiera de sus formas”.

Obviamente, la referencia remite  inmediatamente nuestro pensamiento al transporte ferroviario, puesto que es el que requería desalojo de vías ocupadas por usurpadores en distintos lugares de la Provincia de Mendoza, y podía requerir de la expropiación de algún terreno para obras complementarias, como también lo podía requerir la ampliación de la red de trolebuses.

Por supuesto que la norma contempla la previa declaración de utilidad pública, mediante informe fundado técnicamente y la ratificación legislativa, todo de conformidad con las disposiciones de la Ley de Expropiaciones de la Provincia 
.

En el Capítulo II, se establecen las normas legales que integran el marco regulatorio del transporte público de pasajeros (Art. 5º, Normas y Autoridad de Aplicación); y que el cumplimiento y aplicación de la ley y sus reglamentaciones (Art. 6º), estarán a cargo del Ente que se crea por el Titulo II; declarando aplicables:

1) La Ley 6082 de Tránsito y Transporte de la Provincia y sus normas concordantes y modificatorias; 

2) El Decreto Reglamentario N°. 867/94 y sus normas concordantes y modificatorias;

3) Todas las Resoluciones, decretos, Ordenanzas y demás disposiciones reglamentarias vigentes dictadas por la Policía Vial y por la Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia que por esta ley se disuelve;

4) Las resoluciones que dicte el Ente Regulador;

5) Las normas nacionales y leyes provinciales que tengan alcance sobre el Transporte Público de Pasajeros y aquellas que reglamenten especificaciones técnicas de los vehículos que transportan personas que surjan de la Secretaría de Transporte de la Nación y sean aceptadas o declaradas de aplicación por el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros.

El artículo establece el orden de aplicación de las leyes, constituyendo la pirámide jurídica del transporte dentro del ámbito geográfico de la Provincia de Mendoza.  

El Título II de la ley, en un Capítulo, dispone la creación del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, con la característica de ente autárquico de la Provincia (Art. 7º), y con las funciones que se le atribuyen en dicho artículo:

a) Regulación y Fiscalización del Transporte Público de Pasajeros en todas sus formas.

b) Control y fiscalización del cumplimiento de las obligaciones emergentes de los contratos de concesión, permisos, autorizaciones y licencias, por parte de los prestadores del servicio.

c) Aplicación de las normas que integran el marco regulatorio y las que dicte el Ente, en su carácter de autoridad de aplicación.

Aquí cabe hacer una acotación sobre el carácter de autárquico que se le otorga al Ente por la ley, en su artículo 7º, ya que el mencionado carácter, de por sí, no lo libera del control de legalidad de sus actos por parte del Poder Ejecutivo, según la más autorizada doctrina administrativa. 

En efecto, siguiendo a la doctrina más caracterizada en la materia, por entidad autárquica debe entenderse toda persona jurídica pública estatal que, con aptitud legal para administrarse a sí misma, cumple fines públicos específicos 
. Sin embargo, la autarquía no es suficiente para otorgarle al Ente independencia funcional del Poder Ejecutivo, como bien lo señala Salomoni:

“Aunque en la autarquía no existe relación jerárquica entre el órgano de la administración central y el ente autárquico, sí existe una relación de tutela administrativa, por parte del Poder Ejecutivo, que se traduce en un control de legalidad de los actos del ente a través del recurso administrativo de alzada.” 

No obstante lo expuesto, el artículo que comentamos se complementa, a los efectos de la autarquía e independencia del Ente creado por la ley que comentamos, con las disposiciones de los artículos 65 y 66.

Estos artículos establecen la jurisdicción previa y obligatoria del ente en todas las cuestiones que se susciten con motivo de la prestación de los servicios públicos regulados por la ley, como también que el Ente resolverá en única instancia administrativa. 

Seguidamente, para no dejar dudas, la norma (art. 65) dispone que contra la decisión administrativa y que cause estado, emanada del ente, se podrá interponer la Acción Procesal Administrativa, remitiendo la revisión a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia.

Es decir que, al establecer la jurisdicción previa y obligatoria, y que el Ente resolverá en única instancia administrativa, y luego aclarar que contra sus resoluciones se podrá interponer la Acción Procesal Administrativa, se excluye la posibilidad de la interposición del recurso de alzada 
.

Al excluir la posibilidad del recurso de alzada, la norma deja al Ente fuera del control administrativo del P.E., otorgándole una verdadera autarquía e independencia para la toma de decisiones en los aspectos que se le han delegado.

El control administrativo del cual se ha excluido al Ente, es definido por la doctrina administrativista como: “El control a que se refieren los artículos 22 y 23 a 27 
, es el denominado control administrativo “stricto sensu”, vale decir, el que ejerce el poder central  sobre los entes descentralizados. Ya se dijo que el control administrativo, denominado también en alguna doctrina italiana y francesa “vigilancia jurídica” y “tutela administrativa”, respectivamente, se fundamenta en que la descentralización no significa independencia absoluta, destacando igualmente que el control no puede llegar a ser tal que suprima prácticamente la capacidad del ente para administrarse a sí mismo, desvirtuando los propósitos de su creación (...) Por lo precedentemente expuesto y en base a anteriores desarrollos puede decirse que en el control administrativo hay una relación interadministrativa. Pero si el Poder Ejecutivo hubiere delegado alguna atribución específica a un ente descentralizado, con respecto a esa delegación existiría control jerárquico pero en relación interadministrativa (...).” 

Como se expresa más adelante, al comentar el artículo 65 de la ley, esta disposición constituye un importante avance en cuanto a la independencia funcional del ente respecto del Poder Ejecutivo, ya que sus decisiones definitivas sólo pueden ser objeto de revisión por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia a través de la Acción Procesal Administrativa.

Por el Art. 8º se establece la vinculación funcional del Ente con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas. 

De esta forma se ha seguido una corriente que ha sido invariable en la creación de los entes reguladores, que es la de relacionarlos con el Ministerio u Organismo Oficial del cual dependen los servicios públicos regulados, sin perjuicio de su autonomía e independencia del Poder Ejecutivo.

El Art. 9º se establecen los objetivos del Ente, y las atribuciones para el cumplimiento de los mismos, enumerados en 19 incisos:

1- Cumplir y hacer cumplir la presente ley, su reglamentación y disposiciones complementarias, controlando la prestación del servicio y el cumplimiento de las obligaciones fijadas en los contratos de concesión. La interpretación de las normas, el control del servicio y la fiscalización de las obligaciones estarán siempre subordinados al principio de protección y mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de la Provincia.

2- Protección adecuada de los derechos de los usuarios.

3- Instrumentar los mecanismos necesarios para garantizar la gestión y control público de la operación del Transporte Publico de Pasajeros en la jurisdicción provincial, a fin de asegurar su adecuada prestación y protegiendo los intereses de la comunidad y de los usuarios.

4- Proponer los cuadros tarifarios de las concesiones de transporte para su aprobación por el Poder Ejecutivo.

5- Promover ante los Tribunales  competentes acciones civiles o penales, incluyendo medidas cautelares, para asegurar el cumplimiento de sus funciones y de los fines de esta ley, su reglamentación y contratos de concesión.

6- Reglamentar el procedimiento para la aplicación de sanciones que correspondan por violación de disposiciones legales, reglamentarias o contractuales, respetando en todos los casos los principios del debido proceso.

7- Asegurar la difusión de las decisiones que adopte, incluyendo los antecedentes en base a los cuales fueron tomadas.

8- Elevar anualmente al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo un informe sobre las actividades del año y sugerencias sobre medidas a adoptar en beneficio del interés público, incluyendo la protección de los usuarios, la preservación del ambiente y el mejoramiento de los servicios, dándole difusión suficiente.

9- Delegar en sus funcionarios las atribuciones que considere adecuadas para una eficiente y económica aplicación de la presente ley.

10- Organizar e implementar un procedimiento de seguimiento de la aprobación y realización de la infraestructura, planes de obras e inversiones propuestas por los concesionarios.

11- Aprobar su estructura orgánica y su funcionamiento interno.

12- Disponer la extensión y modificación del servicio regulado en los lugares donde éste no exista o sea necesario introducir modificaciones, con niveles de calidad y de protección ambiental y de los recursos naturales.

13- Controlar que la prestación se realice conforme con los caracteres de regularidad, continuidad, generalidad y obligatoriedad, con las estipulaciones del marco regulatorio y de los contratos, autorizaciones, permisos y licencias.

14- Ejercer el poder de policía referido al servicio, todo ello con arreglo al ordenamiento general y dictando los reglamentos y resoluciones que fueren menester, efectuando el control del cumplimiento de los mismos y sancionando su incumplimiento.

15- Celebrar convenios con las autoridades nacionales, de otras provincias, municipalidades o internacionales en lo relativo al mejoramiento del sistema público de Transporte de Pasajeros.

16- Establecer Delegaciones Regionales en el territorio provincial, con el propósito de dar cumplimiento al objeto de esta ley.

17- Aplicar las políticas y planes referidos a Transporte Público de Pasajeros en la materia de su competencia  y asistir al Comité de Tránsito y Transporte creado por la Ley Nº 6.082, en la elaboración de políticas y modificaciones a la gestión del sistema de Transporte Público de Pasajeros.

18- Lograr mayor seguridad, mejor operación, confiabilidad, igualdad y uso generalizado del sistema de Transporte Público de Pasajeros, asegurando su adecuado desenvolvimiento en todas sus modalidades.

19- Asistir al Poder Ejecutivo en todo aquello referido al Transporte Público de Pasajeros.

Como se puede apreciar de la lectura de los 19 incisos, los objetivos son amplios, y las atribuciones otorgadas para lograr el cumplimiento de dichos ojetivos son correlativamente numerosas, tanto en lo relativo al dictado de la normativa necesaria, como a los actos de control y aplicación de sanciones.

El Art. 10º enumera las facultades el Ente, en forma enunciativa, y aclarando que las enumeradas en los 27 incisos lo son sin perjuicio de aquellas implícitas, propias de la actividad que se encomienda al Ente por la ley. Le otorga las siguientes facultades:

1- Reglamentario y demás normas reglamentarias vigentes en materia de Transporte Público de Pasajeros, tanto masivo como individual y las disposiciones de la presente ley.

2- Fiscalizar las actividades de las empresas concesionarias del transporte en todas sus modalidades, licenciatarias, permisionarias y autorizadas, en todos los aspectos vinculados con la prestación de los servicios.

3- Fijar las normas a las que deberán ajustarse los prestadores de esos servicios, en sus regímenes de costos y/o contables, para facilitar la confección de la información que deberán suministrarle y que permita el control e inspección de las cuentas en cualquier momento.

4- Dictar las normas reglamentarias necesarias, referidas a los aspectos técnicos, operativos, funcionales y de cualquier otra naturaleza para asegurar el cumplimiento de los servicios y la calidad, eficiencia, salubridad, continuidad y seguridad de las prestaciones propias del servicio de Transporte Público de Pasajeros.

5- Asesorar al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, para la fijación de los valores tarifarios de los servicios de su competencia.

6- Otorgar autorizaciones de operaciones de nuevos recorridos y establecimiento de paradas, las que, previo a su implementación, deberán ser publicadas ampliamente.

7- Velar por el cumplimiento de los contratos de concesión, licencias, permisos y autorizaciones.

8- Supervisar la calidad técnica del servicio y la seguridad de los vehículos, por sí o por terceros.

9- Realizar auditorias y controles técnicos para determinar el cumplimiento de las tarifas y la razonabilidad de los costos de funcionamiento.

10- Solicitar información y documentación necesaria a los prestadores del transporte público para verificar y evaluar el desempeño del sistema de transporte, velando por el mejor cumplimiento de la fiscalización encomendada, con adecuado resguardo de la confidencialidad de la información obtenida.

11- Otorgar autorización previa para las transferencias de capital y de las condiciones en que se hagan, así como de las nuevas emisiones de títulos, obligaciones negociables, deben tures y operaciones de crédito de magnitud de los prestadores de los servicios públicos comprendidos en esta ley. Estos prestadores deberán informarle la celebración de acuerdos entre accionistas y obtener su autorización previa para proceder a la transferencia de acciones, que puedan originar situaciones de cambio en el control societario de las empresas concesionadas.

12- Controlar la identidad de los titulares de los prestadores de los servicios públicos, los que deberán, en consecuencia, obtener la autorización previa para proceder a la venta, fusión o cualquier otra alteración del status de la empresa, que pueda afectar el control y la prestación del servicio público.

13- Aplicar las sanciones previstas en la presente ley, en las distintas normas legales vigentes en materia de transporte y las penalidades fijadas en los contratos de concesión, en caso de incumplimiento de las condiciones allí establecidas y, en su caso, aconsejar la declaración de la caducidad de las concesiones al Poder Ejecutivo y proceder a la revocación de los permisos, autorizaciones y licencias.

14- Proveer toda la información y asesoramiento que le solicite el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, sobre cualquiera de los aspectos vinculados a su gestión.

15- Asesorar y colaborar con el Poder Ejecutivo en el proceso de preparación y redacción de los Pliegos de Licitaciones para el otorgamiento de concesiones del Transporte Público de Pasajeros en cualquiera de sus formas.

16- Organizar y llevar a cabo las licitaciones para el otorgamiento de licencias, permisos y autorizaciones.

17- Velar, dentro del alcance de sus funciones, por la protección del medio ambiente y la seguridad pública.

18- Promover ante los Tribunales competentes las acciones administrativas, civiles o penales, incluyendo las medidas cautelares para asegurar el cumplimiento de sus funciones y los fines establecidos por la presente ley.

19- Celebrar convenios para el cumplimiento de sus fines y a todos los efectos legales que corresponda, acuerdos judiciales o extrajudiciales y transaccionales.

20- Celebrar convenios con las Autoridades Nacionales, de otras Provincias, Municipales o Internacionales, en lo relativo al Transporte Público de Pasajeros, para fines de utilidad común y con miras a propender al mejoramiento y optimización del sistema de Transporte Público y Privado de Pasajeros en todas sus formas.

21- Percibir y fiscalizar el cobro de las tasas, derechos y aranceles en materia de Transporte Público de Pasajeros en todas sus formas y modalidades.

22- Llevar una base de datos con inventarios actualizados de concesionarios, licenciatarios, permisionarios y autorizados, así como del parque móvil afectado a los distintos servicios, que deberá contener como mínimo los datos completos del vehículo, titulares, estado de dominio, gravámenes, transferencias y demás datos relevantes, con el objeto de crear un sistema de información que permita evaluar el sistema de Transporte Público de Pasajeros.

23- Llevar un Registro de Infractores a las normas de la presente ley y a las normas de la legislación y normativa general vigente en materia de tránsito y transporte.

24- Realizar auditorias para verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y contractuales por parte de los talleres encargados de la Revisión Técnica Obligatoria de los vehículos del Transporte Público de Pasajeros en todas sus formas.

25- Requerir a la Subsecretaría de Trabajo y Seguridad Social de la Provincia de Mendoza y otros organismos competentes, la realización de controles para fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones vigentes en materia laboral y previsional de los prestadores de los Servicios de Transporte Público de Pasajeros en todas sus modalidades.

26- En general, realizar todas las funciones establecidas por los Arts. 3º, 8º, 10, 15, 210, 213, 214, 218 y concordantes de la Ley Nº 6.082 y sus modificatorias, y por las disposiciones del Decreto Reglamentario Nº 807/94 y sus modificatorias, que estaban a cargo de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, y todos los demás actos que sean necesarios para el cumplimiento de este Ente, en lo relativo al Transporte Público de Pasajeros.

27- Ejecutar el control y la regulación de las estaciones terminales de ómnibus en el territorio provincial.

En el Art. 11º se establecen las obligaciones del Ente, disponiendo que deberá garantizar:

a) La continuidad, regularidad, igualdad y generalidad de los servicios de transporte a tarifas justas y razonables.

b) La competencia legal en la prestación de los servicios.

c) La veracidad y el acceso a la información necesaria para los usuarios, en concordancia a la Ley Nº 6.839.

d) La participación de los usuarios en el control y fiscalización del sistema a través del Órgano Consultivo.

e) La recepción y resolución efectiva de las denuncias o sugerencias por parte de los usuarios, a través de la creación de un área específica, en conjunto con el Órgano Consultivo y el Programa de Inspectores vecinales.

Analizaremos estas obligaciones, al comentar los artículos referidos a la potestad para controlar la regularidad de la prestación del servicio por parte de los concesionarios, los atinentes al régimen de tarifas, a la creación del órgano consultivo, y el régimen de audiencias públicas.

Por el Art. 12º se dispone la disolución de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, dependiente del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, y la transferencia de sus funciones específicas de regulación, control y fiscalización al Ente. Asimismo se dispone la transferencia de los bienes y útiles de que estaba dotada dicha Dirección al Ente.

La norma dispone que el resto de las atribuciones de planificación, señalización, obras y cargas continuarán en la órbita del Ministerio, como los bienes correspondientes a estas actividades.

El Art. 13º regula la transición hasta tanto se integre el Ente creado por la ley, estableciendo que la Dirección de Vías y Medios de Transporte ejercerá las funciones de acuerdo a la legislación vigente, hasta que se produzca la transferencia de bienes, llamados a concurso y demás actos necesarios para cubrir los cargos de Directores y nombramiento de personal por parte del Poder Ejecutivo, de acuerdo a la reglamentación.

El Art. 14º legisla sobre la capacidad del Ente, determinando que tendrá autarquía institucional y financiera y plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado. También dispone que el patrimonio del Ente estará constituido por los bienes que se le transfieren, y por los que adquiera en el futuro por cualquier título.

Por el Art. 15º se sujeta la actuación del Ente en su gestión financiera, patrimonial y contable a las disposiciones de esta ley y los reglamentos que se dicten, y se lo somete al control externo que establece el régimen de contralor público, Ley Nº 3799 de Contabilidad de la Provincia y Tribunal de Cuentas.

El Art. 16º regula la Dirección y Administración del Ente. Dispone que la dirección será ejercida por un Directorio  integrado por tres (3) miembros ejecutivos, de los cuales uno será el presidente, y dos vocales. 

También establece que el Directorio deberá designar, de entre los dos vocales, un vicepresidente que sustituirá al Presidente en caso de ausencia temporal o transitoria.

Todos los directores deben contar con antecedentes técnicos y profesionales acreditados en materia de servicios públicos, y agrega que deberán ser, preferentemente profesionales de las ciencias económicas, sociales, agrimensura e ingeniería.

Siguiendo la doctrina unánime en este aspecto, se exige a los futuros directores del Ente, antecedentes técnicos y profesionales acreditados en materia de servicios públicos, y condiciones de capacidad específica derivada de títulos profesionales de las materias más relacionadas con la actividad a regular y controlar.

La doctrina, sobre el particular, aconseja en este sentido: “Se deben escoger profesionales con conocimientos técnicos específicos, y de una conducta intachable.” 
 

El Art. 17º establece la forma de designación y duración de los miembros del Directorio. En este aspecto, el inc. a) prevé que el Presidente deberá ser designado por el Poder Ejecutivo, y su mandato no deberá exceder el mandato del Gobernador que lo designó.

El inc. b) dispone que los dos Directores vocales serán seleccionados por concurso público y designados por el Poder Ejecutivo.

Seguidamente, dispone que los tres Directores deberán contar con acuerdo del H. Senado de la Provincia. El mandato de los dos Directores vocales durará cuatro años, y podrá ser renovado por un único período.

Como se puede advertir, a fin de evitar las arbitrariedades en la designación de los Directores, se ha introducido la exigencia del acuerdo del H. Senado de la Provincia, con lo  cual el Poder Ejecutivo tendrá el control del Legislativo, en la selección y designación de los Directores del Ente.

Seguidamente, y a fin de evitar la demora en las designaciones, lo que podría transformarse en la paralización del Ente, o en la imposibilidad de la iniciación de sus actividades, se ha establecido en el último párrafo del inciso b), que, a los efectos del acuerdo del H. Senado, el mismo se considerará prestado en sentido positivo, si dicho Cuerpo no se pronuncia en el término de treinta días corridos desde la recepción de los pliegos que contienen la designación de los Directores.

Nos hacemos cargo, -en nuestro carácter de integrante de la Comisión redactora de la norma- de que la forma de designación del Presidente del Directorio del Ente se aparta de los postulados y consejos de la doctrina al respecto.

En efecto, la doctrina, sostiene, respecto de la necesaria independencia de los directores de los entes reguladores con relación a los prestadores del servicio y al Poder Ejecutivo:

“Los planos directivos no deben tener vinculación directa ni mediata con los concesionarios y licenciatarios, ni responder al partido mayoritario o al gobierno que se encuentre en funciones.” 

“Las administraciones independientes se caracterizan por dos notas fundamentales, cuales son: independencia del gobierno y neutralidad política de su gestión. Desde el derecho español se afirma que: “Las autoridades independientes son entes de derecho público dotados de un estatuto jurídico que pretende garantizar cierto grado de independencia del gobierno y de la administración del Estado. Con tal finalidad, su personal directivo no puede ser removido discrecionalmente, ni puede estar sometido a órdenes o instrucciones del gobierno...” 
 Para asegurar la neutralización de la gestión, esto es que no actúen de acuerdo con razones políticas sino técnicas, se las independiza orgánica y funcionalmente del gobierno, otorgándole distintos tipos de garantías: imposibilidad de remoción de sus miembros, prohibición de que se le dirijan órdenes o instrucciones, recursos propios, etc.” 
.

No obstante, advertimos que esta posibilidad del Poder Ejecutivo de designar al Presidente del Directorio del Ente, se encuentra limitada por diversos factores que hacen a la necesaria independencia del Directorio del Ente: a) En primer lugar, la designación es por un mandato que no puede exceder el mandato del Gobernador que lo designó; b) Los tres Directores, incluido el Presidente, deben contar con acuerdo del H. Senado de la Provincia; c) La exigencia de los antecedentes  técnicos y profesionales acreditados en materia de servicios públicos, y ser profesionales de las materias especificadas en el Art. 16, rige respecto de los tres Directores, incluido el Presidente; d) Para la remoción antes del vencimiento del mandato, se exige causa fundada en el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley 
, y requiere acto motivado por el Poder Ejecutivo, conforme el procedimiento previsto por el Art. 128 inc. 22 de la Constitución de la Provincia, Decreto del Poder Ejecutivo y ratificación del mismo por parte de la Legislatura; e) Que para dotar de independencia del Poder Ejecutivo al Directorio del Ente, se ha eliminado la posibilidad de la interposición del recurso de alzada contra sus decisiones, disponiendo que resolverá en única instancia administrativa, y que contra sus resoluciones sólo cabe la Acción Procesal Administrativa 
.

Por otra parte, sin ignorar todo lo que se ha escrito en contra de esta forma de designación, no se debe dejar de tener en cuenta que la experiencia de nuestro País en la materia constituye un sistema en gestación, como ha sostenido Jorge Luis Salomoni 
, que se encuentra en plena evolución, y que deben considerarse también los elementos de la experiencia.

También es cierto que los antecedentes en el tema, a nivel nacional, es decir la experiencia vernácula, concuerdan con la forma de designación del Directorio que se ha adoptado en la redacción de la ley que comentamos, como lo reconoce la doctrina. Así, Nidia Karina Cicero, al hablar sobre la organización e integración de los entes en el País, expresa:

“Se encomendó la dirección de los entes a órganos colegiados, cuyos miembros, designados por el Poder Ejecutivo con o sin intervención del Congreso según los casos, deben acreditar larga experiencia y versación en la materia a regular.” 

En el caso concreto de la norma que analizamos, se ha incluido el acuerdo del H. Senado de la Provincia, lo que constituye un importante avance en la independencia del Directorio del Ente.

Con esto, se ha respetado la enseñanza de la doctrina que criticó oportunamente la forma de designación del directorio en los Entes Nacionales contenida en las leyes 24.065 y 24.076, de creación de los entes reguladores de la electricidad y el gas, sosteniendo que: “… son dirigidos y administrados por un directorio cuyos miembros son designados por el Poder Ejecutivo por un período determinado y removidos por  aquél. A nuestro entender el directorio carece de la estabilidad necesaria que garantice la independencia del ente respecto del Poder Ejecutivo, independencia que aseguraría la equidistancia pertinente para quien tiene que velar por servicios públicos de magnitud, proteger al usuario y contener los importantes intereses en juego. La pregunta es ¿por qué se eludió el acuerdo senatorial, para estos casos? … A nuestro entender, lo que se pretende es dejar al solo arbitrio del Poder Ejecutivo el nombramiento y remoción de los miembros; y con ello se coarta la estabilidad deseada para estos tipos de organismos. Se sustrae del control parlamentario previo que implica el acuerdo senatorial, y se quiebra el necesario equilibrio de poderes del régimen republicano.” 

Entre otras razones, para sostener la redacción de la norma en los términos en que resultó sancionada, se ha tenido en cuenta, fundamentalmente: a) Que la política general y la planificación del transporte público de pasajeros en el ámbito de la jurisdicción provincial, se encuentra a cargo del Poder Ejecutivo 
; b) Que no se han delegado al Ente las atribuciones de planificación, señalización, obras y cargas, las que continúan en la órbita del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas 
; c) Que debe existir una necesaria consustanciación entre el Directorio del Ente y la política de planificación del Poder Ejecutivo en la materia objeto de la regulación, para permitir la ejecución de la política de planificación del servicio regulado; d) Que por otras disposiciones de la ley se ha dotado de independencia al Directorio respecto del Poder Ejecutivo 
, según se ha puntualizado precedentemente.

El Art. 18º de la ley prevé las causales de remoción de los Directores, antes del vencimiento del plazo, estableciendo, como se dijo antes, que debe ser por causa fundada en el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley, y que se requerirá acto motivado del Poder Ejecutivo, aplicándose el procedimiento previsto por el Art. 128 inc. 22 de la Constitución de la Provincia. El Decreto del Poder Ejecutivo disponiendo la remoción, requiere ratificación de la Legislatura.

Debe tenerse especialmente en cuenta que el Directorio del Ente debe tener independencia no sólo respecto del Poder Ejecutivo y los prestadores de los servicios públicos, sino que debe resguardárselos de las presiones, lobbies e influencias de todo tipo, provenientes de sectores políticos, gubernamentales o económicos, con el fin de preservar la independencia, objetividad y eficacia de su accionar.

En este aspecto también se ha seguido la doctrina pacífica en la materia, que sostiene:

“La remoción de los integrantes de los órganos de conducción sólo puede tener lugar de existir causas graves debidamente acreditadas en procedimientos que garanticen la defensa de los interesados. La permanencia de los miembros directivos no puede estar sujeta a la suerte de los funcionarios políticos, ni a las presiones de los medios de comunicación.” 

En la redacción de estos dos últimos artículos (17º y 18º), se ha pretendido subsanar los defectos que fueron objeto de crítica por parte de la doctrina, respecto a la forma de designación y remoción de los directores de los entes reguladores, sin acuerdo del Senado 
.

El Art. 19º fija las condiciones que deben reunir los Directores del Ente, disponiendo que deberán tener plena dedicación en su función, y que les alcanzan las incompatibilidades fijadas en la ley para la Administración Pública. 

Establece, además, incompatibilidades específicas para los directores, fundadas en relaciones o intereses en las empresas prestadores de los servicios de transporte regulados en la ley, durante los tres últimos años previos a su designación como Director del Ente.

La misma incompatibilidad se establece, por el término de tres años, para los Directores que por cualquier motivo cesen en sus funciones, y prohíbe a las empresas concesionarias contratarlos, bajo apercibimiento de aplicación de las sanciones previstas en la ley a las empresas, e inhabilitación por cinco años para ejercer la función pública al ex Director que viole esta disposición.

Con esta disposición se ha pretendido evitar el conocido proceso de captación de los funcionarios o empleados jerárquicos del Ente por parte de los prestadores de servicios, que, en su carácter de empresas privadas, pueden ofrecer mejores remuneraciones que la Provincia.

Daniel M. Nallar ha caracterizado esta situación en forma muy clara, bajo el título ¿Quién protege al Regulador?, al sostener: 

“Por supuesto que la actividad reglamentaria, jurisdiccional y sancionatoria que ejercen los entes regulatorios no debe inclinarse a satisfacer el ánimo de las empresas, ni a complementar intereses políticos, ni mucho menos a mejorar la imagen de los reguladores ante la opinión pública 
. Pero no podemos dejar de advertir que el regulador convive con los intereses del empresario, las circunstancias políticas y la opinión pública, y que esa convivencia debe ser pacífica y bien encaminada por la salud del sistema. Quizá uno de los más graves obstáculos a la regulación eficiente sobre los servicios públicos es la permanente captura o amenazas de captura que sobre el regulador ejercen los medios, los usuarios, los regulados y los gobernantes de turno.” 

Con la disposición del Art. 19º se ha pretendido evitar este proceso de captación que entorpece la función del Ente Regulador, mediante el establecimiento de un plazo de tres años durante el cual los ex miembros del Directorio del Ente no podrán ser contratados por las empresas prestatarias de los servicios públicos regulados por la ley.

Pero esta disposición debe ser complementada con otras que comentaremos seguidamente, para formar un mecanismo eficiente que proteja al Ente Regulador.

Precisamente, el Art. 20º regula un tema relacionado con el tema que venimos comentando, al fijar la remuneración mensual del Presidente y de los Directores del Ente, en un 95% de la que percibe el Ministro de Ambiente y Obras Públicas.

Decimos que el tema de la remuneración se relaciona con el tema que veníamos tratando, porque hace a la independencia de los Directores del Ente, y a la protección contra los riesgos de captura que hemos comentado.

Sobre este tema de la remuneración, la doctrina es también conteste en que los directores del Ente deben ser funcionarios bien remunerados, para garantizar el buen desempeño en el cargo, y otorgarles una “protección” contra los peligros que el ejercicio de su función entraña:

“b) Independencia frente a los controlados. Los planos directivos no deben tener vinculación directa ni mediata con los concesionarios y licenciatarios, ni responder al partido mayoritario o al gobierno que se encuentre en funciones... Se deben escoger funcionarios con conocimientos técnicos específicos, y de una conducta intachable. Las remuneraciones de los directores deben ser elevadas, como medio de aventar cualquier “tentación”. 

“Pero debemos aceptar que en nuestro país el regulador  no está debidamente protegido contra esos riesgos, pues si la investidura de un juez le permite conformar un “caparazón” que en alguna medida lo protege contra tantas amenazas de “captura”, con el regulador ocurre todo lo contrario, y en el cumplimiento de sus funciones está sometido con extrema indefensión a todo tipo de influencias... Los entes regulatorios deben recibir un mayor apoyo económico y técnico 
, pues de otro modo se convertirán en “blanco de tiro” de los detractores de las privatizaciones, que no encuentran dónde descargar sus cuestionamientos y serán objeto de permanentes manipuleos políticos.” 

A los efectos de evitar estos inconvenientes, y enrolándose en la doctrina que sostiene que los directores del Ente deben estar bien remunerados, dada la especialización que se exige, y la dedicación, y los riesgos de la actividad, la ley ha establecido un porcentaje del 95% de la remuneración del Ministro del área con la que se relaciona el Ente.

La solución aparece como correcta atento las responsabilidades de los Directores, ya que se considera, en general, que las remuneraciones deben estar a la altura de las de los gerentes de las empresas privadas que prestan los servicios controlados.

De esta manera, al fijarla en un porcentaje de la remuneración de un Ministro del Poder Ejecutivo, -que se presume debe ser una remuneración elevada, adecuada, acorde con las responsabilidades que tiene a su cargo este funcionario- se asegura un buen nivel de remuneración, y la movilidad del mismo, adecuándose a los avatares de la economía.

Lamentablemente, en esta coyuntura puntual en que se encuentra nuestra Provincia en la actualidad (año 2005, y desde hace varios años), el sueldo de un Ministro del Poder Ejecutivo está muy por debajo del sueldo de los gerentes de las empresas privadas que prestan los servicios públicos regulados por la ley, con lo que, lamentablemente, no se obtiene el resultado querido por la ley.

Aunque esta es una situación puntual y aparentemente transitoria –creemos-, debiendo tener presente que las leyes regulan en general y para el futuro, por lo que estimamos que la solución adoptada es la correcta.-

El Art. 21º establece que el Presidente del Directorio ejercerá la representación legal del Ente, y que, en los casos de ausencia, será reemplazado por el vicepresidente.

El Art. 22º enumera las atribuciones y funciones del Directorio, en trece incisos, en los que se enumeran éstas en forma detallada y completa.

El Art. 23º enumera las atribuciones del Presidente del Directorio del Ente, en siete incisos.

El Art. 24º establece el quórum necesario para que el Directorio sesione, el que se formará con la presencia de dos de sus miembros, uno de los cuales deberá ser el Presidente o quien lo reemplace. El artículo dispone que las resoluciones se adoptarán por simple mayoría, y que el Presidente o quien lo reemplace tendrá doble voto en caso de empate.

Los Arts. 25º a 29º disponen la creación de un Órgano Consultivo que asesorará al Ente, integrado por nueve representantes: uno por los Colegios Profesionales; uno por las facultades en la materia específica; seis por las entidades intermedias representativas de los usuarios, legalmente constituidas; y uno por especialistas en la materia.

Todos actuarán ad-honorem, serán seleccionados por el procedimiento que se establezca en la reglamentación, y designados por el Poder Ejecutivo.

También disponen estos artículos el funcionamiento del Órgano Consultivo, sus reuniones, su integración interna, el quórum, la asignación presupuestaria para su funcionamiento y que sus resoluciones no serán vinculantes.

Se establecen las funciones del Órgano Consultivo, y sus facultades de información respecto del Directorio, como también que podrá asignar un representante rotativo para que asista a las reuniones del Directorio, con voz pero sin voto, en los casos previstos en el Art. 27º inc. b), es decir cuando se deba asesorar al Directorio sobre: 1) Modificación de los regímenes y/o cuadros tarifarios; 2) Modificación de los servicios; 3) Elaboración de planes de expansión de los servicios; 4) Elaboración del Reglamento del usuario u su futura  modificación y/o régimen de atención y reclamos. Se deberá dejar constancia de la asistencia del representante del Órgano Consultivo en el Acta de Directorio respectiva.

El Art. 30º crea el Cuerpo de Inspectores Vecinales, encomendando al Ente el desarrollo del Programa Provincial de Inspectores Vecinales, con el objeto de crear conciencia sobre los derechos y obligaciones de los usuarios en materia de transporte público de pasajeros y propiciar la participación y control social de la sociedad civil.

Establece que la selección de los inspectores vecinales deberá ser efectuada en conjunto entre el Poder Ejecutivo, el Ente, la Dirección de Defensa del Consumidor dependiente del Ministerio de Economía, y la Confederación vecinalista de la Provincia, como también que la función se prestará “ad honorem”.

En el Título III se regula sobre el Transporte Público de Pasajeros, tratando en el Capítulo I las Condiciones de Prestación del Servicio, en un todo de acuerdo a la legislación vigente en la materia, es decir, la Ley Nº. 6082 y su Decreto Reglamentario Nº. 867/94 (Arts. 31 a 37).

El Capítulo II de este Título se refiere a los usuarios, enumerando y asegurando los derechos de los usuarios mediante los artículos 38 a 44.

  Entre los derechos que se reconocen a los usuarios, se establece un régimen de Audiencia Pública, mediante el Art. 42, como otra de las formas de la participación de los usuarios en el control de la prestación del servicio.

Dice la norma que, en las situaciones previstas en el presente capítulo –sobre condiciones de prestación del servicio- el Ente podrá convocar a audiencia pública a las partes interesadas, a los usuarios y a la población en general.

La convocatoria indicará el tema, el día, el lugar de reunión y el procedimiento, y se efectuará mediante edictos a publicarse en el Boletín Oficial y en un diario de amplia circulación general en la Provincia. Los edictos deberán publicarse por lo menos con cinco días hábiles de anticipación a le fecha prevista para la audiencia.

El Art. 43 enumera las causas de convocatoria, separando en cinco incisos los casos en que deberá convocar a la audiencia en forma obligatoria, y en tres incisos los casos en que podrá convocar a la audiencia.

Se ha optado en el texto sancionado, por una enumeración de casos en los que el Ente, en forma obligatoria debe convocar a la audiencia pública (incisos a. a  e.) en la primera parte del artículo. El segundo párrafo, prevé los casos en los que el Ente facultativamente podrá convocar a la audiencia pública, enumerándolos en los incisos 1 a 3 de este párrafo.

Los antecedentes indican que la mayor parte de los entes creados en el País le otorgan al ente la facultad de convocar a la audiencia pública:

“Asimismo, la mayor parte de los marcos regulatorios establecen que la convocatoria a la realización de las audiencias es una facultad de los entes, la que por ello queda librada a su discrecionalidad… En otros casos, las audiencias son procedimientos obligatorios, que los entes deben aplicar para la resolución de cierto tipo de disputas.” 
 

A su vez, el Art. 44º establece que el Ente será el encargado de dictar las normas de procedimiento con sujeción a las cuales se realizarán las audiencias públicas.

En este tema, respecto de las Audiencias Públicas, la ley ha seguido, como otros entes reguladores del País, el modelo norteamericano, sin que esto importe adherir a la tesis de la dependencia de nuestro derecho público del derecho constitucional norteamericano.

En este sentido es muy esclarecedor leer a Juan Carlos Cassagne, quien delimita muy bien las influencias del derecho norteamericano y el derecho continental europeo sobre nuestro derecho público en este aspecto:

“Así, se crearon algunas instituciones en el campo de los servicios públicos –como las audiencias públicas-  tomadas del derecho norteamericano... A su vez, la reforma constitucional de 1994 introdujo diversas instituciones que no tienen correspondencia en la constitución norteamericana... y en lo que aquí nos interesa recepcionó, en forma expresa, la categoría del servicio público, de raíz eminentemente vernácula 
 y continental europea. A partir de la norma fundamental, tal como ha quedado configurada, ya no puede sostenerse más la tesis de la dependencia de nuestro derecho público del derecho constitucional norteamericano, sin que esto implique desconocer la conveniencia de introducir, por vía legislativa, aquellas reformas que, inspiradas en dicho modelo, resulten convenientes y sean compatibles con nuestra idiosincrasia.” 

En cuanto a la participación de los usuarios en los  organismos de control, se ha seguido, -al regular las audiencias públicas- la opinión de la doctrina en el sentido de que los usuarios deben participar, pero no integrar los mismos:

“Es decir que la participación del usuario en los entes regulatorios no debe convertirse en una integración ni en una incorporación, y también respetando lo que establece la propia constitución nacional, debe limitarse al ámbito de control y no extenderse a la regulación... En efecto, integrar un usuario al directorio de los entes regulatorios no sólo es extender indebidamente la cláusula constitucional, sino que implica en la práctica integrar un tribunal con la parte interesada. Ello habilitaría a que una empresa regulada exija igualdad de trato y, por tal motivo, solicite también “integrar” dicho directorio, y eso no es obviamente lo que todos esperamos de un sujeto regulador...” 
.

El Capítulo III de este Título III, legisla sobre el Régimen Tarifario, desde el artículo 45 al 58.

El Art. 45 establece la potestad tarifaria, en forma unilateral, exclusiva, indelegable e irrenunciable del Poder Ejecutivo de la Provincia.

El Art. 46 dispone que las tarifas integrantes de los respectivos cuadros tarifarios del servicio de transporte público de pasajeros serán fijadas por el Poder Ejecutivo, previo informe técnico del Ente que se crea por esta ley, y que el Poder Ejecutivo establecerá por decreto la tarifa pública a ser abonada por los usuarios.

Estos artículos enrolan al ente entre los que carecen de facultad para fijar la tarifa. En efecto, ambas disposiciones legales establecen la potestad unilateral y exclusiva del Poder Ejecutivo para la fijación de las tarifas, delegando en el ente las funciones de asesoramiento técnico en dicha tarea.

La ley ha conservado la potestad tarifaria en cabeza del  Poder Ejecutivo, y ha delegado en el ente sólo las facultades para asesorarlo y establecer las bases para el cálculo de las tarifas 
, las que serán fijadas por decreto.

 El tema de la tarifa y su determinación es un elemento muy importante en la prestación de los servicios públicos, y ha llevado a numerosos problemas y conflictos entre el concedente y los concesionarios en la historia reciente de nuestra Provincia, justamente en relación al servicio público de transporte, sin excluir a los otros servicio públicos prestados por empresas privatizadas.

En su noción conceptual, la tarifa es el precio que el usuario paga por el servicio prestado por el concesionario.

Pero como no todos los usuarios son iguales, o, en el caso concreto del transporte público de pasajeros, no todos contratan un mismo recorrido, o una misma cantidad de kilómetros de recorrido, los diferentes precios de los distintos recorridos se colocan en una lista. Esa lista o catálogo 
 de precios, es la tarifa, que recibe también el nombre de cuadro tarifario, y representa así el monto de la retribución que el concesionario recibe por la prestación de los servicios. 
 

Etimológicamente, según Villegas Basavilbaso, “tarifa proviene del árabe ta rif, infinitivo del verbo arrafa, que significa “publicar”, “dar a conocer” 
, lo que evidentemente se relaciona con el hecho de que las tarifas, para entrar en vigencia, deben ser publicadas, y que los usuarios de los servicios públicos deben conocer el costo de los servicios en forma inequívoca y precisa.  

El Art. 47 establece que las tarifas serán justas y razonables, y que deberán ajustarse a los principios que enumera en cinco incisos.

Este artículo incluye una locución que es de antigua data, y de utilización inexcusable cuando se habla de tarifas de servicios públicos, que es la de “justas y razonables”, términos que ya fueron empleados por la Ley 2873 de Ferrocarriles, en el año 1891.

Alberto B. Bianchi, sobre los requisitos de las tarifas dice:

“A estos efectos, en materia de pautas de fijación tarifaria existe una muy vieja locución: las tarifas deben ser justas y razonables. Este criterio general, ya empleado en el art. 44 de la Ley 2873 de Ferrocarriles (Ley Mitre) del año 1891, fue tomado de la Interstate Commerce Act (Ley de Comercio Interestadual) de 1887, mereció un conocido estudio de Bielsa 
, y fue reproducida como regla general en los regímenes tarifarios surgidos de las privatizaciones dispuestas por la ley de Reforma del Estado.” 

Con respecto a los principios enumerados en los cinco incisos del artículo, ellos son:

1) Posibilitar una razonable tasa de rentabilidad a los prestadores de los servicios regulados en la presente ley que operen en forma eficiente.

Este principio, instituido por la ley como un requisito, tiene un fundamento legal y doctrinario. En efecto, el artículo 162 de la Ley 6082 de Tránsito y Transporte de la Provincia, reconoce el derecho de los concesionarios a que la administración les permita obtener una rentabilidad promedio razonable. Pero seguidamente aclara el artículo que esta rentabilidad no se determinará teniendo en cuenta a cada concesionario singularizado, sino a todo el sector de concesionarios que pueda considerarse homogéneo en cuanto al tipo de servicio, o tipo de zona servida.

Es lo que la doctrina denomina razonable rentabilidad en una empresa eficiente 
, a lo que la ley 6082 le agrega un ingrediente más, acotándolo al sector de concesionarios que pueda considerarse homogéneo en cuanto al tipo de servicio, o tipo de zona servida.

En esto también la doctrina y los marcos regulatorios de otras actividades prevén que el sistema tarifario en general debe reconocer a las empresas “ganancias similares, como promedio de la industria, a las de otras actividades de riesgo equivalente.” 

O sea que la rentabilidad que debe posibilitar la tarifa, es una rentabilidad que sea razonable, de acuerdo al tipo de actividad que presta la empresa, y considerando para su determinación al sector de empresas que se dedica a la actividad, y no a una empresa en particular.

Esto asegura que la tarifa no subsidie la ineficiencia de una empresa en particular, sino que sea determinada en base al promedio de rentabilidad de empresas que se dedican a la misma actividad.

En el caso concreto que nos ocupa, esta norma ha quedado prácticamente sin aplicación, por cuanto la licitación del servicio de transporte público de pasajeros en la Ciudad de Mendoza y el conurbano, llevada a cabo recientemente, y adjudicada en el mes de agosto de 2005 establece una forma de pago a los concesionarios por kilómetro recorrido y en función de los pasajeros transportados.

En efecto los pliegos de la licitación del servicio de transporte público de pasajeros, aprobados por Decreto Nº. 1772/04 del Poder Ejecutivo, prevén, en el artículo 4º del Pliego de Condiciones Particulares y Especificaciones Técnicas, que la remuneración a los concesionarios se efectuará en base a dos elementos: 1) por kilómetro recorrido, y 2) en función de los pasajeros transportados, otorgando un bono o premio en caso de verificarse un incremento en la cantidad de pasajeros superior al 3% comparándolo con el mismo mes del año anterior. La recaudación producto del incremento de la cantidad de pasajeros transportados multiplicado por el ingreso medio, se repartirá en partes iguales entre el concesionario y el Poder Concedente, destinándose estos fondos al mejoramiento del sistema de transporte  (fortalecimiento del EPReT, fondo estabilizador de tarifas, estudios de transporte). El artículo también prevé que, en caso de verificarse una disminución superior al 3% en la cantidad de pasajeros transportados, por causas imputables al concesionario, se disminuirá la retribución del prestador en la misma proporción de la caída. O sea que se establece un sistema de premios y castigos, conforme el desenvolvimiento del concesionario, que premia la eficiencia reflejada en el aumento de los pasajeros transportados. 

En realidad no es que la norma quede sin aplicación, sino que los principios que establece, deben ser aplicados a la determinación del costo kilómetro del sistema, y no a la tarifa, que queda desvinculada del costo kilómetro.

 Con este sistema, el Poder Ejecutivo podrá ajustar la tarifa al costo kilómetro, con lo cual el sistema de transporte se autosustentará, -que sería lo correcto y deseable para no producir distorsiones-; o, de lo contrario, según las necesidades de la economía, o sociales, podrá mantener una tarifa social subsidiada, y pagar a los concesionarios el costo kilómetro real que surja de la explotación del servicio, asumiendo el pago de la diferencia entre lo recaudado por la explotación del servicio,  -merced al cobro de la tarifa que se fije- y lo que deberá pagar a los concesionarios en virtud del costo kilómetro real.

A esta altura, cabe también aclarar que el nuevo sistema de transporte público de pasajeros, de acuerdo a los lineamientos del plan de transporte aprobado por la Ley 7200 de la Provincia, prevé la explotación del servicio prepago de boletos mediante tarjeta magnética, actualmente denominado “Mendobus”, por la Provincia, o por parte de terceros, mediante el sistema de concesión, distintos a los concesionarios del servicio de transporte de pasajeros.

Con esto, la Provincia ha retomado un elemento de control del sistema, ya que administrará la recaudación de lo producido por la explotación del sistema, y pagará a los concesionarios, por los kilómetros realmente recorridos, y con un sistema de premios y castigos, de acuerdo al aumento o disminución de la cantidad de pasajeros transportados.

Esto le permite a la Provincia un mejor control del sistema, porque tendrá el control de la caja, y la información exacta y real de los números del sistema, tanto en relación a los kilómetros recorridos por cada empresa, pasajeros transportados, como al costo del servicio.

2) Tener en cuenta las diferencias razonables que existan en el costo entre las distintas modalidades del Servicio del Transporte Público de Pasajeros. Considerando la forma de prestación, recorridos, distancias y cualquier otra característica que el Poder Concedente califique como relevante.

Este inciso hace referencia a la determinación de la tarifa que abonarán los usuarios, la que deberá ser proporcional a los kilómetros recorridos por el usuario, conforme se ha desarrollado al analizar el inciso anterior, sobre la determinación de las tarifas.

3) Asegurar el mínimo costo razonable para los usuarios, compatible con la seguridad de la prestación del servicio.

4) Deberán ser equitativas con relación a cada uno de los diferentes servicios de transporte de pasajeros  considerando los distintos recorridos y la extensión de los recorridos.

5) Contener mecanismos que estimulen la eficiencia en la prestación de los servicios.

El Art. 48 dispone que la tarifa del servicio regular deberá contemplar el canon de contraprestación que establece el Art. 160 inc. n) de la Ley 6082, y delega en el Ente la facultad del cobro por vía de apremio de dicho canon y la distribución de lo percibido entre los municipios dentro de los diez días posteriores a su recepción.

Los artículos siguientes, del 49 al 58 se regulan los casos de mora por falta de pago de la tasa de contraprestación, estableciendo el procedimiento de la vía de apremio previsto en el Código Fiscal de la Provincia (Art. 49); el procedimiento para la fijación, modificación y aprobación de los cuadros tarifarios de las distintas modalidades del servicio (Art. 50); la obligación del Ente de mantener permanentemente actualizadas las bases de datos que contienen las variables que conforman las tarifas (Art. 51); la previa aprobación del cuadro tarifario por el Poder Ejecutivo, para entrar en vigencia (Art. 52); que los prestadores no podrán fijar ni modificar la tarifa, bajo apercibimiento de nulidad del acto (Art. 53); los contratos de concesión, las licencias, permisos o autorizaciones deberán incluir el cuadro tarifario respectivo (Art. 54); los casos en que los prestadores del servicio podrán solicitar modificaciones de las tarifas (Art. 55); que el Ente podrá convocar a audiencia pública para modificar la tarifa, cuando existan motivos para considerar que es inadecuada, indebidamente discriminatoria o preferencia (Art. 56); que los prestadores del servicio no podrán disminuir, restringir, suprimir ni alterar, bajo ninguna forma, la modalidad de prestación del servicio durante el tiempo que demande el procedimiento de modificación y aprobación de los nuevos cuadros tarifarios (Art. 57); y que las tarifas que aprueba el Poder Ejecutivo son máximas, pudiendo los prestadores reducir el componente de rentabilidad contenido en ellas, pero en ningún caso podrán perjudicar la eficiencia y calidad del servicio exigido en los pliegos y contratos respectivos, siempre con previa autorización del Poder Ejecutivo (Art. 58).

El Capítulo IV legisla sobre las concesiones, licencias y permisos, ajustando todos los requerimientos a las disposiciones de la Ley Nº. 6082 y su Decreto Reglamentario Nº. 867/1994, estableciendo que todas las concesiones, permisos y autorizaciones deberán registrarse en el Ente, quien llevará un registro por cada uno de los distintos servicios (Art. 62); que en los contratos de concesión, licencias permisos y autorizaciones, se establecerán las condiciones que fija en 11 incisos (Art. 63).

En el Título IV se regula el tema de las contravenciones, sanciones y procedimiento, estableciendo la jurisdicción administrativa para las relaciones del Ente con los usuarios y particulares, y con la Administración Pública, es decir, que  estas relaciones se regirán por los procedimientos establecidos en la Ley Nº. 3909 y sus modificatorias, con las excepciones que se establecen en la ley en análisis (Art. 64).

Por el Artículo 65 se establece que las controversias que se susciten con motivo de la prestación de los servicios regulados por la ley serán sometidas en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del Ente, el que conocerá y resolverá en única instancia administrativa. Además, se prevé que, contra la decisión definitiva y que cause estado emanada del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, se podrá anteponer la Acción Procesal Administrativa (A.P.A.).

Es decir que se excluye expresamente la posibilidad de interponer el recurso de alzada previsto por el Art. 183 de la Ley 3909, de Procedimiento Administrativo de la Provincia.

Esta disposición tiene su antecedente en el artículo 10 de la Ley Nº 6044 del EPAS, y la inclusión de la misma encuentra un fuerte respaldo en el fallo de nuestra Suprema Corte de Justicia, en el que se declaró la constitucionalidad de dicha norma legal 
, con los siguientes fundamentos:

“El recurso de Alzada, genera a la postre una suerte de dependencia de la entidad descentralizada respecto del P.E. En nuestro caso, la entidad puede aún tener intereses enfrentados con el P.E., con los prestatarios o con los usuarios. Si se exigiera necesariamente la alzada por tratarse de un ente autárquico, se resentiría su independencia política, administrativa, económica o funcional. El fortalecimiento del Poder Ejecutivo en el control de un ente estatal descentralizado, importa un elemento disvalioso ante la nueva realidad de los entes reguladores, razón por la cual estimo acertada la solución dada por la Ley 6440 de conferir un recurso directo ante la Suprema Corte de Justicia y considerar la resolución del ente como definitiva y firme a los efectos administrativos. Si nos colocáramos en el planteo de inconstitucionalidad de la parte actora, le exigiríamos al usuario un trámite procesal más, el recurso de alzada con las lógicas demoras. Pero lo más grave sería que cumpliendo la letra del art. 10 de la Ley 6044 la acción procesal administrativa sería prematura por no agotarse la vía administrativa y ésta no quedaría expedida. Tal interpretación judicial es irrazonable y perjudicial a los intereses del usuario, que podría verse frustrado en su intento judicial, si se circunscribe al procedimiento previsto en la norma citada, en el supuesto de entender que el recurso de alzada es absolutamente necesario desde el punto de vista de la Constitución de la Provincia.”

Además, acotamos que el recurso de alzada se presta para la dilación de las resoluciones de los organismos descentralizados por las cuales se aplican sanciones, sin costo alguno para los recurrentes, al ser una vía administrativa sin imposición de costas, y que, en el caso de los organismos autárquicos, atenta contra la autonomía e independencia de los mismos, y de sus directores.

Por ello, suele ser utilizada en forma excesiva y sin razón, produciendo el desvanecimiento en el tiempo de las sanciones que regularmente se aplican con fundamento y en forma ajustada a derecho, produciendo, además, una acumulación de causas de distinta índole y especialidades en el Poder Ejecutivo y una sobrecarga de trabajo injustificada que puede ser subsanada, justamente, como se soluciona en la ley que comentamos.

Lo expuesto, de ninguna manera puede ser considerado como un estado de indefensión de los administrados, por cuanto se prevé la utilización de la Acción Procesal Administrativa, por ante el máximo Tribunal de Justicia de la Provincia, lo que aleja todo temor en este sentido, otorgando todas las garantías a quien se sienta afectado por una decisión del Ente.

Sobre el tema que comentamos, es decir sobre la actividad jurisdiccional de los entes al resolver con carácter definitivo controversias entre particulares (porque no son otra cosa los prestadores y los usuarios de un servicio público), existe una antigua doctrina jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el leading case “Fernandez Arias c/Poggio 
, en virtud de la cual sólo es legalmente admisible el ejercicio de funciones jurisdiccionales por órganos administrativos, en la medida que el particular tenga acceso a una instancia judicial en la que se controle en forma suficiente el pronunciamiento del órgano de la administración. 

Esta norma que comentamos denota un importante avance en el sentido de la independencia funcional del Ente creado por la ley respecto del Poder Ejecutivo.

En efecto, en este aspecto, la norma contenida en el Art. 65, al establecer que las controversias que se susciten con motivo de la prestación del servicio serán sometidas en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del Ente, quien conocerá y resolverá en única instancia administrativa, lo ha dotado de una independencia funcional respecto del Poder Ejecutivo de la que carecen otros entes.

Entre los antecedentes nacionales, los marcos reguladores del gas, el agua y las telecomunicaciones, establecen el recurso de alzada contra las resoluciones administrativas que dicten los entes, lo cual limita la independencia funcional de los respectivos entes reguladores.

En la Provincia de Mendoza, el marco regulatorio de la electricidad, mantiene también el recurso de alzada contra las resoluciones que dicte el E.P.R.E.

Esta sujeción a la revisión del Poder Ejecutivo a través del recurso de alzada, ha sido motivo de crítica por parte de la doctrina.

Así, Jorge Luis Salomoni, al hacer una comparación entre los entes reguladores nacionales y los del derecho comparado, en este sentido, ha dicho:

“En conclusión: en mi opinión los entes reguladores nacionales se diferencian  de las autoridades independientes del derecho comparado, por carecer de independencia del Poder Ejecutivo, en tanto éste se encuentra habilitado para revisar la legalidad de los actos del ente a través del recurso administrativo de alzada. En cambio, ambas autoridades se asimilan, por ser titulares de la potestad regulatoria, con la salvedad de que las agencias americanas o españolas ejercen tal potestad en forma exclusiva, mientras que los nacionales las ejercen en forma concurrente con el Poder Ejecutivo Nacional.” 

El tema de las facultades jurisdiccionales de los entes reguladores es un problema delicado que ha creado divisiones en la doctrina.

Así, algunos autores sostienen que, al disponer algunos marcos regulatorios como el del gas 
, la electricidad 
 o los aeropuertos 
, la llamada “jurisdicción previa y obligatoria” de los entes, se ha creado una suerte de tribunal administrativo 
. En tanto que otros autores, como Gordillo, en contra de esta postura, niega que los entres constituyan tribunales administrativos 
.

Con el advenimiento de los “nuevos” entes reguladores, posteriores a la Ley 23.096 llamada de Reforma del Estado, cobró nuevamente actualidad el tema de la competencia de los entes reguladores en materia jurisdiccional.

Advertimos, “ab initio”, que no existe ningún tipo de diferencia entre las facultades jurisdiccionales que ejerce el B.C.R.A. sobre las entidades financieras, que las que ejercen los entes reguladores en todas las controversias en las que se les ha delegado legislativamente tal función.

El tema ha sido tratado exhaustivamente y de una manera brillante por Alberto B. Bianchi, a cuya lectura remitimos al lector 
.

Sí consideramos necesario hacer una distinción entre lo que se llama la “jurisdicción primaria” y el agotamiento de la vía administrativa, para evitar confusiones entre estos dos supuestos, distinción que efectúa magistralmente el autor citado en último término, citando un fallo de la Corte Suprema de EEUU:

“Dijo allí (la Corte Suprema de EEUU) que el agotamiento de la instancia administrativa se exige cuando el caso corresponde “per se” a la instancia administrativa, donde debe finiquitar antes de pasar a la justicia. Hay jurisdicción primaria, por el contrario, cuando el caso originalmente debería ser resuelto por los tribunales, pero debido a una disposición legal específica la materia ha sido puesta bajo la competencia de un órgano o ente de la administración, de modo tal que sea éste quien actúe primero 
 . ... Las dos exigen que sea la administración la que actúe en primer término. Sin embargo, mientras en un caso la cuestión es propiamente administrativa y deben ser agotadas las instancias previas a la revisión judicial, en el otro la cuestión es judicial de por sí, pero su decisión ha sido entregada a la administración para que actúe primariamente.” 

Relacionado con este tema de la actividad jurisdiccional de los entes reguladores, se encuentra el referido a la posibilidad de que la administración –en este caso los entes reguladores- resuelva cuestiones relativas a daños y perjuicios, suscitadas entre los concesionarios prestadores del servicio y los usuarios, como consecuencia de la mala prestación del servicio, o de la no prestación del servicio.

Coincidimos con la opinión de Bianchi 
, en el sentido de que es jurídicamente posible y prácticamente conveniente reconocer a los entes reguladores potestad para resolver los conflictos que surjan entre los prestadores y los usuarios de los servicios públicos, vinculados con daños y perjuicios ocasionados con motivo de la prestación del servicio.

Por supuesto que esto es, siempre y cuando, –como en el caso que analizamos- la ley de creación del ente le confiera facultades jurisdiccionales para intervenir en todas las controversias que se susciten con motivo de la prestación del servicio, en forma previa y obligatoria, y con carácter de única instancia administrativa. 

Compartimos el criterio de que no se viola ninguna norma constitucional con esta actividad jurisdiccional del ente, por cuanto dicha actividad está sujeta al control judicial posterior, por la vía de la Acción Procesal Administrativa, con lo cual la Suprema Corte de la Provincia ejercerá la función revisora, en los términos establecidos en el leading case “Fernández Arias c/Poggio” 
.

El Art. 66º dispone que toda controversia que se suscite entre prestadores y usuarios con motivo de la aplicación del régimen establecido en la ley deberá ser sometida en forma obligatoria a la decisión del Ente Regulador. Entendemos que se trata de una repetición de lo normado en el artículo anterior, pero, en este caso precisa que todas las controversias que se susciten entre “prestadores y usuarios”, deberán ser sometidas en forma obligatoria a la decisión del ente. Esta disposición, consideramos se encuentra comprendida en el artículo anterior, sólo que en este caso se refiere solamente a las controversias entre prestadores y usuarios, y el artículo 65 se refiere a “todas las controversias”, lo que, obviamente, las incluye.

Por ello, sin perjuicio de la reiteración –innecesaria en nuestra opinión- que contiene el artículo 66º-, consideramos que este es un importante avance hacia la independencia funcional de los entes reguladores respecto del Poder Ejecutivo, que incorpora la norma que comentamos, por lo que debe ser destacado.

Esto, obviamente, sin ignorar que el tema de los entes reguladores en nuestro País constituye un sistema en gestación, en plena evolución y con muchas cuestiones por resolver aún, como señala acertadamente Salomoni. 
 

El resto de los artículos del capítulo regula las sanciones y la facultad del Ente de organizar la prestación provisoria del servicio en caso de declaración de caducidad de una concesión (Art. 67); el procedimiento por vía de apremio para el cobro de tasas, canon, multas y cualquier obligación pecuniaria, con aplicación de las normas del Código Fiscal de la Provincia, facultando al Ente para llevar a cabo las ejecuciones (Art. 70); y la facultad del Ente de requerir el auxilio de la fuerza pública para el cumplimiento de su actividad sancionatoria (Art. 71).

El Título V legisla sobre los recursos y organización del Ente, tema que es de suma trascendencia, ya que hace a la independencia y viabilidad del Ente.

El Art. 72 establece que, además de los bienes que se le transfieren por la presente ley, y a los efectos del cumplimiento de sus objetivos, se le asignan los siguientes recursos:

a) Una tasa de inspección que no podrá ser superior al 1,5% de la facturación del sistema público de transporte de pasajeros concesionado;

b) El producido de multas y aranceles;

c) El producido de la prestación de servicios de asesoramiento y de transferencia de tecnologías;

d) Subsidios, legados, donaciones, créditos o transferencias que bajo cualquier título se reciban;

e) Los demás recursos conforme a lo dispuesto por el Art. 76 de la presente;

f) Los demás fondos, bienes y recursos que se le asignaren por cualquier título;

g) El 3% de lo recaudado en concepto de tasa de contraprestación prevista por el Art. 160 inc. n) de la Ley 6082.

En relación al inciso a) de este artículo, es una facultad corriente, normal y necesaria de los entes, fijar y percibir las tasas, derechos y aranceles, los que, lógicamente pasan a integrar su patrimonio, y permiten su autarquía y autonomía, y el cumplimiento de sus fines.

Esto lo vemos, por ejemplo, en materia de telecomunicaciones 
, electricidad 
, agua 
, gas 
 y actividades nucleares 
.

En los casos del gas, la electricidad y las actividades nucleares, la falta de pago de la tasa habilita al ente a expedir un certificado de deuda que tiene el carácter de título ejecutivo, para proceder a la ejecución del importe adeudado, tal como está previsto en el Art. 75 de la Ley 7412 que comentamos.

Con respecto al inciso g) de este artículo, consideramos que se ha deslizado un error, al enumerar, entre los recursos del Ente, el 3% de lo recaudado en concepto de tasa de contraprestación prevista por el Art. 160 inc. n) de la Ley 6082.

En primer lugar, este importe de la tasa de contraprestación fue modificado por la Ley 6668 
  de la Provincia, reduciendo el porcentaje al 0,66%, a partir del 1º de Enero de 1.999 
.-

Pero, fundamentalmente, este concepto no es un “recurso”, ya que ese 0,66% que ha quedado subsistente, del porcentaje original del 3%, -que sí constituía un recurso para el P.E. en su redacción original- parte del cual podía ser asignado al Ente- está destinado a los municipios, para compensarlos por el deterioro de la red vial municipal que causan los vehículos que prestan el servicio de transporte público de pasajeros, cuando efectúan sus recorridos. El Art. 160 inc. N) de la Ley 6082 (t.o. Ley 6668), prevé expresamente que dicho porcentaje de los ingresos totales emergentes de la explotación de los servicios adjudicados, durante el período que dure la misma, tendrá el carácter de recurso de afectación específica para contribuir a los gastos de mejoramiento vial de rutas y calles de circulación de transporte público de pasajeros incluidas las expropiaciones de las mismas para apertura o ensanche de ellas a cargo de los municipios. La norma prevé que el importe será recaudado por la Dirección General de Rentas y distribuido a los municipios de la Provincia de conformidad con los criterios establecidos en la Ley Nº 5800. Actualmente, el texto ha sido modificado por la ley que comentamos, que pone la recaudación a cargo del Ente que se crea por esta ley.

Esto está previsto en el Art. 48 de la Ley, mediante el cual se delega al Ente la facultad del cobro por vía de apremio de esta tasa de contraprestación, imponiéndole la obligación de depositar el monto asignado a los municipios dentro de los diez días posteriores a su percepción.

Es decir que el Ente es un agente de recaudación, con facultad de cobro por vía de apremio, pero la tasa de contraprestación tiene una imputación específica determinada por el Art. 160 inc. n) de la Ley 6082, por lo que el importe no es un recurso del Ente.

Estimamos que este error deberá ser corregido a la brevedad, por cuanto es evidente la contradicción entre las dos normas legales citadas. Seguramente el Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza remitirá un proyecto de ley para la subsanación del error mencionado.

A los efectos de controlar la correcta aplicación y cumplimiento de la tasa de contraprestación y de la tasa de inspección del Art. 160 inc. n) de la Ley 6082, se faculta al Ente a realizar todos los actos necesarios para el contralor de la facturación y de los ingresos de las empresas que prestan el servicio de transporte público de pasajeros concesionado (Art. 73).

El Art. 74 faculta al Ente para determinar anualmente el porcentual de la Tasa de Inspección que se crea por el Art. 72 inc. a) de la ley, y fijar la fecha de inicio de la percepción.

El Art. 75 establece que la mora por la tasa de inspección, y de la tasa de contraprestación del Art. 160 inc. n) de la Ley 6082 se producirá de pleno derecho, por el sólo vencimiento del plazo que se fije para el pago en la reglamentación, y que la mora producirá el devengamiento de los intereses punitorios que se fijen.

Además, establece que la situación de mora habilitará el procedimiento de la vía de apremio prevista en el Código Fiscal de la Provincia, y faculta al Ente para expedir el certificado de deuda por falta de pago de la tasa de inspección, al que le atribuye el carácter de título ejecutivo para habilitar el procedimiento de apremio, facultando al Ente para llevar a cabo las ejecuciones respectivas y para cobrar las multas aplicadas tanto por el Ente, como por la Dirección de Vías y Medios de Transporte cuyo apremio no haya sido iniciado por la Dirección General de Rentas de la Provincia a la fecha de entrada en vigencia de la ley.

Los artículos contenidos en este Título V son fundamentales porque hacen a la independencia económica del Ente, requisito fundamental para su buen funcionamiento, como hemos venido anticipando a lo largo de este trabajo.

El Título VI contiene disposiciones transitorias tendientes a solucionar los inconvenientes del período de transición entre la creación del Ente y su entrada en funciones, en reemplazo de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, con la consecuente transferencia de sus bienes, personal, funciones, etc.

El Título VII contiene disposiciones sobre el personal de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, y su incorporación en forma voluntaria al Ente.

Con respecto a la política de personal, en el Artículo 80 de la Ley se ha previsto la absorción del personal de la Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia por parte del Ente, en distintas formas, siempre previo concurso y condicionada a las necesidades de personal del Ente.

Las formas de incorporación contempladas, siempre voluntarias, y con otras opciones a favor del personal de la Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia, son enumeradas en el artículo 80 de la Ley:

a) Incorporación al Ente, con las situaciones escalafonarias que registran, dentro del régimen de empleo público por un período de dos (2) años. Esta incorporación se hará previo concurso y condicionadas a las necesidades de personal que indiquen las autoridades del Ente. Transcurridos los dos (2) primeros años, el personal que elija continuar en el Ente, pasará automáticamente a regirse por la Ley de Contrato de Trabajo, debiendo suscribir a tal fin los convenios correspondientes para el cambio de régimen laboral.

b) Quienes no superen el concurso inicial, no sean seleccionados por las autoridades del Ente o manifieste su voluntad de no incorporarse al Ente y quienes al final de los dos (2) años opten por continuar con el régimen de empleo público, podrán solicitar la reubicación en otras dependencias, dentro del ámbito de la Administración Pública Provincial en las mismas condiciones que revisten actualmente.

c)     Incorporación al Ente bajo al régimen de la Ley de Contrato de Trabajo y con el régimen orgánico funcional establecido para el Ente. Esta incorporación se hará previo concurso y condicionada a las necesidades de personal que indiquen las autoridades del Ente.

d) Sistema de retiro anticipado, de carácter voluntario de conformidad con las disposiciones del Artículo 31 de la Ley Nº 6921 de Reforma del Estado y reglamentación pertinente.

La autoridad de aplicación reglamentará las formas y condiciones para el cumplimiento de estas alternativas, con la participación de los trabajadores del área, dentro del marco del Decreto Ley Nº 560/73.

La norma, Art. 80 de la Ley 7412, prevé la incorporación voluntaria del personal de la Dirección de Vías y Medios de Transporte al Ente Regulador, con un período de transición de dos años, luego del cual, el personal que elija continuar en el Ente, pasará automáticamente a regirse por la Ley de Contrato de Trabajo. Es decir que se produce un cambio de régimen, para lo cual, los empleados que estén hasta ese momento bajo el régimen de empleo público, deberán firmar los convenios o documentos correspondientes, para desvincularse del mismo, y pasar a revistar bajo las disposiciones de la Ley de Contrato e Trabajo.

Quienes no deseen abandonar el régimen de empleo público, y quienes no superen el concurso o no sean seleccionados para ingresar al Ente bajo el régimen de la Ley de Contrato de trabajo, podrán continuar dentro del régimen de empleo público, pero para ello deberán solicitar la reubicación en otras dependencias de la Administración Pública Provincial.

También se establece un sistema de retiro anticipado, por supuesto voluntario, al cual podrán optar los que se encuentren en condiciones de acuerdo a la normativa prevista por la Ley 6921 de Reforma del Estado Provincial, y la reglamentación correspondiente.

Es decir que, ante el cambio que implica para el personal de la Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia que dicha repartición sea disuelta, y sus funciones y facultades transferidas al Ente 
, se ha brindado al personal la posibilidad de optar entre seguir bajo el régimen de empleo público, o pasar al Ente.

Esto, por cuanto el personal del Ente se regirá por la Ley de Contrato de Trabajo, lo que implica para el personal que decida aceptar su transferencia, la pérdida de la estabilidad del empleado público.

Pero, por otra parte, el régimen salarial privado contempla remuneraciones superiores para el personal de esta categoría.

Con lo cual, el personal que acepte la transferencia, verá mejorados sus ingresos salariales, aunque menguadas sus garantías de estabilidad, las que quedarán sujetas a su buen desempeño laboral, y a los sistemas de indemnización de la Ley de Contrato de Trabajo.

No obstante, la ley contempla la situación de quienes no quieran perder el régimen de estabilidad del empleo público, pero, para ello, quienes quieran conservarlo, deberán solicitar su reubicación en otras dependencias de la Administración Pública Provincial, en las mismas condiciones escalafonarias y salariales que revisten actualmente.

----------------------------

CAPÍTULO VI

Un intento frustrado en la Provincia:

El Ente Único Regulador de los Servicios Públicos

En la Provincia de Mendoza existió un intento de adherir a las legislaciones que contemplan la regulación de los servicios públicos por intermedio de un Ente Único Regulador de todos los servicios públicos, privatizados o no.-

El P.E. encargó a una comisión de abogados de los Entes Reguladores EPRE y EPAS, en colaboración con Asesores del P.E. para que elaboraran un Proyecto de Ley de creación de un Ente Único Regulador de los Servicios Públicos Provinciales.-

El proyecto se enrola en la teoría que sostiene la conveniencia de la existencia de Entes Únicos reguladores de los servicios públicos privatizados.-

Los sostenedores de esta teoría señalan como beneficios la especialización, concentración, ahorro en las actividades de administración, contabilidad y tesorería.-

Los entes únicos así concebidos, prevén la existencia de “Departamentos”, o “Gerencias” individuales y específicas para cada uno de los servicios públicos regulados.-

En el Apéndice de esta obra se transcribe el proyecto elaborado, el que fue rechazado por la Cámara de Diputados, y nunca llegó a convertirse en ley, por lo menos hasta la fecha.-

Algunos autores analizan este tema de los Entes Reguladores Únicos de los Servicios Públicos, recurriendo a tal fin a los antecedentes existentes en nuestro País.-

Así, se cita al Ente Regulador de los Servicios Públicos de Jurisdicción Provincial de la Provincia de Salta, creado por Decreto Nº. 55, y ratificado por Ley Nº. 6835 de esa Provincia.-

También se menciona la Provincia de Jujuy, en la que funciona la Sindicatura Única de Servicios Públicos.-

Entre los antecedentes también encontramos la Ley Nº. 210, por la que se constituyó el Ente Único Regulador de los Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires.-

En este caso, la creación del Ente Único Regulador, fue prevista por el Art. 138 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, norma en la que se lo describía como una entidad autárquica, con personería jurídica, independencia funcional y legitimación procesal.-

La Provincia de Córdoba también creó un Ente Regulador de estas características, mediante la Ley Nº. 8835 – Carta del Ciudadano. Se trata del ERSEP, que tiene facultades de regulación y control sobre los servicios públicos de energía eléctrica, agua potable, transporte interurbano y Red de Autopistas Concesionadas. La novedad de este sistema cordobés es que en el caso de la energía eléctrica, el ERSEP debe regular y controlar la actividad de la Empresa Provincial de Energía – EPEC – empresa íntegramente estatal, estableciendo de esta manera que la regulación no es sólo sobre las empresas que tienen concesiones de servicios públicos sino que también abarca a las empresas públicas provinciales de servicios públicos. 
 

Es algo similar a lo que sucede con la Ley 7412 que comentamos, ya que el Ente Regulador del Transporte regulará y controlará el funcionamiento del servicio de transporte público de pasajeros que presta la Empresa Provincial de Transporte Mendoza (EPTM), empresa estatal, actual prestataria del servicio de transporte mediante trolebuses y algunos recorrido provisionales con ómnibus que oportunamente serán reemplazados por trolebuses. Pero que concretamente, en la actualidad presta el servicio de transporte de pasajeros con ómnibus del Grupo 2, correspondiente al sistema concesionado recientemente. En realidad, ante el rechazo de las ofertas que se presentaron para este grupo, por deficiencias, el referido Grupo 2, debió quedar en manos de la Provincia, titular originaria de la prestación del servicio, quien lo presta por intermedio de la Empresa Provincial de Transporte Mendoza.-

Partiendo del estudio de estos distintos Entes Reguladores Únicos, podemos analizar la conveniencia o no de su existencia, desde el punto de vista técnico y jurídico.-

Para ello, partimos de la premisa de que las potestades otorgadas a los Entes Reguladores son prácticamente iguales, y superan las diferencias existentes entre los distintos servicios públicos, pues suponen la aplicación de principios jurídicos y económicos idénticos, e incluso la utilización de técnicas uniformes y generales 
.-

A partir de estas premisas, se enuncian las ventajas y los inconvenientes que apareja la estructura única en el funcionamiento de un Ente Regulador:

a) Ventajas:

· Orden, coherencia y uniformidad en la aplicación de criterios y de leyes en cuestiones complejas y múltiples.

· Uniformidad en el ejercicio de facultades discrecionales.

· Principios procedimentales comunes.

· Uniformidad en el uso de las facultades sancionatorias y de los incentivos.

· Seguridad Jurídica:

1. Armonización del interés público y privado.

2. Decisiones armónicas y abarcativas.

· Uniformidad en materia de medio ambiente y recursos naturales.

· Adecuación uniforme a normas superiores:

1. Constitución Nacional.

2. Constitución Provincial.

3. Derecho comunitario.

4. Tratados.

· Tratamiento tributario equitativo.

· Financiamiento externo (colaboración).

b) Inconvenientes:

· Peligro de excesiva concentración en casos donde un servicio acapara el trabajo y la atención.

· Se debe prever un directorio con polifuncionalidad en cada uno de sus integrantes.

· Exposición excesiva que desgaste el funcionamiento y la imagen del regulador.

· Excesiva centralización incontrolable por las instancias administrativas.

· Riesgos de enfoque sectorizado para interpretar la realidad de cada servicio.

En razón de haber integrado la Comisión de abogados que redactó el proyecto de creación del Ente Único Regulador de los Servicios Públicos en la Provincia de Mendoza, debo aclarar que, en principio, me inclino por la existencia de estos Entes; y, a las ventajas detalladas por Daniel M. Nallar, enunciadas precedentemente, agrego una que es importante: Economía y racionalización de recursos en las áreas comunes, como Administración y Sistemas, Recursos Humanos, Contabilidad, Tesorería y Relaciones Institucionales.-

Otra de las ventajas de los entes únicos, enunciadas por la doctrina, es referida el tema de la captación por parte del concesionario de los directivos del Ente:

“Además de ello el Ente hace desaparecer el riesgo de la captación por parte del Concesionario, ya que al existir muchos controlados, ninguno de ellos tiene entidad suficiente por sí mismo, para condicionar la gestión del regulador, circunstancia que es factible de darse cuando tenemos un ente que controla un prestador.” 

Sin embargo, debe tenerse presente la necesidad de la existencia de una Gerencia de Servicios Públicos y Departamentos independientes para cada uno de los servicios regulados, o, de lo contrario, una Gerencia General y Gerencias por cada uno de los servicios regulados, con la intervención de profesionales especializados en cada uno de los servicios públicos regulados.-

Algunos autores han opinado sobre el tema, aportando soluciones diversas al complejo tema de la estructura administrativa de los entes reguladores únicos:

“A los fines de contar con una operatividad adecuada deberá su estructura administrativa conformarse con gerencias operativas, cada una de ellas en función de las actividades establecidas (energía eléctrica, agua potable, transporte, etc. Estas gerencias deberán contar con las unidades técnicas adecuadas para su funcionamiento, las cuales se constituirán conforme la naturaleza de cada servicio. Es aconsejable contar con una gerencia legal única, que coordine los asesores jurídicos de cada gerencia, pero que al mismo tiempo establezca normativas compatibles para todos los servicios y que fije reglas de aplicación comunes.” 

Apéndice

Ley Nº. 7412 de la Provincia de Mendoza. Crea el Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros en la Provincia de Mendoza.

Sancionada el 9 de agosto de 2005. Publicada en el Boletín Oficial de la Provincia de Mendoza el 9 de setiembre de 2005.

EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE MENDOZA, SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES Y MARCO REGULATORIO

DE LA ACTIVIDAD

CAPITULO I

Artículo 1º OBJETO. La presente ley tiene por objeto la Administración, Planificación y Regulación de Transporte Público de Pasajeros, en todas sus formas y modalidades, y el control de la operación del Sistema, en el ámbito del territorio de la Provincia y de las competencias que le son propias del Estado Provincial, como servicio público esencial para el desarrollo humano y económico.

Art. 2º - 
COMPETENCIA. Declárese de competencia provincial y sujetas a las disposiciones de la presente ley, todas las actividades que se desarrollen en el ámbito del territorio de la Provincia de Mendoza, vinculadas al Transporte Público de Pasajeros, en todas sus formas y modalidades.

Art. 3º - 
PRINCIPIOS GENERALES Y OBJETIVOS. La Política General y la Planificación del Transporte Público de Pasajeros en el ámbito de la jurisdicción provincial, se encuentran a cargo del Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas.

                     La regulación, el control y fiscalización de este servicio, en todas sus formas, deberá someterse a las normas de calidad de la prestación, a través de la determinación de la autoridad responsable que se crea por esta ley, para la realización de los siguientes principios generales y objetivos:

1- Garantizar el interés general y el bien común en materia de Transporte         Público de Pasajeros, en todas sus modalidades, en forma armónica con el desarrollo humano y económico, demográfico y sustentable de la Provincia, respetando las características regionales y locales que permitan la participación municipal.

2- Proteger los intereses de los usuarios, reglamentando el ejercicio de sus derechos y promoviendo su participación en la fiscalización y control del sistema, a través de los instrumentos eficaces de prevención y solución de conflictos.

3- Garantizar que el Servicio de Transporte Público de Pasajeros, en todas sus formas, se brinde sin preferencias ni discriminación  alguna, asegurando la confiabilidad, libre de acceso, higiene, seguridad, uso generalizado y complementariedad.

4- Lograr que la operación del servicio se ajuste a los niveles de eficacia que se establezcan al efecto, en condiciones de calidad y tarifas justas y razonables, que promuevan la innovación en materia tecnológica.

5- Asegurar la continuidad, regularidad, igualdad y generalidad de los servicios, a través de la regulación de los Servicios de Transporte Público de Pasajeros, realizando los estudio pertinentes para que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Autoridad de Aplicación, pueda establecer tarifas justas y razonables.

6- Integrar el sistema público de transporte de modo tal que permita satisfacer las necesidades presentes y futuras de los usuarios, buscando incentivos para que las inversiones sean compatibles con soluciones futuras e innovadoras por parte del sector privado o público, si correspondiere, o complementarlo entre ambos.

7- Preservar adecuadamente el ambiente y ser respetuoso del entorno, a cuyo fin se deberá proponer soluciones alternativas de transporte no contaminante, aprovechando la infraestructura ociosa existente en la Provincia en la materia ferroviaria, que permitan promover las inversiones de riesgo a tal fin.

Art. 4º - 
UTILIDAD PÚBLICA. Declárense de utilidad pública y sujetos a            expropiación, servidumbre y/u ocupación temporaria, de acuerdo con la ley de Expropiaciones de la Provincia (Decreto-Ley Nº 1447/1975), los bienes de cualquier naturaleza, obras, instalaciones y construcciones, de cuyo dominio, uso u ocupación fuera necesario disponer para el cumplimiento de los fines de la presente ley y en especial para el normal desarrollo o funcionamiento de los Sistemas de Transporte Público de Pasajeros en cualquiera de sus formas, dentro de la Provincia de Mendoza. A estos fines, el Ente que por esta ley se crea, deberá determinar los bienes a ser declarados de utilidad pública, mediante informe fundado técnicamente, con ratificación legislativa.

CAPÍTULO II

Art. 5º - 
NORMAS Y AUTORIDAD DE APLICACIÓN. Integran el Marco Regulatorio del Transporte Público de Pasajeros, dentro del sistema de los servicios públicos que por esta ley se regulan y que son de competencia provincial los siguientes:

1- La Ley Nº 6082 de Tránsito  y Transporte de la Provincia y sus normas concordantes y modificatorias.

2- El Decreto Reglamentario Nº 867/1994 y sus normas concordantes y modificatorias.

3- Todas las resoluciones, decretos, ordenanzas y demás disposiciones reglamentarias vigente, dictadas por la Policía Vial y por la Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia, que esta ley se disuelve.

4- Las resoluciones que dicte el Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros que por esta ley se crea.

5- Las normas nacionales y leyes provinciales que tenga alcance sobre el Transporte Público de Pasajeros y aquellas que reglamenten especificaciones técnicas de los vehículos que transportan personas, que surjan de la Secretaría de Transporte de la Nación  y sean aceptadas o declaradas de aplicación por el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros.

Art. 6º -        El cumplimiento y la aplicación de esta ley y de sus reglamentaciones estarán a cargo del Ente que se crea en el Título II de la presente ley, en las              condiciones previstas en los artículos siguientes.

TÍTULO II

CREACIÓN DEL ENTE REGULADOR

CAPÍTULO I

Art. 7º - 
Créase el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, en adelante denominado E.P.R.T.P., como Ente Autárquico de la Provincia de Mendoza, el que tendrá las siguientes funciones:

1) Regulación y fiscalización del Transporte Público de Pasajeros en todas sus formas.

2) Control y Fiscalización del cumplimiento por parte de los concesionarios prestadores del servicio, de las obligaciones emergentes de los respectivos contratos de concesión, permisos, autorizaciones y licencias.

3) Aplicación de las normas que integran el marco regulatorio y las que dicte para el efectivo cumplimiento de sus funciones como Autoridad de Aplicación.

Art. 8º - 
El Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros queda vinculado funcionalmente al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas.

Art. 9º - 
OBJETIVOS Y ATRIBUCIONES. Para la fiscalización y control del Transporte Público de Pasajeros, a cargo del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, se establecen los siguiente objetivos:

20- Cumplir y hacer cumplir la presente ley, su reglamentación y disposiciones complementarias, controlando la prestación del servicio y el cumplimiento de las obligaciones fijadas en los contratos de concesión. La interpretación de las normas, el control del servicio y la fiscalización de las obligaciones estarán siempre subordinados al principio de protección y mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de la Provincia.

21- Protección adecuada de los derechos de los usuarios.

22- Instrumentar los mecanismos necesarios para garantizar la gestión y control público de la operación del Transporte Publico de Pasajeros en la jurisdicción provincial, a fin de asegurar su adecuada prestación y protegiendo los intereses de la comunidad y de los usuarios.

23- Proponer los cuadros tarifarios de las concesiones de transporte para su aprobación por el Poder Ejecutivo.

24- Promover ante los Tribunales  competentes acciones civiles o penales, incluyendo medidas cautelares, para asegurar el cumplimiento de sus funciones y de los fines de esta ley, su reglamentación y contratos de concesión.

25- Reglamentar el procedimiento para la aplicación de sanciones que correspondan por violación de disposiciones legales, reglamentarias o contractuales, respetando en todos los casos los principios del debido proceso.

26- Asegurar la difusión de las decisiones que adopte, incluyendo los antecedentes en base a los cuales fueron tomadas.

27- Elevar anualmente al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo un informe sobre las actividades del año y sugerencias sobre medidas a adoptar en beneficio del interés público, incluyendo la protección de los usuarios, la preservación del ambiente y el mejoramiento de los servicios, dándole difusión suficiente.

28- Delegar en sus funcionarios las atribuciones que considere adecuadas para una eficiente y económica aplicación de la presente ley.

29- Organizar e implementar u procedimiento de seguimiento de la aprobación y realización de la infraestructura, planes de obras e inversiones propuestas por los concesionarios.

30- Aprobar su estructura orgánica y su funcionamiento interno.

31- Disponer la extensión y modificación del servicio regulado en los lugares donde éste no exista o sea necesario introducir modificaciones, con niveles de calidad y de protección ambiental y de los recursos naturales.

32- Controlar que la prestación se realice conforme con los caracteres de regularidad, continuidad, generalidad y obligatoriedad, con las estipulaciones del marco regulatorio y de los contratos, autorizaciones, permisos y licencias.

33- Ejercer el poder de policía referido al servicio, todo ello con arreglo al ordenamiento general y dictando los reglamentos y resoluciones que fueren menester, efectuando el control del cumplimiento de los mismos y sancionando su incumplimiento.

34- Celebrar convenios con las autoridades nacionales, de otras provincias, municipalidades o internacionales en lo relativo al mejoramiento del sistema público de Transporte de Pasajeros.

35- Establecer Delegaciones Regionales en el territorio provincial, con el propósito de dar cumplimiento al objeto de esta ley.

36- Aplicar las políticas y planes referidos a Transporte Público de Pasajeros en la materia de su competencia  y asistir al Comité de Tránsito y Transporte creado por la Ley Nº 6.082, en la elaboración de políticas y modificaciones a la gestión del sistema de Transporte Público de Pasajeros.

37- Lograr mayor seguridad, mejor operación, confiabilidad, igualdad y uso generalizado del sistema de Transporte Público de Pasajeros, asegurando su adecuado desenvolvimiento en todas sus modalidades.

38- Asistir al Poder Ejecutivo en todo aquello referido al Transporte Público de Pasajeros.

Art. 10 -
FACULTADES. Entre otras, tendrá las siguientes facultades, sin perjuicio de aquellas implícitas propias de la actividad que se encomienda al Ente por esta ley:

28- Reglamentario y demás normas reglamentarias vigentes en materia de Transporte Público de Pasajeros, tanto masivo como individual y las disposiciones de la presente ley.

29- Fiscalizar las actividades de las empresas concesionarias del transporte en todas sus modalidades, licenciatarias, permisionarias y autorizadas, en todos los aspectos vinculados con la prestación de los servicios.

30- Fijar las normas a las que deberán ajustarse los prestadores de esos servicios, en sus regímenes de costos y/o contables, para facilitar la confección de la información que deberán suministrarle y que permita el control e inspección de las cuentas en cualquier momento.

31- Dictar las normas reglamentarias necesarias, referidas a los aspectos técnicos, operativos, funcionales y de cualquier otra naturaleza para asegurar el cumplimiento de los servicios y la calidad, eficiencia, salubridad, continuidad y seguridad de las prestaciones propias del servicio de Transporte Público de Pasajeros.

32- Asesorar al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, para la fijación de los valores tarifarios de los servicios de su competencia.

33- Otorgar autorizaciones de operaciones de nuevos recorridos y establecimiento de paradas, las que, previo a su implementación, deberán ser publicadas ampliamente.

34- Velar por el cumplimiento de los contratos de concesión, licencias, permisos y autorizaciones.

35- Supervisar la calidad técnica del servicio y la seguridad de los vehículos, por sí o por terceros.

36- Realizar auditorias y controles técnicos para determinar el cumplimiento de las tarifas y la razonabilidad de los costos de funcionamiento.

37- Solicitar información y documentación necesaria a los prestadores del transporte público para verificar y evaluar el desempeño del sistema de transporte, velando por el mejor cumplimiento de la fiscalización encomendada, con adecuado resguardo de la confidencialidad de la información obtenida.

38- Otorgar autorización previa para las transferencias de capital y de las condiciones en que se hagan, así como de las nuevas emisiones de títulos, obligaciones negociables, deben tures y operaciones de crédito de magnitud de los prestadores de los servicios públicos comprendidos en esta ley. Estos prestadores deberán informarle la celebración de acuerdos entre accionistas y obtener su autorización previa para proceder a la transferencia de acciones, que puedan originar situaciones de cambio en el control societario de las empresas concesionadas.

39- Controlar la identidad de los titulares de los prestadores de los servicios públicos, los que deberán, en consecuencia, obtener la autorización previa para proceder a la venta, fusión o cualquier otra alteración del status de la empresa, que pueda afectar el control y la prestación del servicio público.

40- Aplicar las sanciones previstas en la presente ley, en las distintas normas legales vigentes en materia de transporte y las penalidades fijadas en los contratos de concesión, en caso de incumplimiento de las condiciones allí establecidas y, en su caso, aconsejar la declaración de la caducidad de las concesiones al Poder Ejecutivo y proceder a la revocación de los permisos, autorizaciones y licencias.

41- Proveer toda la información y asesoramiento que le solicite el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, sobre cualquiera de los aspectos vinculados a su gestión.

42- Asesorar y colaborar con el Poder Ejecutivo en el proceso de preparación y redacción de los Pliegos de Licitaciones para el otorgamiento de concesiones del Transporte Público de Pasajeros en cualquiera de sus formas.

43- Organizar y llevar a cabo las licitaciones para el otorgamiento de licencias, permisos y autorizaciones.

44- Velar, dentro del alcance de sus funciones, por la protección del medio ambiente y la seguridad pública.

45- Promover ante los Tribunales competentes las acciones administrativas, civiles o penales, incluyendo las medidas cautelares para asegurar el cumplimiento de sus funciones y los fines establecidos por la presente ley.

46- Celebrar convenios para el cumplimiento de sus fines y a todos los efectos legales que corresponda, acuerdos judiciales o extrajudiciales y transaccionales.

47- Celebrar convenios con las Autoridades Nacionales, de otras Provincias, Municipales o Internacionales, en lo relativo al Transporte Público de Pasajeros, para fines de utilidad común y con miras a propender al mejoramiento y optimización del sistema de Transporte Público y Privado de Pasajeros en todas sus formas.

48- Percibir y fiscalizar el cobro de las tasas, derechos y aranceles en materia de Transporte Público de Pasajeros en todas sus formas y modalidades.

49- Llevar una base de datos con inventarios actualizados de concesionarios, licenciatarios, permisionarios y autorizados, así como del parque móvil afectado a los distintos servicios, que deberá contener como mínimo los datos completos del vehículo, titulares, estado de dominio, gravámenes, transferencias y demás datos relevantes, con el objeto de crear un sistema de información que permita evaluar el sistema de Transporte Público de Pasajeros.

50- Llevar un Registro de Infractores a las normas de la presente ley y a las normas de la legislación y normativa general vigente en materia de tránsito y transporte.

51- Realizar auditorias para verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y contractuales por parte de los talleres encargados de la Revisión Técnica Obligatoria de los vehículos del Transporte Público de Pasajeros en todas sus formas.

52- Requerir a la Subsecretaría de Trabajo y Seguridad Social de la Provincia de Mendoza y otros organismos competentes, la realización de controles para fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones vigentes en materia laboral y previsional de los prestadores de los Servicios de Transporte Público de Pasajeros en todas sus modalidades.

53- En general, realizar todas las funciones establecidas por los Arts. 3º, 8º, 10, 15, 210, 213, 214, 218 y concordantes de la Ley Nº 6.082 y sus modificatorias, y por las disposiciones del Decreto Reglamentario Nº 807/94 y sus modificatorias, que estaban a cargo de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, y todos los demás actos que sean necesarios para el cumplimiento de este Ente, en lo relativo al Transporte Público de Pasajeros.

54- Ejecutar el control y la regulación de las estaciones terminales de ómnibus en el territorio provincial.

Art. 11 -
OBLIGACIONES: El Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros garantizará:

a) La continuidad, regularidad, igualdad y generalidad de los servicios de transporte a tarifas justas y razonables.

b) La competencia legal en la prestación de los servicios.

c) La veracidad y el acceso a la información necesaria para los usuarios, en concordancia a la Ley Nº 6.839.

d) La participación de los usuarios en el control y fiscalización del sistema a través del Órgano Consultivo.

e) La recepción y resolución efectiva de las denuncias o sugerencias por parte de los usuarios, a través de la creación de un área específica, en conjunto con el Órgano Consultivo y el Programa de Inspectores vecinales.

Art. 12 -
La Dirección de Vías y Medios de Transporte, dependiente del Ministerio de Ambiente y Obras Públicos, se deberá disolver en base a las funciones específicas de regulación, control y fiscalización que por la presente se transfieren al Ente, juntamente con los bienes y útiles de los que estaba dotada para estas funciones. El resto de las atribuciones de planificación, señalización, obras y cargas continuarán en la órbita del Ministerio así como los bienes y útiles correspondientes.

Art. 13 –
Hasta tanto se integre el Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros, la Dirección de Vías y Medios de Transporte ejercerá las funciones de acuerdo al marco legal vigente. La transferencia de bienes, llamados a concurso y demás actos necesarios para cubrir los cargos de directores y nombramiento de personal serán realizados por el Poder Ejecutivo y de conformidad a la reglamentación.

Art. 14 -
CAPACIDAD: El Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros tendrá autarquía institucionales y financiera y plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado. Su patrimonio está constituido por los bienes que se le transfieren y por los que adquiera en el futuro por cualquier título. Tendrá su sede en la Provincia de Mendoza.

Art. 15 -
El Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros se regirá en su gestión financiera, patrimonial y contable, por las disposiciones de la presente ley y los reglamentos que a tal fin se dicten. Quedará sujeto al control externo que establece el régimen de contralor público (Ley Nº 3.799 de Contabilidad de la Provincia y Tribunal de Cuentas).

Art. 16 -
DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN: La Dirección del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, será ejercida por un Directorio integrado por tres (3) miembros ejecutivos, de los cuales uno (1) será el Presidente y dos (2) Vocales. El Directorio deberá designar de entre los dos (2) Vocales, un Vicepresidente que sustituirá al Presidente en caso de ausencia temporal o transitoria. Deben contar con antecedentes técnicos y profesionales acreditados en materia de servicios públicos, preferentemente de las Ciencias Económicas, Sociales, de la Agrimensura y de la Ingeniería.

Art. 17 -
DESIGNACIÓN Y DURACIÓN. Los miembros del directorio serán designados de la siguiente forma:

a) El Presidente por el Poder Ejecutivo y su mandato no deberá exceder el mandato del Gobernador que lo designó.

b) Los dos (2) Directores Vocales serán seleccionados por concurso público y designados por el Poder Ejecutivo. Los tres (3) Directores deberán contar con acuerdo del H. Senado de la Provincia. El mandato de los dos (2) Directores Vocales durará cuatro (4) años y podrá ser renovado por un único período. A los efectos del acuerdo del H. Senado de la Provincia el mismo se considerará prestado en sentido positivo, si dicho Cuerpo no se pronunciara en el término de treinta (30) días corridos desde la recepción de los pliegos.

Art. 18 -
REMOCIÓN. Los Directores podrán ser removidos antes del vencimiento de su mandato, por causa fundada en el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley. Para ello, se requerirá acto motivado por el Poder Ejecutivo. Se aplicará el procedimiento previsto en el Art. 128 inc. 22 de la Constitución de la Provincia de Mendoza. Los Directores podrán ser removidos mediante Decreto del Poder Ejecutivo y ratificación del mismo por parte de la Legislatura.

Art. 19 - 
CONDICIONES. Los Directores tendrán plena dedicación en su función, alcanzándoles las incompatibilidades fijadas por ley para la Administración Pública Provincial. Es incompatible para el desempeño de cargos en el directorio, el ser propietario, el tener o haber mantenido durante los TRES (3) últimos años previos a la designación, relaciones o intereses en empresas prestadoras de servicios de transporte regulados en la presente ley, en cualesquiera de sus formas. La misma incompatibilidad regirá durante el término de TRES (3) años, para los miembros del Directorio que por cualquier motivo cesen en sus funciones. Ese período correrá a partir de dicho cese. En estos casos, las Empresas Concesionarias no podrán contratarlos, por el término indicado, bajo apercibimiento de aplicación de las sanciones previstas en la presente ley. El funcionario que viole esta disposición no podrá ejercer la función pública por el término de cinco (5) años.

Art. 20 -
REMUNERACION. La remuneración mensual del Presidente y la de los Directores será el noventa y cinco (95%) de la que percibe el Ministro de Ambiente y Obras Públicas.

Art. 21 -
REPRESENTACIÓN LEGAL. El Presidente ejercerá la representación legal del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros. En los casos de ausencia  o impedimentos transitorios, será reemplazado por el Vicepresidente.

Art. 22 -
ATRIBUCIONES Y FUNCIONES DEL DIRECTORIO. El Directorio tendrá las siguientes atribuciones y funciones:

a) Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen la actividad del Ente Regulador, ejercitando el poder de policía del servicio.

b) Organizar su estructura administrativa y dictar el reglamento interno del Cuerpo.

c) Contratar y remover al personal del Ente Regulador, fijándole sus funciones y condiciones de empleo, determinando sus sueldos, todo de conformidad con el régimen laboral establecido por la Ley de Contrato de Trabajo.

d) Administrar y disponer los bienes que integran su patrimonio y confeccionar el proyecto de presupuesto anual de gastos y cálculo de recursos, que se elevará al Poder Ejecutivo, previo conocimiento de los sectores interesados en el Transporte Público de Pasajeros.

e) Aplicar las sanciones previstas en esta ley.

f) Determinar las tasas de inspección, control y sostenimiento del sistema e implementar la forma de cobro, de acuerdo con lo establecido en la presente ley.

g) Coordinar su gestión con los organismos con competencia en materia de Tránsito, Seguridad Sanitaria y Ambiental.

h) Cumplir con los principios generales y objetivos establecidos en el Artículo 3º de la presente ley, realizando todos los actos necesarios a tal fin.

i)    Ejercer las competencias otorgadas expresamente por esta ley.

j) Convocar la reunión del Órgano Consultivo.

k) Celebrar todos los actos necesarios o convenientes para el ejercicio de las funciones encomendadas al Ente.

l) Asesorar al Comité de Tránsito y Transporte y al Poder Ejecutivo, en lo atinente a su materia.

m) Remitir semestralmente a ambas Cámaras de la H. Legislatura el detalle de las sanciones aplicadas a los concesionarios.

Art. 23 -
ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE. El Presidente del Directorio tendrá las siguientes atribuciones:

a) Cumplir y hacer cumplir la presente ley, la Ley de Tránsito y Transporte de la Provincia, su Decreto Reglamentario, las demás disposiciones vigentes en la materia y sus reglamentaciones, en todo lo referente a los servicios comprendidos en la presente ley y las Resoluciones de Directorio.

b) Ejercer la representación legal del Ente Regulador.

c) Convocar y presidir las sesiones del Directorio, en la forma y condiciones que determine el reglamento correspondiente.

d) Autorizar el movimiento de fondos.

e) Adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de la presente ley en los casos en que por la urgencia no admitan dilación, dando cuenta al Directorio, en la reunión inmediata posterior, de las medidas adoptadas.

f) Ejercer el poder jerárquico y disciplinario sobre el personal del organismo.

g) Ejercer todas aquellas funciones que le asigne el Directorio.

Art. 24 -
QUORUM. El Directorio formará quórum con la presencia de dos(2) de sus miembros, uno de los cuales será el Presidente o quien lo reemplace y sus resoluciones se adoptarán por simple mayoría. El Presidente o quien lo reemplace tendrá doble voto en caso de empate.

Art. 25 -
ÓRGANO CONSULTIVO. El Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros será asesorado por un Órgano Consultivo, integrado por nueve (9) representantes: 1 (uno) Por los Colegios Profesionales; 1 (uno) por las Facultades en la materia específica; seis (6) por las Entidades Intermedias representativas de los usuarios legalmente constituidos y uno(1) por especialistas en la materia. Los mismos actuarán ad-honorem. Serán seleccionados por el procedimiento que se establezca en la reglamentación y designados por el Poder Ejecutivo. La representación de los usuarios deberá atender la realidad geográfica provincial.

Art. 26 -
El Órgano Consultivo del Usuario se reunirá como mínimo una vez por mes, o cuando lo convoque la mitad más uno de sus miembros o el Directorio del Ente. Será presidido por el responsable del área de atención al usuario del Ente. El quórum se forma con la mitad más uno de sus miembros y sus decisiones se adoptarán por simple mayoría. Sus resoluciones no serán vinculantes aunque su intervención será obligatoria en lo dispuesto en la presente ley. Para el cumplimiento de estas funciones el presupuesto aprobado por el Directorio deberá contemplar una asignación de hasta el uno por ciento (1%) del monto total.

Art. 27 -
Las funciones del Órgano Consultivo del Usuario, son las siguientes:

a) Expresar la opinión de la comunidad provincial y municipal, velando por el cumplimiento de los objetivos de la presente ley, en especial la calidad del servicio y tarifas justas y razonables.

b) Asesorar al Directorio sobre:

1. Modificación de los regímenes y/o cuadros tarifarios.

2. Modificación de los servicios.

3. Elaboración de planes de expansión de los servicios.

4. Elaboración del reglamento del usuario y su futura modificación y/o régimen de atención y reclamos.

En ningún caso podrá el Directorio expedirse sobre cualquiera de los temas contemplados precedentemente sin consultar previamente al Órgano Consultivo. Sin perjuicio de ello el Órgano Consultivo podrá pronunciarse sobre cualquier tema que estime conveniente para la defensa de los intereses de los usuarios, enviando su opinión fundada a conocimiento del Directorio.

Art. 28 -
El Órgano Consultivo podrá asignar un (1) representante rotativo para asistir a las reuniones del Directorio con voz y sin voto, en los casos previstos en el Art. 27 inc. b), debiendo dejarse constancia de su intervención en el acta respectiva.

Art. 29 -
El Órgano Consultivo podrá requerir del Directorio cuando lo estime conveniente:

1- La Resoluciones del Directorio.

2- Copia de las actas de Directorio.

3- Estudios técnicos económicos y/o jurídicos realizados por el Ente o por terceros.

4- Registro y estado de los reclamos de usuarios.

5- Convocatoria a Audiencia Pública, cuando corresponda, con la participación de los miembros del Órgano Consultivo.

Art. 30 -
CUERPO DE INSPECTORES VECINALES: El Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros desarrollará el Programa Provincial de Inspectores Vecinales con el objeto de crear conciencia de los derechos y obligaciones de los usuarios en materia de Transporte Público de Pasajeros. Propiciará la participación y control social de la sociedad civil en todo el territorio de la Provincia. La selección de los inspectores vecinales deberá ser desarrollada en conjunto entre el Poder Ejecutivo, Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, el Ente, la Dirección de Defensa al Consumidor dependiente del Ministerio de Economía y la Confederación Vecinalista de la Provincia de Mendoza.


Los inspectores vecinales seleccionados cumplirán sus funciones “ad honorem”.

TÍTULO III

DEL TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS

CAPÍTULO I

CONDICIONES DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO

Art. 31 -    El Transporte Público de Pasajeros y su gestión deberá ser realizado por personas físicas y/o jurídicas, de carácter privado o público, a las que el Poder Ejecutivo o el Ente en creación les haya otorgado las correspondientes concesiones, licencias, permisos o autorizaciones, de conformidad con las disposiciones de la Ley Nº 6.082, su Decreto Reglamentario Nº 867/1994, sus modificaciones y todas las disposiciones vigentes sobre la materia en lo que corresponda.

Art. 32 -   Los Servicios de Transporte Público de Pasajeros sometidos a la presente ley, en conformidad con la Ley Nº 6.082, y sus modificatorias, si Decreto Reglamentario Nº 867/1994 y sus modificatorios, y disposiciones o resoluciones vigentes de la ex Dirección de Tránsito y Transporte y de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, son los siguientes:

1) Sistema de Transporte Colectivo de Pasajeros Servicio Regular en cualquiera de sus formas y modalidades.

2) Servicios por taxímetro, remises y sistemas similares que se establezcan en la reglamentación.

3) Servicio de Turismo.

4) Servicio Contratado.

5) Servicio Especial.

6) Servicio de Transporte Escolar.

7) Todo otro sistema de Transporte Público de Pasajeros que se cree en el futuro.

Art. 33 - 
El Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Ambiente y Obras             Públicas, será el encargado de organizar, llevar a cabo el proceso licitatorio y adjudicar las concesiones del Servicio de Transporte Público de Pasajeros – Servicio Regular.

Art. 34 -     El Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, será encargado de entregar las licencias, permisos y autorizaciones.

Art. 35 -       Ningún prestador del Servicio Publico de Transporte de Pasajeros podrá comenzar su actividad, extensión o ampliación del servicio, sin la previa adjudicación de la respectiva concesión por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, en el caso del Transporte Público de Pasajeros – Servicio Regular -. En cuanto a los demás servicios de Transporte Público de Pasajeros previstos en la presente ley, no podrán comenzar su actividad sin previo otorgamiento de licencia, permiso o autorización por parte del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros. La violación de esta disposición constituye causal de caducidad de la concesión y revocación de la licencia, permiso o autorización. Asimismo no podrá aplicar el régimen tarifario sin previa autorización del Ente Regulador, caso contrario esta acción será causal de rescisión de la concesión o autorización.

Art. 36 -  El Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros controlará el cumplimiento por parte de los concesionarios, licenciatarios, permisionarios y autorizados del servicio de las normas de la Ley Nº 6.082 de Tránsito y Transporte y sus modificatorias y su Decreto Reglamentario Nº 867/1994 y sus modificatorios, en cuanto a la contratación del Seguro Obligatorio hacia terceros, transportados y no transportados, así como de toda la legislación nacional y provincial aplicable, referida a la materia.

Art. 37 -      ORDEN PÚBLICO AMBIENTAL.  Todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que intervengan en la prestación de los servicios regulados en esta ley, están obligados a cumplir con las normas de orden público de preservación y de calidad del ambiente establecida por la legislación vigente.

CAPÍTULO III

DE LOS USUARIOS

Art. 38 - 
Queda asegurado a todas las personas que se encuentren permanente o transitoriamente en la Provincia el derecho de acceder al Servicio de Transporte Público de Pasajeros. El Transporte Público de Pasajeros debe garantizar el uso de este servicio de acuerdo con las normas establecidas en la presente ley, las disposiciones reglamentarias y los respectivos contratos de concesión, licencia, autorización o permiso.

Art. 39 -        DERECHOS. Los derechos de los usuarios del Servicio de Transporte Público de Pasajeros, en cualquiera de sus modalidades, son, entre otros, los siguientes:

1) Acceder a tarifas justas y razonables, determinadas de acuerdo con las disposiciones de esta ley y sus reglamentaciones.

2) Exigir que la prestación del servicio sea conforme con los niveles de calidad que se especifican en los contratos de concesión y en los actos de otorgamiento de autorización, permiso y licencia.

3) Ser informado en forma adecuada y detallada sobre servicios que le son prestados, con el objeto de poder ejercer sus derechos.

4) Conocer el régimen tarifario aprobado y sus sucesivas modificaciones, en forma previa a su aplicación.

5) Participar en las Audiencias Públicas, fundamentalmente en lo que hace a la supresión o ampliación de un servicio o a la modificación del cuadro tarifario.

6) Denunciar ante el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros cualquier incumplimiento de las obligaciones de los prestadores que pudieran afectar sus derechos o sus legítimos intereses.

7) Asociarse con otros usuarios para constituir entidades que los representen en la defensa de sus derechos, debiendo obtener previamente la correspondiente personería jurídica, según la legislación vigente.

   Art. 40 -   REVOCATORIA. Los usuarios podrán solicitar la revocatoria del mandato de cualquier miembro del Directorio por mal ejercicio de sus funciones, ante el Poder Ejecutivo.

   Art. 41 -   Los concesionarios del servicio regular deberán habilitar Oficinas de Reclamos y Atención a los Usuarios, en las que se atenderán sus pedidos y recibirán los reclamos, los que deberán ser remitidos al Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros en los plazos y forma que se disponga en la reglamentación.

Art. 42 -
AUDIENCIA PÚBLICA. En las situaciones previstas en el presente Capítulo, el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros podrá convocar a Audiencia Pública a las partes interesadas, a los usuarios y a la población en general. La convocatoria indicará el tema, el día, el lugar de reunión y el procedimiento y se efectuará mediante edictos a publicarse en le Boletín Oficial y en un diario de amplia circulación general en la Provincia. Los edictos deberá publicarse por los menos CINCO (5) días hábiles de anticipación a la fecha prevista para la audiencia.

Art. 43 -
CONVOCATORIA. CAUSAS. El Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros deberá convocar a Audiencia Pública en los siguiente casos:

1) Cuando se produzca cualquier modificación tarifaria.

2) Contravenciones graves a las normas contractuales de concesión.

3) Conductas reñidas con las reglas de la competencia.

4) Decisión sobre la planificación, conveniencia y oportunidad del servicio y/o de sus modalidades.

5) Violación grave de los derechos de los usuarios.

Sin perjuicio de las causas generales enunciadas precedentemente, el Ente podrá convocar a Audiencia Pública en los siguientes casos:

1. Cuando, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o por denuncia, el Ente considere que cualquier acto de un sujeto involucrado en el Servicio de Transporte Público de Pasajeros (prestador o usuario), constituya una grave violación de la ley, de su reglamentación, de las resoluciones dictadas por el Ente o de un contrato de concesión. El Ente esta facultado para, previo a resolver sobre la existencia de dicha violación, disponer, según el acto de que se trate, todas aquellas medidas de índole preventiva que fueran necesarias.

2. Para definir la conveniencia, modalidades, necesidad y utilidad general de los servicios de Transporte de Pasajeros.

3. Cuando se deba dictar resolución acerca de las conductas contrarias a los principios de libre competencia o el abuso de situaciones derivadas de un monopolio o de una posición dominante en el mercado.

 Art. 44 -
PROCEDIMIENTO. El Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros dictará las normas de procedimiento con sujeción a las cuales se realizarán la Audiencias Públicas.

CAPÍTULO III

REGIMEN TARIFARIO

TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS

Art. 45 -
POTESTAD. El poder tarifario, el régimen tarifario, los cuadros tarifarios y la potestad de fijar las tarifas es unilateral, exclusiva, indelegable e irrenunciable del Poder Ejecutivo de la Provincia.

Art. 46 -
FIJACIÓN. Las tarifas integrantes de los respectivos cuadros tarifarios por el Servicio de Transporte Público de Pasajeros prestado por los concesionarios, licenciatarios, permisionarios y autorizados, del Transporte Público de Pasajeros, Servicio Regular, por Taxímetro o Remises, serán fijadas por el Poder Ejecutivo, el que establecerá por Decreto la “Tarifa Pública” a ser abonada por los usuarios, previo informe técnico del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros.

Art. 47 -
Las tarifas serán justas y razonables y se ajustarán a los siguiente principios: 

6) Posibilitar una razonable tasa de rentabilidad a los prestadores de los servicios regulados en la presente ley que operen en forma eficiente.

7) Tener en cuenta las diferencias razonables que existan en el costo entre las distintas modalidades del Servicio del Transporte Público de Pasajeros. Considerando la forma de prestación, recorridos, distancias y cualquier otra característica que el Poder Concedente califique como relevante.

8) Asegurar el mínimo costo razonable para los usuarios, compatible con la seguridad de la prestación del servicio.

9) Deberán ser equitativas con relación a cada uno de los diferente servicios de transporte de pasajeros  considerando los distintos recorridos y la extensión de los recorridos.

10) Contener mecanismos que estimulen la eficiencia en la prestación de los servicios.

Art. 48 -
La tarifa del servicio regular deberá contemplar el canon por contraprestación que establece el Art. 160, inc. n) de la Ley Nº 6.082, delegando al Ente Regulador de Transporte Público de Pasajeros la facultad de cobro por vía de apremio y depositar el monto asignado a los municipios dentro de los diez (10) días posteriores a su recepción.

Art. 49 -
La mora por falta de pago de la tasa de contraprestación se producirá de pleno derecho y devengará los intereses punitorios que fije la reglamentación y habilitará el procedimiento de la vía de apremio prevista por el Código Fiscal de la Provincia.

Art. 50 -        El procedimiento para la fijación, modificación y aprobación de los cuadros tarifarios de las distintas modalidades del Servicio de Transporte Publico de Pasajeros será establecido por la reglamentación que emita el Poder Ejecutivo, juntamente con las variables, ítems, rubros o supuestos de hecho tenidos en cuenta para su determinación. Los plazos para tales procedimientos serán determinados también en la reglamentación respectiva.

Art. 51 -        Será obligación del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros la actualización permanente de las bases que son el sustento de cada una de las variables que conforman las tarifas. La base de  datos así conformada deberá ser elevada al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, a su requerimiento. Asimismo, esa base de datos estará a disposición de los prestadores del servicio, de los usuarios y debe ser publicada obligatoriamente cada cuatro (4) meses.

Art. 52 -
El cuadro Tarifario, para entrar en vigencia deberá ser previamente aprobado y publicado por Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas.

Art. 53 -
Los prestadores de las distintas modalidades del Servicio de Transporte Público de Pasajeros no podrán fijar la tarifa  ni modificarla, bajo apercibimiento de nulidad y aplicación de las sanciones previstas en la presente ley.

Art. . 54 -
Los contratos de concesión, las resoluciones por las que se otorguen licencias, permisos y/o autorizaciones, incluirán un cuadro tarifario inicial en los casos correspondientes.

Art. 55 -
Los prestadores del servicio o el Poder Ejecutivo, únicamente podrán solicitar modificaciones de las tarifas, fundándose en circunstancias objetivas significativas y justificadas que demuestren la variación alcance económico financiera inicial del contrato, siempre que esta variación alcance los porcentajes que se establecerán en la reglamentación de la presente ley.

Art. 56 -
Cuando el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros considere, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o denuncia de usuarios, que existen motivos para considerar que una tarifa es inadecuada, indebidamente discriminatoria o preferencial, notificará tal circunstancia al prestador y la hará pública, pudiendo convocar a tal efecto a Audiencia Pública e iniciar el procedimiento de modificación de la misma.

Art. 57 -       Los prestadores del Servicio Público de Transporte de Pasajeros contemplados en esta ley no podrán disminuir, restringir, suprimir, ni alterar, bajo ninguna forma o modalidad la prestación del servicio, durante todo el tiempo que demande el procedimiento de modificación y aprobación de los nuevos cuadros tarifarios.

Art. 58 -
Las tarifas que apruebe el Poder Ejecutivo son máximas en el sentido que los prestadores del servicio pueden disminuir el componente de rentabilidad contenido en ellas, sin que, en ningún caso, puedan disminuir el componente destinado a cubrir los costos razonales del servicio, ni perjudicar la eficiencia y calidad del servicio exigidas en los pliegos y contratos respectivos. Previo a cualquier disminución deberán solicitar  autorizaciones forma fehaciente al Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros y obtener autorización por resolución expresa del Ente.

CAPITULO IV

DE LAS CONCESIONES, LICENCIA Y PERMISOS

Art. 59 -
El Servicio de Transporte Público de Pasajeros sólo podrá ser realizado o prestado por personas físicas, jurídicas públicas o privadas, a las que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas les haya otorgado una concesión, y por intermedio del Ente en los casos de licencias, permisos o autorizaciones, de conformidad con las disposiciones de la Ley Nº 6082 y sus modificatorias; el Decreto Reglamentario Nº 867/1994, y sus modificatorias, y demás normas legales vigentes y la presente ley. Las concesiones, licencias, permisos o autorizaciones serán adjudicados de conformidad con los procedimientos de selección preestablecidos en la normativa legal mencionada y en las demás disposiciones vigentes sobre la materia.

Art. 60 -
TÉRMINO DE CONCESIÓN. La duración de la concesión, la licencia, el permiso o la autorización, se establecerá en cada caso, en función de las inversiones y objetivos que se establezcan para cada uno de los respectivos servicios y en conformidad con las disposiciones de la Ley Nº 6082 y sus modificatorias y su Decreto Reglamentario Nº 867/1994 y sus modificatorias, demás normativas vigentes sobre la materia, y en los pliegos de licitación.

Art. 61 -
En relación con el otorgamiento de las concesiones, licencias, permisos o autorizaciones previstas en la presente ley, la reglamentación deberá asegurar los principios de publicidad y libre concurrencia de los interesados en obtenerlas. 


Art. 62 -
Las concesiones, licencias, permisos y autorizaciones deberán registrarse en el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, quien a tal fin dispondrá de un registro por cada uno de los distintos servicios.

Art. 63 -
En los contratos de concesión del Servicio Público de Transporte de Pasajeros y en los actos de concesión de licencias, permisos y autorizaciones, se establecerán especialmente, sin que esta enumeración tenga carácter taxativo, las siguientes condiciones:

a) El objeto y el plazo de la concesión, licencia, permiso o autorización.

b) Las condiciones generales y específicas de la concesión y los derechos y obligaciones inherentes a la misma, en particular las de satisfacer toda demanda de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, los requerimientos de incremento de demanda y el libre acceso.

c) La delimitación de la zona y el trazado de los recorridos que el prestador está obligado a cubrir.

d) Las garantías que debe prestar el concesionario, según determine la reglamentación.

e) La forma de garantizar la calidad, continuidad y regularidad del servicio en caso de grave incumplimiento de sus obligaciones por parte de los prestadores.

f) Deberán preverse los mecanismos de intervención de la administración de los prestadores, mientras dure el proceso de regularización del servicio.

g) Las normas de calidad de la prestación del servicio vinculadas a cada modalidad del Transporte Público de Pasajeros, en todas sus formas.

h) La identificación y características de los bienes que serán inicialmente afectados a la prestación del servicio, su estado de dominio y gravámenes que los afecten.

i) El régimen tarifario, los procedimientos para la determinación de las tarifas y el cuadro tarifario inicial, que deberá contener las tarifas correspondientes a cada modalidad de transporte público y/o privado de pasajeros.

j) El régimen de infracciones y sanciones.

k) La normativa ambiental de aplicación y los reglamentos para preservación del medio ambiente.

TITULO IV

CAPITULO I

CONTRAVENCIONES, SANCIONES Y PROCEDIMIENTO

Art. 64 -
JURISDICCIÓN ADMINISTRATIVA. En sus relaciones con los prestadores, con los usuarios y particulares en general y con la Administración Pública, el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, se regirá por los procedimientos establecidos en la Ley Nº 3909 de Procedimientos Administrativos y sus modificatorias, con excepción de las materias, procedimientos previstos y modificaciones que se establecen en la presente ley.

Art. 65 -       Las controversias que se susciten con motivo de la prestación de los servicios regulados por la presente ley, serán sometidos en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, quien concederá y resolverá en única instancia administrativa. Quedan excluidas las controversias no comprendidas en el Código Procesal Administrativo de la Provincia. La reglamentación determinará los procedimientos correspondientes para el cumplimiento de esta disposición. Contra la decisión definitiva y que cause estado, emanada del Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, se podrá anteponer la Acción Procesal Administrativa (A.P.A.).

Art. 66 -       Toda controversia que se suscite entre prestadores y usuarios con motivo de la aplicación del régimen establecido en la presente ley deberá ser sometida en forma obligatoria a la decisión del Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros.

Art. 67 -
SANCIONES. Las violaciones o incumplimientos a la presente ley, a sus normas reglamentarias, normas vigentes en la materia y a las Leyes Impositivas de la Provincia, cometidas por los prestadores de todos los servicios de pasajeros en cualquiera de sus formas, sean concesionarios, permisionarios, licenciatarios, autorizados o prestadores no autorizados o clandestinos, serán sancionadas de acuerdo con la gravedad del hecho. A tal fin, el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, aplicará las siguientes sanciones:

a) Apercibimiento.

b) Multas desde CIEN (100) Unidades Fijas (U.F.) hasta UN MILLÓN TRESCIENTAS MIL (1.300.000) Unidades Fijas (U.F.) de acuerdo con el valor establecido por el Art. 93 de la Ley Nº 6.082 y sus modificatorias, según la gravedad de la falta sancionada.

c) Secuestro de los medios afectados a la explotación, a los efectos de hacer cesar la infracción.

d) Intervención Administrativa e incautación de las unidades de las empresas concesionarias del Servicio  Público de Transporte de Pasajeros, para asegurar la continuidad y regularidad del servicio, con notificación al Ministerio de Ambiente y Obras Públicas.

e) Aconsejar y promover ante el Ministerio de Ambiente y Obras Públicas la declaración de caducidad de la concesión.

f) Declara la revocación de los permisos, licencias o autorizaciones. En ningún caso la aplicación de la sanción podrá afectar la normal prestación del servicio.

Cuando se disponga la caducidad de la concesión, por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros organizará la prestación provisoria del servicio, hasta tanto el Poder Ejecutivo otorgue una nueva concesión.

Art. 68 - 
Cuando la multa sea por mala prestación del servicio o irregularidad del mismo, la sanción podrá ser impuesta a favor de los usuarios directamente perjudicados en los tiempos y formas que la reglamentación establezca. En su defecto, serán destinados a un fondo especial que cree el Ente Regulador del Transporte Público de Pasajeros.

Art. 69 -
Las violaciones o incumplimientos de los contratos de concesión de Servicios de Transporte Público de Pasajeros y a las incompatibilidades previstas en la presente ley, serán sancionadas con las penalidades previstas en los respectivos contratos de concesión y lo estipulado por la Ley Nº 6082, su Decreto Reglamentario y la presente ley.

Art. 70 -
PROCEDIMIENTO. Corresponderá la vía de apremio para el cobro de tasas, canon, multas y cualquier obligación pecuniaria establecida por el presente Capítulo, resultando aplicables las disposiciones del Código Fiscal de la Provincia a tal fin.

                    A tal efecto, facultase expresamente al Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros para llevar a cabo las ejecuciones respectivas.

Art. 71 -      AUXILIO DE LA FUERZ PÚBLICA. A los efectos del cumplimiento de las acciones que se decida aplicar, el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros queda facultado para requerir el auxilio de la fuerza pública con jurisdicción en el lugar.

                     Asimismo contará con el auxilio del personal policial en forma permanente, en conformidad con las disposiciones de la Ley Nº 6082, sus modificatorias, reglamentarias y demás normas legales vigentes.

TÍTULO V

CAPÍTULO I

RECURSOS Y ORGANIZACIÓN

Art. 72 -
RECURSOS. Además de los bienes que se le transfieren por la presente ley y a los efectos del cumplimiento de sus objetivos, se le asigna al Ente los siguiente recursos: 

a) Créase una Tasa de Inspección, la que no podrá ser superior al uno y medio por ciento (1.5%) de la facturación del sistema público de pasajeros concesionado, previo informe al Poder Ejecutivo.

b) El producido de multas y aranceles.

c)    El producido de la prestación de servicio de asesoramiento y de transferencia de tecnologías.

d) Subsidios, legados, donaciones, créditos o transferencias que bajo cualquier título se reciban.

e) Los demás recursos conforme a lo dispuesto por el Art. 76 de la presente.

f)    Los demás fondos, bienes y recursos que se le asignaren por cualquier título.

g) El tres por ciento (3%) de lo recaudado en concepto de la tasa de contraprestación prevista por el Art. 160 inc. n) de la Ley Nº 6082.

Art. 73 -
Facúltese al Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, a realizar todos los actos necesarios a los efectos de contralor de la facturación y de los ingresos de las empresas que prestan todos los Servicios de Transporte Público de Pasajeros concesionados con el fin de controlar la correcta aplicación y cumplimiento de la Tasa de Inspección que se cree por el Artículo precedente y para dar cumplimiento al Art. 160, inc. n) de la Ley Nº 6082. Tendrá entre otras las siguientes facultades:

a) Solicitar la información por escrito y documentada a los prestadores. 

b) Inspeccionar los libros y la contabilidad de los prestadores del servicio.

c) Inspeccionar los contratos y demás documentación relacionada con los servicios.

d) Aplicar las sanciones previstas en la presente ley, en caso de constatar incumplimientos o irregularidades.

e) Ejecutar por la vía de apremio prevista en el Título IV, las multas o sanciones pecuniarias que se impongan.

Art. 74 -
En Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros regulará anualmente el porcentual de la Tasa de Inspección que se crea por el Art. 72 inc. a) de la presente ley y fijará la fecha de inicio de la percepción.

Art. 75 -
La mora por la falta de pago de la Tasa de Inspección que se crea en al Art. 72, inc a) de la presente ley, y del Art. 160 inc. n) de la Ley Nº 6082, se producirá de pleno derecho por el solo vencimiento del plazo de pago que se fije en la reglamentación y devengará los intereses punitorios que se fijen. Esta situación de mora habilitará el procedimiento de la vía de apremio prevista en Código Fiscal de la Provincia para su cobro.

                     El certificado de deuda por la falta de pago de la tasa de inspección expedido por el Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, constituirá título ejecutivo suficiente y habilitará el procedimiento de apremio. A tal efecto, facultase al Ente Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros para llevar a cabo las ejecuciones respectivas y para cobrar las multas aplicadas por la Dirección de Vías y Medios de Transporte, cuyo apremio no haya sido iniciado por la Dirección General de Renta a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

TÍTULO VI

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Art. 76 -     El gasto que demande la aplicación de la presente ley, hasta tanto sé autogestione el Ente Único Provincial Regulador del Transporte Público de Pasajeros, será atendido, dentro de los dos (2) primeros años de funcionamiento por parte del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas.

                     A tal fin, deberán realizarse las asignaciones y previsiones presupuestarias correspondientes.

Art. 77 -
La presente ley es de orden público. Ninguna persona puede alegar en su contra, derechos irrevocablemente adquiridos.

Art. 78 -
Modifícase la Ley Nº 6082 y sus modificatorias y su Decreto Reglamentario Nº 867/1994 y modificatorios, en el sentido de que en todas las partes en que en dichos cuerpos legales se mencione a la Dirección de Vías y Medios de Transporte o al Director de la Repartición, debe decir el Ente Provincial Regulador de Transporte Público de Pasajeros y el Director del citado Ente, respectivamente.

Art. 79 -
Las disposiciones de esta ley, serán aplicables a quienes hayan resultado o que resulten adjudicatarios de concesiones o de licencias o permisos para ejercer alguna actividad referida la Transporte Público de Pasajeros en el ámbito de las competencias atribuibles a la Provincia.

TÍTULO VII

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES SOBRE EL PERSONAL DE LA DIRECCIÓN DE VÍAS 

Y MEDIOS DE TRANSPORTE

Art. 80 -
Con respecto al Personal de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, el Ministerio de Ambiente y Obras Públicas instrumentará la política de personal a implementar, de conformidad con las siguiente alternativas:

e) Incorporación al Ente, con las situaciones escalafonarias que registran, dentro del régimen de empleo público por un período de dos (2) años. Esta incorporación se hará previo concurso y condicionadas a las necesidades de personal que indiquen las autoridades del Ente. Transcurridos los dos (2) primeros años, el personal que elija continuar en el Ente, pasará automáticamente a regirse por la Ley de Contrato de Trabajo, debiendo suscribir a tal fin los convenios correspondientes para el cambio de régimen laboral.

f) Quienes no superen el concurso inicial, no sean seleccionados por las autoridades del Ente o manifieste su voluntad de no incorporarse al Ente y quienes al final de los dos (2) años opten por continuar con el régimen de empleo público, podrán solicitar la reubicación en otras dependencias, dentro del ámbito de la Administración Pública Provincial en las mismas condiciones que revisten actualmente.

g)     Incorporación al Ente bajo al régimen de la Ley de Contrato de Trabajo y con el régimen orgánico funcional establecido para el Ente. Esta incorporación se hará previo concurso y condicionada a las necesidades de personal que indiquen las autoridades del Ente.

h) Sistema de retiro anticipado, de carácter voluntario de conformidad con las disposiciones del Artículo 31 de la Ley Nº 6921 de Reforma del Estado y reglamentación pertinente.

La autoridad de aplicación reglamentará las formas y condiciones para el cumplimiento de estas alternativas, con la participación de los trabajadores del área, dentro del marco del Decreto Ley Nº 560/73.

Art. 81 -       Deróguese toda norma que se oponga a las disposiciones de la presente ley.

Art. 82 -
La presente ley entrará en vigencia a partir de los SESENTA (60) días hábiles contados desde su publicación.

Art. 83 -
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de SESENTA (60) días corridos a partir de su promulgación. Hasta tanto se ponga en funcionamiento el Ente Regulador, la Dirección de Vías y Medios de Transporte absorberá las funciones del mismo.

Art. 84 -      Comuníquese al Poder Ejecutivo.

                     DADA EN EL RECINTO DE SESIONES DE LA HONORABLE LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE MENDOZA, a los nueve días del mes de agosto del año dos mil cinco.

	Dr. RAUL HORACIO VICCHI

Presidente

H. Cámara de Diputados

Provincia de Mendoza
	
	Dr. JUAN CARLOS JALIFF

Vicegobernador
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	Dr. JORGE MAZETTI

Secretario Legislativo
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	Dr. LUIS ALFONSO PETRI
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Ley 6044 EPAS


*Ley 6.044.  Mendoza,  19 de agosto de 1993. (Ley general vigente con modificaciones) (texto ordenado 02/12/97) 

B.O.: 20/09/93 nro. Arts.: 0065 tema: reordenamiento institucional prestación servicios provisión agua potable saneamiento protección calidad

El senado y cámara de diputados de la provincia de mendoza, sancionan con fuerza de ley: 

Título I del objeto y la política general 

Articulo 1º: Objeto. La presente ley tiene por objeto el reordenamiento institucional de la prestación de los servicios de provisión de agua potable y de saneamiento y la protección de la calidad de agua en el ámbito de la provincia de Mendoza. 

Art. 2º: Política general y objetivos. La separación orgánica, entre las funciones de regulación, control y policía de los servicios de agua potable y saneamiento, correspondientes a la operación de los mismos y la determinación de la autoridad responsable en la emisión de las normas de calidad del agua, constituyen los principios generales para la realización de los siguientes objetivos: 

1) Garantizar el mantenimiento y promover la expansión del sistema de provisión de agua potable y desagües cloacales e industriales; 2) Lograr que la operación de los servicios se ajuste a los niveles de calidad y de eficiencia, que se fijen al efecto; 3) Incentivar el uso racional y eficiente del recurso hidrico, velando por la adecuada proteccion de la salud publica y del medio ambiente; 4) Establecer un sistema normativo que garantice lacalidad y continuidad de los servicios de saneamiento; 5) Fomentar el incremento de las inversiones y asegurar un regimen comercial y tarifario razonable y equitativo; 6) Disminuir el impacto ecológico y económico de la contaminación hídrica 7) Perfeccionar la función de control de los servicios de saneamiento; 8) Promover la participación de los usuarios y de los trabajadores del sector en la prestación de los servicios; 9) Fomentar la incorporación y desarrollo de tecnologías apropiadas, flexibles y accesibles para mejorar la eficiencia y calidad en la prestación de los servicios; y 10) proteger adecuadamente los derechos de los usuarios. 

Titulo II de la organización administrativa capitulo I- del ente regulador 

Art. 3º: Creación. Crease en el ámbito del ministerio de medio ambiente, urbanismo y vivienda, el ente provincial del agua y de saneamiento, en adelante e.p.a.s., como ente autárquico del estado provincial con plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado, con patrimonio propio integrado por los bienes que se le transfieran y los recursos que adquiera de conformidad con esta ley. 

Art. 4º: Funciones y atribuciones. El E.P.A.S. tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

1) Dictar las normas reglamentarias de carácter técnico a las cuales deberá ajustarse el desarrollo de la infraestructura, la prestación de los servicios de provisión de agua potable, de saneamiento y la protección de la calidad del agua; 2) Controlar la ejecucion de los planes y programas de inversión por los operadores del sistema; 3) Controlar el régimen de explotación propuesto por los operadores, en particular el régimen tarifario; 4) Definir las subareas de prestación del servicio que corresponda a los operadores, con sujeción a la política ambiental provincial; 5) Proponer al poder ejecutivo, de conformidad con los principios y normas de la presente ley, las tarifas de los servicios, como también las bases para su revisión; 6) Establecer y aplicar los procedimientos de control de los servicios; 7) Resolver en única instancia los conflictos que surgiesen entre los usuarios, los operadores del servicio y terceros, de conformidad con lo establecido en el articulo 10o de la presente ley; 8) Organizar y aplicar el régimen de audiencias públicas previsto en esta ley; 9) Promover ante los tribunales competentes las acciones civiles o penales que tiendan a asegurar el cumplimiento de sus funciones, los fines de esta ley y su reglamentación; 10) Elaborar un informe anual sobre sus actividades y resultados para elevarlo al poder ejecutivo y a la honorable legislatura provincial; 11) Aprobar la estructura orgánica y de funcionamiento interno del ente regulador; 12) Celebrar contratos que hagan a su objeto como a los objetivos de la ley, con entidades provinciales, municipales, nacionales, internacionales y otras personas jurídicas públicas y privadas; 13) Aplicar y hacer cumplir la presente ley y su reglamentación dictando todos los actos necesarios con el fin de alcanzar los objetivos de esta ley. 

Art. 5º: Dirección y administración. La dirección y administración del E.P.A.S. estará a cargo de un directorio integrado por un presidente y cuatro miembros en calidad de vocales. El presidente será designado por el poder ejecutivo con acuerdo del H. Senado de la provincia. Los vocales serán designados por el poder ejecutivo, tres de ellos directamente, teniendo en cuenta sus antecedentes técnicos y profesionales en la materia y el cuarto, a propuesta del comité de coordinación municipal. 
Remuneración: la remuneración mensual del presidente será el importe que resulte de aplicar el coeficiente noventa centésimos (0,90) y la de los vocales se determinará aplicando el coeficiente ochenta centesimos (0.80) sobre la remuneración que le corresponda al Ministro del area. Duración: el Presidente durará en su cargo hasta que el Poder Ejecutivo solicite al H. Senado un nuevo acuerdo para su reemplazo. 

Art. 6º: Funciones. El directorio del E.P.A.S. tendrá las siguientes funciones: 
1) Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen a la actividad del ente regulador; 2) Organizar su estructura administrativa y dictar el reglamento interno del cuerpo; 3) Contratar y remover al personal del ente regulador fijandole sus funciones y condiciones de empleo, determinando sus sueldos; 4) Formular el proyecto de presupuesto anual de gastos y cálculo de recursos, que se elevará al Poder Ejecutivo; 5) Aplicar las sanciones previstas en esta ley; 6) Determinar las tasas de inspección, control y sostenimiento; 7) Coordinar su gestión con los organismos con competencia hidríca, sanitaria y ambiental; 8) Cumplir con las atribuciones establecidas en el articulo 4o de esta ley, realizando todos aquellos actos necesarios para lograr los objetivos de esta; 9) Presidir y convocar, cuando lo considere necesario, como mínimo una reunión por bimestre, a los miembros del comité de coordinación municipal y consultores. 

Art. 7º: Atribuciones del Presidente. El Presidente del directorio tendrá las siguientes atribuciones: 

1) Cumplir y hacer cumplir esta ley, sus reglamentaciones y las resoluciones del directorio; 2) Ejercer la representación legal del ente regulador; 3) Convocar y presidir las sesiones del directorio, en la forma y condiciones que determine el reglamento correspondiente; 4) Autorizar el movimiento de fondos; 5) Adoptar medidas necesarias para el cumplimiento de la presente ley cuya urgencia no admitan dilación, dando cuenta al directorio, en la reunión inmediata posterior de las medidas adoptadas; 6) Ejercer el poder jerárquico y disciplinario sobre el personal del organismo; 7) Ejercer todas aquellas funciones que le designe el directorio. 

Art. 8º: Recursos. Los recursos propios, destinados a su adecuado funcionamiento para el cumplimiento de los objetivos del E.P.A.S., se formarán con los siguientes ingresos: 

1) Tasa de inspección, control y sostenimiento; 2) Producido de multas y decomisos; 3) Producido de la prestación de servicios de asesoramiento y de transferencia de tecnologias; 4) Subsidios, legados, donaciones, créditos o transferencias que bajo cualquier titulo se reciban; 5) Los demás recursos que puedan serle asignados en virtud de la ley de presupuesto de la provincia o por otras leyes, sus reglamentaciones o concesiones. 

Art. 9º: Convenios de descentralización. El E.P.A.S. estará facultado para celebrar convenios con organismos provinciales, centralizados o descentralizados, con los municipios de la provincia y también con entidades públicas o privadas, con el objeto de lograr el cumplimiento de sus objetivos de manera más eficiente, conservando su función regulatoria y la supervisión permanente del sistema. 


Capítulo II- de las controversias 

Art. 10: Jurisdicción administrativa. Las controversias administrativas que se susciten, con motivo de la prestación de los servicios regulados por esta ley, seran sometidas en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del E.P.A.S., quién conoceráy resolvera en única instancia administrativa. Quedan excluidas las controversias no comprendidas en el Código Procesal administrativo de la provincia. La reglamentación determinara los procedimientos correspondientes para el cumplimiento de esta disposición. Contra la decisión definitiva y que cause estado emanada del E.P.A.S., se incoara la acción procesal administrativa. 

Art. 11: Audiencia pública. Cuando sea necesario promover mejoras en la calidad de la prestación de los servicios regulados por la presente, el E.P.A.S. convocará a audiencia pública a las partes interesadas y a la población en general. La convocatoria indicara el tema, el día y el lugar de la reunión y se efectuará mediante edictos publicados en el boletin oficial y en un diario de circulacion general del lugar. 


Capítulo III - de los comités 


Art. 12: Comité de coordinación municipal. Crease el comité de coordinación municipal, que será integrado por los representantes de los municipios de la provincia en la forma que determine la reglamentación y que tendrá por función coordinar las actividades del E.P.A.S. con los municipios. 


Art. 13: comité consultor. El E.P.A.S. será asesorado técnicamente por un comité consultor, integrado por los representantes de universidades, colegios profesionales, centros de investigación, provinciales o nacionales, públicos o privados, sindicatos y gremios del sector y por especialistas, en la forma que determine la reglamentación. 



Título III - del servicio público 

Capítulo I -disposiciones generales 


Art. 14: servicio público. El servicio público regulado por la presente ley comprende la producción, distribución y comercialización de agua para abastecimiento de la población, incluída la potable, desagues cloacales e industriales. Se entiende por producción de agua potable, la captación y tratamiento de agua cruda para su posterior distribución en las condiciones técnicas y sanitarias establecidas en las normas respectivas. Se entiende por distribución de agua potable, el transporte y conducción de agua producida hasta su entrega en el inmueble del usuario. Se entiende por desages cloacales o industriales, la conducción de aguas servidas desde el inmueble del usuario hasta la entrega para su tratamiento. Se entiende por tratamiento de aguas servidas, la adecuación de la calidad de estas a la norma de calidad admisible por el cuerpo de disposición final que se utilice. Se entiende por disposición de aguas servidas, la evacuación de estas en cuerpos receptores en las condiciones técnicas y sanitarias establecidas en las normas de tratamiento y de calidad respectivas. Se entiende por comercialización, la promoción, facturación y cobranza de los servicios prestados. 

Art. 15: Prestación. El servicio público asi definido será prestado en condiciones que aseguren su continuidad, regularidad, calidad, generalidad y obligatoriedad, de manera que se logre la satisfacción de las necesidades de los usuarios y la protección del ambiente. 


Art. 16: Policía. Sin perjuicio de las funciones generales atribuidas al ente que por esta ley se crea, le corresponderá el control de la calidad y potabilidad de las aguas destinadas al abastecimiento de la población, la determinación y control de los niveles de calidad de emisión de las aguas residuales, verificando que estas permanezcan dentro de las normas físicas, químicas y biológicas que se determinen. 


Art. 17: Ocupación temporaria- servidumbres. Declaranse de utilidad pública y sujetos a ocupación temporaria o a constitución de servidumbre, a los bienes necesarios para la realización de obras que hagan al objeto de la prestación del servicio. 

Corresponderá al ente la determinación de los bienes sujetos a ocupación o servidumbre a pedido del operador. El operador asumirá el carácter de sujeto expropiante en los términos del régimen de expropiaciones de la provincia. 


Art. 18: Obligatoriedad de la prestación. El operador deberá extender y renovar las redes externas, conectar y prestar el servicio para uso doméstico, comercial e industrial, en las condiciones que se establezcan o convengan con este, a todo inmueble comprendido dentro de las áreas servidas y de expansión. 

Art. 19: Obligatoriedad del pago. Los propietarios de inmuebles a servir por el operador deberán pagar los servicios de acuerdo al régimen tarifario correspondiente. Otras obligaciones. También se les podrá imponer a los propietarios la conexión forzosa a las redes cloacales y de agua potable, soportar gratuitamente servidumbres con objeto de abastecer de agua a otros usuarios, a realizar la construcción de las obras domiciliarias necesarias para la prestación del servicio como para su mantenimiento. La imposición de estas obligaciones deberá tener autorización expresa del ente regulador. 

Art. 20: Restricción y suspensión: podrá restringirse transitoriamente el servicio, para uso doméstico, cuando se haya producido el vencimiento de dos facturas o hayan transcurrido más de sesenta (60) días desde el vencimiento original de la primera de ellas o vencido igual término desde el aviso para el pago de contribuciones de mejoras, multas, recargos y liquidaciones originadas en la prestación en cualquiera de los servicios. A tal efecto en cada factura que se emita para el cobro normal de los servicios, se deberá comunicar los importes adeudados, los recargos correspondientes y las consecuencias de la falta de pago en termino. Podra suspenderse el servicio, para uso doméstico, ocurrido el vencimiento de dos periodos impagos y transcurrridos quince (15) días del vencimiento del plazo previsto en el párrafo anterior, previa intimación fehaciente, salvo el caso de los usuarios comprendidos en las disposiciones del articulo 26 de la presente ley, y/o el de aquellos en cuyos casos se acredite fehacientemente la imposibilidad de pago. Procederá, previa notificación fehaciente, la suspensión del servicio a usuarios industriales y comerciales, cuando se encuentre impaga una factura y hayan transcurrido sesenta (60) días de su vencimiento original. En todos los casos, el restablecimiento del servicio se hará en forma inmediata una vez abonadas las deudas. (texto segun ley 6511, art. 1) 

Art. 21: Procedimiento. El cobro judicial de los servicios, reembolsos de obras, recargos y liquidaciones originadas en la prestación de estos se hará efectivo por el procedimiento de apremio establecido en el Código Fiscal de la provincia o del juicio ejecutivo en caso de que el operador sea una persona jurídica privada. 

Art. 22: Certificación de deudas. No se autorizarán transferencias o modificaciones de dominio del inmueble o constitución de otros derechos reales sobre ellos, sin que se acredite por los interesados estar al día en el pago de los servicios. Los escribanos que no cumplieran con esta disposición serán solidariamente responsables de la deuda correspondiente. 

Capitulo II - De las Tarifas 

Art. 23: Sistema Tarifario- Principios Generales. El E.P.A.S. elaborará las pautas tarifarias a la que se ajustaran los operadores según los siguientes principios generales: 

1) Atenderá a objetivos económicos, sociales y ambientales, procurando en este caso el sostenimiento y promoción de los espacios verdes vinculados directamente con la prestación; 2) Las tarifas deberán reflejar los costos de operación, mantenimiento y amortización de los servicios y una retribución razonable para el operador, en el contexto de una administración eficiente. 

Art. 24: Tarifa. La fijación de las tarifas se realizará mediante decreto provincial a propuesta del E.P.A.S., por intermedio del ministerio de medio ambiente, urbanismo y vivienda. 

Art. 25: Duración. Las tarifas a que se hace referencia en el artículo anterior tendrán un periodo de vigencia de cinco (5) años, salvo que, antes de la culminación del mismo, haya acuerdo entre el operador y el E.P.A.S., para prorrogarlo por otro periodo igual. De común acuerdo podrán modificar las tarifas antes del término del periodo de su vigencia, cuando existan cambios importantes en los supuestos de hecho para su cálculo, en cuyo caso las que se obtengan del nuevo estudio tendran una duración de cinco (5) años. 

El poder ejecutivo remitira a la legislatura provincial, en el plazo de un año, desde la constitución del E.P.AS., un proyecto de ley en virtud del cual se consagre el régimen tarifario de los servicios regulados por esta ley. 

Art. 26: Subsidio para consumo doméstico. El poder ejecutivo podrá otorgar subsidios para el pago del consumo de los servicios de agua potable y de desages cloacales, a favor de jubilados y usuarios residenciales de escasos recursos. A tal efecto reglamentará la instrumentación de estos subsidios determinando los porcentajes a subsidiar, de los niveles socioeconómicos que se beneficien con ellos y la compensación a los operadores afectados. La compensación a los operadores deberá comprender exactamente el monto subsidiado al usuario y debera pagarse en el plazo de sesenta (60) días. El vencimiento de este plazo sin que se pague la compensación importará la caducidad del subsidio. En todos los casos la aplicación de estos subsidios deberá contar con la correspondiente previsión presupuestaria. En la boleta que se extienda deberá indicarse separadamente el precio total de las prestaciones, el monto subsidiado y la cantidad a pagar por el usuario. 

Capitulo III - De los operadores 


Art. 27: Definición. Son operadores sujetos a las disposiciones de esta ley, las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, nacionales, provinciales o municipales que realicen por cualquier causa la prestación del servicio regulado por esta ley. 

Art. 28: deberes y atribuciones. El operador del servicio tendrá los siguientes deberes y atribuciones: 

1) Cumplir con las disposiciones de esta ley y aquellas que en su consecuencia se dicten; 2) Cumplir con las metas y condiciones que establezca el contrato de concesión o el E.P.A.S., en su caso; 3) Informar sobre el estado de ejecución de los planes de operación, expansión e inversión para su control por el E.P.A.S.; 4) Celebrar convenios para el cumplimiento de sus fines; 5) Actuar como sujeto expropiante, previa aprobación y determinación de los bienes por el ente regulador; 6) Administrar y mantener los bienes afectados al servicio; 7) Publicar los planes de expansión de la red operada y del servicio, para que los usuarios puedan conocer sus derechos; 8) Cobrar tarifas, multas, recargos, reintegros por gastos y otras deudas por los servicios prestados; 9) Elevar al E.P.A.S. un informe detallado de las actividades desarrolladas y la planificación para el año siguiente; 10) Mantener la calidad del agua y del ambiente adoptando los sistemas de tratamiento adecuados; 11) Prestar el servicio en la forma y condiciones que determine esta ley, sus reglamentaciones y el E.P.A.S. 

Art. 29: Áeas de operació. A los efectos de esta ley las áeas se dividen en tres: a) Áas servidas: es el territorio donde se prestan actualmente los servicios; b) Áreas de expansión: es el territorio en el cual se preve la expansión de los servicios; c) Área remanente: es la que no posee servicios ni se encuentra incluida en areas de expansión. Los operadores tendran asignada un área servida y un área de expansión, determinando el contrato de concesión, las obras y trabajos a realizar en cada área. 

Art. 30: Nuevos servicios. En las áreas de expansión y en las remanentes se podrá solicitar al E.P.A.S. la concesión del servicio por terceros interesados, de conformidad con las normas del Título III, Capítulo V - de las concesiones . 

Art. 31: Servicios preexistentes. Los operadores preexistentes a la fecha de vigencia de la presente ley, tendrán dos años de plazo para adecuarse a sus disposiciones, adquiriendo e lcaracter de concesionarios del servicio a todos sus efectos. A tal efecto, el E.P.A.S. aprobara los planes y programas de operación que estos deberan elevarle oportunamente. 

Corresponderá a los municipios que actualmente prestan los servicios regulados por esta ley, la determinación de sus areas de expansión y remanentes, dentro de la jurisdicción respectiva. El E.P.A.S. adoptará estas delimitaciones para el cumplimiento de sus funciones. 

Los demás municipios de la provincia podrán constituirse en operadores de los servicios cuando así lo determinen sus respectivos concejos deliberantes, quedando sujetos, en lo demás, a las disposiciones de esta ley. 

Capitulo IV - De la protección de los usuarios 

Art. 32: Derecho genérico. Todas las personas físicas o jurícas que habiten en la provincia tienen derecho a la provisió de agua potable, desages claocales e industriales, en la forma y condiciones que determine esta ley y sus reglamentaciones. 

Art. 33: Uuarios actuales y potenciales. Son usuarios actuales las personas fíicas o jurícas cuyos domicilios se encuentran en las áeas servidas y son usuarios potenciales quienes esten en las áreas en expansión o remanente. Art. 34: usuarios actuales. Los usuarios actuales gozan de los siguientes derechos: 

1) A la prestación del servicio conforme al nivel de calidad que establezca el E.P.A.S.; 2) De requerir al E.P.A.S. la instalación y restablecimiento de la prestación del servicio en la forma y condiciones que determina esta ley; y a exigir el cumplimiento de los planes de expansioón y metas que se fijen al operador; 3) A conocer, con la debida antelación, el régimen tarifario, su composición, sus modificaciones, y a recibir oportunamente las facturas correspondientes; 4) A la rectificación por el operador de las facturas u otros cargos que no coincidan con el regimen aprobado, pudiendo autorizar el E.P.A.S. la suspensión del pago hasta la rectificación; 5) A ser informado por el operador y el E.P.A.S. sobre todos aquellos aspectos vinculados al servicio para el adecuado ejercicio de sus derechos; 6) A denunciar ante el E.P.A.S., cualquier acción u omisión cometida por el operador o terceras personas que pudieran afectar sus derechos. 

Art. 35: Derecho genérico de los usuarios potenciales. Tienen el derecho de pedir al operador el cumplimiento de las metas de expansión que se le hayan fijado en el área de expansión y, de recurrir ante el E.P.A.S. para su imposición. 

Prestación del servicio. Tienen derecho a prestar el servicio de conformidad con las disposiciones del capitulo siguiente. 

Capítulo V- de las concesiones 

Art. 36: Ámbito de aplicación. Las concesiones que regula este capítulo tienen por objeto, el establecimiento, construcción y explotación de los servicios públicos de provisión de agua potable y de desages cloacales por usuarios y por terceros interesados, en las áreas de expansión y remanentes que se delimiten con motivo de la aplicación de esta ley. 

El derecho subjetivo al aprovechamiento especial de aguas superficiales y subterraneas, se ejercera por concesión de uso aplicando las disposiciones de la constitucion provincial, ley de aguas de la provincia y legislación complementaria mediante el procedimiento que se describe a continuación. 

Previo al otorgamiento de la concesión para la prestación del servicio público de provisión de agua potable de origen superficial por el E.P.A.S., deberá cumplirse con el artículo 1940 de la constitución provincial. A tal efecto el E.P.A.S. remitirá al departamento general de irrigación los antecedentes a fin de que se gestione la sanción de la pertinente ley de concesión. Simultaneamente con la remisión de los antecedentes el E.P.A.S. podrá solicitar al departamento general de irrigación la conformidad para el otorgamiento de permisos temporarios de usos, a los efectos de posibilitar la prestación inmediata del servicio. Cuando se refieran al uso de aguas subterraneas, el E.P.A.S. solicitará al departamento general de irrigación el otorgamiento de la pertinente concesión, de conformidad a la legislación especial en materia de aguas subterraneas, remitiendo al efecto los antecedentes del caso. Otorgada la concesión, el E.P.ASs. podrá conceder el servicio. 

La registración, empadronamiento, y la fijación y percepción de la tributación de las concesiones de uso del recurso hídrico permaneceran a cargo del Departamento General de Irrigación. 

Art. 37: Integralidad. Las concesiones del servicio público serán integrales, comprensivas de todas las etapas de la prestación del servicio. Excepcionalmente, por razones de interés general, el E.P.A.S. podra recomendar el otorgamiento de concesiones parciales. Cuando se otorguen concesiones parciales se deberá garantizar al usuario el acceso a todas las etapas del servicio. La concesionaria de la distribución del agua potable sera responsable de cobrar y recaudar de los usuarios el valor de todas las prestaciones. 

Art. 38: Usuarios. Los usuarios podrán establecer, construir y explotar por si sistemas de provisión de agua potable y desages cloacales en áreas de expansión y en áreas remanentes. Las concesiones se otorgaran, previa vista al operador actual del área fin de que, en un plazo razonable que determinara la autoridad, conteste si se encuentra en condiciones de prestar el servicio en los mismos terminos propuestos por los usuarios. En caso de negativa del operador, silencio o condiciones similares a las propuestas por los usuarios, estos obtendrán la concesión del servicio. 

Régimen. Otorgada la concesión, deberán cumplir con todas las obligaciones correspondientes a los operadores, de conformidad con esta ley y las disposiciones del ente regulador, con excepción del componente lucrativo del régimen tarifario. 

Forma jurídica. Los operadores resultantes adoptaran la forma societaria mas adecuada, para el cumplimiento de los objetivos del servicio, sea en forma de cooperativa, de consorcio o de asociación civil. 

Art. 39: Terceros interesados. La solicitud de concesión de los servicios se presentara ante el EPAS., con los recaudos que determine la reglamentación. Un extracto de la misma deberá publicarse por dos días en el boletín oficial y un diario local. 

Si hubiera otros interesados, incluidos usuarios que no hayan tenido la iniciativa reglada en el artículo anterior, estos deberán presentar al E.P.A.S., dentro del plazo de diez días de la última publicación del extracto, una solicitud de concesión. Cuando la solicitud sea en área de expansión, se dará vista de la misma al operador actual del area para que manifieste si puede prestar el servicio en las condiciones propuestas por el solicitante. A igualdad de condiciones propuestas tendrá preferencia el operador actual del área. El o los interesados, que hubieren presentado una solicitud de concesión, entregaran al E.PA.S., en el plazo que se determine, para su apertura en un mismo acto público, la siguiente documentación: I- un estudio de prefactibilidad técnica y económica, incluyendo un programa de desarrollo, que deberá contener por lo menos: a) descripción técnica general y cronograma de las obras proyectadas para un horizonte de quince años como mínimo; b) estimaciones de beneficios, costos, valor actualizado y rentabilidad asociados; c) tarifas propuestas y aportes considerados; II) los demas antecedentes que fije la autoridad regulatoria. 

Art. 40: Adjudicación. El E.P.A.S., recomendará al poder ejecutivo la adjudicación de la concesión, teniendo en cuenta, en base a los requerimientos técnicos exigidos, el programa de desarrollo propuesto y la menor tarifa de la prestación. Cuando el interés general lo haga necesario, se considerara el plazo de puesta en marcha de la prestación de los servicios como criterio adicional de adjudicación. 

Art. 41: Caducidad. Las concesiones caducarán en los siguientes casos: 

1) Incumplimiento de las actividades y obras correspondientes al programa de desarrollo y explotación del servicio concesionado; 

2) Incumplimiento de la prestación del servicio establecido por la presente ley y sus reglamentaciones; 3) Incumplimiento de las condiciones establecidas en el contrato de concesión; para la calificación de dichas causales, el ente regulador debera considerar la gravedad de sus consecuencias y la reiteración de su ocurrencia. 

La caducidad sera dispuesta por el poder ejecutivo. 

Titulo IV - De la preservación de la calidad del recurso hídrico 

Art. 42: Orden público ambiental. Todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, están obligadas a cumplir con las normas de preservación y de calidad del recurso hídrico, que se establecen en la presente ley, las que serán consideradas a todos sus efectos de orden público. Desarrollo sustentable. En el proceso de emisión de las normas de calidad deberá observarse esencialmente la necesaria unidad del ciclo hidrológico, el manejo por cuencas y la preservación del ecosistema del que forma parte el recurso hídrico, procurando su aprovechamiento integral, racional y eficiente en el marco del desarrollo sustentable. Obligación general. La disposición de los efluentes residuales sólidos o líquidos, tóxicos o no, a cualquier curso o cuerpo receptor, que signifique una degradación directa o indirecta del recurso hídrico, deberá ser objeto del correspondiente tratamiento de depuración. 

Art. 43: Calidad del recurso. El E.P.A.S. y el departamento general de irrigación, coordinadamente, fijaran metas de calidad y plazos para la implementación del tratamiento, que en ningun caso podran exceder de cinco (5) años. A tal efecto, emitirán las normas de calidad del recurso hídrico provincial, cuyo cumplimiento sera obligatorio para todos sus habitantes. Para el adecuado funcionamiento del sistema de preservación hídrica, la compatibilización de las normas que se emitan y la aplicación de las mismas, se establecerá un procedimiento de consulta y coordinación permanente entre el E.P.A.S. y el Departamento General de Irrigación. 

Para ello, deberán cumplir, entre otras, con las siguientes funciones: 

1) Reunir la información sobre la calidad, cantidad y disponibilidad del recurso hídrico provincial a fin de evaluar las posibilidades de su aprovechamiento, gestión y control sostenible; 2) Evaluar los niveles de contaminación urbana, agrícola e industrial, a través de una comparación con parámetros nacionales e internacionales; 3) Identificar las fuentes contaminantes, determinar sus caracteristicas y disponer su corrección; 4) Emitir las normas de calidad del agua según sus usos; 5) Emitir las normas técnicas necesarias para el desarrollo del sector y la operación del servicio; 6) Elaborar un programa de vigilancia e inspección para asegurar la vigencia de tales normas; y 7) Promover sistemas de potabilización de agua y de tratamiento de afluentes. 

Art. 44: Competencia. Para la aplicación de las normas de preservación hídrica que se establecen en este capítulo y sin perjuicio de la coordinación impuesta precedentemente, se deslindan las siguientes áreas de competencia: 

1) Departamento General de Irrigación: en lo relativoa descarga de afluentes de cualquier naturaleza cuyos cuerpos receptores sean cauces hídricos naturales, sistemas de riego y embalses naturales y artificiales; 2) E.P.A.S.: en lo relativo a descargas de efluentes cloacales en cualquier cuerpo receptor y efluentes de cualquier naturaleza cuyos cuerpos receptores sean las redes colectoras cloacales e industriales, como también sobre los sistemas cerrados de reutilización; 3) Municipalidades: en lo relativo a descargas de afluentes de cualquier naturaleza cuyos cuerpos receptores sea la red de riego del arbolado público y los desages pluviales. Tendrán ademas la competencia que se les delegue con motivo de los convenios previstos en el articulo 90 de la presente ley. 

Coordinación institucional. El poder ejecutivo, a través del ministerio de medio ambiente, urbanismo y vivienda, convocara a los organismos de la administración central y descentralizada, institucional o territorial, con competencia hídrica, para que procedan a unificar sus procedimientos en la aplicación de las normas de calidad, su control y la promoción de los sistemas de tratamiento más convenientes. 

Titulo V - Del Régimen contravencional 

Art. 45: sanciones. Las violaciones o incumplimientos a la presente ley y sus normas reglamentarias cometidas por operadores o terceros no prestatarios, segun corresponda y de acuerdo a la gravedad del hecho, seran sancionados con: 

1) Apercibimiento; 2) Multa entre $ 100 y $ 1.000.000; 3) Suspensión de la actividad del establecimiento; 4) Clausura de la fuente de contaminación; 5) Clausura del establecimiento; 6) Decomiso; 7) Caducidad de la concesión. 

En ningún caso la aplicación de la sanción podra afectar la normal prestación del servicio. Cuando se disponga la caducidad de la concesión, el E.P.A.S. organizará la prestación provisoria del servicio. Inmediatamente convocará a los usuarios o interesados, mediante concurso público, para el otorgamiento de una nueva concesión, siguiendo en lo pertinente el procedimiento del Título III, Capítulo V - de las concesiones. La imposición de la multa es compatible con la aplicación de las sanciones de suspensión o de clausura del establecimiento o de la fuente, debiendo considerarse la gravedad de los hechos, las circunstancias del caso y las reincidencias para la graduación de las sanciones a imponer, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiera corresponder. 

La autoridad de aplicación del régimen contravencional correspondiente a la preservación del recurso hídrico, será el organismo competente según el uso del recurso que resulte comprometido. 

El procedimiento que se adopte en todos los casos deberá garantizar el ejercicio del derecho de defensa. 

Art. 46: Procedimiento. Corresponderá la vía de apremio para el cobro de tasas, canon, multas y cualquier obligación pecuniaria establecida por el presente título. 

Art. 47: Fuerza pública. A fin de cumplir con las sanciones que se hubieran dispuesto, el ente regulador o la autoridad competente, estara facultada para requerir el auxilio de la fuerza pública con jurisdicción en el lugar del hecho. 



art. 48: Intervención. El Poder Ejecutivo, a requerimiento del E.P.A.S., podrá disponer la intervención administrativa del concesionario, empresario prestatario o de explotación del servicio, por el plazo de hasta ciento ochenta dias, prorrogables por igual término. Será procedente cuando el incumplimiento de las obligaciones legales o convencionales importe irregularidad en las condiciones de prestación y las sanciones previstas precedentemente no sean adecuadas para su reestablecimiento. La intervención tendrá por objeto reestablecer la regularidad en las condiciones de prestación del servicio, sin que importe necesariamente la sustitución temporaria de los órganos de dirección y administración de la entidad prestataria. 

Título VI - De los servicios de Obras Sanitarias Mendoza Sociedad del Estado 

Art. 49: Sujeto a concesión. Declarase "sujeta a concesión" el servicio público de provisión de agua potable, desages cloacales e industriales, cuya gestión actual se encuentra a cargo de "Obras Sanitarias Mendoza Sociedad del Estado". 

Art. 50: Forma Societaria. A tal efecto, el Poder Ejecutivo constituirá una o mas sociedades anónimas, cuyo único objeto social sera la prestación de los servicios de provisión de agua potable y de saneamiento en las áreas territoriales de operación que se definan en el acto respectivo. La posibilidad de constituir mas de una sociedad estará limitada a las necesidades de atender a las características del ecosistema provincial, comprendiendo, en general, regiones apartir de sus oasis irrigados. En todos los casos, las nuevas sociedades deberán comprender un sistema integral en la prestación de los servicios previstos por esta ley. Concesionarias. Las sociedades anónimas que se formenen virtud de la disposición precedente serán concesionarias del uso del recurso hídrico y del servicio público regulado por esta ley. Inscripción. La inscripción registral la efectuará el Poder Ejecutivo sin trámites administrativos previos y libre de todo gasto, honorarios, impuestos, tasas y aportes jubilatorios que pudieran corresponder. Contratos. El Poder Ejecutivo procederá a otorgar a las sociedades que se constituyan los correspondientes contratos: 1) De concesión del servicio de provisión de agua potable y saneamiento; 2) De concesión de uso de plantas potabilizadoras, de tratamiento de efluentes, de redes de distribución y otros inmuebles resultantes a la empresa Obras Sanitarias Mendoza S.E.; 3) De transferencia de activos que resulten de la empresa Obras Sanitarias Mendoza S.E., de su personal y de otras obligaciones que se establezcan. Estatutos. Previo a la constitución de las sociedades anónimas, el Poder Ejecutivo deberá remitir sus estatutos sociales a la legislatura provincial para su aprobación. Podrán formar parte de las sociedades anónimas que se constituyan, en los casos del art. 540 de la presente los usuarios organizados en cooperativas, uniones vecinales, mutuales y otras asociaciones civiles sin fines de lucro. Si en un plazo de cuarenta y cinco (45) días no hubiera pronunciamiento expreso se tendrán por aprobados tácitamente. En el directorio de la o las sociedades a constituirse, uno de sus miembros sera designado por el personal poseedor de capital accionario de la sociedad. Dicho representante sera elegido por sufragio y en forma secreta. 

Art. 51: Término de la concesión. La duración de la concesión se definira, en cada caso, en función de las inversiones y objetivos que se establezcan para cada sociedad. 

Art. 52: Devolución del Servicio. Los respectivos contratos deberán contemplar que, a su extinción, se deberá devolver al Estado Provincial un sistema en plena operación, con todas sus instalaciones, los adelantos tecnológicos que eviten su obsolecencia y las mejoras y ampliaciones que se hayan incorporado, sin compensación alguna. 

Art. 53: Capital social. El capital social de las nuevas sociedades surgira de una valoración técnica realizada por el Poder Ejecutivo, el que deberá obtener previamente un informe producido por un organismo competente en lo financiero de caracter interprovincial, nacional o internacional, según sea posible. La referida valoración sera remitida a las comisiones de hacienda de cada cámara legislativa, las que deberán pronunciarse sobre su contenido en un plazo de cuarenta y cinco (45) dias de solicitado. Vencido el mismo se tendrá por aprobada. 

Art. 54: Participación del sector privado. La incorporación de aportes del sector privado, con el objeto de desarrollar el plan de inversiones de estas sociedades, podra realizarse por el procedimiento de aumento del capital social. Las nuevas acciones representativas del aumento de capital serán suscriptas a través del procedimiento del concurso público o de la oferta pública. Cuando los usuarios, organizados o no, aporten en la expansión de las redes, en su renovación y mantenimiento, podrá otorgarseles en forma directa acciones representativas del correspondiente aumento de capital. Los estatutos societarios y los contratos de concesión deberán instrumentar estas alternativas de conformidad con las condiciones que se establecen a continuación, tratando de procurar que en la adquisición de las nuevas acciones, los inversores residentes en la provincia, en especial los usuarios, tengan la oportunidad de obtener una participación significativa a traves de la oferta pública. Concurso público. Cuando se recurra a este procedimiento, las nuevas acciones emitidas deberán ser nominativas y su transferencia posterior estara sujeta a los requisitos que establezca el Poder Ejecutivo. Para la venta de este paquete accionario se fijará un monto base para la oferta. Cuando las nuevas acciones emitidas puedan provocar la perdida de la mayoría estatal, la suscripción exclusiva de las mismas por concurso público requerira autorización legislativa previa. La autorización se tendrá por concedida si en un plazo de cuarenta y cinco (45) días de solicitada no hubiera un pronunciamiento expreso. Oferta pública: a través de la oferta pública se invitará a los usuarios y al público en general a suscribir la nueva emisión, con el fin de otorgarles participación en la titularidad de las sociedades. En este procedimiento deberá preverse una preferencia, consistente en un descuento, para la adquisición de las mismas en favor de los usuarios organizados y en general para los habitantes del territorio provincial. Venta: las acciones de titularidad de la provincia unicamente podran ser vendidas previa autorización legislativa y su producido sera administrado por el E.P.A.S. para el desarrollo del sector, en especial de las áreas de expansión y remanentes. 

Art. 55: Participación del personal. El diez por ciento (10%) del capital social será transmitido de las sociedades anónimas a constituirse gratuitamente al personal de Obras Sanitarias Mendoza S.E. que integre su planta de agentes al momento de promulgarse la presente ley y que haya optado por incorporarse a la sociedad concesionaria, de acuerdo a la jerarquia y a la antigedad de cada agente, de conformidad con la reglamentación que dicte el poder ejecutivo. 

Art. 56: De la participación en las ganancias. El personal participará en la distribución de las utilidades de la sociedad concesionaria de acuerdo a lo que determinen los estatutos sociales. 

Art. 57: Política para el personal. El Poder Ejecutivo instruirá a la conducción de Obras Sanitarias Mendoza S.E. sobre la política para el personal de la empresa, de conformidad con las siguientes alternativas: a) Incorporación a la sociedad concesionaria, por opción del propio trabajador, en las condiciones de la legislación laboral vigente, en el ámbito de Obras Sanitarias S. E. O lo que surja de la negociación colectiva con las organizaciones gremiales del personal; b) Incorporación al ente regulador, condicionada a las necesidades de personal que indiquen sus autoridades y previa aceptación por el peticionante del marco laboral y salarial que regulara las futuras relaciones; c) Incorporación a la administración pública provincial, en las mismas condiciones establecidas en el inciso precedente; d) Sistema de retiro voluntario, cuando no se pueda optar por la jubilación anticipada; e) Jubilación anticipada, para el personal que reuna diez (10) años de aportes a la caja de jubilaciones y pensiones de la provincia; f) El personal podrá también integrar entidades conformadas según los tipos societarios que determine el poder ejecutivo y en los casos en que este considere pertinente, para que se hagan cargo de la prestación de los servicios accesorios al principal, tales como los de mantenimiento, reparación de redes, desobstrucción de las mismas, entre otros. La incorporación del personal a estas sociedades estará condicionada a la renuncia al empleo. El contrato de concesión que se celebre en la primera oportunidad se otorgara en forma directa y no podra ser inferior a cinco (5) años y superior a ocho (8) años. El Poder Ejecutivo podrá disponer conjuntamente la concesión de uso o el arrendamiento de los bienes afectados a las actividades concesionadas por el plazo del contrato. La jubilación anticipada sera procedente cuando el personal que se encuentre en actividad a la fecha de constitución de la sociedad anónima respectiva cuente con treinta (30) años de aportes computables y tenga una edad mínima de cincuenta y tres años (53). En tal supuesto, el haber sera reducido inicialmente en el uno por ciento (1%) por cada año que falte para cumplir la edad mínima que establece la legislación vigente. También podrán acogerse a este beneficio quienes teniendo la edad de sesenta y dos años (62) hayan realizado hasta veinticinco años (25) de aportes. En tal caso, deberan aportar de su haber jubilatorio el once por ciento (11%) hasta completar los cinco (5) años faltantes. La instrumentación de este beneficio previsional queda sujeto al financiamiento de Obras Sanitarias Mendoza S.E. El Poder Ejecutivo reglamentará las formas y condiciones para el cumplimiento de estas alternativas. En todos los casos, la opción quedará sujeta a la aceptación expresa del personal. 

Art. 58: Del personal transferido. Las sociedades concesionarias seran continuadoras de Obras Sanitarias Mendoza S.E. en las relaciones laborales que une a esta con sus empleados, reconociendoles sus derechos relativos a la antiguedad y sueldo. El referido personal continuara con el régimen previsional vigente a la época de la sanción de esta ley y en las obras sociales o mutuales actuales, o en las que en adelante las reemplacen. Podrán sostenerse régimenes previsionales o de obras sociales propios del personal, sujetos a los convenios que a ese efecto se celebren dentro del marco legal de aplicación. Para la movilidad de los haberes de pasividad del personal jubilado de la empresa Obras Sanitarias Mendoza S. E., se continuará tomando en consideración el régimen que se establezca para las remuneraciones del personal en actividad perteneciente a la prestataria de los servicios sanitarios; conforme lo determine el régimen jubilatorio, ley no 3794, y/o modificatorias y decretos reglamentarios. 

Art. 59: Comision bicameral. Deberá constituirse una comisión bicameral para el seguimiento del proceso de transformación operativa que por el presente capítulo se establece. Esta comisión estara integrada con los legisladores miembros de las comisiones competentes en la materia de cada cámara y su función será coordinar la labor entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo informando a este último sobre todas las etapas que se ejecuten en cumplimiento de esta ley. 

Art. 60: Intervención. A fin de cumplir con las disposiciones establecidas en este título, autorizase al Poder Ejecutivo a disponer la intervención de la empresa Obras Sanitarias Mendoza Sociedad del Estado hasta su liquidación. Las funciones y atribuciones del interventor serán las que las leyes y los estatutos de la sociedad otorguen a sus órganos de administración y dirección. En el desempeño de su gestión, que durará el lapso que demande la liquidación, deberá dar estricto cumplimiento de las instrucciones que establezca el Poder Ejecutivo. Liquidación. Autorizase al Poder Ejecutivo a proceder a la liquidación de la empresa Obras Sanitarias Mendoza S.E., de acuerdo con el art. 50 de la ley no 20.705 y los estatutos aprobados por ley nº 4479. Propiedad provincial. Las plantas potabilizadoras, de tratamiento de efluentes y las redes de distribución quedarán en propiedad del estado provincial y serán concesionados oportunamente en uso a cada sociedad anónima. 

Art. 61: En forma conjunta a la creación de la nueva sociedad, el estado provincial deberá determinar la totalidad de sus deudas con Obras Sanitarias Mendoza S.E.. El importe de las mismas podrá ser compensado con las obligaciones que adquiera el estado provincial con motivo de la aplicación de los articulos 26 y 57 de la presente ley, asi como con la financiación de los planes de desarrollo rural que se establezcan como prioridad por parte del gobierno. 

Título VII - Disposiciones complementarias 

Art. 62: Cncesiones parciales. Las sociedades anóimas, cuando corresponda, podrán proceder de conformidad con la ley 5507 y sus modificatorias, para el otorgamiento de concesiones de obras y servicios públicos, siempre que no se afecte la necesaria integralidad del sistema. 

Art. 63: Facultase al Poder Ejecutivo provincial para proceder a formular el primer presupuesto de gastos y calculo de recursos del E.P.A.S. a partir de los recursos que se le transfieran del presupuesto vigente de la administración pública provincial y de los que se generen con motivo de la aplicación de la presente ley. La nueva planta de personal del E.P.A.S., será remitida por el Poder Ejecutivo, ad referendum de la honorable legislatura. 

Art. 64: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de sesenta (60) días, a partir de su promulgación. 

Art. 65: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Dada en el recinto de sesiones de la Honorable Legislatura, en Mendoza a los diecinueve días del mes de agosto de mil novecientos noventa y tres.

Ley 6497 EPRE

Ley 6497



Ley 6.497. Mendoza, 28 de mayo de 1997. (Ley general vigente) 

b.o.: 17/06/97 nro. Arts.: 0084 tema: marco regulatorio eléctrico 

El Senado y cámara de diputados de la provincia de mendoza, sancionan con fuerza de ley: 


Marco Regulatorio Eléctrico.


Capítulo I. Jurisdicción provincial y objeto de la regulación.


Art. 1º. Declárase de jurisdiccion provincial y sujetas a las disposiciones de la presente ley a todas las actividades que se desarrollen en el ámbito del territorio provincial, destinadas a la generación, transporte, distribución y consumo de energía eléctrica, sin perjuicio de la potestad concurrente del estado nacional, en los casos que corresponda. Constituyen objeto de esta ley, la regulación de la actividad eléctrica y la protección de los usuarios. 

Art. 2º Las actividades que se desarrollen en el territorio provincial y que, a la fecha de sanción de la presente ley, esten autorizadas y/o concesionadas por organismos del estado nacional, quedan sujetas a la autorización y/o concesión provincial una vez que se haya operado, por cualquier causa, su caducidad o vencimiento. 

Art. 3º Las actividades propias de la industria eléctrica a las que se atribuye la condición de servicio público son las siguientes: a) Transporte; b) Distribución; c) Generación y Distribución en zonas aisladas del territorio provincial. La reglamentación determinara las zonas aisladas y establecera la oportunidad y el modo de cese de su condición de servicio público, a partir de que las mismas sean interconectadas al resto del sistema eléctrico; 

Art. 4º La generación destinada total o parcialmente a abastecer de energía eléctrica a un servicio público será considerada de interés general, afectada a dicho servicio público y regida por las normas legales y reglamentarias que aseguren el normal funcionamiento del mismo. La regulación de la generación tomara especialmente en cuenta razones de seguridad general, de seguridad del sistema eléctrico y de preservación ambiental. 

Capítulo II Agentes de la actividad eléctrica 

Art. 5º Son agentes o titulares reconocidos de la actividad eléctrica: a) Generadores; b) Transportistas; c) Distribuidores y d) Usuarios. 

Art. 6º A los efectos de la presente ley, serán generadores, transportistas, distribuidores y usuarios los agentes que realicen las siguientes actividades: generación: es la producción de energía eléctrica efectuada por el titular de una central eléctrica, conectada en forma total o parcial con el sistema de transporte y/o con un distribuidor y/o con un usuario directo, de la misma u otra jurisdicción. Transporte: comprende la transformación y transmisión de energía eléctrica desde el punto de su entrega por el generador u otro transportista, hasta el punto de conexión con otro transportista de cualquier jurisdicción, con un distribuidor y/o con los usuarios en condiciones de contratar su propio abastecimiento. Las actividades de transmisión y transformación de energía eléctrica que se efectuen mediante instalaciones pertenecientes a generadores, asi como las que se construyan o afecten en el futuro a dichas actividades por tales agentes y que sean realizadas a su costo y mientras sea de su uso exclusivo, serán consideradas dentro del régimen aplicable a la actividad propia de los mismos. Distribución: es el suministro regular y continuo de energía eléctrica a usuarios finales radicados dentro del área concedida al distribuidor, asi como la prestación en dicha área de la función técnica del transporte. Usuario: es quien adquiere energía eléctrica para consumo propio. La reglamentación determinará los módulos de energía y potencia y demás parámetros técnicos, conforme a los cuales ciertos usuarios quedarán facultados para negociar con un generador o un distribuidor las condiciones de su propio abastecimiento. 

Art. 7º La reglamentación que determine la magnitud y parametros técnicos de consumo caracterizantes de un usuario con aptitud de negociar las condiciones de adquisición de energía, no debera impedir ni restringir el acceso de los usuarios al mercado eléctrico mayorista nacional, cuando los mismos reunanlas condiciones necesarias para operar en el ámbito de dicho mercado. 

Art. 8º Los generadores podrán celebrar contratos de suministro directamente con distribuidores y/o usuarios habilitados para tal fin. Dichos contratos serán libremente negociados entre las partes. 

Art. 9º Quienes reciban energía en bloque por pago de regalías o servicios podrán comercializarla de igual manera que los generadores. 

Capitulo III Objetivos de la política electroenergética 

Art. 10 Los objetivos de la política electroenergética en el ámbito de la jurisdicción provincial, son los siguientes: a) satisfacer el interés general de la población en la materia, en forma armónica con el desarrollo económico, demográfico y sustentable de la provincia; b) proteger los intereses de los usuarios, reglamentando el ejercicio de sus derechos; c) asegurar la operación, confiabilidad, libre acceso, no discriminación y uso generalizado de los servicios e instalaciones de transporte y distribución de energía eléctrica; d) incentivar el abastecimiento, transporte, distribución y uso eficiente y racional de la energía, mediante metodologias y sistemas tarifarios apropiados, el empleo de fuentes renovables y la innovación tecnológica; e) alentar la realización de inversiones de riesgo en generación para asegurar a los usuarios el abastecimiento de energía eléctrica a corto, mediano y largo plazo, en condiciones de calidad y precios competitivos; f) regular los servicios públicos eléctricos, estableciendo tarifas justas y razonables; g) promover las inversiones en generación, transporte y distribución, asegurando la competencia donde esta sea posible; h) preservar adecuadamente el ambiente. 

Capitulo IV Autoridad de aplicación y órgano de control 

Art. 11 El poder ejecutivo tiene a su cargo la planificación y formulación de las políticas electroenergéticas en el ámbito de la jurisdicción provincial, siendo autoridad de aplicación de la presente ley el ministerio de ambiente y obras públicas. 

Art. 12 La autoridad de aplicación ejercera las atribuciones inherentes al poder público en lo referente al diseño y la implementación de las políticas en materia de energía eléctrica en la Provincia de Mendoza. En tal sentido, deberá: a) promover medidas conducentes al desarrollo de la actividad eléctrica provincial a través de medios consistentes con los objetivos fijados en la presente ley; b) intervenir en el otorgamiento de concesiones provinciales de servicios públicos; c) proponer al poder ejecutivo las normas de funcionamiento del fondo provincial compensador de tarifas y administrar el mismo; d) elaborar estudios e informes sobre la situación y la prospectiva del abastecimiento de energía eléctrica; e) administrar los recursos que correspondan a la provincia procedentes del fondo especial de desarrollo eléctrico del interior (fedei) previsto en la ley 24065, art. 70 inc. B), segundo párrafo; 

Art. 13 La autoridad de aplicación deberá ejercer de manera general todas las demás atribuciones que se le encomienden de acuerdo con la presente ley, las que pueda delegarle el Poder Ejecutivo y todas las facultades propias de la autoridad pública en materia de energía eléctrica que no estuvieran expresamente encomendadas por la presente ley a otros organismos. 

Art. 14 Será organismo de control y fiscalización en materia de energía eléctrica el ente provincial regulador eléctrico (epre), el que tendrá las atribuciones indicadas en el capítulo XII de esta ley. 

Capítulo V Concesiones, autorizaciones y permisos 

Art. 15 El ejercicio de actividades relacionadas con la generación, transporte y distribución de energía eléctrica, será otorgado por el Poder Legislativo mediante concesión o por el Poder Ejecutivo mediante concesión, autorización administrativa o permiso en los siguientes casos: a) se requiere concesión por ley: a.1) cuando se trate del aprovechamiento de fuentes de energía hidroeléctrica de los ríos, canales y demás cursos de agua pública cuya potencia exceda de veinte mil (20.000) kilovatios (kw); a.2) para el ejercicio de actividades destinadas al transporte y distribución del servicio público de energía eléctrica; b) se requiere concesión o autorización administrativa otorgada por el Poder Ejecutivo: b.1) cuando la potencia total de la fuente hidroeléctrica sea menor o igual a veinte mil (20.000) kilovatios (kw); b.2) cuando la generación provenga del establecimiento de centrales térmicas o de otras fuentes de energía no convencional; b.3) cuando se trate del uso industrial no consuntivo del agua pública superficial para refrigeración o producción de vapor en la actividad de generación eléctrica. C) el Poder Ejecutivo podra otorgar permisos para el uso de aguas públicas y sus cauces cuando la potencia de la fuente hidroeléctrica sea menor a mil (1.000 kw) kilovatios. Los permisos podrán ser por tiempo indeterminado y estarán exentos del pago de la regalía hidroeléctrica. 

Art. 16 Cuando las concesiones, autorizaciones administrativas o permisos se refieran al uso del agua pública, se requerirá informe previo del Departamento General de Irrigacion, organismo que ejerce la función de policía de las aguas. 

Art. 17 En relación con el otorgamiento de las concesiones, autorizaciones administrativas previstas en la presente ley, la reglamentación deberá asegurar los principios de publicidad y libre concurrencia de los interesados en obtenerlas. 

Art. 18 Las concesiones, autorizaciones administrativas y permisos otorgadas por la presente ley, deberan registrarse en el EPRE y también, cuando corresponda, en el Departamento General de Irrigacion. 

Art. 19 El contrato de concesión para el aprovechamiento o explotación de las fuentes provinciales de energía de jurisdicción provincial, deberá contener condiciones referidas a: a) el objeto y el plazo de la concesión, el que no podrá exceder los cincuenta (50) años; b) las normas reglamentarias del uso del agua, régimen de prioridades y, en particular, las que interesen a la protección contra inundaciones, a la salubridad pública, al abastecimiento de la población, a la irrigación, a la protección del ambiente y al desarrollo del turismo y la recreación; c) las normas aplicables en materia de seguridad de presas; d) las potencias y características del aprovechamiento y la potencia máxima de la instalación; e) las condiciones bajo las cuales al término de la concesión revertirán al estado provincial los bienes e instalaciones afectados al emprendimiento; f) el pago de la regalía por el uso de las aguas públicas para generación eléctrica, será del doce por ciento (12%) sobre la venta de la energía, calculada según la metodología de la resolución 8/94 de la secretaría de energía de la nación. En las concesiones de nuevos emprendimientos de generación hidroeléctrica o en aquellos en que sea necesaria la reconversión de las instalaciones existentes, el Poder Ejecutivo podrá acordar períodos de exención para el pago de la regalía. El pago de la presente regalía no deberá superponerse con el que se reconozca por la legislación nacional. En caso que el porcentual del art. 43 de la ley nacional 15336 y la ley nacional 23164, fuere modificado, regirá integramente la regalía hidroeléctrica del doce por ciento (12%) establecida en este artículo; g) el pago del canon del Departamento General de Irrigacion del dos y medio por ciento (2,5%) por generación hidroeléctrica, producción de vapor y/o enfriamiento de usinas termoeléctricas con uso de aguas de cauces públicos. El canon se calculará sobre el importe que se tome como base en el inciso anterior. El producido de este canon será afectado por el Departamento General de Irrigacion a la realización de estudios y obras de riego y drenaje en el sistema hídrico que origine el recurso, previa coordinación expresa con la autoridad de aplicación; h) las reglas básicas y la normativa ambiental de aplicación. 

Art. 20 En los contratos de concesión del servicio público para el transporte y la distribución de energía eléctrica bajo jurisdicción provincial, se establecerán especialmente: a) el objeto y el plazo de la concesión, el que no podrá exceder los treinta (30) años; b) las condiciones generales y especificas de la concesión y los derechos y obligaciones inherentes a la misma, en particular las de satisfacer toda demanda de servicios de suministro eléctrico, los requerimientos de incremento de demanda y el libre acceso; c) las condiciones de uso y ocupación del dominio del estado provincial, cuando fuere pertinente; d) la delimitación de la zona que el concesionario de distribución de energía eléctrica está obligado a atender; e) las garantías que debe prestar el concesionario, segun determine la reglamentación; f) la forma de garantizar la continuidad del servicio en caso de grave incumplimiento de sus obligaciones por parte del concesionario. Deberán preverse los mecanismos de intervención de la administración de la concesionaria, mientras dure el proceso de regularización del servicio; g) las normas de calidad de prestación del servicio vinculadas a cada modalidad de consumo, tipo de usuario y zona del territorio provincial; h) las condiciones en que se transferiran al estado o al nuevo concesionario los bienes afectados a la concesión en el caso de extinción de la concesión por cualquier causa; i) todas las concesiones de distribución de energía eléctrica abonaran un canon de concesión que no podra ser inferior al seis por ciento (6%) del total de la facturación del servicio eléctrico, sin impuestos. El poder ejecutivo determinará el porcentual del canon y fijará la fecha de inicio de su percepción; j) la identificación de los bienes afectados a la prestación del servicio; k) el derecho de constituir las servidumbres necesarias a los fines de la concesión; l) el régimen tarifario, los procedimientos para la determinación de las tarifas y el cuadro tarifario inicial, que deberá contener las tarifas máximas correspondientes a cada modalidad de consumo; m) el régimen de infracciones y sanciones; n) la normativa ambiental de aplicación y los reglamentos para la preservación del arbolado público; ñ) los coeficientes de eficiencia a que hace referencia el art. 51 de la presente ley. 

Art. 21 Corresponde al Poder Ejecutivo establecer los demás requisitos y condiciones particulares de los contratos de concesión, de las autorizaciones administrativas y de los permisos, de acuerdo con lo establecido en la presente ley. 

Capítulo VI Disposiciones comunes a los agentes 

Art. 22 Ningún generador, transportista o distribuidor podrá comenzar la construcción y operación de instalaciones, de las caracteristicas y magnitud que determine lareglamentación, para las cuales no esté expresamente facultado por el respectivo contrato de concesión, autorización administrativa o permiso, sin resolución previa del EPRE. 

Art. 23 Ningún generador, transportista ni distribuidor podrá abandonar, total o parcialmente, las instalaciones destinadas a la generación, al transporte y distribución de energía eléctrica, ni dejar de prestar los servicios a su cargo, sin contar con la aprobación del EPRE, el que solo la otorgara después de comprobar que las instalaciones o servicios a ser abandonados no resultan necesarios para el servicio público en el presente, ni en un futuro previsible. 

Art. 24 Los generadores, transportistas, distribuidores y usuarios habilitados para contratar su propio suministro de energía eléctrica, conforme lo determine la reglamentación, estan obligados a operar y mantener sus instalaciones y equipos en forma que no constituyan peligro alguno para la seguridad pública y el ambiente, en las condiciones de calidad exigidas por los reglamentos. Dichas instalaciones y equipos estaran sujetos a la inspección, revisión y pruebas que periódicamente realizara el EPRE, el que tendrá asimismo facultades para ordenar la suspensión del servicio, la reparación o reemplazo de instalaciones y equipos o cualquier otra medida tendiente a proteger la seguridad pública. 

Art. 25 La infraestructura física, las instalaciones y la operación de los equipos asociados con la generación, transporte y distribución de energía eléctrica, deberán adecuarse a las medidas destinadas a la protección y preservación del ambiente, conforme a los terminos de la ley provincial 5961, a cuyos efectos el EPRE será autoridad de aplicación. 

Art. 26 Declaranse de utilidad pùblica y sujetos a expropiación los bienes de cualquier naturaleza, obras, instalaciones, construcciones y sistemas de explotación de cuyo dominio fuera necesario disponer para el cumplimiento de los fines de esta ley y en especial para el normal desarrollo o funcionamiento de los sistemas, lineas y redes de transporte y distribución de la energía eléctrica bajo jurisdicción provincial, aplicándose en lo pertinente, las disposiciones del decreto ley provincial 1447/75. El establecimiento de servidumbres de electroducto se regirá por el procedimiento reglado por la ley provincial 5518. 

Art. 27 Los generadores, transportistas y distribuidores, no podrán realizar actos que impliquen competencia desleal ni abuso de una posición dominante en el mercado. La configuración de las situaciones descriptas precedentemente, habilitara la instancia judicial para el ejercicio de las acciones previstas por la ley 22262 y ley provincial 5547, quedando facultado el EPRE para efectuar las denuncias correspondientes, sin perjuicio de las sanciones que pudieren corresponder de acuerdo a la presente ley y normativa reglamentaria. 

Capítulo VII Procedimiento en caso de nueva concesión 

Art. 28 Con una antelación no menor de veinticuatro (24) meses de la fecha de finalización de una concesión, el poder ejecutivo dispondra la iniciación del procedimiento de selección de un nuevo concesionario, mediante el llamado a licitación pública nacional e internacional. 

Art. 29 La reglamentación dispondrá el modo y los plazos dentro de los cuales el Poder Ejecutivo deberá adjudicar la nueva concesión, procurando que la adjudicación quede resuelta antes de la finalización de la concesión vigente. 

Art. 30 En el caso del artículo precedente, si la nueva concesión no pudiese ser otorgada antes de la finalización de la anterior concesión, el EPRE podrá requerir al titular de esta última la continuación del servicio por un plazo no mayor de doce (12) meses contados a partir de la fecha original de finalización de la concesión anterior, quedando obligado el mismo a prestar el servicio en las mismas condiciones que regian al efecto. 

Capítulo VIII Prestación de servicios eléctricos 

Art. 31 Los distribuidores estan obligados a satisfacer toda demanda de servicios de suministro eléctrico, los incrementos de demanda que les sean requeridos y las condiciones de calidad de servicio, de conformidad con las modalidades del contrato de concesión. Para ello, deberán realizar las obras e inversiones razonablemente necesarias. 

Art. 32 La suspensión de la provisión del servicio eléctrico a los usuarios procederá en los siguientes casos: a) uso indebido o mal funcionamiento de las instalaciones; b) conexiones clandestinas y c) falta de pago de los servicios correspondientes en el modo y plazos que determine la reglamentación. 

Art. 33 Los transportistas y los distribuidores están obligados a permitir el acceso indiscriminado de terceros a la capacidad de transporte de sus sistemas que no este comprometida para abastecer la demanda contratada, en las condiciones convenidas por las partes y de acuerdo a los términos de esta ley. La capacidad de transporte incluye la de transformación y el acceso a toda otra instalación o servicio que el EPRE determine. 

Art. 34 Quien requiera un servicio de suministro eléctrico de un distribuidor o acceso a la capacidad de transporte de un transportista o distribuidor y no llegue a un acuerdo sobre las condiciones del servicio requerido, podrá solicitar la intervención del EPRE, el que resolverá preservando el objetivo fundamental de asegurar el abastecimiento y hacer efectivo el principio del libre acceso. 

Art. 35 Los transportistas y distribuidores deberán cumplir las especificaciones mínimas de calidad que se establezcan en los respectivos contratos de concesión y darlas a publicidad en la forma que establezca la reglamentación que dicte el EPRE. 

Art. 36 Ningún transportista ni distribuidor podrá otorgar ni ofrecer ventajas o preferencias en el acceso a sus instalaciones, excepto las que puedan fundarse en categorias de usuarios o diferencias concretas y objetivas que, de manera general, determine el EPRE. 

Capítulo IX Limitaciones societarias 

Art. 37 Fijanse las siguientes limitaciones a las actividades de la industria eléctrica: a) el titular de una concesión para generación o distribución, o de sociedades controladas por algunos de ellos o controlante o vinculada a los mismos, asi como todo operador técnico, administrador o encargado del gerenciamiento de las nombradas, no podrá tener una posición controlante de la gestión o del capital de una empresa concesionaria de transporte o de una empresa que tenga la propiedad de la mayoría del capital de la concesionaria de transporte. Las limitaciones precedentes regirán igualmente para un gran usuario caracterizado como tal por la ley 24.065 o un usuario habilitado por esta ley para contratar libremente su propio suministro. Tales limitaciones deberan incluirse expresamente en las concesiones y autorizaciones pertinentes. No obstante, el Poder Ejecutivo podrá autorizar, previo dictamen del EPRE, a un generador, distribuidor, gran usuario caracterizado como tal por la ley 24.065 o usuario habilitado, a construir a su exclusivo costo y para su propia necesidad, una red de transporte, para lo cual deberá establecer las modalidades y formas de operación; b) ningún concesionario de transporte o quienes ejerzan una posición controlante o vinculada de su gestión o de su capital, podrá tener una posición controlante o vinculada de la gestión o del capital de una empresa de generación o de una concesionaria de distribución así como tampoco podrán comprar ni vender energía eléctrica. Sin embargo, en casos excepcionales y por razones debidamente fundadas, el Poder Ejecutivo, previo dictamen del EPRE podrá otorgar concesiones que reunan en un mismo concesionario las funciones de transporte y distribución, en cuyo supuesto, el concesionario sólo podrá adquirir y suministrar la energía requerida para atender la demanda existente en su área de concesión; c) sólo mediante autorización expresa del Poder Ejecutivo, dos o mas transportistas podrán consolidarse en un mismo grupo empresario o fusionarse. También sera necesaria la autorización expresa para que un transportista pueda adquirir la propiedad de acciones de otro transportista. El pedido de autorización deberá ser formulado al EPRE, indicando las partes involucradas, una descripción del acuerdo cuya aprobación se solicita y toda otra información que requiera el EPRE. El epre dispondra la realización de audiencias para conocer la opinión de todos los interesados y otras investigaciones que considere necesarias y aconsejara al Poder Ejecutivo sobre el otorgamiento de la autorización, siempre que no se vulneren las disposiciones de esta ley ni resientan el servicio o el interes público; d) solo mediante autorización expresa del poder ejecutivo, dos o mas distribuidores podran consolidarse en un mismo grupo empresario o fusionarse. También sera necesaria la autorización expresa para que un distribuidor pueda adquirir la propiedad de acciones de otro distribuidor. El pedido de autorización deberá ser formulado al EPRE, indicando las partes involucradas, una descripción del acuerdo cuya aprobación se solicita y toda otrainformación que requiera el EPRE. El EPRE dispondra la realización de audiencias para conocer la opinión de todos los interesados y otras investigaciones que considere necesarias y aconsejara al Poder Ejecutivo sobre el otorgamiento de la autorización, siempre que no se vulneren las disposiciones de esta ley ni resientan el servicio o el interes público; e) el titular de una concesión de distribución, no puede ser propietario de unidades de generación. De ser este una forma societaria, si pueden serlo sus accionistas, como personas físicas o constituyendo otra persona jurídica con ese objeto; f) el poder ejecutivo deberá controlar que se establezcan en todo el ambito provincial condiciones de libre competencia donde esta sea posible, asi como arbitrar los medios necesarios para evitar posiciones dominantes del mercado cualquiera sea su forma y cualquiera sea la jurisdicción que haya otorgado las respectivas concesiones; g) las modalidades para velar por la libre competencia, asi como el carácter de empresa controlante o vinculada de alguno de los participantes en las sociedades inversoras y la caracterización de posición dominante de mercado, serán establecidos por la reglamentación. 

Art. 38 A los fines de este capítulo, si las sociedades concesionarias de los servicios de transporte y distribución de la energía eléctrica fueran sociedades por acciones, su capital deberá estar representado por acciones nominativas no endosables. Las excepciones a esta norma seran dispuestas por ley. 

Capítulo X derechos y obligaciones de los usuarios 

Art. 39 Todas las personas físicas o jurídicas que habiten o se encuentren establecidas en el territorio de la provincia, tienen derecho a acceder y recibir el suministro de energía eléctrica de acuerdo con las normas establecidas en la presente ley, las disposiciones reglamentarias y los respectivos contratos de concesión. 

Art. 40 Los usuarios o clientes comprendidos en las distintas áreas de concesión, tienen los siguientes derechos y obligaciones específicos: a) exigir la prestación del servicio conforme a los niveles de calidad establecidos y reclamar resarcimiento en su caso, conforme lo determine la reglamentación; b) recurrir al EPRE ante el incumplimiento de las obligaciones del distribuidor cuando la calidad del servicio que reciben este por debajo de los niveles establecidos en el reglamento técnico de suministro y el distribuidor no hubiese atendido sus reclamos, sin perjuicio del ejercicio de las acciones judiciales que le puedan corresponder; c) ser informados en forma adecuada y con suficiente detalle sobre los servicios que le son prestados a los efectos de poder ejercer sus derechos; d) en el caso de usuarios habilitados para contratar libremente su abastecimiento, celebrar contratos de suministro de energía eléctrica en bloque con un generador, por períodos no inferiores a un año, en cuyo caso deberán informar el plazo y contenido de la contratación al distribuidor respectivo, con la anticipación que establezca el EPRE; e) ser informados con antelación suficiente sobre los cortes de servicios programados; f) conocer el régimen tarifario aprobado y sus sucesivas modificaciones, previo a su aplicación; g) cuestionar fundadamente ante el EPRE, la aplicación del cuadro tarifario; h) recibir las facturas por servicios, con discriminación de todos los cargos y rubros que la integran y con suficiente antelación a su vencimiento; i) denunciar ante el  cualquier comportamiento u omisión del distribuidor o sus agentes vinculados que pudiera afectar sus derechos, perjudicar los servicios o el ambiente, o que considere violatorio de las reglamentaciones o de la presente ley; j) abonar en tiempo y forma los servicios facturados; k) usar exclusivamente las instalaciones del distribuidor de la zona cuando opte por adquirir la energía eléctrica a un generador, excepto cuando, con autorización del Epre, construya sus propias instalaciones de transporte directamente vinculadas con el generador o con el sistema de transporte regional o nacional, con sujeción a lo dispuesto por el inc. D) precedente; l) utilizar la energía eléctrica en forma racional y con destino exclusivo para el cual se requirio el servicio; m) asociarse con otros usuarios para constituir entidades que los representen en la defensa de sus derechos, a cuyo efecto podran ser parte en los procedimientos que instituya el EPRE; n) permitir el acceso a su propiedad, sin reclamo de indemnización o compensación alguna, con el objeto de facilitar la realización de inspecciones, verificaciones técnicas, tareas de mantenimiento o seguridad, etc., dispuestas reglamentariamente; o) comunicar al distribuidor sobre eventuales desperfectos en las instalaciones y cumplir toda otra obligación que establezca la reglamentación; p) intervenir y ser considerado parte interesada, cuando correspondiese, en las audiencias públicas previstas por la ley. 

Art. 41 El distribuidor deberá habilitar oficinas de reclamos y atención a los usuarios dotadas de personal competente en la materia, en las que se atenderan los pedidos de los usuarios, se brindara documentadamente la información requerida, se recibirán y tramitaran los reclamos. 

Art. 42 Los contratos de concesión para la distribución incluiran un reglamento técnico de suministro que regira las relaciones entre usuarios y distribuidores, y que contendra esencialmente, disposiciones en materia de seguridad, normas y procedimientos técnicos, de medición y facturación de los consumos, de control y uso de medidores, de interrupción y reconexión de los suministros, de acceso a inmuebles y de calidad de los servicios prestados. 

Capítulo XI Tarifas 

Art. 43 Los servicios suministrados por los transportistas y distribuidores serán ofrecidos a tarifas justas y razonables, las que se ajustaran a los siguientes principios: a) proveer a los transportistas y distribuidores que administren los servicios de acuerdo a pautas y parametros de gestión internacionalmente aceptados, la posibilidad de obtener ingresos suficientes para satisfacer los costos operativos, de mantenimiento y de expansión de los servicios, los impuestos y una tasa de rentabilidad razonable determinada conforme lo dispuesto en el art. 46 de esta ley. El canon de la concesión a transportistas y distribuidores sera establecido como porcentaje del total de la facturación sin impuestos y el importe que resulte a favor de la provincia, no sera trasladable a los usuarios; b) tener en cuenta las diferencias razonables que existan en el costo entre los distintos tipos de servicios considerando la forma de prestación, ubicacion geográfica y cualquier otra característica que el EPRE califique como relevante; c) en el caso de tarifas de distribuidores, el precio de venta de la energía eléctrica deberá incluir los costos propios de distribución reconocidos al concesionario y un término representativo de los costos de adquisición de la energía eléctrica en el mercado eléctrico mayorista, de manera que las variaciones de este último se reflejen en las tarifas a los respectivos usuarios; d) asegurar el mínimo costo razonable para los usuarios compatible con la seguridad del abastecimiento, la calidad del servicio y el uso racional de la energía; e) los usuarios en condiciones de negociar su propio abastecimiento, que hagan uso de las instalaciones de un concesionario del servicio público de distribución de energía eléctrica para acceder al suministro por parte de otro proveedor, abonaran una tarifa de peaje compuesta por los costos propios de distribución reconocidos al concesionario y utilizados para calcular las tarifas de sus usuarios, los costos de perdidas de potencia y energía pertinentes, asi como también los costos de transporte que el concesionario requiera de otros distribuidores y/o transportistas. 

Art. 44 En ningún caso los costos atribuibles al servicio prestado a una categoría de usuarios podrán ser recuperados mediante tarifas cobradas a usuarios de otra u otras categorías. 

Art. 45 Las tarifas máximas autorizadas a transportistas y distribuidores deberán posibilitar a los concesionarios la obtención de una tasa de rentabilidad, la que deberá ser compatible con el nivel de riesgo que en ese momento caracterice a las actividades de transporte y distribución de energía eléctrica y ser similar a la de otras actividades industriales de riesgo comparable. La documentación técnico económica que fundamente las tarifas deberá considerar una adecuada eficiencia en la prestación del servicio. 

Art. 46 Los contratos de concesión a transportistas y distribuidores incluirán un cuadro tarifario inicial que deberá respetar los siguientes criterios: a) la vigencia del cuadro tarifario no sera superior a cinco años y sera determinada en la reglamentación de la presente ley; b) las bases conceptuales para su diseño y cálculo seran las contenidas en los articulos 43, 44 y 45 de la presente ley; 

Art. 47 Antes del vencimiento del plazo de vigencia del cuadro tarifario inicial, el EPRE establecerá, conforme el mecanismo que determine la reglamentación, sucesivos cuadros tarifarios, los que deberan elaborarse con criterio similar al adoptado para elaborar el cuadro tarifario inicial, con plazo de vigencia que no podra exceder de cinco (5) años, y en los que se tomarán en consideración los cambios de valor de los bienes y/o servicios directamente vinculados a la prestación del servicio y los arts. 43, 44 y 45 de esta ley. Previo a la aprobación de un cuadro tarifario por el Poder Ejecutivo, el EPRE convocará a audiencia publicá. 

Art. 48 Los transportistas y distribuidores aplicarán estrictamente las tarifas aprobadas. Podrán, sin embargo, solicitar al EPRE las modificaciones que considere necesarias, si su pedido se basa en circunstancias objetivas y justificadas. Previa evaluación de tal solicitud de modificación, el EPRE dará inmediata difusión pública a la misma dentro de un plazo de treinta (30) dias y convocará a una audiencia pública en un plazo perentorio, a fin de determinar si el cambio solicitado se ajusta a las disposiciones de esta ley y al interes público. La reglamentación contemplara la modalidad de ajustes menores que no requieran de audiencia pública; en todos los casos los ajustes deberan ser comunicados a las comisiones de obras públicas de ambas camaras legislativas. 

Art. 49 El EPRE deberá expedirse dentro de los noventa (90) días corridos contados a partir de la fecha del pedido de modificación. Si asi no lo hiciere, el concesionario podrá ajustar sus tarifas a los cambios solicitados como si estos hubieran sido efectivamente aprobados. Si las modificaciones no fueran finalmente aprobadas, o si la aprobación fuese solamente parcial, el concesionario debera reintegrar a los usuarios o interesados cualquier diferencia que pueda resultar a favor de estos últimos, con más los intereses devengados, mediante deducción del importe respectivo de la primer factura que deba abonar el usuario, o en caso necesario, de las sucesivas hasta completar su monto, o en la forma que determine la reglamentación. 

Art. 50 Cuando, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o por denuncia de particulares, el EPRE considere que existen motivos razonables para alegar que la tarifa de un transportista o distribuidor es injusta, irrazonable o indebidamente discriminatoria, el EPRE notificará tal circunstancia al transportista o distribuidor, la dará a publicidad y convocará a una audiencia pública con no menos de treinta (30) días de anticipación. En todos los casos, el EPRE resolverá en definitiva lo que corresponda. 

Art. 51 Los valores de reconocimiento de costos a que hace referencia el art. 43 inc. A), serán afectados por coeficientes de eficiencia para inducir a su permanente disminución, a partir del vencimiento del cuadro tarifario inicial. 

Art. 52 El EPRE podrá reglamentar el modo en que los menores o mayores costos en el valor de la energía, que resulten para los distribuidores como producto de su gestión de compra, sean adecuadamente compartidos con los usuarios. 

Capítulo XII Ente Provincial Regulador Eléctrico 

Art. 53 Créase en el ámbito del ministerio de ambiente y obras públicas, el Ente Provincial Regulador Eléctrico (EPRE), el que tendrá autarquía y plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado. Su patrimonio estará constituido por los bienes que se le transfieran y por los que adquiera en el futuro por cualquier título. Tendrá su sede en la ciudad de mendoza. El poder ejecutivo aprobara su estructura orgánica y funcional. 

Art. 54 El EPRE tendrá las siguientes atribuciones y funciones: a) proteger adecuadamente los derechos de los usuarios. b) cumplir y hacer cumplir la presente ley, su reglamentación y disposiciones complementarias, controlando la prestación de los servicios y el cumplimiento de las obligaciones fijadas en los contratos de concesión. La interpretación de las normas, el control del servicio y la fiscalización de las obligaciones, estarán siempre subordinados al principio de protección y mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de la provincia; c) dictar reglamentos a los cuales deberan ajustarse los generadores, transportistas, distribuidores y usuarios de energía eléctrica en materia de seguridad, normas y procedimientos técnicos, de medición y facturación de los consumos, de aptitud, control y uso de medidores, la calidad técnica de los materiales utilizados según las normas nacionales e internacionales, de interrupción y reconexión de los suministros, de acceso a inmuebles de terceros, de calidad de los servicios prestados y de regulación ambiental; asi como efectuar todo tipo de evaluaciones y estudios técnicos y de prospectiva vinculados a la regulación del sector; d) prevenir conductas anticompetitivas, monopólicas o discriminatorias entre los participantes de cada una de las etapas de la industria, incluyendo a generadores y usuarios; e) proponer los cuadros tarifarios de las concesiones de transporte y distribución para su aprobación por el Poder Ejecutivo. Asimismo, ejercer el control del cumplimiento efectivo de las tarifas máximas por parte de los respectivos concesionarios; f) publicar los principios generales que deberán aplicar los transportistas y distribuidores en sus respectivos contratos para asegurar el libre acceso a sus servicios; g) proponer las bases y condiciones técnicas de selección para el otorgamiento de concesiones de generación, transporte y distribución de energía eléctrica; h) asesorar al Poder Ejecutivo sobre el procedimiento para el otorgamiento de una nueva concesión; i) autorizar las servidumbres de electroducto; j) organizar, reglamentar y aplicar el régimen de audiencias públicas previsto en esta ley; el que deberá contemplar su realización en forma local, cuando las circunstancias lo aconsejen ; k) velar por la protección del derecho de propiedad, el ambiente y la seguridad pública en la construcción y operación de los sistemas de generación, transporte y distribución de energía eléctrica, incluyendo el derecho de acceso a las instalaciones de propiedad de generadores, transportistas, distribuidores y usuarios, previa notificación, a efectos de investigar cualquier amenaza real o potencial a la seguridad pública y al ambiente, en la medida que no obste la aplicación de normas específicas; l) promover, ante los tribunales competentes, acciones civiles o penales, incluyendo medidas cautelares, para asegurar el cumplimiento de sus funciones y de los fines de esta ley, su reglamentación y los contratos de concesión; m) reglamentar el procedimiento para la aplicación de las sanciones que correspondan por violación de disposiciones legales, reglamentarias o contractuales, asegurando el principio del debido proceso y solicitar la intervención de la administración de la concesionaria, a los fines previstos por el art. 20, inciso f); n) requerir de los generadores, transportistas y distribuidores los documentos e información necesarios para verificar el cumplimiento de esta ley, su reglamentación y los respectivos contratos de concesión, realizando las inspecciones que al efecto resulten necesarias, con adecuado resguardo de la confidencialidad de información que pueda corresponder; ñ) organizar un registro público, en el que deberán quedar inscriptos y registradas copias autenticas de todos los contratos de concesión, autorizaciones y/o permisos vigentes en el territorio provincial y de todos los contratos a término de compra venta de energía eléctrica que tengan efectos en el territorio provincial. Asimismo deberá prestar el asesoramiento que sea de utilidad para generadores, transportistas, distribuidores y usuarios habilitados para contratar libremente su propio abastecimiento, siempre que ello no perjudique o afecte injustificadamente derechos de terceros; o) aplicar las sanciones previstas en la presente ley, en sus reglamentaciones y en los contratos de concesión, respetando en todos los casos los principios del debido proceso; p) asegurar la publicidad de las decisiones que adopte, incluyendo los antecedentes en base a los cuales fueron tomadas; q) elevar anualmente al Poder Ejecutivo y Poder Legislativo, un informe sobre las actividades del año y sugerencias sobre medidas a adoptar en beneficio del interés público, incluyendo la protección de los usuarios, la preservación del ambiente y el desarrollo de la industria eléctrica; r) delegar en sus funcionarios las atribuciones que considere adecuadas para una eficiente y económica aplicación de la presente ley; s) asistir a los poderes públicos en todas las materias de su competencia y emitir los informes y dictamenes que sean solicitados por los tribunales ordinarios de la provincia, con cargo en su caso; t) intervenir en todo tramite en el que se encuentre involucrada la jurisdicción eléctrica provincial y en todo proyecto que tenga por objeto el establecimiento de centrales nucleares para generación de energía eléctrica, con inmediato conocimiento y comunicación al Poder Ejecutivo y a la H. Legislatura provincial; u) organizar e implementar un procedimiento de seguimiento de la efectivización de los planes de obras e inversiones propuestos por los concesionarios; v) en general, realizar todo otro acto que sea necesario para el mejor cumplimiento de sus funciones y de los fines de esta ley y su reglamentación. 

Art. 55 El EPRE será dirigido y administrado por un directorio integrado por tres (3) miembros, de los cuales uno será su presidente y los restantes, vocales. Contará con un órgano consultivo, integrado por representantes de los municipios, de entidades intermedias de los usuarios y de otros interesados, los que serán seleccionados por procedimiento a establecer en la reglamentación y designados por el Poder Ejecutivo. 

Art. 56 Los miembros del directorio serán seleccionados por concurso público entre personas con antecedentes técnicos y profesionales acreditados en la materia, preferentemente de las ciencias económicas, jurídicas y de la ingeniería, y designados por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del H. Senado de la provincia. El mandato de los tres directores durará seis (6) años, podrá ser renovado en forma indefinida y cesarán en el mismo cada dos (2) años, en forma escalonada. Al designar el primer directorio, el poder ejecutivo establecera la fecha de finalización del mandato del presidente y vocales, para permitir su escalonamiento. Tendrán dedicación exclusiva en su función, alcanzandoles las incompatibilidades fijadas por ley para los funcionarios públicos. A los efectos del acuerdo del h. Senado indicado precedentemente, el mismo se considerara prestado en sentido positivo, si dicho cuerpo no se pronuncia en el termino de treinta (30) días corridos desde la remisión de los respectivos pliegos. 

Art. 57 Para la remoción de los directores, se requerirá acto fundado del poder ejecutivo y se aplicará el procedimiento previsto en el art. 128 inc. 22) de la constitución provincial. 

Art. 58 Ninguno de los miembros del directorio podrá ser propietario ni tener interés alguno, directo ni indirecto, en empresas reconocidas como agentes del mercado eléctrico por el art. 5 de esta ley, ni en sus controladas o controlantes. 

Art. 59 El presidente ejercerá la representación legal del EPRE y en caso de impedimento o ausencia transitorios será reemplazado por el director que se designe a tal efecto. 

Art. 60 El directorio formará quorum con la presencia de dos (2) de sus miembros, uno de los cuales será el presidente o quién lo reemplace y sus resoluciones se adoptarán por mayoría simple. El presidente, o quien lo reemplace, tendrá doble voto en caso de empate. 

Art. 61 Serán funciones del directorio, entre otras: a) aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen la actividad del EPRE; b) dictar el reglamento interno del cuerpo, el que deberá establecer las funciones que se deleguen en el presidente y demás miembros del directorio; c) contratar y remover al personal del EPRE, fijándole sus funciones y condiciones de empleo; d) formular el presupuesto anual de gastos y calculo de recursos, que elevará para su aprobación al Poder Ejecutivo. Una vez aprobado, el Poder Ejecutivo lo remitirá a la H. Legislatura para su conocimiento; e) confeccionar anualmente su memoria y balance, remitiendola a conocimiento del Poder Ejecutivo y la legislatura; f) remitir semestralmente a ambas cámaras de la Honorable Legislatura el detalle de sanciones aplicadas a los agentes de la actividad eléctrica; g) en general, realizar todos los demás actos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones del EPRE y los objetivos de la presente ley. 

Art. 62 El EPRE se regirá en su gestión financiera, patrimonial y contable por las disposiciones de la presente ley y los reglamentos que a tal fin se dicten. Quedará sujeto al control externo que establece el régimen de contralor público. Las relaciones con su personal se regirán por la ley de contrato de trabajo, no siendole de aplicación el régimen jurídico básico de la función pública. 

Art. 63 Los recursos del EPRE se formarán con los siguientes ingresos: a) la tasa de inspección y control que se crea por el articulo siguiente; b) los subsidios, herencias, legados, donaciones o transferencias bajo cualquier título que reciba; c) los demás fondos, bienes o recursos que puedan serle asignados en virtud de las leyes y reglamentaciones aplicables; d) los intereses y beneficios resultantes de la gestión de sus propios fondos; e) los fondos remanentes de gestiones anteriores. F) las partidas presupuestarias que anualmente se destinen para completar, en caso de insuficiencia, los recursos necesarios; 

Art. 64 Las actividades de generación, transporte y distribución sometidas a jurisdicción provincial, asi como todos los usuarios, abonarán una tasa de fiscalización y control de valores porcentuales diferenciados de acuerdo a criterios establecidos en la reglamentación. Los porcentuales de la tasa serán fijados anualmente en el presupuesto que apruebe el Poder Ejecutivo, y en el caso de los usuarios el porcentual deberá ser discriminado en la factura y no podrá superar el uno y medio por ciento (1,5%) de la facturación del servicio eléctrico, sin impuestos. Todos los usuarios abonarán la tasa, con independencia de la jurisdicción donde hayan adquirido la energía; 

Art. 65 La mora por falta de pago de la tasa se producirá de pleno derecho y devengará los intereses punitorios que fije la reglamentación. El certificado de deuda por falta de pago de la tasa expedido por el EPRE habilitará el procedimiento de la vía de apremio prevista por el Código Fiscal de la provincia. 

Art. 66 En sus relaciones con los particulares y con la administración pública, el EPRE se regirá por los procedimientos establecidos en la ley provincial de procedimientos administrativos 3909, con excepción de las materias y procedimientos previstos expresamente por esta ley. 

Art. 67 Toda controversia que se suscite entre generadores, transportistas, distribuidores y usuarios, con motivo de la aplicación del régimen establecido por esta ley, deberá ser sometida en forma previa y obligatoria a la decisión del EPRE. 

Art. 68 Cuando, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o por denuncia, el EPRE considere que cualquier acto de un generador, transportista, distribuidor o usuario es violatorio de la presente ley, de su reglamentación, de las resoluciones dictadas por el o de un contrato de concesión, podrá convocar a una audiencia pública, estando facultado para adoptar aquellas medidas de indole preventiva que fueran necesarias. 

Art. 69 El EPRE convocará a las partes y realizará una audiencia pública, antes de dictar resolución, cuando se trate de cuestiones referidas a conductas contrarias a los principios de libre competencia, o al abuso de situaciones derivadas de un monopolio natural o de una posición dominante en el mercado. 

Art. 70 Las violaciones o incumplimientos de la presente ley y sus normas reglamentarias serán sancionadas con: a) apercibimiento; b) multa de hasta 100.000 mwh al precio vigente en el nodo gran mendoza del mercado eléctrico mayorista, conforme a la escala que determine la reglamentación, en función de la gravedad de la falta cometida y sin perjuicio de la compensación por daños que pudiese reclamar el damnificado. C) decomiso de los elementos utilizados para cometer la contravención o de los bienes, artefactos e instalaciones construidas o ubicadas en contravención. Esta sanción podrá aplicarse como accesoria de la anterior o independientemente de ella y el EPRE, conjuntamente con la autoridad de aplicación, determinaran el destino de dichos bienes, pudiendo al efecto regularizarse la situacion mediante formal concesión, autorización administrativa y/o permiso. D) intervención administrativa a las concesionarias de servicio público, para asegurar la continuidad del mismo; e) caducidad de la concesión, autorización y/o permiso. En los supuestos de multa previstos en el inc. B) precedente, la misma podrá ser impuesta a favor de los usuarios directamente perjudicados, en los tiempos y formas que la reglamentación establezca. En su defecto, serán destinadas al fondo provincial de compensaciones tarifarias. 

Art. 71 Las violaciones o incumplimientos de los contratos de concesión de servicios de transporte o distribución de energía eléctrica serán sancionados con las penalidades previstas en los respectivos contratos de concesión. 

Art. 72 En las acciones de prevención y constatación de contravenciones, asi como para lograr el cumplimiento de las medidas de secuestro y otras que pudieren corresponder, el EPRE estará facultado para requerir el allanamiento de domicilio y auxilio de la fuerza pública ante la jurisdicción competente. 

Art. 73 Contra las resoluciones definitivas del EPRE podrá interponerse el recurso de alzada previsto por los arts. 183/185 de la ley de procedimiento administrativo 3909. 

Capítulo XIII Fondo Provincial Compensador de Tarifas 

Art. 74 Crease el fondo provincial de compensaciones tarifarias (fpct), que se integrara con los siguientes recursos: a) los montos que correspondan a la provincia procedentes del fondo subsidiario para compensaciones regionales de tarifas a usuarios finales, previsto en el inciso b), primer párrafo, del art. 70 de la ley 24065; b) el setenta y cinco por ciento (75%) de los ingresos por canones de las concesiones de distribución de energía eléctrica. A partir del año 2.004 y hasta el año 2.009 inclusive, el porcentaje asignado disminuirá progresivamente hasta el cincuenta por ciento (50%); c) las partidas presupuestarias que anualmente se destinen para completar, en caso de insuficiencia, los recursos necesarios; d) la contribución para compensación de costos eléctricos (ccce), destinada a compensar las diferencias de costos propios de distribución reconocidos entre los distintos concesionarios. Tendrá por objeto que usuarios de características similares de consumo, abonen por el suministro de energía tarifas homogéneas, independientemente de su ubicación geográfica y forma de prestación. Dicha contribución no podrá ser superior al dos y medio por ciento (2,5%) del importe total del servicio eléctrico, sin impuestos. La ccce será pagada por todos los usuarios, con independencia de la jurisdicción donde este adquiera la energía. Este sistema de compensación de costos eléctricos no deberá generar desequilibrios sistemáticos de recursos, por lo que la diferencia en un determinado periodo, se aplicará al periodo siguiente, de acuerdo a la reglamentación; e) las multas que se impongan por la presente ley y otros ingresos que, de acuerdo a la reglamentación, sean afectados a este fondo. 

Art. 75 El fondo provincial de compensaciones tarifarias, se aplicará siguiendo criterios eléctricos, económicos o sociales según el caso, para compensar tarifas conforme lo indique el Poder Ejecutivo y lo apruebe el Poder Legislativo. En todos los casos y cualquiera sea el distribuidor a cargo del servicio, la aplicación de esta compensación deberá realizarse en forma explicita. 

Capítulo XIV Aprovechamientos de Pequeña y Mediana Potencia 

Art. 76 La autoridad de aplicación convocará a todos los interesados a que presenten solicitudes para obtener la concesión para la explotación de emprendimientos hidroeléctricos de hasta veinte mil (20.000 kw) kilovatios de potencia total, poniendo a disposición los estudios que titularice la provincia. 

Art. 77 Las solicitudes se inscribirán en un registro especial, por su orden de presentación y en relación con una fuente de energía determinada. La persona que haya presentado la primera solicitud para utilizar un salto, se denominará iniciador y tendrá la preferencia que acuerda esta ley. 

Art. 78 Presentada e inscripta una solicitud de concesión, la autoridad de aplicación deberá convocar públicamente a todos los interesados en aprovechar el mismo salto, a fin de que presenten sus propuestas. El solicitante iniciador podra igualar las condiciones de la propuesta mas conveniente, en cuyo caso se le otorgara la concesión. La reglamentación establecerá los criterios de conveniencia, entre los cuales figuraran la eficiencia del proyecto, el adelanto en el pago de la regalía hidroeléctrica como así también que el proponente haya contribuido al pago de las obras hídricas que se utilizarán. 

Art. 79 Las concesiones otorgadas bajo el presente régimen promocional serán otorgadas en las siguientes condiciones segun la reglamentación: a) plazo de vigencia: veinte (20) años, prorrogable por otro período igual; b) regalías hidroeléctricas: gozarán de un período de exención de hasta quince (15) años. C) plazo de ejecución: los trabajos de ejecución deberán comenzar dentro de los seis (6) meses de otorgada la concesión y finalizar en el plazo convenido, salvo fuerza mayor, bajo pena de caducidad; d) finalizada la concesión por vencimiento del plazo, el titular sera equiparado al solicitante iniciador en el tramite de la nueva concesión. 

Capítulo XV Disposiciones Complementarias 

Art. 80 Las tasas, impuestos o contribuciones de cualquier naturaleza, actuales o futuras, decididas enjurisdicción nacional, provincial o municipal y que de acuerdo a derecho deban ser puestas al cobro a los usuarios a traves de la factura del servicio eléctrico, deberán ser discriminadas a los mismos en forma expresa y según la reglamentación. 

Art. 81 Derógase la ley 5985 de creación del instituto de política energética (ipe). Facultase al Poder Ejecutivo a transferir al Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, funcionarios y personal que revista en el instituto, asi como los recursos presupuestarios, activos y pasivos afectados a su funcionamiento, adecuando las partidas presupuestarias correspondientes. 

Art. 82 El Poder Ejecutivo, en el ámbito del Ministerio de Ámbiente y Obras Públicas, creará conforme lo establezca la reglamentación un organismo que lo asesorara en la política, prospección y planificación energética. Dicho ente deberá contemplar en su organización, la participación activa de municipios, instituciones académicas y del ámbito privado que actuan en el sector energético provincial, mediante la concertación de convenios en los que deberán contemplarse los aportes específicos de las partes. 

Art. 83 Promulgada la presente ley, se encomienda al poder ejecutivo a: a) realizar todos los actos úitiles y necesarios para constituir el EPRE, designar sus autoridades y aprobar la estructura órganico funcional del mismo. B) coordinar en el ámbito del Ministerio de Ámbiente y Obras Públicas, el funcionamiento del EPRE con otros órganos reguladores de servicios públicos, bajo los criterios de economía de escala, eficiencia en la gestión de áreas administrativas y servicios comunes. C) instruir al directorio de Energía Mendoza Sociedad del estado a sufragar los gastos derivados del normal funcionamiento del EPRE, hasta tanto cuente con recursos propios, de acuerdo con la presente ley. 

Art. 84 Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Dada en el recinto de sesiones de la Honorable Legislatura de la Provincia de Mendoza, a los veintiocho dias del mes de mayo de mil novecientos noventa y siete.

-----------------------------

Proyecto del P.E. de Mendoza para la creación del Ente Único Regulador de los Servicios Públicos.

TITULO I

CREACION DEL

“ENTE REGULADOR UNICO DE SERVICIOS PUBLICOS”

Capítulo I:

De la creación

Artículo 1°: CREACION: Créase, el “ENTE UNICO REGULADOR DE SERVICIOS PUBLICOS”, como ente autárquico del Estado Provincial con plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del Derecho Público y Privado. El Ente, se constituye en tutela del interés público, como un órgano imparcial, con independencia funcional del Poder Concedente  y su vínculo con este último será a través del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas. A todo efecto, el ENTE será  sucesor legal de los Entes fusionados, y de los que se incorporasen en el futuro. Cuando se atribuyan al ENTE funciones de control y/o regulación de otros servicios, el P.E., por decreto, deberá transferir a éste, los recursos afectados al cumplimiento de dichas funciones.- 

Articulo 2°: OBJETO: El Ente tendrá como objeto la tutela, control, fiscalización y regulación de los servicios públicos de agua y electricidad, que se prestan en el marco de las leyes 6.044, 6.497, 6.498 y sus reglamentarias. Quedan comprendidos también, en la precitada jurisdicción, los servicios de transporte público de pasajeros y de cargas. 

En el caso de los servicios públicos concesionados por la Nación, el Ente podrá ejercer todas las facultades de control y fiscalización que le sean delegadas por cualquier vía. El Poder Ejecutivo Provincial y/ o la Legislatura, podrán incluir en la competencia del ente otros servicios públicos provinciales, debiendo preverse, en tal supuesto, los recursos necesarios para el ejercicio de las funciones reguladas.

En todos los casos, el Ente verificará que las funciones delegadas a los Concesionarios, Licenciatarios y/o Permisionarios, sean ejercidas en condiciones tales, que la prestación de los referidos servicios públicos, asegure su generalidad, seguridad, uniformidad, continuidad, regularidad, obligatoriedad, calidad, eficiencia, protección del ambiente y precios justos y razonables.-

Artículo 3°: FUNCIONES: El ENTE ejercerá todas las funciones oportunamente asignadas al EPRE y al EPAS, vinculadas a la tutela, control, fiscalización y regulación, como así también las del Servicio Público de Transporte de Pasajeros y Cargas. A tal fin  contará con las más amplias facultades para reglamentar, en lo pertinente, los servicios precitados, debiendo adecuarlos a las innovaciones tecnológicas y a las situaciones fácticas que se produzcan. Será función primordial del Ente velar y proteger en forma concreta  los derechos de los usuarios de los servicios públicos regulados.- 

Artículo 4°: ORDEN PÚBLICO. La presente ley es de orden público. Ninguna persona puede alegar en contra de la misma, derechos irrevocablemente adquiridos.-

Artículo 5°: ORDEN PÚBLICO AMBIENTAL. Todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que intervengan en la prestación de los servicios regulados en esta ley, están obligadas a cumplir con las normas de preservación y de calidad del ambiente establecidas por la legislación vigente, las que serán consideradas, a todos los efectos previstos en esta ley, de orden público.-

Capítulo II

De la jurisdicción administrativa

Artículo 6°: DE LAS CONTROVERSIAS: Jurisdicción Administrativa.Las controversias que se susciten con motivo de la prestación de los servicios regulados por esta ley, serán sometidas en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del Ente, quien conocerá y resolverá en única instancia administrativa, derogándose en consecuencia el artículo 73 de la ley 6497 y/o cualquier  otra norma que se oponga a la presente. Quedan excluidas las controversias no comprendidas en el Código Procesal Administrativo de la Provincia. La reglamentación determinará los procedimientos correspondientes para el cumplimiento de esta disposición. Contra la decisión definitiva y que cause estado, emanada del Ente, sólo se podrá incoar la acción procesal administrativa.-   

A toda actuación administrativa que se encuentre en trámite, al momento de la promulgación de ésta normativa, le resultará de aplicación, según corresponda, el procedimiento establecido oportunamente para cada uno de los entes fusionados. Las iniciadas con posterioridad, se regirán por el procedimiento establecido en la presente.-

Capítulo III

Del Presidente y el Directorio

Artículo 7°: DIRECCION Y ADMINISTRACION: La dirección y administración del ente único estará a cargo de un directorio integrado por un presidente y dos (2) miembros en calidad de directores. 

Artículo 8°: DESIGNACIÓN: El presidente será designado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del H. Senado de la Provincia. Los Directores, serán seleccionados por concurso entre personas con antecedentes técnicos y profesionales en las materias objeto de regulación, preferentemente de las ciencias de la ingeniería, de la economía y del derecho, los cuales serán nombrados directamente por el P.E..

Artículo 9°: EXCLUSIONES. Quienes ocupen el cargo de Interventor de los Entes Reguladores que se suprimen por la presente ley, a la fecha de su promulgación, no podrán ser considerados como postulantes en el proceso de selección del Directorio del Ente.-

Artículo 10°: CONDICIONES PARA EL EJERCICIO E INCOMPATIBILIDADES. Todos los miembros del Directorio están sujetos a las siguientes prescripciones:

a)
Están alcanzados por las incompatibilidades fijadas por la ley para los funcionarios públicos.

b)
No pueden tener, al momento de su postulación al cargo, ni haber tenido durante los dos años anteriores, vinculación directa ni mediata con los concesionarios, licenciatarios o permisionarios de servicios públicos bajo su control. Tampoco puede tener dicha vinculación hasta dos años después de haber cesado en sus funciones. La violación de esta prohibición implica inhabilidad para desempeñar cualquier cargo público en la Provincia de Mendoza, por diez (10) años;

Artículo 11°: REMUNERACION: La remuneración mensual del presidente y la de los directores no podrá exceder la correspondiente a la del Ministro de Ambiente y Obras Públicas.

Artículo 12°: DURACION: El presidente durará en sus funciones cuatro años. En ningún caso podrán exceder el mandato del Poder Ejecutivo que los designó. Los directores también duraran cuatro años pudiendo ser, una vez vencido el plazo de su mandato, confirmados en el cargo por otro período igual.  

Artículo 13: CESE. CAUSALES. Los miembros del Directorio del ENTE cesan en sus funciones por alguna de las siguientes causas: 

a) Renuncia;

b) Fallecimiento;

c) Incapacidad sobreviniente declarada en sede judicial;

d)
Condena por sentencia firme por delito contra la Administración pública;

e)
Haber incurrido en alguna de las situaciones de incompatibilidad previstas en esta ley.

Artículo 14°: REMOCIÓN: El Presidente podrá  ser removido antes del vencimiento de su mandato, por causa fundada en el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley. Para ello, se requerirá acto motivado del P.E. Se aplicará el procedimiento previsto por el Art. 128 inc. 22) de la Constitución de la Provincia de Mendoza. Los Directores podrán ser removidos mediante decreto del P.E.  

Artículo 15°: FUNCIONES DEL DIRECTORIO: Serán funciones del Directorio, entre otras, y sin perjuicio de las establecidas en las leyes Nro. 6044, 6082, 6497 y sus decretos reglamentarios, las siguientes: 

Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen la actividad de los servicios públicos bajo su regulación y control; 

Formular el presupuesto anual de gastos y cálculo de recursos, y elevarlo al Poder Ejecutivo para su conocimiento, evaluación y aprobación.

Confeccionar un informe anual de gestión, el que será remitido al Poder Ejecutivo para su aprobación y a la H. Legislatura para su conocimiento. Este informe deberá incluir al menos:

   1)Situación actual y perspectivas.

2)Principales logros obtenidos (en función de los criterios de éxito fijados para el período)

3)Principales dificultades ocurridas en el período

4)Criterios de evaluación de éxito para el próximo ejercicio.

5)Detalle de sanciones aplicadas a los prestadores de los servicios públicos bajo su control;

6)Cantidad de reclamos de usuarios presentadas y resueltas.

d) Remitir anualmente a ambas Cámaras de la Honorable Legislatura el detalle de sanciones aplicadas a los prestadores de los servicios públicos bajo su control.

e) Aplicar las sanciones previstas en cada uno de los marcos legales vigentes, de cada uno de los servicios públicos regulados;

f)Coordinar su gestión con los organismos con competencia vinculadas a sus funciones, dentro del ámbito del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas;

g)Convocar cuando lo considere necesario, como mínimo bimestralmente, a los miembros del órgano consultivo;

h)Ejercer el poder de policía en toda la actividad relacionada con los servicios públicos, objeto de regulación provincial.   Ello, frente a cualquier Usuario, como así también, respecto de  personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, nacionales, provinciales o municipales que presten servicios regulados por esta Ley.-

j)Realizar todos los actos necesarios para el cumplimiento de     las funciones y fines a su cargo.-

Artículo 16°: FUNCIONES DEL PRESIDENTE. ATRIBUCIONES: El Presidente del Directorio tendrá las siguientes atribuciones:

a)
ejercer la representación legal del Ente, arbitrando los medios para el cumplimiento de las resoluciones del Directorio.

b)
convocar y presidir las sesiones del Directorio, en la forma y condiciones que determine el reglamento correspondiente;

c)
autorizar los movimientos de fondos del Ente;

d)
adoptar las medidas urgentes de competencia del directorio, necesarias para el cumplimiento de la presente ley, en los casos que no admitan dilación. Deberá informar y dar cuenta al Directorio, en la reunión inmediata posterior, de las medidas adoptadas, debiendo este cuerpo darles el correspondiente tratamiento;

e)
ejercer el poder jerárquico y disciplinario sobre el personal del organismo;

ejercer todas aquellas funciones que le asigne el Directorio.

Artículo 17°: QUÓRUM El Directorio, para funcionar requerirá un quórum de dos de sus miembros, uno de los cuales deberá ser el Presidente o quien lo reemplace. Sus resoluciones se adoptarán por simple mayoría. En caso de empate, el presidente o su reemplazante tendrá doble voto. 

Artículo 18°: VICEPRESIDENTE. En su primera reunión, el Directorio procederá a designar, de entre sus miembros, a un  Vicepresidente por el término de un año, el cual reemplazará al Presidente en caso de ausencia o enfermedad.

Artículo 19°: UTILIDAD PÚBLICA. EXPROPIACIÓN. SUJETO EXPROPIANTE. Declárase de utilidad pública y sujetos a expropiación, constitución de servidumbre y/o sujeto a ocupación temporaria, de acuerdo con la Ley de Expropiaciones de la Provincia (Decreto-Ley N°. 1447/95), los bienes de cualquier naturaleza, obras, instalaciones y construcciones, de cuyo dominio, uso u ocupación fuera necesario disponer para el cumplimiento de los fines de la presente ley, y en especial para el normal desarrollo o funcionamiento de los servicios regulados. Corresponderá al Directorio del ENTE la determinación de los bienes a afectarse, de acuerdo a los parámetros establecidos en el presente artículo. Asumirá la condición de sujeto expropiante el concesionario o aquel que tenga a su cargo la prestación del respectivo servicio público Todo ello sin perjuicio de lo establecido por la ley 5.518, para el caso de servidumbre administrativa de electroducto.-

Capítulo IV

Estructura orgánica funcional.

Recursos Humanos.

Artículo 20°: PERIODO DE TRANSICIÓN. Facúltase en forma transitoria a la Autoridad de Aplicación, a los interventores de los organismos a fusionarse, mediante resolución conjunta y/o al Directorio del nuevo ENTE, una vez constituido, a aprobar la  estructura orgánico funcional del Ente. A este efecto, y como parte del proceso de transformación dispuesto, también se encontrarán facultados a promover la formación de empresas integradas por el personal que eventualmente no se integre a la estructura orgánico funcional del ENTE, con el objeto de brindar servicios tercerizados al mismo ENTE. Las empresas que se formaran en el carácter aludido tendrán preferencia para la contratación de sus servicios;

Dicha estructura podrá ser modificada por Resolución del Directorio. 

Artículo 21°: TRANSFERENCIA DE PERSONAL. Transfiérase al ENTE creado por la presente ley el personal que preste funciones en el EPAS y en el EPRE dentro del régimen laboral que tengan vigente, el que se incorporará a la estructura orgánico funcional prevista en el artículo anterior. 

Artículo 22°: A los efectos del goce de la licencia anual ordinaria, de la antigüedad laboral,  y de las indemnizaciones por despido, se le mantendrá al personal transferido del EPRE  y del  EPAS los derechos ya reconocidos. Con relación al personal que se incorpore, proveniente de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, se aplicarán las disposiciones del artículo 21 de la presente ley. 

Artículo 23°: El Directorio, en la asignación de las misiones y funciones de la estructura orgánico funcional del Ente, deberá prever las exigencias de calidad y especialización técnica requerida en sus acciones, las cuales deberán ser compatibles con criterios y modalidades de ejecución eficientes y con economía de escala. A tal efecto, deberá adoptar todos los recaudos útiles y necesarios y, en su caso, contar con asesoramiento calificado en materia de su incumbencia.

Artículo 24°: Con respecto al personal de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, el Ministerio de Ambiente y Obras Públicas instrumentará la política de personal a implementar, de conformidad con las siguientes alternativas: a) Incorporación al ENTE, con la situación escalafonaria que registran, dentro del régimen de empleo público, por un período de dos años. Esta incorporación se hará previo concurso y condicionada a las necesidades de personal que indiquen las autoridades del ENTE. Transcurridos los dos primeros años, el personal que elija continuar en el ENTE, pasará automáticamente a regirse por la ley de contrato de trabajo, debiendo suscribir a tal fin los convenios correspondientes para el cambio de régimen laboral; b) Quienes no superen el concurso inicial, no sean seleccionados por las autoridades del ENTE o manifiesten su voluntad de no incorporarse al ENTE y quienes al final de los dos años opten por continuar con el régimen de empleo publico, podrán solicitar la reubicación en otras dependencias, dentro del ámbito de la Administración Pública Provincial; c) Incorporación al Ente bajo el régimen de la Ley de Contrato de Trabajo y con el Régimen Orgánico Funcional establecido para el Ente. Esta incorporación se hará previo concurso y condicionada a las necesidades de personal que indiquen las autoridades del ENTE. d)Sistema de retiro anticipado, de carácter voluntario de conformidad con las disposiciones del artículo 31 de la ley 6.921 de Reforma del Estado y la reglamentación pertinente. 

La Autoridad de Aplicación reglamentará las formas y condiciones para el cumplimiento de estas alternativas.

Articulo 25°: Las relaciones del Ente con el personal, se regirán por la ley de contrato de trabajo, no siéndole de aplicación el régimen jurídico del estatuto del empleado publico, salvo, en forma transitoria, y con el alcance que se establece en la presente ley, respecto del personal que se incorpore de la Dirección de Vías y Medios de transporte de la Provincia.-

Capítulo V

De los derechos de los usuarios 

Del Organo consultivo.

Formas de participación de los usuarios 

Artículo 26°: DERECHOS DE LOS USUARIOS: Todos los usuarios de los servicios públicos gozan de los siguientes derechos: 

a)
Exigir la prestación de los servicios de acuerdo a los ni                  veles de calidad y eficiencia establecidos en los contratos o títulos habilitantes que reglamentan la  prestación de los respectivo servicios, y la que el Ente creado por la presente ley dicte, según corresponda, a dichos efectos.

b)
Recibir información general en forma útil, precisa y oportuna sobre los servicios ofrecidos por el prestador, para el ejercicio adecuado de sus derechos.

c)
Efectuar reclamos ante el prestador por deficiencias del servicio.

d)
Exigir al prestador que haga conocer con antelación el régimen tarifario aprobado y sus modificaciones vigentes. 

La presente enumeración es meramente enunciativa y de manera alguna taxativa. 

Artículo 27°: ORGANO CONSULTIVO: El Ente contará con un órgano consultivo integrado por representantes de los municipios, de entidades intermedias de los usuarios, cámaras empresariales, universidades, de otros interesados y especialistas del área, los que serán seleccionados por procedimiento a establecer en la reglamentación y designados, con carácter ad-honorem, por el Poder Ejecutivo. 

Artículo 28°: LAS FUNCIONES: Serán las siguientes:

Canalizar la opinión  de la comunidad a través de las entidades representadas y todas las que surjan en cumplimiento de los objetivos de las Leyes específicas de los servicios públicos regulados por el Ente.

Emitir asesoramiento no vinculante al Directorio o a su Presidente, sobre las materias que éste someta a su consideración, y en especial:

1)Propuestas de modificación en los regímenes y/o cuadros tarifarios.

2)Propuestas de modificaciones en los Planes de expansión de los servicios.

3)Propuestas de modificaciones a las normas de calidad de servicios.

 4)Propuestas de modificaciones en el Reglamento      de Suministro, y/o regímenes de atención y reclamos de los usuarios.

 El Órgano Consultivo podrá pronunciarse sobre cualquier tema que estime conveniente para la defensa de los intereses de los usuarios, enviando su opinión fundada a conocimiento del Directorio.

c)Requerir del Directorio, cuando haya causas que así lo ameriten:

1)
Las resoluciones, disposiciones, etc. que emanen de las autoridades del organismo, en cumplimiento de sus funciones.

2)
El libro de actas o equivalente, de las reuniones del Directorio.

3)
Estudios técnicos, económicos y/o jurídicos realizados por el organismo.

4)
El registro y estado de situación de los reclamos de los usuarios.

Cualquier expediente interno del Ente, que sea solicitado por el cuerpo, con idénticas restricciones de confidencialidad y similares, establecidas para el Ente por la reglamentación vigente.

d)Solicitar se aplique el procedimiento de audiencia pública cuando corresponda según la reglamentación, la cual deberá contemplar la participación del órgano consultivo en las mismas.

Artículo 29°: REPRESENTANTE. FINANCIAMIENTO: El Órgano Consultivo podrá designar un representante para asistir a las reuniones del Directorio con voz y sin voto, cuando se traten temas relacionados con su ámbito de incumbencia. Será obligación del designado sostener la posición del Órgano Consultivo en el Directorio del organismo, debiéndose dejar constancia de su intervención en el acta de Directorio respectiva. El Organo Consultivo contará con una asignación presupuestaria para favorecer el efectivo cumplimiento de sus funciones. A tal fin, en el presupuesto anual, el Ente podrá realizar una asignación de hasta el uno por ciento de su presupuesto, conforme las necesidades operativas que sugiera dicho Organo. En caso de estimarlas pertinentes, el Ente las incluirá en su Presupuesto anual. En todos los casos las erogaciones así realizadas, deberán  cumplir con las normas de control  establecidas en el capítulo VIII. de la presente ley. 

Capítulo VI

De la Audiencia Pública

Artículo 30°: AUDIENCIA PÚBLICA. En las situaciones previstas en el presente capítulo, el ENTE podrá convocar a Audiencia Pública a las partes interesadas, a los usuarios de los respectivos servicios, y a la población en general. La convocatoria indicará el tema, el día y el lugar de reunión y se efectuará mediante edictos a publicarse en el Boletín Oficial y en un diario de amplia circulación general en la Provincia. Los edictos deberán publicarse por lo menos con CINCO (5) días de anticipación a la fecha prevista para la audiencia.

Articulo 31°: CONVOCATORIA. PROCEDIMIENTO. La Audiencia Pública será convocada en la forma, modo, y con los efectos previstos en las leyes y marcos regulatorios vigentes para cada uno de los servicios. Además, podrá ser convocada, por resolución fundada del ENTE, cuando la gravedad de la situación así lo requiera. El ENTE dictará las normas de procedimiento con sujeción a las cuales se realizarán las Audiencias Públicas.   

Artículo 32°: CONCLUSIONES. Las opiniones vertidas por las partes en la Audiencia Pública, tendrán carácter consultivo y no vinculante para la toma de decisiones.

Artículo 33°: DEFENSOR DEL USUARIO. En forma previa a la Audiencia Pública deberá designarse como parte necesaria al Defensor del Usuario, que será nombrado por el órgano consultivo establecido por la presente ley. En caso que este órgano no lo hiciera, en los plazos que establezca la reglamentación, el ENTE designará de oficio al mismo. Su función estará limitada a su participación en la Audiencia Pública para la que fue designado.

Capítulo VII

De los Recursos

Artículo 34°: PATRIMONIO DEL ENTE. Su patrimonio estará integrado por los bienes que al momento de la promulgación de la presente ley  sean propiedad de los entes fusionados, y por los que adquiera en el futuro por cualquier título, de conformidad a lo prescripto por la normativa vigente. 

Artículo 35°: CONFORMACIÓN: Los recursos del ENTE se formarán con los siguientes ingresos: 

Las tasas de inspección, control y sostenimiento vigentes, por las normas específicas para cada uno de los servicios regulados, y las de cualquier naturaleza, existentes, y/o las que se establezcan en el futuro, para los servicios que se incorporen al control del ENTE;

Los subsidios, herencias, legados, donaciones o transferencias que bajo cualquier titulo reciba;

Los demás fondos, bienes o recursos que puedan serle asignados en virtud de las Leyes especiales; 

El producido de multas y decomisos de conformidad con las leyes y marcos regulatorios de cada uno de los servicios;

Los intereses y beneficios resultantes de la gestión de sus propios fondos; 

Los fondos remanentes de gestiones anteriores. 

Los aportes que el Estado Provincial considere pertinente.

En ningún caso podrán afectarse los recursos a funciones ajenas al objeto del ENTE.-

Capítulo VIII

Del Régimen Contable y de Contrataciones

Artículo 36°: GESTION FINANCIERA. El ENTE se regirá en su gestión financiera, patrimonial y contable por las disposiciones de la presente ley y los reglamentos que a tal efecto dicte su Directorio. Quedará sujeto al control externo que establece el régimen de contralor público, con los límites establecidos por esa norma.

Artículo 37°: PRESUPUESTO: El presupuesto anual del ENTE, será elevado al Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, para su conocimiento. Igual procedimiento se seguirá, para las ampliaciones complementarias, a las que oportunamente se diere trámite.

Artículo 38°: RÉGIMEN PATRIMONIAL. CONTRATACIONES. El Directorio del ENTE aprobará su propio régimen de contrataciones, no siendo en consecuencia de aplicación el Título III, Capítulo II de la Ley 3799 y sus complementarias. 

Artículo 39°: GESTIÓN FINANCIERA Y CONTABLE. En lo relativo a la gestión financiera, contable y patrimonial, será de aplicación el Derecho Público Provincial.

Artículo 40°: TRIBUNAL DE CUENTAS. El ENTE, rendirá anualmente cuentas de los dineros que hubiera invertido, desembolsado o percibido, ante el Tribunal de Cuentas de la Provincia, conforme los procedimientos, y con los límites establecidos en la presente ley. Todo de acuerdo con lo dispuesto por los Artículos 181 a 185 de la Constitución de Mendoza.  

Artículo 41°: DELEGACIONES: El ENTE podrá crear delegaciones, en los lugares que considere necesario, en todo el ámbito de la Provincia de Mendoza. Podrá celebrar, a tal fin, convenios con los respectivos municipios, a los efectos de posibilitar el eficiente cumplimiento de los fines establecidos en la presente ley.  

Capítulo IX

Del Procedimiento de los Reclamos

Artículo 42°: RECLAMOS PROCEDIMIENTO. ETAPAS. RESOLUCIONES.   El reclamo que ingrese al ENTE por parte del usuario, deberá ser fundado, acompañando toda la prueba que haga a su petición. Ingresará por mesa de entradas y dentro de las veinticuatro horas, ésta lo entregará al Instructor Sumariante designado por el Directorio. Este, deberá examinar el reclamo y si estimara que el mismo es pertinente, dará vista al Operador, Concesionario, Permisionario o Prestatario, por el plazo de cinco días hábiles. En su caso podrá solicitar, como medida de mejor proveer, otros medios de prueba. La causa se podrá abrir a prueba por cinco días. Dicho período deberá ser común a ambas partes, procediéndose a su sustanciación. El Operador, Concesionario, Permisionario o Prestatario, podrá aceptar expresa o tácitamente el reclamo formulado por el usuario o rechazarlo, por escrito debidamente fundado, debiendo acompañar toda la prueba pertinente al caso. Finalizada la sustanciación, el expediente quedará en estado de resolver. El Instructor emitirá resolución pertinente. Contra dicha resolución, podrán las partes, interponer Recurso de Reconsideración o Revocatoria, ante el mismo instructor, dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde que fue notificada por cédula la resolución recurrida, debiendo ser fundado y por escrito. El instructor podrá mediante Resolución acoger o no el Recurso, aceptando o rechazando el mismo. Contra esta Resolución podrán, las partes, interponer Recurso Jerárquico ante el Directorio del ENTE, debiendo ser fundado y por escrito. Las Resoluciones del Directorio se notificarán por cédula a las partes. Se aplicará supletoriamente la Ley 3.909 de Procedimiento Administrativo de Mendoza. El presente procedimiento será aplicable a todos los reclamos que ingresen al ENTE UNICO, siempre y cuando no se contraponga con reglamentaciones específicas, para cada sector, ya vigentes.

Artículo 43°: IMPLEMENTACION: Facúltese al Poder Ejecutivo para implementar todas las medidas necesarias para asegurar el pleno funcionamiento del ENTE creado, en un término máximo de noventa  días hábiles, contados desde la publicación de la presente Ley.

Artículo 44°: COMPETENCIA: El Ente tendrá la misma esfera de competencia que le otorgaran tanto las leyes como los respectivos marcos que, antes de la sanción de la presente, regían para el EPAS y para EPRE como así también las que en el futuro se dicte para la concesión de los Servicios de Transporte Público de Pasajeros y de cargas.

Artículo 45°: VIGENCIA: Las leyes n° 6044, 6082, 6497, 6498, sus modificatorias y sus marcos regulatorios, decretos n° 196, 197, 867/94, 2223/94 modificado por el 911/95, mantienen su vigencia siempre y cuando no se opongan a la presente. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley el Ente Único Regulador de Servicios Públicos, será considerado, a todo efecto, sucesor legal del Ente Provincial del Agua y de Saneamiento, Ente Provincial de Regulación Eléctrica y la Dirección de Vías y Medios de Transporte y/o el Ente Unico Regulador del Transporte Público de Pasajeros y de Cargas que en su caso le suceda.

Capítulo X

De la Intervención Provisoria y Definitiva

Artículo 46°: INTERVENCIÓN PROVISORIA: Cuando se constaten incumplimientos de obligaciones legales y/o contractuales que importen irregularidad en las condiciones de prestación de los servicios o que pongan en riesgo la continuidad, regularidad, generalidad, seguridad, uniformidad, obligatoriedad, calidad, eficiencia de los mismos, el Ente, sin perjuicio de las sanciones que pudieren corresponder, velando por la adecuada protección de la salud pública y del medio ambiente, podrá ordenar la intervención administrativa provisoria del Concesionario, empresa o entidad prestataria o de explotación del servicio, como medida urgente, por un plazo máximo de ciento ochenta (180) días corridos. 

Articulo 47º: INTERVENCIÓN DEFINITIVA: Si transcurridos los plazos más arriba indicados continuare la irregularidad, se solicitará al Poder Concedente la intervención definitiva del mismo. 

Artículo 48º: USO FUERZA PUBLICA:  El Ente estará facultado a requerir el auxilio de la fuerza pública a los fines de cumplir y hacer cumplir con las funciones y atribuciones establecidas en la presente ley.

Capítulo XI

Sanciones y Procedimiento

ARTICULO 49º: SANCIONES. El Ente se encuentra facultado para aplicar las sanciones previstas en las leyes vigentes, los respectivos marcos regulatorios, los contratos de concesión y las resoluciones que con anterioridad hubiesen emanado de los organismos que por la presente ley se fusionan. Para la aplicaciones de las sanciones indicadas en este artículo, se seguirá el procedimiento fijado en las respectivas normativas. 

Capítulo XII

Orden de Prelación

Artículo 50º: NORMATIVA APLICABLE: Las normas aplicables serán en el orden de prelación que se indica:

La presente ley.

Las leyes 6.044; 6.082, 6.410; 6.497; 6.498; y sus respectivas modificatorias y reglamentarias. 

Los pertinentes Marcos Regulatorios.

Los respectivos Contratos de Concesión y sus Anexos, si los hubiere.

Las normas que hayan emanado de cada uno de los Entes a fusionarse, las dictadas por la Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia y las que en el futuro se establezcan por parte del Ente que por esta ley se crea.

Las normas legales y reglamentarias vigentes que sean de aplicación directa o indirecta al objeto de la concesión, en especial las de protección ambiental.

Artículo 51º: CASOS NO PREVISTOS: El Ente resolverá fundadamente aquellos casos que, por sus características singulares, requiriesen un tratamiento especial o bien no hubiesen sido previstos en la presente ley y en las que se encontraran vigentes.

Articulo 52º: SUPRESION: Suprímanse el EPRE creado por Ley Nº. 6497 y el EPAS creado por Ley Nº. 6044, atribuyéndose todas sus funciones al ENTE creado por el artículo segundo, el que se regirá por las leyes referenciadas, los marcos regulatorios vigentes y los respectivos contratos de concesión.  

TÍTULO  II

TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS Y DE CARGAS

Capítulo I

Disposiciones Generales y 

Marco Regulatorio de la Actividad

Artículo 53°: COMPETENCIA. Declárase de competencia provincial, y sujetas a las disposiciones de la presente ley, a todas las actividades que se desarrollen en el ámbito del territorio de la Provincia de Mendoza, vinculadas al Transporte Público de Pasajeros, masivo e individual, en todas sus formas, y al Transporte de cargas.-

Artículo 54°: OBJETO. Constituye el objeto de la presente ley, la administración del proceso de regulación del Transporte Público de Pasajeros, masivo e individual, en todas sus formas, y el Transporte de Cargas; y el control de la operación del sistema, en el ámbito de la Provincia y de las competencias que le son propias al Estado Provincial, como servicio público esencial para el desarrollo humano y económico de la Provincia de Mendoza.-

Artículo 55°: POLÍTICA GENERAL. La Política general del Transporte Público de Pasajeros y de cargas, en el ámbito de la jurisdicción provincial se encuentra a cargo del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, y sus objetivos son:

Satisfacer el interés general y el bien común en materia de Transporte Público de Pasajeros, en todas sus modalidades, masivo, individual, automotor, ferroviario, tranviario, etc., y de Transporte de Cargas, en forma armónica con el desarrollo humano y económico, demográfico y sustentable de la Provincia, respetando las características regionales y locales que permita la participación municipal.-

Proteger los intereses de los usuarios, promoviendo la participación de los mismos en la fiscalización y control del sistema, a través del Consejo Consultivo y las Audiencias Públicas.-

Garantizar que el servicio público de transporte de pasajeros, en todas sus formas, y el Transporte de Cargas se brinde sin preferencias ni discriminación alguna.-

Asegurar la operación, confiabilidad, libre acceso, no discriminación, higiene, seguridad, y uso generalizado y complementariedad en el Transporte Público de Pasajeros y en el Transporte de Cargas.-

Asegurar la continuidad, regularidad, igualdad y generalidad de los servicios, a través de la regulación de los servicios de transporte público de pasajeros, realizando los estudios pertinentes para que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la autoridad de aplicación, pueda establecer tarifas justas y razonables, y tender a la mejor calidad en las prestaciones.-

Asegurar a los usuarios un servicio público eficiente en el corto, mediano y largo plazo, en condiciones de calidad y precios competitivos, que permita la innovación tecnológica y asegurando la competencia donde ésta sea posible, promoviendo las inversiones de riesgo a tal fin.-

Integrar el sistema público de transporte de modo tal que permita satisfacer las necesidades presentes y futuras de los usuarios, buscando la incentivación para que las inversiones sean compatibles con soluciones futuras e innovativas por parte del sector privado o público, si correspondiere, o complementarlo entre ambos.-

Preservar adecuadamente el ambiente, a cuyo fin se deberán crear soluciones alternativas de transporte no contaminante, aprovechando la infraestructura ociosa existente en la Provincia en materia ferroviaria.-

Artículo 56°: Compete al Ente disponer lo necesario para que los servicios actualmente existentes, y los que se establezcan en el futuro, de jurisdicción provincial, se presten en los niveles de calidad exigibles, con protección del medio ambiente y de los recursos naturales, y con arreglo a las tarifas debidamente aprobadas, todo ello en el marco de la presente ley.-

Le corresponde, además, disponer la extensión y modificación del servicio público regulado en la presente ley, en los lugares donde éste no exista, o sea necesario introducir modificaciones, con niveles de calidad y de protección ambiental y de los recursos naturales.-

Le compete proteger el interés de los usuarios y velar por el mantenimiento del equilibrio entre las necesidades económicas y financieras de las concesionarias, licenciatarias, permisionarias y autorizadas prestadoras, como asimismo por la expansión y conservación del servicio público regulado, con niveles de calidad permanentes y el acceso de los usuarios a las prestaciones propias de cada una de las modalidades del servicio público regulado en la presente ley.-

Deberá controlar para que tal prestación se realice conforme a los caracteres de regularidad, uniformidad, generalidad y obligatoriedad, y conforme a las estipulaciones contractuales.-

Ejercerá  el poder de policía referido al servicio, incluido el necesario para evitar la agresión al medio ambiente y a los recursos naturales, todo ello con arreglo al ordenamiento general y dictando los reglamentos que fueren menester, ejerciendo el control del cumplimiento de los mismos, y sancionando su incumplimiento.-

Artículo 57°: La Dirección de Vías y Medios de Transporte dependiente del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas (M.A. y O.P.) se disuelve, y todas sus funciones se transfieren al Ente; al igual que todos los bienes y útiles de que estaba dotada para su funcionamiento. Todas las facultades conferidas por la Ley 6082 y su Decreto Reglamentario N°. 867/94, y por el Decreto N°. 752/97 y sus modificaciones, a la Dirección de Transporte, o a la Dirección de Vías y Medios de Transporte, se transfieren al Ente que se crea por la presente ley.-

Artículo 58°: OBJETIVOS EN MATERIA DE TRANSPORTE. Para la fiscalización y control del transporte público de pasajeros y de Cargas, a cargo del Ente, fíjanse los siguientes objetivos: a) Proteger los derechos de los usuarios, y velar por el bien común en materia de transporte; b) Promover la competitividad en los mercados de las modalidades del transporte comprendidas en la presente ley; c) Lograr mayor seguridad, mejor operación, confiabilidad, igualdad y uso generalizado del sistema de transporte automotor y ferroviario de pasajeros y de cargas, asegurando un adecuado desenvolvimiento en todas sus modalidades.-

Artículo 59°: FACULTADES. Para el cumplimiento de sus fines, el Ente tendrá funciones de regulación, fiscalización y control administrativo y técnico, del Servicio de Transporte Público, masivo e individual, en todas sus formas, y el Transporte de Cargas, conforme a la normativa aplicable vigente y las políticas del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas de la Provincia de Mendoza, para el sector. Entre otras, tendrá las siguientes facultades, las que se enumeran con carácter meramente enunciativo, sin perjuicio de las facultades implícitas propias de la actividad que se encomienda al Ente:

Aplicar y hacer cumplir la Ley de Tránsito y Transporte de Mendoza, su Decreto Reglamentario y demás normas reglamentarias vigentes en materia de transporte público de pasajeros, tanto masivo como individual, y de cargas, y las disposiciones de la presente ley.

Fiscalizar las actividades de las empresas concesionarias de transporte automotor y ferroviario, licenciatarias, y permisionarias, en todos los aspectos vinculados con la prestación de los servicios.

Fijar las normas a las que deberán ajustarse los prestadores de estos servicios, en sus regímenes de costos y/o contables, con el objeto de establecer un sistema normalizado que facilite la confección de la información que deberán suministrar al Ente, y el control e inspección de las cuentas que este último está facultado para realizar en cualquier momento. 

Dictar todas las normas reglamentarias necesarias, referidas a aspectos técnicos, operativos, funcionales y de cualquier otra naturaleza, para asegurar el cumplimiento de los servicios y la calidad, eficiencia, salubridad, continuidad y seguridad de las prestaciones propias del servicio de transporte público de pasajeros y de cargas.-

Asesorar al Poder concedente (M.A. y O.P.) para la fijación de los valores tarifarios de los servicios de su competencia.-

Otorgar autorizaciones de operaciones de nuevos recorridos y establecimiento de paradas, las que, previo a su implementación, deberán ser publicadas ampliamente.

Velar por el cumplimiento de los contratos de concesión, licencias, permisos y autorizaciones.

Supervisar la calidad técnica del servicio y la seguridad de los vehículos, por sí o por terceros.

Realizar auditorías y controles técnicos para determinar la observancia de las tarifas, y la razonabilidad de los costos de funcionamiento. 

Establecer pautas básicas acerca de las fuentes a las cuales podrán recurrir los prestadores de los servicios previstos en la presente ley para obtener recursos financieros, y tomar conocimiento previo de las tratativas que los prestadores inicien para la obtención de dichos recursos financieros.

Solicitar información y documentación necesaria a los prestadores de transporte para verificar y evaluar el desempeño del sistema de transporte y el mejor cumplimiento de la fiscalización encomendada, con adecuado resguardo de la confidencialidad de la información que pueda obtener.

Otorgar autorización previa para las transferencias de capital, y de las condiciones en que se hagan, como así también de las nuevas emisiones de títulos, obligaciones negociables, debentures, y operaciones de crédito de magnitud, de los prestadores de los servicios comprendidos en esta Ley. Los prestadores deberán informar al Ente la celebración de acuerdos entre accionistas; y obtener la autorización previa de éste para proceder a la transferencia de acciones que puedan originar situaciones de cambio en el control societario de las empresas.

Controlar la identidad de los  titulares de las prestadoras, las que deberán, en consecuencia, obtener la autorización previa del Ente para proceder a la venta, fusión o cualquier otra alteración del status de la empresa, que pueda afectar el control y la prestación del servicio.

Aplicar las sanciones previstas en la presente ley, y en las distintas normas legales vigentes en materia de transporte y las penalidades fijadas en los contratos de concesión, en caso de incumplimiento de las condiciones allí establecidas, y, en su caso, aconsejar la declaración de la caducidad de las concesiones al M.A. y O.P.; y proceder a la revocación de los permisos, autorizaciones, habilitaciones, y licencias. 

Proveer toda la información y asesoramiento que le solicite el Ministerio de Ambiente y Obras Públicas referente a: 

La determinación de las bases y condiciones de selección para el otorgamiento de nuevas concesiones o nuevos permisos de los servicios públicos de su competencia; y de los llamados para participar en procedimientos de selección para la cobertura de servicios públicos de transporte de pasajeros, por automotor, en todas sus formas, o ferroviario.-

Los proyectos de llamados a licitación para otorgar en concesión los sectores de la red ferroviaria existente en la Provincia cuya explotación no hubiera sido aún concedida, o que habiéndolo sido, las respectivas concesiones estuvieran próximas a culminar o en situación de caducar.

Además, deberá proporcionar toda la información que el Ministerio de Ambiente y Obras Públicas le requiera, sobre cualquiera de los aspectos vinculados a la gestión del Ente que se crea por esta ley.-

Resolver, en instancia administrativa los conflictos que se planteen entre las partes interesadas del sector, emitiendo resoluciones que serán de cumplimiento obligatorio. En caso de incumplimiento el Ente podrá requerir por ante los Tribunales Civiles de la Provincia el cumplimiento compulsivo. En caso de que el acto sea recurrido por ante otra instancia, el recurso tendrá efecto devolutivo, y en ningún caso suspensivo.

Asesorar y colaborar con el M.A. y O.P. en el proceso de preparación y redacción de los pliegos de licitaciones para el otorgamiento de concesiones del transporte público de pasajeros en cualquiera de sus formas.-

Organizar y llevar a cabo las licitaciones para el otorgamiento de licencias, permisos y habilitaciones.

Velar, dentro del alcance de sus funciones, por la protección del medio ambiente y la seguridad pública.

Promover ante los Tribunales competentes, las acciones administrativas, civiles o penales, incluyendo las medidas cautelares, para asegurar el cumplimiento de sus funciones y los fines establecidos en la presente ley. Podrá celebrar convenios para el cumplimiento de sus fines, y a todos los efectos legales que corresponda, acuerdos judiciales o extrajudiciales y transacciones. Podrá celebrar convenios con las autoridades nacionales, de otras provincias, municipales, o internacionales, en lo relativo al transporte público de pasajeros; para fines de utilidad común, y con miras a propender al mejoramiento y optimización del sistema de transporte público y privado de pasajeros, en todas sus formas, en su conjunto.

Percibir y fiscalizar el cobro de las tasas, derechos y aranceles en materia de transporte automotor de pasajeros y de cargas.

Adoptar todas las medidas necesarias para asegurar la continuidad, regularidad, igualdad, generalidad y eficacia del servicio, propendiendo a brindar un adecuado marco de participación de los usuarios y demás interesados.

Llevar una base de datos con inventarios actualizados de concesionarios, licenciatarios y permisionarios, y del parque móvil afectado a los distintos servicios, que deberá contener, como mínimo, los datos completos del vehículo, titulares, estado de dominio, gravámenes, transferencias, y demás datos relevantes. Además, deberá llevar un registro de infractores en el que estén incluidos tanto los infractores a las normas de la presente ley, como los infractores a las normas de la legislación y normativa general vigente en materia de Tránsito y Transporte. Establecer una vinculación permanente con el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, con el objeto de impedir la transferencia de vehículos sin la previa emisión del comprobante de libre deuda por parte del Ente.-

Informar anualmente al Ministerio de Ambiente y Obras Públicas y a la Legislatura de la Provincia sobre la marcha del servicio público regulado en la presente, sugiriendo las modificaciones que fuere menester introducir para una mejor prestación de los mismos, o la protección del interés público, debiendo publicar tales informes;

Realizar auditorías para verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y contractuales por parte de las Empresas que tienen a su cargo los Talleres encargados de la Revisión Técnica Obligatoria de los vehículos de transporte público de pasajeros en todas sus formas, y de transporte de cargas;

Autorizar previamente y controlar los planes de inversión en obras e infraestructura que deban realizar por ley o por contrato los prestadores de los servicios comprendidos en la presente ley;

Requerir a la Subsecretaría de Trabajo y Seguridad Social de la Provincia de Mendoza, la realización de controles para fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones vigentes en materia laboral y previsional de los prestatarios de los servicios de Transporte Público de Pasajeros, masivo e individual, en todas sus formas, y del Transporte de Cargas

En general, realizar todas las funciones establecidas por los Arts. 3°, 8°, 10°, 15, 66, 210, 213, 214, 218 y concordantes de la Ley 6082, y por las disposiciones del Decreto Reglamentario N°. 867/94, que estaban a cargo de la Dirección de Transporte, y todos los demás actos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones del organismo.

Capítulo II

Del Transporte Público de Pasajeros.

Condiciones de Prestación del Servicio.

Artículo 60°: El transporte público de pasajeros y su gestión deberá ser realizado por personas físicas  y/o jurídicas, de carácter privado o público, a las que el Ministerio de Ambiente y Obras Públicas de la Provincia (M.A. y O.P.) les haya otorgado las correspondientes concesiones, licencias, permisos o autorizaciones, de conformidad con las disposiciones de la Ley N°. 6082, su Decreto Reglamentario N°. 867/94, sus modificaciones y todas las disposiciones  vigentes sobre la materia, en lo que corresponda.-

Artículo 61°: Los servicios de transporte público de pasajeros sometidos a la presente ley, de conformidad con la Ley 6082;  el Decreto N°. 867/94, y disposiciones o resoluciones vigentes de la ex Dirección de Transporte y de la Dirección de Vías y Medios de Transporte, son los siguientes:

Sistemas de Transporte Colectivo de Pasajeros -Servicio Regular- en cualquiera de sus formas, incluidos trolebuses y ferroviario;

Servicios por taxímetros, remises y sistemas similares que se establezcan en la reglamentación;

Servicio de Turismo;

Servicio Contratado;

Servicio Especial;

Servicio de Transporte Escolar;

Todo otro sistema de transporte público de pasajeros que se cree en el futuro.-

Artículo 62°: El Ente asesorará al Ministerio de Ambiente y Obras Públicas de la Provincia, quien será el encargado de organizar, llevar a cabo el proceso licitatorio, y adjudicar las concesiones del Servicio de Transporte Público de Pasajeros, Servicio Regular.-

El Ente será el encargado de autorizar o entregar las licencias, permisos o autorizaciones para los demás servicios previstos en el artículo precedente.-

Artículo 63°: El Ente supervisará el cumplimiento de las inversiones comprometidas y realizadas por los concesionarios, licenciatarios, permisionarios o autorizados. También  controlará el cumplimiento de todas las obligaciones asumidas por los prestadores en los respectivos pliegos de licitación y contratos, y las relativas a la calidad del servicio, a la modernización de las unidades, incorporación de tecnología, y demás obligaciones tendientes a la optimización de la prestación, y toda otra obligación implícita asumida por los prestadores.-

Artículo 64°: Ningún prestador del servicio público de transporte de pasajeros podrá comenzar su actividad, extensión o ampliación del servicio, sin la previa adjudicación de la respectiva concesión por parte del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas, en el caso del Transporte público de Pasajeros, Servicio Regular.-

En cuanto a los demás servicios de transporte de pasajeros previstos en la presente ley, no podrán comenzar su actividad,   sin previa autorización, otorgamiento de licencia, permiso o habilitación por parte del Ente Regulador. La violación de esta disposición, constituye causal de caducidad de la concesión, y revocación de la licencia, permiso o autorización.- 

Capítulo III

Régimen Tarifario

Transporte Público de Pasajeros

Artículo 65°: POTESTAD. El poder tarifario, el régimen tarifario, los cuadros tarifarios, y la potestad de fijar las tarifas es unilateral, exclusiva,  indelegable e irrenunciable del Ministerio de Ambiente y Obras Públicas (M.A. y O.P.) de la Provincia.-

Artículo 66°: FIJACIÓN. Las tarifas integrantes de los respectivos cuadros tarifarios por el servicio de transporte público de pasajeros prestado por los concesionarios, licenciatarios, permisionarios, y autorizados, del Transporte Público de Pasajeros, Servicio Regular, Por Taxímetro y Remises, serán fijadas por el M.A. y O.P., previo informe técnico del Ente.-

Ello, sin perjuicio de las tarifas de los demás servicios comprendidos en la presente ley que el M.A. y O.P. decida regular en el futuro.-

Las tarifas serán justas y razonables, y se ajustarán a los siguientes principios:

Posibilitar una razonable tasa de rentabilidad a los prestadores de los servicios regulados en la presente ley, que operen en forma eficiente; 

Deberán tener en cuenta las diferencias razonables que existan en el costo entre las distintas modalidades del servicio de transporte de pasajeros, considerando la forma de prestación, recorridos, distancias, y cualquier otra característica que el Poder concedente califique como relevante;

Sujetas al cumplimiento de los requisitos establecidos en los incisos precedentes, asegurarán el mínimo costo razonable para los usuarios, compatible con la seguridad de la prestación del servicio.-

Deberán ser iguales con relación a cada uno de los diferentes servicios de transporte de pasajeros, y considerando los distintos recorridos y la extensión de los recorridos.-

Deberán contener mecanismos que estimulen la eficiencia en la prestación de los servicios.-

Artículo 67°: Las variables, items, rubros, o supuestos de hecho tenidos en cuenta para la determinación de los cuadros tarifarios del servicio de transporte público de pasajeros, en cualquiera de sus modalidades, como asimismo el procedimiento para su fijación, modificación y aprobación, serán establecidas por las reglamentaciones que se dicten. Los plazos para tales procedimientos serán determinados también en la reglamentación respectiva.-

Artículo 68°: Será obligación del Ente, la actualización permanente de las bases que son el sustento de cada una de las variables que conforman las tarifas. La base de datos así conformada deberá ser elevada al M.A. y O.P., a su requerimiento. Asimismo, esta base de datos estará a disposición de los prestadores del servicio, de los usuarios, y será de publicación obligatoria cada cuatro meses.-

Artículo 69°: El cuadro tarifario, para entrar en vigencia, deberá ser previamente aprobado y publicado por el M.A. y O.P..-

Artículo 70°: Los prestadores de las distintas modalidades del servicio de transporte público de pasajeros no podrán fijar la tarifa ni modificarla, bajo apercibimiento de nulidad del acto y aplicación de las sanciones previstas en la presente ley.-

Artículo 71°: Los contratos de concesión, las resoluciones por las que se otorguen licencias, permisos y autorizaciones, incluirán un cuadro tarifario inicial que será válido por un período de tres (3) años.-

Artículo 72°: Finalizado el período inicial de tres (3) años,  el M.A. y O.P. procederá a fijar nuevamente el cuadro tarifario por períodos sucesivos de tres (3) años. El cálculo de las nuevas tarifas se efectuará de conformidad con lo establecido en el artículo 66° de la presente ley, y teniendo en cuenta las variaciones que se hubieran producido en dicho lapso en las variables contenidas en la tarifa inicial.-

Artículo 73°: Los prestadores del servicio, únicamente podrán solicitar modificaciones de las tarifas, fundándose en circunstancias objetivas significativas y justificadas que demuestren la variación de la ecuación económico financiera inicial del contrato, siempre que esta variación alcance los porcentajes que se establecerán en la reglamentación de la presente ley.-

Artículo 74°: Cuando el Ente considere, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio, o denuncia de usuarios, que existen motivos para considerar que una tarifa es inadecuada, indebidamente discriminatoria, o preferencial, notificará tal circunstancia al prestador y la hará pública, pudiendo convocar a tal efecto a Audiencia Pública, e iniciar el procedimiento de modificación de la misma.-

Artículo 75°: Los prestadores del servicio público de transporte de pasajeros contemplado en esta ley, no podrán disminuir, restringir, suprimir, ni alterar, bajo ninguna forma o modalidad la prestación del servicio, durante todo el tiempo que demande el procedimiento de modificación y aprobación de los nuevos cuadros tarifarios.-

Artículo 76°: Las tarifas que aprueba el M.A. y O.P. son máximas en el sentido que los prestadores del servicio pueden disminuir el componente de rentabilidad contenido en ellas, sin que, en ningún caso puedan disminuir el componente destinado a cubrir los costos razonables del servicio, ni perjudicar la eficiencia y calidad del servicio exigidas en los pliegos y contratos respectivos. Previo a cualquier modificación, deberán solicitar autorización en forma fehaciente al Ente, y obtener autorización por resolución expresa del Ente.-

Capítulo IV

De las Concesiones, Licencias y Permisos.

Artículo 77°: El transporte público de pasajeros sólo podrá ser realizado o prestado por personas físicas, jurídicas, públicas o privadas, a las que el Poder Ejecutivo, por intermedio del M.A. y O.P. les haya otorgado una concesión, licencia, permiso o autorización, de conformidad con las disposiciones de la Ley 6082 de la Provincia, y el Decreto Reglamentario N°. 867/94, demás normas legales vigentes, y la presente ley. Las concesiones, licencias, permisos o autorizaciones serán adjudicados de conformidad con procedimientos de selección preestablecidos en la normativa legal mencionada, y en las demás disposiciones vigentes sobre la materia.-

Artículo 78°: TERMINO DE CONCESIÓN. La duración de la concesión, la licencia, el permiso o la autorización, se definirá, en cada caso, en función de las inversiones y objetivos que se establezcan para cada uno de los respectivos servicios, y de conformidad con las disposiciones de la Ley 6082 y su Decreto Reglamentario N°. 867/94, demás normativa vigente sobre la materia, y en los pliegos de licitación.-

El plazo o duración será igual para todos los prestadores que prestan el mismo tipo de servicio.-

Artículo 79°: En relación con el otorgamiento de las concesiones, licencias, permisos o autorizaciones previstas en la presente ley, la reglamentación deberá asegurar los principios de publicidad y libre concurrencia de los interesados en obtenerlas.-

Artículo 80°: Las concesiones, licencias, permisos y autorizaciones contemplados en la presente ley, deberán registrarse en el Ente, quien a tal fin dispondrá de un registro por cada uno de los distintos servicios.-

Artículo 81°: En los contratos de concesión del Servicio Público de Transporte de Pasajeros, y en los actos de concesión de licencias, permisos y autorizaciones, se establecerán especialmente, sin que esta enumeración tenga carácter taxativo, sino meramente enunciativo:

El objeto y el plazo de la concesión, el que no podrá exceder de treinta (30) años;

Las condiciones generales y específicas de la concesión, y los derechos y obligaciones inherentes a la misma, en particular las de satisfacer toda demanda de servicios de transporte público de pasajeros, los requerimientos de incremento de demanda, y el libre acceso; 

La delimitación de la zona y el trazado de los recorridos que el prestador está obligado a cubrir;

Las garantías que debe prestar el concesionario, según determine la reglamentación;

La forma de garantizar la calidad, continuidad y regularidad del servicio en caso de grave incumplimiento de sus obligaciones por parte de los prestadores. Deberán preverse los mecanismos de intervención de la administración de los prestadores, mientras dure el proceso de regularización del servicio;

Las normas de calidad de la prestación del servicio vinculadas a cada modalidad de transporte público de pasajeros, en todas sus formas;

La identificación y características de los bienes que serán inicialmente afectados a la prestación del servicio, su estado de dominio, y gravámenes que los afecten;

El régimen tarifario, los procedimientos para la determinación de las tarifas y el cuadro tarifario inicial, que deberá contener las tarifas correspondientes a cada modalidad de transporte público y/o privado de pasajeros;

El régimen de infracciones y sanciones;

La normativa ambiental de aplicación, y los reglamentos para la preservación del medio ambiente.-

Artículo 82°: Corresponde al Poder Ejecutivo, por intermedio del M.A. y O.P. establecer los demás requisitos y condiciones particulares de los contratos de concesión del transporte público de pasajeros, sin perjuicio de los exigidos por la legislación vigente. A tal fin, requerirá el asesoramiento del Ente, el que, a su vez, será el encargado de establecer los demás requisitos y condiciones particulares en los actos de otorgamiento de las licencias, permisos y autorizaciones, de acuerdo con los establecido en la presente ley.-

Capítulo V

Del Transporte de Cargas

Artículo 83°: Dado que el transporte de cargas en la Provincia, al igual que en el ámbito nacional, se presta en forma desregulada, y sometido a las disposiciones del Código de Comercio y leyes complementarias, el Ente tendrá como funciones controlar que la prestación se adecue a las normas nacionales y provinciales vigentes en materia de Tránsito y Transporte, Seguridad, y a la Ley de Defensa del Consumidor (Ley 24.240), y percibir los importes correspondientes a aranceles por otorgamiento de los respectivos permisos, por presentación de declaraciones juradas, y las tasas retributivas correspondientes.-

Artículo 84°: El Ente controlará el cumplimiento de la R.T.O. (Revisión Técnica Obligatoria), provincial o nacional, según corresponda, y aplicará las sanciones previstas en esta ley, por su incumplimiento.-

Artículo 85°: El Ente controlará el cumplimiento por parte de los prestadores del servicio, de las normas vigentes en materia de Tránsito y Transporte, nacionales y provinciales,  en cuanto a la contratación del Seguro Obligatorio hacia terceros, transportados y no transportados.-

Artículo 86°: El Ente controlará el cumplimiento de las normas sobre seguridad pública en el transporte de cargas, de conformidad con las disposiciones de la Ley 6082, su Decreto Reglamentario N°. 867/94, y demás normativa vigente sobre la materia, en todos los servicios de transporte de cargas de cualquier tipo que se realicen en la Provincia, o circulen por su territorio.-

Artículo 87°: El Ente será el encargado, mediante la reglamentación que se dicte, de establecer los regímenes de permisos o autorizaciones, para el transporte de cargas peligrosas, de conformidad con las disposiciones del Art. 66 de la Ley 6082, del Decreto Reglamentario N°. 867/94; y la Resolución N°. 233/86, y N°. 195/97 de la Secretaría de Transporte de la Nación, y sus modificatorias, complementarias o las que en el futuro las reemplacen.-

Artículo 88°: El Ente será el encargado de otorgar también las autorizaciones para el transporte de líquidos cloacales domiciliarios e industriales de conformidad con las disposiciones de la Ley 6082 y del Decreto Reglamentario N°. 867/94.-

Artículo 89°: El Ente será el encargado de otorgar las autorizaciones o permisos para el transporte de gas envasado en garrafas y tubos, de conformidad con las disposiciones de la Ley 6082 y del Decreto Reglamentario N°. 867/94.-

Artículo 90°: El Ente será el encargado de otorgar las autorizaciones y llevar el Registro de Transportistas de Residuos Peligrosos, de conformidad con las disposiciones de la Ley 6082 y del Decreto Reglamentario N°. 867/94, y de la Ley 5917 de Mendoza, de adhesión a la Ley Nacional N°. 24.051 de Residuos Peligrosos.-

Artículo 91°: Facúltase al Ente a fiscalizar todo otro tipo de transporte de cargas que pueda existir o surgir en el futuro, y a crear los Registros respectivos, como también a percibir los aranceles, importes de declaraciones juradas o tasas retributivas respectivas.-

Capítulo VI

Contravenciones,  Sanciones y Procedimiento

Artículo 92°: SANCIONES. Las violaciones o incumplimientos a la presente ley, a sus normas reglamentarias, y demás normas vigentes en la materia, cometidas por los prestadores de todos los servicios de pasajeros en cualquiera de sus formas, sean concesionarios, permisionarios, licenciatarios, autorizados, o prestadores no autorizados o clandestinos, según corresponda; y por los transportistas de cargas, serán sancionadas de acuerdo a la gravedad del hecho. A tal fin, el Ente podrá aplicar las siguientes sanciones:

Apercibimiento;

Multas desde  100 Unidades Fijas (U.F.) hasta 1.300.000 Unidades Fijas (U.F.), de acuerdo al valor establecido por el Art. 93 de la Ley 6082, según la gravedad de la falta sancionada;

Secuestro de los medios afectados a la explotación, a los efectos de hacer cesar la infracción;

Intervención administrativa e incautación de las unidades a las empresas concesionarias del Servicio Público de Transporte de Pasajeros, para asegurar la continuidad y regularidad del servicio, con notificación al M.A. y O.P.;

Aconsejar y promover ante el Ministro de Ambiente y Obras Públicas la declaración de caducidad de la concesión;

Declarar la revocación de los permisos, licencias o autorizaciones.-

En ningún caso la aplicación de la sanción podrá afectar la normal prestación del servicio. Cuando se disponga la caducidad de la concesión, por parte del Ministro de Ambiente y Obras Públicas, el Ente organizará la prestación provisoria del servicio, hasta tanto el Ministro de Ambiente y Obras Públicas otorgue una nueva concesión.-

Artículo 93°: PROCEDIMIENTO. Corresponderá la vía de apremio para el cobro de tasas, canon, multas y cualquier obligación pecuniaria establecida por el presente capítulo, resultando aplicables las disposiciones del Código Fiscal de la Provincia a tal fin.-

A tal efecto, facúltase expresamente al Ente para llevar a cabo las ejecuciones respectivas.-

Artículo 94°: AUXILIO DE LA FUERZA PÚBLICA. A los efectos del cumplimiento de las sanciones que se decida aplicar en materia de Transporte, el Ente queda facultado para requerir el auxilio de la fuerza pública con jurisdicción en el lugar.-

Asimismo contará con el auxilio del personal policial en forma permanente, de conformidad con las disposiciones de la Ley 6082 y demás normas legales vigentes.-

Capítulo VII 

Recursos Y Organización

Artículo 95°: RECURSOS. Además de los bienes que se le transfieren por la presente ley, y a los efectos del cumplimiento de sus objetivos, se le asignan los siguientes recursos:

Créase una Tasa de Inspección, a los efectos de la contribución al sostenimiento del Ente que se crea por la presente ley, de conformidad con lo previsto por el Art. 35 inc. a), la que no podrá ser superior al  2% de la facturación bruta del sistema de Transporte Público de Pasajeros y de Cargas, y que será establecida por el Ente, según sus necesidades presupuestarias, dentro del límite establecido en el presente inciso, previo informe al M.A. y O.P.
.- 

el producido de multas, y aranceles;

el producido de la prestación de servicios de asesoramiento y de transferencia de tecnologías;

subsidios, legados, donaciones, créditos o transferencias que bajo cualquier título se reciban;

Los demás recursos que puedan serle asignados en virtud de la Ley de Presupuesto de la Provincia, o por otras leyes, sus reglamentaciones, o concesiones;

Los demás fondos, bienes y recursos que se le asignaren por cualquier título.-

Artículo 96°: Facúltase al Ente, a realizar todos los actos necesarios a los efectos del contralor de la facturación y de los ingresos de las empresas que prestan todos los servicios de Transporte de Pasajeros, y Transporte de Cargas, en todas sus formas, previstos en la presente ley, con el fin de controlar la correcta aplicación y cumplimiento de la Tasa de Inspección que se crea por el artículo precedente.-

Artículo 97°: A tal fin, el Ente podrá, conforme las facultades que se le confieren por el Art. 59 de la presente ley, y sin que la siguiente enumeración sea taxativa, sino meramente enunciativa:

Solicitar información por escrito y documentada a los prestadores;

Inspeccionar los libros y la contabilidad de los prestadores del servicio; 

Inspeccionar los contratos y demás documentación que haga al servicio;

Aplicar las sanciones previstas en la presente ley, en caso de constatar incumplimientos o irregularidades;

Ejecutar por la vía de Apremio prevista en el Título V de la presente ley, las multas o sanciones pecuniarias que se impongan.-

Artículo 98°: El Ente determinará anualmente el porcentual de la Tasa de Inspección que se crea por el Art. 95 inc. 1) de la presente ley, y fijará la fecha de inicio de la percepción, la que deberá ser pagada por adelantado.-

Artículo 99°: La mora por falta de pago de la Tasa de Inspección que se crea por el Art. 95 inc. 1) de la presente ley, se producirá de pleno derecho, por el solo vencimiento del plazo de pago que se fije en la reglamentación, y devengará los intereses punitorios que se fijen en dicha reglamentación. Esta situación de mora, habilitará el procedimiento de la vía de apremio prevista en el Código Fiscal de la Provincia, para su cobro. El certificado de deuda por falta de pago de la tasa de inspección expedido por el Ente constituirá título ejecutivo suficiente y habilitará el procedimiento de apremio. A tal efecto, facúltase al Ente para llevar a cabo las ejecuciones respectivas.

Facúltase al Ente para cobrar las multas aplicadas por la Dirección de Vías y Medios de Transporte de la Provincia, cuyo apremio no haya sido iniciado aún por la D.G.R. a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.-

Capítulo VIII

Disposiciones Transitorias

Artículo 100°: Modifícase la Ley 6082 y su Decreto Reglamentario N°. 867/94 en el sentido de que en todas las partes en que en dichos cuerpos legales se mencione a la Dirección de Transporte o al Director de Transporte, debe decir el Ente Regulador y el Directorio del Ente Regulador, respectivamente.-

Modifícase el Art. 159 de la Ley 6082, conforme ha quedado redactado en el artículo 81 inc. 1) de la presente ley.-

Artículo 101°: Modifícase toda norma que se oponga a las disposiciones de la presente ley.-

Artículo 102°: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de NOVENTA (90) DIAS a partir de su promulgación.-

Artículo 103°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

LEY Nº 6835                 Ente Regulador Provincia de Salta

Promulgada por Decreto Nº 563 del 20/03/96 – Convierte en Ley al Decreto Nº 55/95 de Necesidad y Urgencia "Ente Regulador de los Servicios Públicos". B.O. Nº 14.890.

Decreto Nº 563

Secretaría General de la Gobernación

Visto el Decreto Nº 55 del 12 de diciembre de 1995, de Necesidad y Urgencia "Ente Regulador de los Servicios Públicos", publicado en el Boletín Oficial Nº 14.814 de fecha 14 de diciembre de 1995, y

Considerando:

Que el referido acto fue emitido en los términos del artículo 142 de la Constitución Provincial entrando en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Que por Nota Nº 44 de fecha 20 de marzo de 1996 la Cámara de Diputados en Expediente Nº 91-5.944/95 en Sesión realizada el día 19 de marzo de 1996, aprueba el Decreto Nº 55/95.

Que por Nota Nº 42 de fecha 19 de marzo de 1996 la Cámara de Senadores en Expediente Nº 90-10.535/95 en Sesión de fecha 19 de marzo de 1996, aprueba el Decreto Nº 55/95.

Que corresponde a cada uno de los Poderes Públicos, la interpretación de las cláusulas constitucionales que establecen sus propias atribuciones.

Que la Legislatura es entonces, la única intérprete del texto constitucional que le señala un plazo para aprobar o rechazar los decretos de necesidad y urgencia.

Por tanto, de acuerdo a la intepretación dada por la Legislatura, se concluye, que el plazo establecido para el Art. 142 –último párrafo- de la Constitución de la provincia de Salta, operó el día 20 de marzo de 1996.

Por ello,

El Gobernador de la Provincia

Decreta:

Art. 1º.- Téngase por Ley de la Provincia Nº 6.835, cúmplase, publíquese, insértese en el Registro Oficial de Leyes y archívese.

Romero

Decreto Nº 55

Secretaría General de la Gobernación

Visto el Estado de Emergencia General en el que se encuentra la Provincia y que el mismo es un hecho público y notorio y,

Considerando:

Que el Poder Ejecutivo considera oportuna esta ocasión para explicar los fundamentos de la presente norma de principios para la prestación de los servicios públicos de jurisdicción provincial, Decreto que es, además, orgánica del ente regulatorio de dichos servicios al cual se le confieren importantes potestades reglamentarias, tarifarias y jurisdiccionales.

El texto importa una convergencia entre el clásico modelo francés inspirador de la entidad autárquica y el modelo estadounidense, más reciente, de las "agencias independientes". En ese orden de ideas habida cuenta que el texto considera al Ente Regulatorio un Tribunal Administativo y que esta modalidad aparece contemplada en varias leyes referidas al plan de gobierno del Poder Ejecutivo, se considera, también oportuno, señalar la concepción de éste en materia de tribunales administrativos, no sin antes recordar que el Tribunal de Cuentas de la Provincia, cuya constitucionalidad nunca fue puesta en dudas en Salta, configura un tribunal no judicial.

Que la concepción de los Tribunales Administrativos radica una respuesta estructural con relación al crecimiento de la conflictividad social, la que se enfrenta con tribunales judiciales enormemente abrumados por tal inmensa labor, lo que le impide resolver las manifestaciones de tal conflictividad social, produciendo, a su vez, un muy grave proceso de deslegitimación en la opinión pública, que debe ser prevenido.

Que resultaría poco razonable suponer que la solución consista en la permanente creación de juzgados, toda vez que no es destinado considerar que una de las respuestas posibles es concebir otras vías para la resolución de conflictos, en el caso los tribunales administrativos.

Que, con relación a las cuestiones contenidas en el texto cabe recordar, en primer lugar, que el servicio público es una técnica para la satisfacción de ciertas necesidades cuyo régimen jurídico, en nuestro país, está caracterizado por constituir un régimen o procedimiento especial de derecho público.

En tal sentido, se tiene dicho que "Estimo que el "encuadramiento" de la actividad constitutiva de dicho servicio –sea éste "propio" o "impropio"- en el ámbito del derecho público es necesario y conveniente por esa vía se evitarán los abusos de cualquier orden en que pudiese incurrir quien preste o realice el servicio (verbigracia: exigencia de un precio indebido, negación de vender o de servir, entrega de efectos de inferior calidad con relación a determinado precio, etc.). La aplicación del régimen y de los principios generales de derecho público le brinda a la Administración Pública el medio idóneo para impedir tales excesos". Marienhoff, Miguel S. "Tratado de Derecho Administrativo", tomo II, número 298, páginas 41/45, 3ª edición, Abeledo – Perrot, Bs. As. 1988).

Que, ese régimen está constituido por reglas generales en orden a la prestación del mismo. Señala Marienhoff, quien cita como conformes a Villegas Basavilbaso, Bielsa, Silvia Cimma y Gordillo que "la doctrina, en general, reconoce los siguientes "caracteres" de servicio público: continuidad, regularidad, uniformidad y generalidad". (Marienhoff, Miguel S. "Tratado de Derecho Administrativo", tomo II, números 311, 312, 314, 315, 316, 317 y 318, páginas 62/82, 3ª edición, Abeledo – Perrot, Bs. As. 1988).

Que, por su parte, en la doctrina española, de notorio y creciente predicamento entre nuestros administrativistas, se señalan que las notas fundamentales del régimen jurídico del servicio público son las de titularidad pública sobre la actividad: exclusividad regalística: la existencia de previa concesión o título habilitantes para entrar en el sector, los poderes internos de dirección, vigilancia y control sobre el servicio a favor de la administración, la continuidad y regularidad en la prestación y la obligación de suministro, responsabilidad de la administración sobre el servicio, deslegalización del sector principio de igualdad y "régimen de cola", régimen de tarifas o precios públicos, la cuestión del monopolio o exclusiva temporalidad de la concesión o título habilitante; transferencia de la concesión o de sus instalaciones necesaria autorización (Ariño, Gaspar, Economía y Estado, Crisis y reforma del sector público", páginas 317/348 ed. Marcial Pons. Madrid. 1993).

Que, en lo que respecta al régimen jurídico de los servicios públicos, y desde la perspectiva del derecho francés, Francis – Paul Venoit, señala que "Se impone ante todo una comprobación, este régimen no es unitario. Existen tres regímenes de servicios públicos, el régimen de los servicios propiamente administrativos, el de los servicios industriales o comerciales, el de los servicios judiciales".

Que, a pesar de la existencia de tal diversidad de regímenes, "existe un régimen global de los servicios públicos" caracterizado por el hecho que la realización de la actividad que los constituye puede beneficiarse de las prerrogativas de poder público, la realización de la actividad que lo constituye está sometida a ciertos imperativos propios de esta categoría de actividades y por una parte las prestaciones a proporcionar están estrechamente definidas, y su provisión constituye una obligación. Una verdadera obligación de producir pesa sobre el servicio público. Por otra parte, corolario de la precedente obligación, el servicio público está dominado por el principio de continuidad debe ser asegurado de forma continua y sin tropiezos".

Que, el servicio público en la actualidad es un régimen de poder público. (Benoit, Francis-Paul, "El Derecho Administrativo Francés", libro II, "El Procedimiento del Servicio Público", números 1.432 al 1.437, páginas 938 al 941, traducción de Rafael Gil Cremades, edición del Instituto de Estudios Administrativos – Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1977).

Que en segundo lugar, el plan de gobierno del Poder Ejecutivo recoge una nota con arreglo a la cual se impone la neta diferenciación entre la autoridad de los servicios y los prestadores de los mismos, dejando atrás una etapa en la cual la autoridad del servicio era quien lo prestaba.

Que en orden a esta cuestión, es posible diferenciar la situación del que administra el servicio respecto de la colectividad responsable de la creación y organización del mismo, lo que da lugar al procedimiento de la "régie" y los otros procedimientos, los que, a su vez, son susceptibles de ser clasificados como procedimientos de régimen puramente legal y reglamentario y procedimientos de régimen contractual.

Que la decisión de este Poder Ejecutivo es que los servicios públicos de naturaleza comercial e industrial pasen a ser prestados con arreglo a procedimientos contractuales en el caso de las concesiones, o de naturaleza mixta contractual y reglamentaria en el caso de las licencias.

Que la protección de los usuarios provendrá, básicamente de una situación reglamentaria – contractual.

Que en orden a la situación de los usuarios, el Poder Ejecutivo no participa del criterio que dispone que sea el Derecho privado el que regule, exclusivamente, las relaciones de aquellos con los prestatarios.

Que en tal orden de idea, "A pesar de que la solución iuspublicista se ofrezca de suyo como la más adecuada (sobre todo desde el punto de vista de jure condendo) a las exigencias propias de la actividad de servicio público, no hay duda que con su unilateralismo es insuficiente para explicar las diversas circunstancias en que las relaciones de prestación pueden tener lugar". "...La Administración, en efecto, comienza por reglamentar (haciendo uso de los poderes que tiene para ello), el funcionamiento y uso del servicio por parte de los administrados. Esta reglamentación será tanto más intensa, y abarcará tanto más aspectos de la relaciones entre servicio y usuarios, cuanto el servicio tenga un carácter más administrativo (o, lo que es lo mismo, menos industrial o comercial), y en tanto se emplea una forma más directa de gestión. Pues bien, el ámbito de las cuestiones no previsto en la reglamentación administrativa, puede y debe resolverse (si de su naturaleza no se deduce lo contrario), mediante la aplicación de los criterios contractualistas. Ocurre así que, como antes se ha dicho, la situación del usuario del servicio puede sr simultáneamente (según el aspecto de la relación de que se trata) estatutaria y contractual. Lo que no empece, naturalmente, para que la realidad administrativa nos ofrezca igualmente ejemplos de situaciones puras, es decir totalmente reglamentarias o totalmente contractuales", (Garrido Falla, Fernando, "Tratado de Derecho Administrativo", páginas 3602, tomo II, 9ª edición, ed. Tecnos, Madrid, 1991).

Que en tercer lugar y en lo que hace a la autoridad de los servicios han comenzado a coexistir en nuestro país dos modelos.

El primer modelo llamado, de las "comisiones independientes" proviene del derecho estadounidense y el segundo, de los "establecimientos públicos" del derecho francés, extendido a países como Italia y España y con posterioridad, a la República Argentina y que diera lugar a las entidades autárquicas.

Que a raíz de las normas legislativas dictadas en ocasión del proceso de reformas del Estado y del mercado iniciado en nuestro país en 1989, la legislación administrativa federal, recibió la institución de las "comisiones independientes" en los marcos regulatorios de los servicios públicos de distribución de la energía eléctrica y del gas y, en menor medida en la legislación en materia telefónica y ello constituye otra razón para la consideración del modelo estadounidense.

Que el modelo estadounidense de las "agencias o comisiones independientes" se caracteriza por las notas fundamentales que se describen en los considerandos siguientes.

Que la primera de ellas se asiente en que tales agencias o comisiones fueron concebidas, originariamente, para regular sectores concretos de la actividad económica, con relación a los cuales los mecanismos de mercado no funcionaban, por diversas razones, entre las cuales cabe destacar la del monopolio natural. Además, se buscó regular para evitar fenómenos de competencias ruinosas. Tal el caso, por ejemplo, de transportes ferroviarios o el caso de las "public utilities" (servicios públicos). Posteriormente, se sumaron regulaciones comunes a toda la actividad económica, tales, por ejemplo, como las referidas a la seguridad del trabajo o a la protección del medio ambiente.

Que la segunda nota relevante estriba en las amplias potestades de tales agencias o comisiones, que incluyen las de permitir o no el ingreso a la actividad regulada por parte de los empresarios, mediante el otorgamiento de licencias, fijar tarifas, exigir o prohibir prácticas empresariales o laborales, dictar reglamentos, resolver conflictos ejercitando facultades jurisdiccionales y aplicar sanciones.

Que las potestades regulatorias de estas comisiones independientes caen dentro de tres anchas categorías:

Que la primera categoría trata la Potestad de licencia o autorización. La agencia controla el acceso a la actividad económica regulada. Así, ninguna compañía aérea puede operar o extender rutas sin la licencia de la Junta de la Aeronáutica Civil. Lo mismo acontece en materia ferroviaria, caminera, de canales navegables de oleoductos y gasoductos donde no se puede operar sin licencia de la Comisión Interestatal de Comercio, sobre servicios públicos sin la licencia de la Comisión Federal de Energía, en cadena de radios y televisión sin la licencia de la Comisión Federal de Comunicaciones y en materia de inversiones en la autorización de la Comisión de Valores.

Que la segunda categoría refiere a la Potestad tarifaria. La agencia tiene la potestad de fijar las tarifas que percibirán las empresas establecidas en su jurisdicción. Tal potestad corresponde a las agencias competentes en regular servicios públicos y transportes, tales como la Comisión Federal de Energía la Comisión de Comercio Interestatal, la Junta de Aeronáutica Civil.

Que la tercer categoría abarca las Potestades sobre prácticas comerciales o empresariales la agencia tiene potestades para aprobar o prohibir ciertas prácticas comerciales o laborales. (Ver Schwartz Bernard – Administrative Law", capítulo I, 3ª edición, Little Brown y Compañía, 1991. "Administrative Law. A case book" capítulo I, Little Brown y Compañía 1998. "Los Poderes del Gobierno. Comentario sobre la Constitución de los Estados Unidos", tomo II, números 185 a 189, traducción de Julieta Campos, Universidad Nacional Autónoma de México, México 1966).

Que teniendo en cuenta su incorporación a los textos normativos que configuran una de las vías de exteriorización del plan de gobierno corresponde referirse ahora a una institución muy importante del derecho administrativo estadounidense que constituye una etapa en el procedimiento del dictado de reglamentos ("rulemaking"): la audiencia pública, cuya utilización, como se dice se auspicia en varias de las normas que constituyen la vertiente jurídica del plan de Gobierno. Para tal exposición se sigue la obra más importante en castellano, acerca del tema y cuyo autor es el español Juan José Lavilla Rubira. ("La participación pública en el procedimiento de elaboración de reglamentos en los Estados Unidos de América", ed. Civitas S.A., Madrid, 1991).

Que la institución de la audiencia pública concebida con la oportunidad que el ordenamiento concede a los interesados de hacer oír sus opiniones antes del dictado de normas generales reconoce como su gran antecedente, a la Ley Federal de Procedimientos Administrativos de 1946 de los Estados Unidos de América, en la sección 553, letra c) del United States Code, edición de 1982, dedicado al "rulemaking".

Que existen dentro del marco de las audiencias públicas estadounidenses dos procedimientos denominados, respectivamente, "informal o notice – and comment rulemaking" y el llamado "formal y on-the record rulemaking". Por el primero, que es el que interesa aquí, la agencia federal que se propone dictar una reglamentación debe publicar el proyecto de norma en el Registro Oficial y conceder una oportunidad a los interesaos para hacer conocer sus puntos de vista acerca del proyecto. Se considera que este procedimiento mejora la calidad de la norma pues brinda a la agencia mayor información acerca de la materia que se propone regular.

Que la jurisprudencia y los autores estadounidenses coinciden en que, "la concesión a cualesquiera persona interesada de la oportunidad de remitir a la agencia los comentarios que estimen pertinentes sobre el objeto del procedimiento reglamentario tiende a posibilitar la mejora de la norma propuesta, incluyendo, si se considera oportuno, su retirada. ... El punto de partida está constituido, claro es, por la simple constatación de que las agencias administrativas "no son siempre depositarias de la sabiduría última". Ni "gozan del monopolio de la especialización valorativa". Además, la intervención de los interesados proporciona mejores garantías a los intereses particulares.

Que el autor que se sigue señala que, "la simple existencia de un procedimiento, esto es, la mera previsión de una serie de fases sucesivas a las que ha de ajustarse el desarrollo en el tiempo de la actividad preparatoria de la adopción de una decisión por el poder público, constituye una obvia manera de limitar éste, y por ende, de proteger los derechos y los intereses de quienes se hallan sometidos a él. Como se ha acreditado repetidamente en todas las culturas jurídicas" en el desarrollo de... la libertad, la insistencia de la regularidad procedimental ha sido un factor importante". (Juez Brandeis de la Corte Suprema de los Estados Unidos de América en "Burdeau vs. McDowell").

Que además, "en segundo lugar, y de forma más concreta, los derechos y los intereses sustantivos de los agentes económicos y sociales hallan en la participación pública una oportunidad de ser defendidos frente a la eficacia potencialmente lesiva de ellos de la que puede estar dotada una norma reglamentaria". Y, por último, hay una legitimación democrática de la norma.

Que, Lavilla Rubira dice, al respecto, que "la participación pública en el procedimiento reglamentario constituye el fundamento básico –y, por consiguiente, tiene eficacia promotora- de la legitimidad democrática de la norma que finalmente se dicte ... El presupuesto es, claro está, la constatación de que las normas reglamentarias, como el resto de la actividad administrativa, se hallan necesitadas de una fuente especial de legitimación (pues) sigue siendo cierto que la posición de éstas (las agencias administrativas) y, en particular, su titularidad de potestad normativa de índole sustantiva, en un sistema jurídico – político, profunda y constitucionalmente comprometido con el principio de separación de poderes, es todavía, o al menos, así se percibe en amplios sectores ideológicos – políticos y de la opinión pública, lo que, como se comprende, es sumamente relevante a efectos de la legitimidad "anómala" y "permanentemente sospechosa". Si no es posible prescindir de la atribución a los burócratas de la potestad de fijar el ámbito de lo lícito, al menos habrá de rodear ésta de garantías que la hagan democráticamente asimilables, que permitan considerarla como legítima".

Que en la doctrina científica argentina señalaba Gordillo, en 1981, con relación a las audiencias públicas, que se estaba en frente de formas de "participación colectiva de los potencialmente afectados por una futura norma general reglamentaria, antes de que ella sea dictada"..., agregando, empero, que "no encontramos, en cambio, por lo general reconocimiento constitucional o legislativo y a veces ni siquiera doctrinal, ni igualmente tampoco por ende experiencia concreta generalizada, en el sentido de que debe permitirse exponer razones y arrimar pruebas a los destinatarios de la medida, antes que la administración emita una norma general, o antes de que apruebe un proyecto que va a afectar a un sector de la comunidad (típicamente los proyectos que afecta el equilibrio ecológico, o los proyectos de reforma urbanística: autopistas, aeropuertos, etc.). En el derecho inglés y norteamericano se encuentran de antaño consagradas las "public hearings" o audiencias públicas y en el Derecho francés las "enquétes públiques", pero en América Latina ha habido hasta ahora un aparente desinterés por incorporar estas experiencias comparadas a la realidad local. Aquellas voces que en los países desarrollados señalan imperfecciones o defectos de tales experiencias son señaladas en los países en desarrollo no como expresiones de conciencia científica crítica, a partir de un fenómeno que puede ser valioso, sino como demostración de su imperfección y, por lo tanto –en ilógico ne sequitur-, de la inconveniencia de experimentarlos en los países menos desarrollados. Consideramos que los países de América Latina mejoraría su grado y calidad de participación y, por lo tanto, de vida democrática, si establecieran la norma de la necesaria información, consulta y debate público previos a la emisión de normas administrativas generales o a la adopción de grandes proyectos públicos. Bien se advierte de que poco valen los medios tradicionales de control de la administración pública si no se complementan y vivifican con estos otros instrumentos modernos de control ciudadano". (Gordillo, Agustín A. "Problemas de control de la Administración Pública en América Latina". Editorial Civitas S.A. Madrid 1981, págs. 26/9).

Que, por su parte, en nuestro país, es suficientemente conocido el régimen de las entidades autárquicas, razón por la cual cualquier consideración sería sobreabundante.

Que con relación a las potestades conferidas al Ente Regulatorio de los Servicios Públicos, cabe agregar que, si se hojea cualquier texto de derecho administrativo moderno, tanto del área del derecho continental europeo como del área anglosajona y, obviamente, de nuestro país, se encuentra que sus autores coinciden en señalar la expansión de la potestad reglamentaria del Ejecutivo y de los organismos que funcionan en su área.

Que el jurista norteamericano Hart, ha tratado de explicar el crecimiento de estas verdaderas regulaciones legislativas emanadas de la administración, recordando que, "En los días fáciles de la era agrícola, las leyes podían ser relativamente claras, específicas y detalladas. Con el advenimiento de la era industrial, sin embargo, las relaciones a regular, no solamente han devenido muy complejas y susceptibles de rápidos cambios, sino que han presentado problemas sin antecedentes. El público ha exigido nuevos controles, aún cuando faltaba una idea clara de los fines de dicho control. Resultado de esto ha sido un cambio gradual de la función reguladora del Congreso, obligado, en muchos casos, a determinar solamente los principios generales, de regulación, delegando en las autoridades administrativas la tarea de aplicar dichos principios generales". (John Clarke Adams en "El derecho administrativo norteamericano", traducción de Petrella, ed. Eudeba, Bs. As. 1964, páginas 45/6).

Que en la actualidad, el órgano legislativo fija los principios generales y a partir de allí se expande la potestad reglamentaria del área del Poder Ejecutivo.

Que hoy, la ley, esto es, el producto de la labor de las dos Cámaras del Congreso o de las Legislaturas provinciales, se conforma con contener por regla general, "los lineamientos generales" a la "política legislativa", (ambas son expresiones de la Corte Suprema de nuestro país, en el caso correspondiente a los casos "Práctico" de Fallos 246/345 y "Laboratorios Anodia" de Fallos 270:42), y a partir de allí nacer la potestad reglamentaria del Ejecutivo y sus organismos.

Que es menester tener presente que la Constitución de los Estados Unidos no reconoce al Presidente la potestad reglamentaria y de allí que se haya apelado a la técnica de la delegación de competencias legislativas, pero en nuestro sistema institucional tanto nacional cuanto provincial tal potestad ha sido conferida lo cual lleva a creaciones diferentes, en esta materia, a la estadounidense.

Que en tal sentido, señala Bianchi que "La regla que ha establecido la jurisprudencia norteamericana para superar la antinomia entre separación de poderes y delegación legislativa es que el Congreso no puede delegar la función de legislar, pero si puede transferir ciertos poderes para "llenar los detalles" (fill up the details), para lo cual debe establecer un "patrón inteligible" (inteligible standard llamado también discernible standard) que guíe, adecuadamente, al órgano delegado en su tarea legislativa. Estas son reglas que se observan tanto en la antigua jurisprudencia como en las más modernas". (Bianchi, Alberto B. "La delegación legislativa. Teoría de los reglamentos delegados en la Administración Pública", ed. Abaco, Bs. As. 1990, páginas 77/80).

Que en el orden federal argentino la potestad reglamentaria del Ejecutivo tiene su fundamento en el artículo 99, inciso 2 de la Constitución nacional y, en el orden provincial, con idéntica concepción, la misma le ha sido conferida al Gobernador por el artículo 141, inciso 3º) de la Constitución de la Provincia, de donde resultan aplicables en la Provincia las importantes construcciones jurisprudenciales de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre la materia. Tal localización de la potestad reglamentaria abarca y cubre a los entes que actúan en el área del Ejecutivo.

Que la potestad reglamentaria del Gobernador y su área debe ser analizada a la luz de los criterios de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Así, en Fallos 148:432 se reproduce la sentencia de la Corte Suprema dictada con fecha 20 de junio de 1927 en "A M. Delfino y Cía", cuyo presupuesto de hecho estaba dado por la aplicación de una multa, por parte de la Prefectura General de Puertos, con fundamento en los artículos 43 y 117 del decreto del 31 de julio de 1908. Se debatía si existía, o no, una delegación de facultades legislativas a favor del Poder Ejecutivo.

Que, asimismo la Corte sostuvo que: "No existe propiamente delegación sino cuando una autoridad investida de un poder determinado hace pasar el ejercicio de ese poder a otra autoridad o persona descargándolo sobre ella", agregando que "existe una distinción fundamental entre la delegación del poder para hacer la ley y la de conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a un cuerpo administrativo, a fin de reglar los pormenores y detalles necesarios para la ejecución de aquella. Lo primero no puede hacerse, lo segundo es admitido aún en aquellos países en que, como los Estados Unidos de América, el poder reglamentario se halla fuera de la letra de la Constitución.

Que la Corte expresó que la Constitución Argentina confiere la potestad reglamentaria tanto al Congreso cuanto al Poder Ejecutivo. Al primero, de modo específico (art. 67 incisos 5, 12, 22 y 23), o de modo general. (artículo 67 inciso 28) en tanto que al segundo lo hace en el artículo 86 inciso 2. Agregando que la potestad reglamentaria conferida a uno y al otro "son de idéntica naturaleza en el sentido de que ambos pueden comprender y se refieren a disposiciones de un orden semejante o igual, aunque el contenido y la extensión no reconozcan limitación alguna cuando el poder se ejercita por el Congreso"

Y sosteniendo, por último, "Que si el poder de reglamentación, sea que lo ejercite el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo, designa una determinada facultad específica comprensiva de todas aquellas modalidades de interés secundario de detalle indispensable para la mejor ejecución de la voluntad legislativa, y si tal poder pertenece tanto al Congreso como al Poder Ejecutivo por disposición expresa de la Carta Fundamental, es evidente que es una mera circunstancia de hecho lo que define en cada caso concreto la extensión del poder reglamentario ya que es incontestable que cuando el Congreso ha agotado la reglamentación en mira de la más perfecta ejecución de la ley, el Poder Ejecutivo no tendría materia o sustancia sobre la cual hacer efectiva la que al mismo título le corresponde. El raciocinio es también verdadero cuando, como en el caso del sub judice, el Poder Legislativo lejos de apurar la reglamentación, se ha limitado a señalar de un modo general la voluntad legislativa".

Que, tal orientación jurisprudencial de la Corte Suprema se ha prolongado por años, conforme surge de los siguientes fallos demostrativos de la tendencia, siendo menester destacar la doctrina de la Corte en "Coccia, Jorge D. c/Estado Nacional".

Que en el caso "Carmelo Prattico y otros c/ Basso y Cía.", la Corte Suprema dictó sentencia con fecha 20 de mayo de 1960, con la firma de los Ministros doctores Villegas Basavilbaso, Aráoz de Lamadrid, Oyhanarte y Colombres (Fallos 246:345), analizando si un decreto del Poder Ejecutivo disponiendo un aumento de salarios, con findamento en las Leyes 12.983, 13.906 y 14.120 envolvía o no una inválida delegación de facultades legislativas al Poder Ejecutivo.

Que, en tal oportunidad, el Alto Tribunal sostuvo: "Que tampoco es admisible el argumento relativo a la existencia, en el caso, de una inválida delegación de facultades legislativas en el Poder Ejecutivo. En efecto, tratándose de materias que presentan contornos o aspectos tan peculiares, distintos y variables que el legislador no le sea posible prever anticipadamente la manifestación concreta que tendrán en los hechos, no puede juzgarse inválido, en principio, el reconocimiento legal de atribuciones que queden libradas al arbitrio razonable del órgano ejecutivo, siempre que la política legislativa haya sido establecida (véase sobre este punto: Cámara de Diputados año 1946, tomo XI, página 828). Y ello habida cuenta de que, en tales supuestos, ese órgano no recibe una delegación proscripta por los principios constitucionales, sino que, al contrario, es habilitado para el ejercicio de la potestad reglamentaria que le es propia (art. 86 inc. 2º), cuya mayor o menor extensión depende del uso que de la misma potestad haya hecho el Poder Legislativo (Fallos 148:430, considerandos 12 y 15. 199:483, considerando 11 y otros)".

Que en el precedente "S.A. Laboratorios Anodia c/Nación Argentina", sentencia del 13 de febrero de 1968 (Fallos 270:42), la Corte en considerando 8º) citó "Delfino" y "Carmelo Práttico" para luego decir, en su considerando 9º), "Que esta Corte entiende que los lineamientos de la "política legislativa" sobre el punto aparecen suficientemente determinados en los textos y en los considerando del Decreto-Ley 5.168/58 (Ley 14.467) y también que el Poder Ejecutivo se ajustó a sus prescripciones al ejercer las atribuciones que le acordara el citado artículo 14. En primer lugar, porque ejercitar una "política legislativa" determinada implica también el poder de dictar normas adaptadas a las cambiantes circunstancias, sobre todo en una materia que por hallarse tan sujeta a variaciones como la que se trata, se estimó conveniente dejarla librada al prudente arbitrio del Poder Ejecutivo en vez de someterla a las dilaciones del trámite parlamentario y, en segundo lugar, porque no se demuestra ni pretende que aquel haya ejercitado abusivamente las facultades que se le delegaron".

Que de igual manera, en Fallos 304:438, corre una sentencia de la Corte del 1 de abril de 1982, en la que se lee que "...3º) Que el artículo 7º de la Ley 11.683 (t.o. en 1974) acuerda a la Dirección General Impositiva la facultad de impartir normas generales obligatorias para los responsables y terceros en las materias que las leyes autorizan, para reglamentar la situación de aquellos frente a la administración. Tal es la prerrogativa que es la que considero había ejercitado el organismo recaudador al dictar la resolución general Nº 1.700.

"...4º) Que en la medida que la autorización a la que alude dicho artículo constituye una delegación en el órano administrativo de facultades legislativas limitadas a determinados aspectos de la recaudación y fiscalización del cumplimiento de las obligaciones tributarias, se impone reconocer que las normas que se dicten en su ejercicio integran el conjunto de disposiciones imperativas que constituyen y regulan la percepción de los impuestos y que, por tanto, poseen la misma eficacia de tales preceptos, en tanto respeten su espíritu: razón por la cual sólo cabe omitir su aplicación cuando ha mediado un amplio y explícito debate sobre su validez (Fallos 281:170) y su cita en lo pertinente)".

Que en el caso "Nación Argentina (Ministerio de Economía- Secretaría de Intereses Marítimos c/Arenera El Libertador S.R.L. y Otros", sentencia del 29 de junio de 1989 de Fallos 312:1.098, la Corte sustuvo);

"...7º) Que tampoco se advierte que la Ley 22.424 – al facultar al Poder Ejecutivo a establecer, modificar y adecuar el monto del peaje – haya violado el principio constitucional de legalidad".

Que en tal sentido, cabe recordar que no existe óbice constitucional para que el órgano legislativo confiera al Poder Ejecutivo o a un cuerpo administrativo cierta autoridad a fin de reglar los pormenores y detalles necesarios para la ejecución de la ley (Fallos 270:42, considerando 8º y sus citas, entre otros).

Tal doctrina resulta pertinente en el caso del peaje pues las cambiantes circunstancias que determinan el monto de aquel impiden que su fijación quede sometida las dilaciones propias del trámite parlamentario y autoriza, por ello, a dejar dicha facultad en manos del Poder Ejecutivo (ver en sentido coincidente, fallo de la Corte Suprema estadounidense in re: "Sands vs. Manistee River Improvement Company" 123 U.S.A 288, especialmente páginas 294/5 y doctrina de Fallos 270:42 considerando 9º)".

Que cabe señalar, por último, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con fecha 2 de diciembre de 1993, dictó sentencia en la causa "Coccia, Jorge D., c/Estado nacional y otro" (La Ley, tomo 1994 – B – 633).

La decisión de la Corte se alcanzó con el voto de cuatro Ministros, los doctores Barra, Cavagna Martínez, Nazareno y Moliné O’Connor, con más el voto concurrente del Ministro doctor Boggiano, expidiéndose en disidencia los Ministros doctores Fayt, Petracchi y Belluscio.

Conforme al considerando 14º) del voto de los cuatro primeros, se reitera que nuestra Constitución Nacional no admite la "delegación legislativa" en sentido estricto, tal como fuere definida en "Delfino", aunque si existen "los reglamentos de ejecución adjetivos" previstos en el artículo 99 inciso 2º (que corresponde al anterior artículo 86) y existen "los reglamentops de ejecución sustantivos", con el mismo fundamento constitucional que los "adjetivos". Tales reglamentos "sustantivos" que exteriorizan una "delegación impropia" aparecen cuando "el legislador encomienda al Ejecutivo la determinación de aspectos relativos a la aplicación concreta de la ley, según el juicio de oportunidad temporal o de conveniencia de contenido que realizará el poder Administrador. El legislador define, la materia que quiera regular, la estructura y sistematiza, expresa su voluntad que es voluntad soberana del pueblo, en un régimen en sí mismo completo y terminado, pero cuya aplicación concreta –normalmente en aspectos parciales- relativa a tiempo y materia o a otras circunstancias, queda reservada a la decisión del Poder Ejecutivo. El Poder Legislativo ejerce su competencia y dispone que el Ejecutivo concreta o "ejecute" la ley, según el "standard" inteligible que el mismo legislador estableció, es decir, la clara política legislativa, la lógica explícita o implícita, pero siempre discernible que actúa como un mandato de imperativo cumplimiento por parte del Ejecutivo".

Tales reglamentos de ejecución sustantivos "no tiene como finalidad establecer el procedimiento según el cual la Administración aplicará la ley –aunque también pueden hacerlo- sino regular, por mandato del legislador, la concreta aplicación de la ley en la substancia misma del objeto o finalidad por ella definidos. Esta competencia del Ejecutivo no es autónoma, ni de ejecución adjetiva de la ley, que puede ser de necesaria implementación aunque el legislador no la hubiese previsto. Por el contrario precisa de la expresa decisión del Congreso, el que quiere que cierto aspecto de la cuestión tratada en la ley sea regulado por el Poder Ejecutivo".

Que, por otro lado, el voto del doctor Boggiano, luego de recordar precedentes de la Corte (considerandos 21º, 22º, 23º y 25ª), recuerda que "existe una moderna y fuerte corriente doctrinaria que admite, dentro de ciertos límites de razonabilidad, la delegación de facultades legislativas como una exigencia de buen gobierno en el Estado Moderno" (considerando 24º).

De su parte, y sin perjuico de recordar que, como lo acabamos de ver, en nuestro sistema la denominada delegación legislativa encierra, en verdad, una expansión de la potestad reglamentaria, los autores detacan la existencia de tres técnicas delegativas.

Delegación recepticia: Las normas reglamentarias adquieren el rango formal de ley. Es el caso de los textos ordenados de leyes hechos por la Administración. 

Delegación o remisión normativa: Es la más usual. La ley autoriza o habilita al Poder Ejecutivo o a sus órganos o entes a dictar normas en determinadas materias y con ciertos límites. 

Delegalización de materias: Técnica por la cual ciertas materias que se encuentran reguladas por ley pasan o se autorizan a que sean regidas por normas emanadas de la Administración, Casagne, Juan Carlos, "Derecho Administrativo", página 114).

Que por su parte, García de Enterría y Fernández, entienden que hay delegación recepticia cuando "por una delegación expresa del legislador, independiente de la técnica misma de la delegación, se viene a asignar a la norma delegada el rango de ley". El legislador anticipa su conformidad con la norma que dará la Administración y le confiere el rango de ley.

En su caso y según estos mismos autores "hay remisión normativa cuando una ley reenvía a una normación ulterior que ha de elaborar la Administración, la regulación de ciertos elementos que complementan la ordenación que la propia ley establece".

Y hay, por último, deslegalización cuando tiene lugar una operación que efectúa una ley que, sin entrar en la regulación material de un tema, hasta entonces regulado por ley anterior, abre dicho tema a la disponibilidad de la potestad reglamentaria de la Administración". (García de Enterría, Eduardo y Fermández, Tomás Ramón, "Curso de Derecho Administrativo" tomo I, 4ª edición, Madrid 1987, páginas 253/4, 267 y 274, respectivamente y, fundamentalmente, el capítulo V de la obra del profesor García de Enterría, Legislación delegada, potestad reglamentaria y control judicial.

Que respecto a la cuestión de los Tribunales administrativos, señala Guastavino que las ventajas que pueden derivarse de la actuación de los tribunales administrativos hacen al orden, coherencia y uniformidad en la aplicación de criterios y de leyes en cuestiones complejas o múltiples. Además, al aprovechamiento de la experiencia de los entes administrativos.

Y, por último, "mantener unidas la potestad de ejecutar la ley con la de resolver las controversias que su ejecución suscita...". (Guastavino, Elías P. "Tratado de la "jurisdicción" administrativa y su revisión judicial", ed. Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires, Bs. As. 1987 tomo I. Parágrafo 145, páginas 261/2).

Que Mairal, por su parte, enseña que quienes propongan la "jurisdicción primaria administrativa" destacan sus ventajas, "la intervención previa de la Administración es necesaria para mantener, dentro de lo posible, uniformidad de criterio en la aplicación de una ley o la intervención es necesaria para coordinar la aplicación de dos leyes".

Este autor recuerda que la jurisdicción primaria fue entendida por la Corte Suprema de los Estados Unidos, en "Texas & Pacific Railway Co. Vs. Abilene Cotton Oil Co."., como medida para uniformar la aplicación de una ley, pues, según este Tribunal: "Porque sin acción previa de la Comisión, los tribunales y jurados pudieran ejercer en general el poder de determinar la razonabilidad de una tarifa vigente, resultaría imposible en el futuro un patrón (standard) uniforme de tarifas, a menos que todos los tribunales llegaran a idéntica conclusión, ya que el patrón fluctuaría y variaría, dependiendo de las conclusiones divergentes a que arribaran respecto de la razonabilidad los distintos tribunales llamados a conocer...". (Mairal, Héctor A., "Control Judicial de la Administración Pública", ed. Depalma, Bs. As. 1984, tomo II, número 406, pág. 717).

Que conforme se ha indicado más arriba, la opción por los Tribunales Administrativos constituye la alternativa estructural escogida por el Poder Ejecutivo, en ejercicio de su potetad gubernativa, para intentar dar una solución al creciente grado de conflictividad social que, naturalmente, no puede ser respondido por la actividad jurisdiccional judicial cuya estructura y procedimiento no fueron pensados para tan altos índices de conflictividad.

Que al analizar la solución legislativa de reconocer potestad jurisdiccional a órganos de la Administración para actuar en conflictos entre particulares, es abolutamente imposible prescindir de lo dicho por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en sentencia del 19 de setiembre de 1960, dictada en autos "Elena Fernández Arias y otros vs. José Poggio – Sucesión" (Fallos 247:646) con el voto de los Ministros doctores Villegas Basavilbaso, Aráoz de Lamadrid, Oyhanarte y Colombres y con disidencias en los fundamentos de los Ministros doctores Boffi Boggero y Aberastury.

Que la importante decisión de la Corte Suprema, desde su formulación, viene dominando la cuestión de los Tribunales Administrativos, la cuestión versó sobre el sistema de solucionar controversias entre particulares establecido por la Ley 13.246 de Arrendamientos Rurales y Aparcerías.

Que en el considerando 4º la Corte recuerda que tiene reiteradamente resuelto que las Cámaras paritarias creadas por la Ley 13.246 son "órganos administrativos que ejercen atribuciones de tipo jurisdiccional", añadiendo, en el considerando 5º que el reconocimiento de facultades jurisdiccionales a órganos administrativos es uno de los aspectos que en mayor grado, atribuyen fisonomía relativamente nueva al principio atinente a la división de poderes". Y agrega que, "Esta típica modalidad del derecho público actual no ha surgido como consecuencia de especulaciones de orden teórico" (ni) "expresa ni encubre una determinada concepción del Estado. Muy por el contrario, constituye uno de los modos de responder, pragmáticamente, al premioso reclamo de los hechos que componen la realidad de este tiempo, mucha más vasta y compleja que la que pudieron imaginar los constituyentes del siglo pasado y se asienta en la idea de que una administración ágil, eficaz y dotada de competencia amplia es instrumento apto para resguardar en determinados aspectos, fundamentales intereses colectivos de contenido económico y social (Véase Fallos 199:483, págs. 524 y 536), lo que de otra manera sólo podrían ser tardía o insuficientemente satisfechos (Landis, James M. The Administrative Process, ed. 1950, págs. 1, 6 y sigts.)".

Que en el considerando 15º señala la Corte que no se le escapa, como particularidad del caos, la intervención jurisdiccional de tribunales administrativos, como lo son las Cámaras Paritarias de Arrendamientos y Aparcerías rurales ante los cuales se plantean "situaciones jurídicas que suponen litigios entre particulares atinentes a sus derechos subjetivos privados".

Que en el considerando 12º la Corte restringe la aplitud del contenido de los considerandos anteriores sosteniendo "que, sin embargo, la referida doctrina, según la cual es válida la creación de órganos administrativos de la especie indicada, no supone, como es lógico, la posibilidad de un otorgamiento incondicional de atribuciones jurisdiccionales" y, recordando, la existencia de "limitaciones de jerarquía constitucional". Una de éstas es que "el pronunciamiento jurisdiccional emanado de órganos administrativos quede sujeto a control judicial suficiente, a fin de impedir que aquellos ejerzan un poder absolutamente discrecional, sustraído a toda especie de revisión ulterior (Fallos 244:548)" (considerando 13º). Pero bien entendido que es propio de cada caso en particular determinar cuando se está en presencia de un control judicial suficiente (considerando 14ª).

Que la organización de la Cámara Paritaria de Arrendamientos y Aparcerías Rurales como tribunal administrativo se declara, a la postre, como contraria a la Constitución Nacional por defecto, precisamente, del suficiente control judicial, pero dejándose a salvo la subsistencia de órganos administrativos con funciones jurisdiccionales, a condición de un control judicial suficiente.

Que la regla de derecho formulada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir, fundamentalmente, de "Fernández Arias", y continuada hasta la actualidad, indica que el otorgamiento de competencia jurisdiccional o cuasi-jurisdiccional (si se prefiere) a organismos administrativos, bajo la condición de un suficiente control judicial, no es contraria a la Constitución Nacional, entendiéndose que la respuesta al interrogante de cuando hay suficiente control debe ser dada, caso por caso.

Que en lo que hace a la potestad de Ente Regulador de aprobar las tarifas es una potestad que, necesariamente, debe concederse a la autoridad regulatoria de los servicios públicos.

Que en el estado actual de la investigación sobre la naturaleza jurídica de las tarifas de los servicios públicos, de la opinión de la Corte Suprema de nuestro país en las décadas de los años 20 y 30 sobre tal naturaleza y, además, sobre las posibilidades de impugnación judicial de las tarifas, es imprescindible el artículo del doctor Carlos Manuel Grecco titulado "Potestad tarifaria, control estatal y tutela del usuario (A propósito de la privatización de ENTel)" publicado en la "Revista de Derecho Administrativo", dirigida por el doctor Juan Carlos Cassagne, (año 2, número 5, septiembre – diciembre 1990, páginas 481 y siguientes), que sostiene: "cuando se trata de tarifas que han sido aprobadas por la autoridad administrativa, la doctrina que se ha ocupado del punto ha postulado un carácter normativo", y recordando a Ariño Ortiz señala que en cuanto constituyen la pauta, regla, escala de la que derivan derecho y deberes para los sujetos, constituyen derecho objetivo, son normas que tiene sentido en cuanto se integran como un elemento cambiante en el conjunto del ordenamiento regulador del servicio. No es, pues, aplicación de la norma general o del contrato (ni novación de éste) sino el elemento regulador que completa y se integra en la forma fundamental de cada sector. Del carácter normativo se desprenden, a su vez, otras consecuencias: obligatoriedad de su publicación, repetibilidad en el uso del poder reglamentario, prohibición de derogaciones singulares, insusceptibilidad del consentimiento por la sola circunstancia de haber determinado un acto aplicativo".

Que esta concepción de las tarifas de los servicios públicos como integrantes del ordenamiento fue aceptada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos "Juan Gómez c/Empresa del Ferrocarril Central Córdoba s/Devolución de fletes" del 21 de abril de 1926 (Fallos 146:233) y "Andrés Schill c/Compañía de Teléfonos del Río de la Plata" y "Víctor Ventafridda c/Compañía Unión Telefónica", ambos del 4 de agosto de 1939, (Fallos 184:296 y 311, respectivamente) reseñados por Grecco en el trabajo antes recordado.

Que de acuerdo al recordado criterio de la Corte la potestad tarifaria constituye un auténtico poder estatal y se reafirma "el carácter estructamente reglamentario de todas las disposiciones concernientes a la organización y funcionamiento del servicio público" entre las que se encuentran las tarifas.

Que siguiendo la cita del doctor Grecco es posible decir en esta materia que: "Estamos en condiciones de resumir el pensamiento doctrinal y jurisprudencial prevaleciente y de presentar un esquema general de la vertebración de la potestad tarifaria, erigida, a la luz de estos antecedentes, indudablemente en un auténtico poder estatal. Deliberadamente se confina, por de pronto, el principio de autodeterminación, pues la autonomía de la voluntad y, por ende, la libertad contractual no es fundamento que avale la posibilidad de modificar las condiciones de la concesión mediante convenios con las personas que utilicen el servicio público. Queda reformado, pues, el carácter estructamente reglamentario de todas las disposiciones concernientes a la organización y funcionamiento del servicio público, entre las cuales se halla, naturalmente, el punto relativo a las tarifas".

"Corolario definitivo de tal preupuesto es, en segundo término, la indispensable intervención del Poder Ejecutivo (o de la autoridad que en definitiva resulte competente) para que la tarifa pueda ser válidamente aplicable a los usuarios, pues tratándose de un servicio cuya explotación le confiere el Estado en forma de franquicia, concesión o privilegio, la única defensa del público llamado a usar de él consiste en el control permanente de aquel sobre los precios por medio de las tarifas. Es por eso que "ninguna tarifa tiene validez legal sin una ley que la autorice, pero una vez establecida ella es obligatoria para el público y para el concesionario".

"En tercer lugar, la potestad de control de la administración –condición implícita en la concesión para la ejecución de un servicio público, poder virtual- se extienden a un grado tal que ni siquiera la convención con los usuarios acerca de la prestación de un servicio comprendido en la concesión reviste fuerza obligatoria si es que tal servicio no ha sido autorizado por la administración, ni se ha fijado un precio".

Que han sido consultados los señores Presidentes de ambas Cámaras Legislativas y el señor Fiscal del Estado.

Por ello,

El Gobernador de la provincia de Salta

en acuerdo general de Ministros

y en carácter de Necesidad y Urgencia

Decreta:

Art. 1º.- Pónese en vigencia la norma denominada "Para Prestación de los Servicios Públicos de Jurisdicción Provincial y Orgánica del Ente Regulatorio de Dichos Servicios", que como Anexo forma parte del presente.

Art. 2º.- Remítase a la Legislatura, dentro del plazo de cinco días, a los efectos previstos en el Artículo 142 de la Constitución Provincial.

Art. 3º.- Comuníquese, publíquese en el Boletín Oficial y archívese.

Romero

ANEXO

Decreto de Necesidad y Urgencia

Principios para la Prestación de los Servicios Públicos de Jurisdicción Provincia y Orgánica del Ente Regulatorio de Dichos Servicios

Capítulo I

Creación de la autoridad – Su naturaleza jurídica – sus potestades y competencias

Art. 1º.- Créase el Ente Regulador de los Servicios Públicos de Jurisdicción Provincial.

Tal Ente es investido, en los términos de la presente, de las potestades necesarias y suficientes para atender a la regulación de todos los servicios públicos de jurisdicción provincial.

El Ente es una entidad autárquica del Gobierno de la Provincia de Salta y goza, por ende, de personalidad jurídica propia, con plena capacidad para actuar con arreglo a las normas de los Derechos públicos y privado.

Asimismo, tiene patrimonio propio conforme a los términos de esta ley y capacidad para comparecer en juicio como actor demandado o en la calidad procesal que correspondiere.

El Ente queda vinculado al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de la Producción y del Empleo.

Art. 2º.- Compete al Ente disponer lo necesario para que los servicios actualmente existentes y los que se establezcan en el futuro, de jurisdicción provincial, se presten con los niveles de calidad exigibles, con protección del medio ambiente y de los recursos naturales, y con arreglo a tarifas debidamente aprobadas, todo ello en el marco de la presente Ley.

Le corresponde, además, disponer la extensión de los servicios en los lugares donde éstos no existan, con los niveles de calidad y de protección ambiental y de los recursos naturales, mediante el pago de las ya referidas tarifas, estando tal extensión a cargo de las licenciatarias o concesionarias.

Le compete proteger el interés de los usuarios y fijar tarifas justas y razonables orientadas al establecimiento y mantenimiento de equilibrios entre las necesidades económicas y financieras de las licenciatarias y concesionarias prestadoras, la expansión y conservación de los servicios con niveles de calidad permanentes y el acceso de los usuarios a las prestaciones propias de cada uno de tales servicios.

Deberá velar para que tal prestación se realice conforme a los caracteres de regularidad, uniformidad, generalidad y obligatoriedad y conforme a las estipulaciones contractuales.

Ejercerá el poder de policía referido al servicio, incluido el necesario para evitar la agresión al medio ambiente y a los recursos naturales por medio de los efluentes industriales vertidos al sistema cloacal, todo ello con arreglo al ordenamiento general y dictando los reglamentos que fueren menester ejercitando el control del cumplimiento de los mismos y sancionando su incumplimiento.

Art. 3º.- A los fines de la consecución de su competencia, el Ente queda investido de las siguientes potetades:

Reglamentarias. 

Tarifarias. 

Jurisdiccionales. 

Sancionatorias. 

Ablatorias, expropiatorias y de restricciones y limitaciones a la propiedad. 

Implícitas.

Capítulo II

Del Directorio

Art. 4º.- El Ente será dirigido y administrado por un directorio formado por un Presidente y cuatro Directores, designados por el Poder Ejecutivo.

Los miembros del Directorio durarán seis años en sus cargos, pudiendo ser nuevamente designados, sin limitación en el número de veces, y su remuneración será fijada por el Poder Ejecutivo. Las designaciones de los Directores serán renovadas por mitades cada tres años.

En su primera reunión, el Directorio procederá a designar un Vicepresidente por el término de un año.

Al designar el primer Directorio, el Poder Ejecutivo determinará que Directores cumplirán el mandato de tres años.

Art. 5º.- Los miembros del Directorio tendrán dedicación exclusiva a sus funciones y recaerán sobre ellos las mismas inhabilitaciones e incompatibilidades que las establecidas para los jueces de la Provincia.

Art. 6º.- Los Directores sólo pueden ser removidos por grave incumplimiento de las funciones a su cargo o por delito cometido durante su desempeño.

Art. 7º.- El presidente del Ente ejercerá la representación legal de la entidad.

En los casos de ausencia o impedimentos transitorios será reemplazado por el Vicepresidente.

Art. 8º.- El Directorio formará quórum con cuatro de sus miembros, uno de los cuales deberá ser el presidente o quien lo reemplace. Sus resoluciones se adoptarán por simple mayoría. El presidente o quien lo reemplace tendrá doble voto en caso de empate.

Art. 9º.- Los recursos del Ente para cubrir sus gastos serán los siguientes:

Las licenciatarias y las concesionarias prestadoras, pagarán al Ente anualmente y por adelantado una suma de dinero proporcional a las facturaciones reales o presuntas correspondiente al año anterior al del pago. Dicha suma será fijada por el Ente al confeccionar su proyecto de presupuesto. 

Todo otro recurso fijado por las leyes.

Art. 10.- Son funciones del Directorio:

Aplicar y fiscalizar la ejecución de las normas legales y reglamentarias regulatorias de los servicios públicos de jurisdicción provincial, ejercitando el poder de policía del servicio. 

Dictar los reglamentos necesarios para asegurar el cumplimiento de los servicios y la calidad, eficiencia, salubridad, continuidad y seguridad de las prestaciones propias de los mismos, con especial referencia a la protección del medio ambiente y de los recursos naturales, la medición y facturación de los consumos, el control y uso de medidores, las interrupciones y restablecimiento de servicios, el acceso a los inmuebles de los usuarios. 

Reglamentar los requerimientos de ubicación geográfica, edilicios y tecnológicos de las instalaciones de las prestadoras. 

Velar por el derecho de los usuarios a tratamientos equitativos, dignos, no discriminatorios y ajustados al ordenamiento y por la participación de los mismos en la prestación del servicio. 

Dictar los reglamentos de servicios a que deberán ajustarse las licenciatarias y concesionarias prestadoras. 

Dictar los reglamentos referidos a la expansión de los servicios a cargo de las licenciatarias y concesionarias. 

Dictar el reglamento de usuarios que contendrá la enunciación de los derechos de éstos y las vías y procedimientos para su defensa. Tal otorgamiento se realizará con la intervención de las licenciatarias y las concesionarias prestadoras que serán oídas antes de la aprobación de aquel. 

Aprobar los cuadros tarifarios y sus modificaciones, que percibirán las licenciatarias, previa publicación en el Boletín Oficial de la Provincia y controlar el cumplimiento de tales cuadros tarifarios. 

El Ente está facultado para realizar auditorías y demás técnicas de control para determinar la observancia de las pautas tarifarias y en especial, la razonabilidad de los costos operativos y de las inversiones. 

Organizar el régimen de audiencias públicas previsto en esta Ley. 

Decidir en los reclamos que se le formulen, especialmente por parte de los usuarios, al igual que en los conflictos y cuestiones que le fueren plantadas por las concesionarias y licenciatarias prestadoras, las sub licenciatarias, los usuarios y los terceros que tuvieren relación directa con la prestación del servicio, aplicando las sanciones que correspondieren. 

Ejercer las potestades ablatorias que fueren menester para la buena marcha de los servicios. 

Disponer lo necesario para asegurar la continuidad, regularidad, uniformidad, generalidad y obligatoriedad de los servicios. 

Dictar los reglamentos necesarios para su organización interna, debiendo preverse formas de actuación descentralizada territorialmente. 

Designar y remover sus funcionarios y empleados, fijándoles sus funciones, condiciones de empleo y remuneraciones. 

Administrar y disponer los bienes que integran su patrimonio y confeccionar el presupuesto anual de gastos y recursos que remitirá al Poder Ejecutivo y a la Legislatura de la Provincia sobre la marcha de los servicios públicos de jurisdicción provincial, sugiriendo las modificaciones que fueren menester, introducir para una mejor prestación de los mismos, o la protección del interés público, debiendo publicar tales informes. 

Celebrar acuerdos judiciales o extrajudiciales y transacciones. 

Ejercer de competencias otorgadas expresa o implícitamente por esta ley al Ente. 

Celebrar todos los actos necesarios o convenientes para el ejercicio de las potestades de las que se encuentra investido el Ente, a los fines del más adecuado cumplimiento de sus funciones y la observancia de las leyes y reglamentos.

Art. 11.- El Ente regulará su gestión financiera, patrimonial y contable por los reglamentos que dicte su Directorio, los que serán aprobados por el Poder Ejecutivo.

Quedará sujeto al control del Tribunal de Cuentas y demás organismos previstos en el ordenamiento local.

Las relaciones con sus empleados se regirán por el derecho público.

Capítulo III

Modalidades del Ejercicio de las Potestades

Art. 12.- El Ente deberá publicar en el Boletín Oficial de la Provincia los proyectos de normas reglamentarias de significativa importancia que se proponga emitir.

A partir de tal publicación, todos los interesados podrán hacer llegar al Ente durante los treinta días corridos contados desde la publicación, las opiniones, comentarios y sugerencias que les merece el proyecto.

El Ente hará mención a las principales opiniones, comentarios y sugerencias en los considerandos de las normas reglamentarias.

El Ente podrá prescindir de tal procedimiento invocando razones de interés público.

Art. 13.- Dentro del mismo plazo previsto en el artículo anterior, los interesados podrán solicitar al Ente que se les permita la producción de prueba en respaldo de las opiniones, comentarios y sugerencias formuladas con respecto a la proyectada reglamentación.

El Ente concederá la producción de prueba, salvo la invocación de razones de interés público que obstasen a tal producción o la hicieren inconveniente.

El Ente deberá referirse a tales pruebas en los considerandos de las normas reglamentarias.

El Ente y las partes de estas audiencias públicas ajustarán sus conductas a las normas de procedimientos dictadas por aquel.

Art. 14.- Toda cuestión contenciosa que se suscite entre las licenciatarias, las sub licenciatarias y las concesionarias con los usuarios y terceros interesados, en relación directa con la prestación de los servicios públicos previstos en esta ley, incluyendo las derivadas del ejercicio de las potestades ablatorias y las responsabilidades por daños, será decidida en forma previa por el Ente, con arreglo a los reglamentos que dicte está estableciendo los pertinentes procedimientos.

Las decisiones adoptadas por el Ente en ejercicio de tal potestad jurisdiccional serán apelables ante la Corte de Justicia de la Provincia, mediante un recurso concedido libremente y en ambos efectos con arreglo a las prescripciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, en las condiciones que indique la reglamentación.

Art. 15.- El ejercicio de la potestad jurisdiccional por parte del Ente está sujeto al control judicial exclusivamente.

Art. 16.- El Ente, a los fines de una mejor prestación de los servicios regulados en esta ley, está facultado a disponer meras restricciones al dominio de los particulares, de conformidad con el artículo 2611 del Código Civil.

Además, a los mismos fines de la mejor prestación de los servicios, está facultado para disponer servidumbres sobre los inmuebles de los particulares.

Art. 17.- El Ente está facultado para solicitar a la Legislatura de la Provincia la declaración de utilidad pública prevista por el artículo 73 de la Constitución de la Provincia y actuar como sujeto expropiante, sujetándose a las disposiciones de la Ley General de Expropiación de la Provincia.

Podrá, también, solicitar de la Legislatura idéntica declaración de utilidad y los fines de la ocupación temporánea de la propiedad de los particulares.

A tales fines, incorpórase al ordenamiento de la provincia de Salta las normas de los artículos 57 a 70 de la Ley de Expropiaciones números 21.499 dictada por la Nación.

Capítulo IV

De los Prestadores del Servicio

Normas Generales

Art. 18.- Los títulos habilitantes para la prestación de los servicios públicos de jurisdicción provincial son la licencia, la sub licencia y la concesión de servicio público.

La licencia y la concesión son título otorgados por el Gobernador de la Provincia, en tanto la sub licencia es concedida por el Ente.

Las licenciatarias, sub licenciatarias y las concesionarias deberán prestar los servicios públicos previstos en esta ley con plena sujeción a ésta y a las demás normas producidas por el Ente y en su caso, a las estipulaciones contractuales.

Art. 19.- La responsabilidad por los daños causados por las licenciatarias, las sub licenciatarias y las concesionarias, con motivo de la prestación del servicio, será regulada por las disposiciones del derecho común.

Art. 20.- La condición jurídica de los bienes afectados a la prestación de los servicios públicos previstos en esta ley, será la que les corresponda en virtud del ordenamiento, sin perjuicio de su afectación a la prestación de servicios públicos.

Art. 21.- Las licenciatarias y sub licenciatarias, sin perjuico de la observancia de las normas del ordenamiento regulatorias de los registros contables, deberán observar las reglamentaciones dictadas por el Ente a los fines de la verificación de los presupuestos de hecho y derecho de la fijación de tarifas.

A tales fines registrarán la evolución de sus activos y pasivos, las inversiones realizadas con exacta determinación de su costo de origen, la cuantía de las depreciaciones, la exacta conformación de sus costos y cuantos más datos sean exigidos por el Ente.

Art. 22.- Las licenciatarias serán sociedades comerciales a quienes el Gobernador de la Provincia les haya concedido la pertinente licencia.

Podrán ser sub licenciatarias las organizaciones de usuarios agrupados, sin propósitos de lucro, en cooperativas, asociaciones bajo la forma de sociedades comerciales, consorcios municipales, y otras formas previstas en el ordenamiento, vinculados con las licenciatarias o las concesionarias, a los fines de extender hasta sus domicilios las redes propias de los servicios previstos en esta ley o realizar cualquier prestación complementaria o suplementaria de tales servicios.

Art. 23.- La calidad de licenciataria, sub licenciataria o concesionaria son requisitos imprescindibles para la actuación de las personas privadas en la prestación de estos servicios.

El Ente con el auxilio de la fuerza pública si fuere necesario, impedirá la actuación de personas privadas que presten servicios regulados por esta ley, sin reunir los requisitos exigidos por la presente.

Art. 24.- Las sub licenciatarias podrán disponer reducciones de los márgenes de rentabilidad contenidos en las tarifas en beneficio de sus integrantes, pero en ningún caso dejarán de percibir los costos del servicio.

Art. 25.- Las sub licenciatarias podrán organizar fondos mutuales o de otra naturaleza inspirados en la solidaridad social, para colaborar con sus integrantes necesitados en el pago de las tarifas.

Tales sub licenciatarias podrán ser sujetos receptores de los subsidios expresos contenidos en la ley de presupuesto.

Art. 26.- Los bienes afectados por las sub licenciatarias a la prestación del servicio son privados de éstas.

A los fines de la invocación de la norma del artículo 189 de la Ley de la Nación Nº 24.522, declárase que las concesionarias, licenciatarias y sub licenciatarias que presten servicios públicos a través de reales en un todo de acuerdo a las disposiciones de esta ley, constituyen "personas que explotan servicios públicos imprescindibles".

Capítulo V

Del Régimen Tarifario

Art. 27.- La tarifas de los servicios públicos regulados por esta ley integran el ordenamiento jurídico de la provincia de Salta en su calidad de normas reglamentarias, con excepción de las tarifas correspondientes a las concesiones, cuya naturaleza es contractual.

Las tarifas aprobadas por el ente deberán ajustarse a los siguientes principios:

Deberán permitir a las licenciatarias que actúen con la diligencia de un buen hombre de negocios, obtener los ingresos necesarios para cubrir todos sus costos operativos razonables, los impuestos y tasas, la depreciación de los bienes utilizados en la producción del servicio y una utilidad razonable. 

Deberán ser iguales con relación a cada una de los diferentes grupos de usuarios, clasificados con arreglo a criterios objetivos y previamente aprobados por el Ente, sin que las licenciatarias puedan establecer discriminaciones dentro de cada uno de ellos en tales tarifas, cargos y servicios, pudiendo diferir entre un grupo y otro de usuarios. 

Deberán contener mecanismos que estimulen la eficiencia en la prestación de los servicios. 

No deberán contener subsidios cruzados.

Art. 28.- Las tarifas aprobadas por el Ente son máximas en el sentido que las licenciatarias pueden disminuir el componente de rentabilidad contenido en ellas, sin que en ningún caso, puedan disminuir el componente destinado a cubrir los costos razonables del servicio.

Art. 29.- Los cuadros tarifarios debidamente aprobados por el Ente deberán ser puestos y disposición de los usuarios en las sedes de las licenciatarias.

Art. 30.- Las licenciatarias, y las organizaciones de usuarios podrán solicitar modificaciones de tarifas, cargos o servicios, fundándose en circunstancias objetivas y justificadas relacionadas con el principio previsto en el inciso a) del artículo 27.

El Ente convocará a una audiencia pública de las previstas en el artículo 13 y emitirá decisión dentro de los treinta días de celebrada la audiencia pública.

El Ente podrá disponer que las nuevas tarifas sean aplicadas dentro de un plazo máximo de tres meses contados desde la fecha de la decisión prevista en el párrafo anterior.

Capítulo VI

Régimen Contravencional y Sanciones

Art. 31.- Cada una de las violaciones o incumplimientos de la presente ley de sus reglamentaciones serán sancionadas con:

Apercibimiento. 

Multa. 

Suspensión del servicio. 

Inhabilitación. 

Revocación de la licencia. 

Revocación de la concesión. 

Las sanciones serán aplicadas y razonablemente graduadas por el Ente en función de la naturaleza del acto o hecho punible, antecedentes del infractor en cuanto a un grado de observancia del ordenamiento, antecedentes en materia de quejas o reclamos de los usuarios y la incidencia de la infracción con relación a la prestación del servicio.

Art. 32.- El apercibimiento constituye un llamado de atención dirigido al infractor y difundido en los medios de comunicación social, formulado por faltas no graves.

Art. 33.- Las multas son sanciones pecuniarias de cien pesos ($ 100) a un millón de pesos ($ 1.000.000) aplicables por violaciones graves al ordenamiento.

En los casos que sean aplicadas a las licenciatarias o a las concesionarias, pueden hacerse efectivas mediante una rebaja de las tarifas por el monto de las multas.

Art. 34.- El Gobernador, por vía reglamentaria, establecerá en qué casos y bajo qué condiciones podrán los prestadores suspender la prestación de los servicios por falta de pago de las tarifas aplicables o por verificarse la existencia de instalaciones cuyo estado afecte al servicio o signifique peligro para la salud de los usuarios.

Art. 35.- La inhabilitación consiste en la prohibición dirigida a personas físicas para la prestación de cualquier tipo de tareas o actividad vinculada a los servicios públicos por el lapso determinado por el Ente, el que no podrá exceder de cinco meses.

Art. 36.- En los casos de muy graves y reiteradas violaciones o incumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias regulatorias de los servicios previstos en esta ley, el Ente podrá aconsejar al Gobernador la revocación de la licencia de las licenciatarias, sin perjuicio de adoptar todas las medidas pertinentes para asegurar la continuidad del servicio.

Art. 37.- A los fines de sancionar idénticas conductas de la concesionaria, el Ente aconsejará al Poder Ejecutivo la revocación de la concesión, sin perjuicio de adoptar las mismas medidas que las previstas en el artículo anterior a los fines de mantener la continuidad del servicio.

Art. 38.- El Ente reglamentará las vías procedimentales para la aplicación de las sanciones, con el debido resguardo de las garantías del debido proceso y la inviolabilidad de la garantía de la defensa.

Art. 39.- El control del ejercicio de la potestad sancionadora corresponderá, exclusivamente, a la Corte de Justicia de la Provincia, conforme lo disponga la reglamentación.

Art. 40.- Si las acciones u omisiones previstas en este capítulo importase, a la vez, delitos previstos en el Código Penal, el Ente deberá realizar las denuncias pertinentes ante el Juez competente.

Capítulo VII

Tutela del Usuario

Art. 41.- Los derechos del usuario serán ejercitados en la forma que se dispone en los artículos siguientes.

El usuario tiene derecho a:

A la prestación del servicio en los lugares donde estuviese establecido. 

A que el servicio se preste en condiciones que protejan su salud y a recibir, con motivo de tal prestación, un trato digno y equitativo. 

A prestaciones eficientes con la calidad dispuesta por las normas. 

A la información adecuada y veraz dispuesta en los artículos siguientes. 

A constituir asociaciones de usuarios a los fines previstos en esta ley.

Art. 42.- El usuario tiene derecho a ser adecuadamente informado acerca de las características y modalidades de los servicios, de la composición de las tarifas, de las interrupciones programadas de los mismos, con indicación de su duración estimada.

Igualmente, tiene derecho a ser informado, con una anticipación razonable, de los montos que debe pagar en contraprestación por los servicios.

Art. 43.- Los usuarios domiciliados en lugares desprovistos de servicios tienen derecho a solicitar que el Ente pida informes a las prestadoras acerca de los planes de expansión de los servicios con respecto a los domicilios de aquellos usuarios, y el plazo de tales prolongaciones.

De acuerdo a la respuesta, los usuarios podrán exteriorizar su voluntad de constituirse en sub licenciatarias a los fines de la expanión del servicio.

En caso de oposición de la prestadora dirimirá el Ente, al cabo de un procedimiento de audiencia pública.

Art. 44.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, los usuarios tienen el derecho de asociarse y constituir sub licenciatarias a los fines de una mejor prestación de los servicios, en las condiciones dispuestas por las reglamentaciones pertinentes.

Art. 45.- Las asociaciones de usuarios están plenamente legitimadas para defender los derechos de sus miembros referidos a la prestación de los servicios previstos en esta ley, sea quien fuere el prestador.

A tales fines pueden utilizar todas las vías reconocidas por el ordenamiento para la defensa de derechos subjetivos e intereses legítimos.

Art. 46.- Los usuarios tiene derecho a tarifas justas y razonables determinadas de acuerdo a las disposiciones de esta ley y sus reglamentaciones.

Capítulo VIII

De las Concesiones

Art. 47.- La prestación de los servicios públicos de jurisdicción provincial previstos en esta ley podrá ser concedida, sin perjuicio de la inalterabilidad de su condición de servicios públicos.

La decisión de conceder la prestación corresponderá al Gobernador, ejercitando el Ente, empero, las potestades de autoridad concedente.

Art. 48.- La concesión, a los fines de esta ley, es un contrato administrativo celebrado por la provincia de Salta con una persona jurídica privada en cuya virtud encomienda a ésa la prestación total o parcial de los servicios previstos en esta ley, consistiendo la contraprestación en el derecho del concesionario a percibir las tarifas reguladas, de conformidad con esta ley, la Ley del Sistema de Contrataciones de la Provincia y el instrumento contractual.

Art. 49.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, el concesionario está obligado a la actualización permanente de la tecnología empleada en la prestación, de conformidad con las reglamentaciones que dicte el Ente.

Art. 50.- El contrato de concesión, al igual que los pliegos de las licitaciones, serán propuestas por el Ente al Gobernador quien los aprobará.

El Ente será el órgano de consulta natural del Gobernador en todo lo referido a las concesiones de servicios que se celebren de acuerdo a las disposiciones de esta Ley.
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CAPITULO I

Artículo 1° — Definición. El Ente Unico Regulador de Servicios Públicos creado por el artículo 138 de la Constitución de la Ciudad e instituido en el ámbito del Poder Ejecutivo, es una persona jurídica, autárquica, con independencia funcional y legitimación procesal. 

Art. 2° — Objeto. El Ente ejerce el control, seguimiento y resguardo de la calidad de los servicios públicos prestados por la administración central o descentralizada o por terceros, así como el seguimiento de los servicios cuya fiscalización realice la Ciudad de Buenos Aires en forma concurrente con otras jurisdicciones, para la defensa y protección de los derechos de sus usuarios y consumidores, de la competencia y del medio ambiente, velando por la observancia de las leyes que se dicten al respecto.

Se entiende como servicios públicos a los efectos de la aplicación de la presente ley:

Transporte público de pasajeros. 

Alumbrado público y señalamiento luminoso. 

Higiene urbana, incluida la disposición final. 

Control de estacionamiento por concesión. 

Conservación y mantenimiento vial por peaje. 

Transporte, tratamiento, almacenamiento y disposición final de residuos patológicos y peligrosos. 

Televisión por cable o de transmisión de datos con el alcance previsto en el artículo 3° inciso m) de esta ley. 

Servicios públicos que se presten en el ámbito de la Ciudad cuya prestación exceda el territorio de la misma, sin colisionar con la competencia atribuida a otros órganos del Gobierno de la Ciudad, a los entes de otras jurisdicciones y a los entes de la Nación, con los que se complementa, conforme lo establecido en el Art. 3º inciso m). 

La inclusión de nuevos servicios públicos, debe ser aprobada por la Legislatura.

Art. 3° — Funciones. El Ente tiene las siguientes funciones en relación a los servicios enumerados en el Art. 2º:

Verificar el correcto cumplimiento de las leyes o normas reglamentarias de los servicios sometidos a su jurisdicción. 

Controlar las actividades de los prestadores de servicios públicos en todos los aspectos prescritos por la normativa aplicable respecto a la seguridad, higiene, calidad, continuidad, regularidad, igualdad y generalidad de los servicios. 

Informar, proteger y asesorar sobre sus derechos a los usuarios, consumidores y a las asociaciones que estos conformen, asegurándoles trato equitativo y acceso a la información en los términos del Art. 46 de la Constitución de la Ciudad, garantizando que sea proporcionada en condiciones tales que habilite la toma de decisiones y la participación en las audiencias públicas. 

Organizar actividades de capacitación, campañas educativas y acciones de cualquier índole que tiendan a instruir a la población desde la niñez acerca de los derechos como usuario de servicios públicos. 

Controlar el cumplimiento de los contratos de concesión, licencias, permisos, autorizaciones y habilitaciones. 

Analizar las bases de cálculo de los regímenes tarifarios. 

Advertir a la autoridad competente en caso de alteración del principio de razonabilidad y justicia tarifaria, mediante resolución fundada. 

Crear un sistema de información que permita evaluar en forma estadística el desempeño de los prestadores de los servicios controlados, reglamentar el procedimiento de encuesta de opinión y de servicios. 

Prevenir conductas anticompetitivas, monopólicas o discriminatorias y efectuar las denuncias pertinentes, implementando las acciones tendientes a hacer cesar dichas conductas. 

Recibir y tramitar las quejas y reclamos que efectúen los usuarios en sede administrativa tendientes a resolver el conflicto planteado con el prestador. El Ente dicta las normas internas de procedimiento del trámite administrativo. 

Ejercer la jurisdicción administrativa. 

Reglamentar el procedimiento para la aplicación de las sanciones que correspondan por violación de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales de los respectivos servicios, de conformidad con los regímenes sancionatorios vigentes, y aplicar las mismas respetando los principios del debido proceso. 

Controlar el estado de las instalaciones de transporte local y redes de distribución en la vía pública tanto en el espacio aéreo como subterráneo respecto de los servicios públicos locales y supervisar los tendidos de los interjurisdiccionales, a los efectos de velar por la seguridad y el resguardo ambiental. 

Velar por la protección del ambiente, la seguridad, higiene y salubridad de los establecimientos e instalaciones y vehículos de los servicios sometidos a su competencia, incluyendo el derecho de acceso a las mismas, ante cualquier amenaza real o potencial a la seguridad y conveniencia pública, sin que ello importe la interferencia en la continuidad y regularidad de los servicios. En las acciones de prevención y constatación de contravenciones, así como para lograr el cumplimiento de las medidas de secuestro y otras que pudieren corresponder, el Ente está facultado para requerir al juez competente el auxilio de la fuerza pública con jurisdicción en el lugar del hecho. 

Requerir al Poder Ejecutivo la realización de Audiencias Públicas conforme lo establecido en el Art. 13. 

Participar en las Audiencias Públicas locales y Nacionales en temas de su competencia. 

Promover y llevar adelante las acciones judiciales pertinentes a fin de asegurar el cumplimiento de sus funciones coordinando con la Procuración General. 

Requerir a los prestadores de servicios bajo su control, la información necesaria para verificar el cumplimiento de sus obligaciones, con el adecuado resguardo y reserva de la información que pueda corresponder. 

Publicar las decisiones que adopte incluyendo sus antecedentes. 

Asistir al Poder Ejecutivo a su requerimiento, mediante opinión fundada, en la elaboración de las políticas de planificación, gestión, regulación y renegociación de los contratos de los servicios públicos. 

Elevar anualmente al Poder Ejecutivo y a la Legislatura de la Ciudad al 30 de abril de cada año, un informe sobre las actividades del año inmediato anterior y las sugerencias sobre inclusión de actividades bajo régimen de servicio público, como asimismo cualquier otra medida a adoptar en beneficio del interés general. A tal fin el Presidente del Ente asiste personalmente a la Legislatura. 

 

CAPITULO II

DIRECTORIO

Art. 4° — Composición. Designación. El Ente está constituido por un Directorio, conformado por cinco miembros, designados por la Legislatura por mayoría absoluta del total de sus miembros, contemplando lo prescripto en el artículo 36 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, previa substanciación en audiencia pública con los candidatos. El Presidente o Presidenta es propuesto por el Poder Ejecutivo y los vocales por la Legislatura, garantizando la pluralidad de la representación, debiendo ser uno de ellos miembro de organizaciones de usuarios y consumidores.

Art. 5° — Condiciones e Incompatibilidades. Todos los miembros del Directorio están sujetos a las siguientes prescripciones:

Deben ser profesionales expertos. 

Deben tener dedicación exclusiva en su función, excepto la docencia. 

Están alcanzados por las incompatibilidades fijadas por la ley para los funcionarios públicos así como por las prescripciones establecidas en los artículos 56 y 57 de la Constitución de la Ciudad. 

No pueden tener al momento de su postulación al cargo ni haber tenido durante los 2 (dos) años anteriores, vinculación directa ni mediata con los concesionarios licenciatarios de servicios públicos bajo su control. Tampoco pueden tener dicha vinculación hasta después de transcurridos 2 (dos) años de haber cesado en sus funciones. La violación de esta prohibición implica inhabilidad para desempeñar cualquier cargo público en la Ciudad por 10 (diez) años. 

Art. 6° — Mandato y Remuneración. El mandato dura cuatro (4) años y pueden ser reelegidos por un nuevo período. La remuneración de los miembros del Directorio es equivalente a la de un diputado de la Ciudad.

Los miembros del Directorio deben presentar anualmente una declaración jurada de sus bienes y recursos, con descripción de activos y pasivos, que se deposita en la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y que debe estar a disposición de cualquier persona que solicite examinarla.

Art. 7° — Cese. Causales. Los miembros del Directorio del Ente cesan en sus funciones por alguna de las siguientes causas: 

Renuncia. 

Fallecimiento. 

Incapacidad sobreviniente declarada en sede judicial. 

Condena por sentencia firme por delito doloso contra la Administración Pública. 

Por haber incurrido en alguna de las situaciones de incompatibilidad previstas en esta ley. 

Art. 8° — Remoción. Los integrantes del Directorio pueden ser removidos de sus cargos por el voto de la mayoría absoluta de los miembros de la Legislatura, en caso de mal desempeño de sus funciones o inconducta grave. En estos casos la Junta de Etica, Acuerdos y Organismos de Control deberá sustanciar las actuaciones correspondientes asegurando el derecho de defensa. La Legislatura podrá suspender preventivamente al funcionario mientras se tramita el procedimiento con la misma mayoría que para su remoción.

Art. 9° — Reemplazo. En los casos previstos en los artículos 7º y 8º, la Legislatura debe iniciar en un plazo de diez días el procedimiento tendiente a la designación del nuevo titular, quien completará el mandato del titular anterior.

Art. 10 — Quórum. Adopción de Decisiones. El Directorio forma quórum con la presencia de tres de sus miembros, uno de los cuales debe ser el Presidente o el miembro que lo reemplace. Las decisiones se adoptan por mayoría simple. El Presidente o quien lo reemplace tiene doble voto en caso de empate.

Art. 11 — Funciones del Directorio. Son funciones del Directorio:

Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen la actividad del Ente. 

Dictar el Reglamento interno. 

Determinar la estructura del organismo. 

Contratar personal y proceder a su remoción por acto fundado respetando el debido proceso. 

Formular el presupuesto anual de gastos y cálculo de recursos y elevarlo al Poder Ejecutivo para su posterior aprobación por la Legislatura. 

Confeccionar anualmente su memoria y balance. 

Asesorar al Poder Ejecutivo en todas las materias de competencia del Ente. 

Efectuar, al menos semestralmente, una reunión consultiva con representantes de organizaciones de defensa de los usuarios de servicios públicos y de las organizaciones de prestadores de servicios públicos. 

Realizar todos los demás actos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones y los objetivos de la presente ley. 

 

CAPITULO III

PARTICIPACION Y TUTELA CIUDADANA

Art. 12 — Asesoramiento y Descentralización. El Ente promueve los mecanismos de participación y tutela de los usuarios de servicios, adecuando su estructura organizativa a los efectos de eliminar trabas burocráticas, habilitando un servicio de orientación, asesoramiento e información, en los horarios y las modalidades que mejor hagan al cumplimiento de su objeto.

A tal efecto, el Ente instrumenta en el término de ciento veinte (120) días de su constitución, las medidas necesarias para asegurar la existencia de ámbitos descentralizados suficientes, para la adecuada atención y recepción de denuncias. 

 

CAPITULO IV

AUDIENCIA PUBLICA

Art. 13 — Convocatoria. La convocatoria y realización de Audiencia Pública es obligatoria antes del dictado de resoluciones en las siguientes materias:

Conductas contrarias a los principios de libre competencia o abuso de situaciones derivadas de monopolio natural o de posición dominante en el mercado. 

Cuando las obras a realizar por un prestador amenacen interferir o interfieran con la normal prestación de alguno de los servicios o afecten el ambiente. 

Cuando una tarifa, cargo, clasificación o servicio de un prestador sea considerada, con fundamento como inadecuada, indebidamente discriminatoria o preferencial, según la naturaleza del servicio o cuando se considere alterado el principio de razonabilidad y justicia tarifaria; asimismo en caso de solicitud de modificación de la tarifa. 

Cuando sea modificado el reglamento del servicio o los términos del contrato original en la relación usuario - empresa - Estado. 

El Poder Ejecutivo a requerimiento del Ente convoca a audiencia pública no vinculante en los casos señalados precedentemente, como asimismo en los casos en que deba resolver cuestiones de naturaleza técnica o regulatoria en el ámbito de su competencia específica. La convocatoria y el procedimiento de la audiencia se llevarán a cabo según el trámite dispuesto por la Ley Nº 6 salvo en lo referido a la presidencia de la misma que quedará a cargo del Presidente del Ente o de quien legalmente lo reemplace.

 

CAPITULO V

GESTION. RECURSOS

Art. 14 — Patrimonio. Su patrimonio está integrado por los bienes que se le transfieran y por los que adquiera en el futuro.

Art. 15 — Gestión. El Ente rige su gestión financiera, patrimonial y contable por las normas de la Ley de Gestión y Administración Financiera y Organismos de Control y por la presente ley.

Art. 16 — Presupuesto. El Ente confecciona anualmente su presupuesto estimando razonablemente los gastos y recursos correspondientes al próximo ejercicio y lo eleva al Poder Ejecutivo para su incorporación al proyecto de ley de presupuesto y posterior elevación para su aprobación por la Legislatura.

Art. 17 — Personal. La cobertura de los cargos ejecutivos que fije el Ente en su estructura debe responder a criterios de especialización técnica y operativa.

Art. 18 — Recursos. Los recursos del Ente se formarán con:

Los que asigne el Presupuesto General de Ingresos y Gastos de la Ciudad; que deben garantizar el cumplimiento de las funciones establecidas por la presente ley y no podrán ser menores a los ingresos provenientes de las tasas de fiscalización que fije la ley sobre los servicios prestados por la Administración Central o por terceros, así como aquellos provenientes de las tasas de fiscalización recaudadas por los Entes nacionales u otros organismos extrajurisdiccionales en proporción a sus competencias y en la medida en que éstas sean transferidas al Ente. 

Los subsidios, disposiciones testamentarias, donaciones y transferencias que bajo cualquier título reciba. 

Los demás fondos, bienes o recursos que puedan serles asignados en virtud de las leyes y reglamentos aplicables. 

Los intereses y beneficios resultantes de la gestión de sus propios fondos. 

 

CAPITULO VI

PROCEDIMIENTO Y CONTROL JURISDICCIONAL

Art. 19 — Normativa Aplicable. En sus relaciones con la Administración y con los particulares, el Ente se rige por la Ley de Procedimientos Administrativos y sus disposiciones reglamentarias, con las excepciones dispuestas en la presente ley.

Art. 20 — Solución de Controversias. Toda controversia que se suscite entre los sujetos de los distintos servicios regulados, así como con todo tipo de terceros interesados, ya sean personas físicas o jurídicas, con motivo de la prestación del servicio, debe ser sometida en forma previa al conocimiento y consideración del Ente a cuyo efecto dicta las normas reglamentarias pertinentes. 

Es facultativo para los usuarios el sometimiento a la jurisdicción previa del Ente.

Art. 21 — Recurso Judicial. Las decisiones de naturaleza jurisdiccional del Ente y sus actos sancionatorios son apelables dentro de los 30 (treinta) días hábiles judiciales posteriores a su notificación, mediante recurso directo ante la Cámara en lo Contencioso Administrativo de la Ciudad. El recurso se concede libremente y al solo efecto devolutivo.

 

CAPITULO VII

DE LAS SANCIONES

Art. 22 — Sanciones. Las disposiciones sancionatorias contenidas en las distintas normas de regulación de los servicios comprendidos en esta ley, son aplicadas por el Ente con adecuación a las siguientes reglas y principios:

Las sanciones se gradúan en atención a: 

La gravedad y reiteración de la infracción. 

Las dificultades o perjuicios que la infracción ocasione a los usuarios del servicio prestado o a terceros. 

El grado de afectación del interés público. 

El ocultamiento deliberado de la situación de infracción mediante registraciones incorrectas, declaraciones erróneas o simulación. 

Falta de información. La falta de información de los prestadores al Ente es considerada grave. 

Las sanciones no sustituyen las obligaciones contractuales. La aplicación de sanciones no exime al prestador del cumplimiento de la obligación prevista y es independiente de la obligación de reintegrar o compensar las tarifas indebidamente percibidas de los usuarios, con intereses, o de indemnizar los perjuicios ocasionados al Estado, a los usuarios o a terceros por la infracción. 

Discrecionalidad administrativa en materia sancionatoria. La discrecionalidad administrativa no habilita al Ente a eximir a los prestadores de la aplicación del régimen sancionatorio de naturaleza normativa, pudiendo únicamente mediante resolución fundada y razonable sustituir una sanción por otra. La renegociación de los contratos no suspende los efectos del acto sancionatorio. 

Multa: Las multas deben ser depositadas en el Ente hasta el dictado de la sentencia definitiva. 

 

CAPITULO VIII

NORMAS COMPLEMENTARIAS

Art. 23 — Recurso de Alzada. No procede el recurso de alzada en sede administrativa contra los actos que dicte el Ente con carácter definitivo.

Art. 24 — Intervención. El Ente sólo puede ser intervenido por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Legislatura prestado por la mayoría de los dos tercios del total de sus miembros reunidos al efecto. En todos los casos la Legislatura deberá fijar el plazo de duración de la intervención. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA: Coordinación. Delegación. El ejercicio de las atribuciones relativas al poder de policía de los servicios públicos bajo su control deben ser coordinadas con las respectivas jurisdicciones locales y nacionales, éstas últimas ad referéndum de la Legislatura.

El Gobierno de la Ciudad convendrá con el Gobierno de la Nación la progresiva delegación de las atribuciones necesarias para que la Ciudad ejerza el control de los servicios públicos interjurisdiccionales conforme lo establece el artículo 2º de esta ley.

SEGUNDA: Representante de los Usuarios. El Representante de los Usuarios, a que se refiere el artículo 4º, última parte, es elegido por la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, por esta única vez, entre una nómina conformada por hasta un candidato propuesto por cada organización de defensa de los consumidores, inscripta en el Registro Nacional con domicilio en la Ciudad de Buenos Aires y con no menos de dos años de inscripción. 

TERCERA: Personal. Los cargos de estructura son cubiertos dando prioridad a aquellos agentes que integran el Fondo de Transición Legislativa a la fecha de la sanción de la presente ley. 

CUARTA: Recurso Judicial. Hasta tanto se conformen los Tribunales en lo Contencioso Administrativo de la Ciudad de Buenos Aires, es competente el Tribunal Superior de Justicia.

QUINTA: El Poder Ejecutivo, en el plazo de 180 (ciento ochenta) días de promulgada la presente ley, enviará a la Legislatura una compilación ordenada y sistematizada de las normas aplicables a los servicios públicos, objeto de regulación y control, a fin de establecer el régimen jurídico de los servicios públicos de la Ciudad de Buenos Aires que aplicará el Ente.

Comuníquese, etcétera.

OLIVERA

Miguel O. Grillo

LEY N° 210

Buenos Aires, 29 de julio de 1999.

En uso de las facultades conferidas por el artículo 102 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, promúlgase la Ley Nº 210 (Expediente Nº 43.222/99), sancionada por la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en sesión del 29 de junio de 1999. Dése al Registro, publíquese en el Boletín Oficial de la Ciudad de Buenos Aires, gírese copia a la Secretaría Parlamentaria del citado Cuerpo por intermedio de la Dirección General de Asuntos Políticos e Institucionales y para su conocimiento y fines pertinentes remítase a las Secretarías de Obras y Servicios Públicos y Transporte y Tránsito, de Gobierno, de Planeamiento Urbano, de Medio Ambiente y Desarrollo Regional y de Hacienda y Finanzas.

El presente Decreto será refrendado por los señores Secretarios de Obras y Servicios Públicos y Transporte y Tránsito, de Gobierno, de Planeamiento Urbano, de Medio Ambiente y Desarrollo Regional y de Hacienda y Finanzas.

DE LA RUA

Hugo Ramón Clausse

Enrique Mathov

Enrique García Espil

Norberto Luis La Porta

Eduardo Alfredo Delle Ville
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